
En el año 2015 se iniciaron unos operativos policiales en 
Venezuela que el gobierno nacional a!rmó estaban destinados 
a liberar al pueblo de la delincuencia. En el medio de la noche, 

grandes contingentes de funcionarios policiales y militares rodeaban 
las zonas pobres de las ciudades, derrumbaban las puertas y sacaban a 
las familias de sus hogares para separarlas de los hombres, en su 
mayoría jóvenes. Al día siguiente, un alto funcionario informaba del 
éxito de la intervención policial y, orgulloso de sus logros, noti!caba a 
la población que habían dado de baja a peligrosos delincuentes. 

Este libro reporta una investigación realizada por ocho universidades 
venezolanas para conocer las voces de las familias víctimas de la 
letalidad policial y la opinión de la población. Ofrece novedosos 
conceptos y teorías que permiten una mejor interpretación sociológica 
y política de la violencia del Estado en América Latina. Con sus 
análisis y testimonios, los autores buscan acercarnos al horror que 
padecieron esas familias y demostrar que no fueron eventos aislados, 
sino el resultado de una política de muerte —una tanatopolítica— 
de un Estado que, saliéndose del marco jurídico, propició su 
ocurrencia con el propósito de aterrorizar a la población. Que fueron 
sicariatos de Estado cometidos por homicianos. 
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Escrito en forma retrospectiva, este diario ofrece una aproximación a lo 
que han sido 20 años de sobresaltos desde la óptica íntima de alguien que 
habla a un mismo tiempo, con la más humana naturalidad, como intelectual, 
madre, abuela y, sobre todo, «ciudadana en ejercicio». Ana Teresa Torres 
reconstruye con fragmentos de memoria una ardua travesía de acciones de 
resistencia política, marchas, manifestaciones, comunicados, declaraciones, 
cartas y artículos que, si bien la han hecho dudar a veces de la utilidad de 
la palabra ante una realidad de oprobio, no la alejan de este aporte a lo que 
habrá de ser, en algún momento, una súper crónica del desastre.
Diario en ruinas no fue escrito al filo de los días: es una reelaboración en el 
tiempo que conecta la memoria individual con la colectiva. Las fechas y los 
hitos en la vida de la diarista devienen en efemérides de una debacle que la 
misma autora advirtió desde sus orígenes y, gracias al intimismo con que 
acaso por primera vez se enfoca nuestra turbulencia, el lector coincidirá 
en reflejos y tal vez se detenga allí donde algo suyo también se detuvo. 
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Prólogo

A mediados del año 2015 se iniciaron unos operativos poli-
ciales en zonas pobres de Venezuela que el gobierno nacional a0r-
mó, pomposamente, que estaban destinados a liberar al pueblo de 
la delincuencia.

En el medio de la noche, grandes contingentes de funciona-
rios policiales y militares tomaban un área de viviendas o un con-
junto de edi0cios, tocaban a las puertas o las derrumbaban a la 
fuerza y sacaban a las familias de sus hogares, mientras separaban a 
los hombres, en su mayoría jóvenes. En unos casos se producía un 
tiroteo dentro de la vivienda y a los jóvenes se los llevaban al hos-
pital; en otros, los jóvenes eran trasladados como detenidos. Unos 
regresaban a sus casas y otros no. Al día siguiente, un alto funcio-
nario informaba del éxito de la intervención policial y, orgullo-
so de sus logros, noti0caba a la población que habían eliminado 
—dados de baja, se empeñaba en decir— a peligrosos delincuen-
tes como parte de las Operaciones para la Liberación del Pueblo 
(OLP) que había ordenado el gobierno nacional.

Las acciones no eran sigilosas ni secretas. Bien por el contra-
rio: a pesar de la oscuridad de la noche y de los rostros cubiertos 
de los participantes, las operaciones eran publicitadas y se trasla-
daban a la claridad del día para que las conociera toda la sociedad 
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y fueran difundidas por los escasos medios de comunicación que 
aún circulaban en el país. Se quería que fueran conocidas por el 
mayor número posible. Eran mostradas como trofeos y hazañas, 
pues era un año electoral y a los candidatos del gobierno no les iba 
bien en las encuestas.

Todas las víctimas que se reportaban eran descritas como 
delincuentes que habían fallecido en medio de una refriega por 
haberse resistido a la autoridad. No eran similares las versiones con 
las cuales denunciaban los familiares de las víctimas: unos decían 
que sus allegados no eran delincuentes; otros reconocían que podían 
andar por malos caminos, pero que no se habían resistido ni había 
existido enfrentamiento, que los habían asesinado.

Las denuncias continuas de los familiares fueron acompa-
ñadas por los reclamos de los defensores de los derechos huma-
nos, algunos de ellos miembros del partido de gobierno o a0nes al 
mismo. El gobierno nacional decidió entonces que haría un cam-
bio y a las siglas originales les agregó una “H”, con lo cual pasaron 
a llamarse Operaciones Humanitarias de Liberación del Pueblo 
(OHLP). No obstante, la incorporación de la H no sirvió de nada 
pues en los años siguientes el número de víctimas de las ejecucio-
nes extrajudiciales aumentó en el país. Luego se abandonaron las 
siglas, se crearon nuevos cuerpos policiales y las muertes por resis-
tirse a la autoridad continuaron.

* * *

Este libro se funda en una investigación realizada para cono-
cer las voces de las familias de las víctimas de la letalidad policial. 
Quiere, además, ofrecer un marco de interpretación sociológica 
e histórica de tales acciones: de los contextos, de las rutinas, de 
las verbalizaciones ofrecidas, y acompañar con ello el dolor de los 
familiares y vecinos, quienes nos abrieron sus corazones acongo-
jados y nos ofrecieron, junto a sus tristes recuerdos, miradas alter-
nativas de los eventos.
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El estudio se realizó entre 2019 y 2020 entrevistando a fami-
liares directos de las víctimas: madres, padres, esposas, hijos e hijas. 
Eran entrevistas en profundidad, largas, respetuosas, con una guía 
semiestructurada de preguntas que permitía saltar de tópicos, res-
petar silencios, repreguntar detalles, para que la 1exibilidad per-
mitiese una mejor comprensión. En cada una de las ciudades se 
realizaron también grupos focales mixtos en edad y sexo con habi-
tantes de los sectores sociales que habían padecido estas acciones. 
Sin embargo, a 0n de tener una mirada cercana y otra lejana de la 
percepción y valoración de las acciones policiales, no nos quisimos 
concentrar solo en los vecinos de los casos y las víctimas, por lo 
cual se realizaron dos tipos diferentes de grupos focales. En unos, 
y para la mirada cercana, se convocaba a vecinos de la zona don-
de habían ocurrido los eventos; y, en los otros, se invitaba a perso-
nas que, aun con las mismas condiciones sociales de los anteriores, 
habitaran en una zona apartada de los hechos, en otro barrio, en 
otra zona de edi0cios de la misma ciudad, para que nos pudieran 
ofrecer su mirada distante y su interpretación lejana de los eventos. 

Para los datos cuantitativos empleados se utilizaron las bases 
estadísticas que ha venido compilando con paciencia el Observatorio 
Venezolano de Violencia desde hace más de una década, con infor-
maciones no publicadas provenientes de los archivos de los cuer-
pos policiales. Además, para conocer la opinión nacional se realizó, 
entre 0nes de 2019 y enero de 2020, una encuesta a una mues-
tra de 1200 hogares distribuidos en todo el país. En cada hogar 
seleccionado se entrevistó a un integrante del hogar, mayor de die-
ciocho años, de ambos sexos, de todos los estratos socioeconómi-
cos, habitante de centros poblados de Venezuela con más de 2500 
habitantes. El muestreo aplicado se llevó a cabo en tres etapas. La 
información fue proporcionada por la persona seleccionada en cada 
hogar de manera verbal y fue registrada en un cuestionario impreso.

* * *
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Esta investigación fue posible gracias al apoyo brindado a 
los equipos de trabajo por sus universidades y por la contribución 
de la delegación de la Unión Europea con su programa de defen-
sa de los derechos humanos. Sin embargo, las conclusiones saca-
das y las opiniones aquí emitidas y expresadas son de la exclusiva 
responsabilidad de cada uno de sus autores y en ninguna medida 
expresan o representan la opinión o criterio de la Unión Europea.

La investigación se llevó a cabo en nueve entidades federales 
donde habita más de la mitad del país: Aragua, Bolívar, Mérida, 
Miranda, Lara, Táchira, Zulia, Sucre y Distrito Federal. Los equipos 
de investigación estuvieron a cargo de profesores de las ocho univer-
sidades públicas y privadas que participaron en el estudio: Iris Rosas, 
de la Universidad Central de Venezuela (UCV); Raima Rujano, de 
la Universidad del Zulia (LUZ); Gustavo Páez, de la Universidad de 
los Andes (ULA); Iris Terán, de la Universidad de Carabobo, sede 
Aragua (UC); Jesús Subero, de la Universidad de Oriente (UDO); 
Carlos Meléndez, de la Universidad Centroccidental Lisandro 
Alvarado (UCLA); Rina Mazuera, de la Universidad Católica del 
Táchira (UCAT); y María Virginia Alarcón, de la Universidad 
Católica Andrés Bello, sede Guayana (UCAB).

Las actividades de campo y los reportes a nivel nacional los 
coordinó la profesora Olga Ávila (UCV) y la revisión de los borra-
dores de los capítulos y la preparación del manuscrito 0nal estuvo 
a manos del profesor Levy Farías (UCV). 

A todos ellos, nuestro agradecimiento.

* * *

En julio del año 2019, la Alta Comisionada de los Derechos 
Humanos, en su informe sobre Venezuela (A/HRC/41/18) cen-
suró las reiteradas ejecuciones extrajudiciales llevadas a cabo por 
los cuerpos policiales y de manera explícita exigió la eliminación 
de la principal unidad policial acusada de dichas ejecuciones. La 
respuesta del presidente de la república a los pocos días fue exaltar 



19

a dicho organismo y en una aclamación pública vociferar: “¡Que 
viva el FAES!”. Las llamadas muertes por “resistencia a la autori-
dad” aumentaron ese año y continuaron en los años siguientes.

En septiembre del año 2020, el Consejo de Derechos 
Humanos de las Naciones Unidas presentó las “Conclusiones 
detalladas de la Misión internacional independiente de determi-
nación de los hechos sobre la República Bolivariana de Venezuela” 
(A/HRC/45/CRP.11). Dicha Misión concluyó que “existen moti-
vos razonables para creer que los agentes de las FAES y del CICPC 
llevaron a cabo ejecuciones extrajudiciales” que “no fueron actos 
aislados, cometidos por individuos que actuaron solos”, sino como 
parte de brigadas o escuadrones (# 2038), “con una cadena de man-
do” (# 2041) y bajo “una práctica acordada para matar a perso-
nas con antecedentes penales incluso si no resistían la detención”. 
Sostienen que los funcionarios buscaban “asegurarse de que no 
hubiera familiares, vecinos u otros testigos presentes, para encu-
brir el lugar del delito y para simular la ‘resistencia a la autoridad’” 
(# 2039). Aunque la Misión recomendó “desmantelar las FAES”, 
tampoco hubo respuesta o0cial. 

La Corte Interamericana de los Derechos Humanos, el 3 de 
junio del año 2021, luego de juzgar durante varios años el caso de 
“Guerrero Molina y otros versus Venezuela”, condenó al Estado 
venezolano por la violación de los derechos de libertad personal, 
integridad personal, derecho a la vida y a las garantías judicia-
les y la protección, considerando para su decisión tanto los ele-
mentos del hecho especí0co juzgado como la reiterada inacción 
e impunidad ante la letalidad policial. La sentencia impuesta al 
Estado establece la obligación de “publicar anualmente un infor-
me o0cial con los datos relativos a las muertes producidas por 
parte de fuerzas policiales en todos los estados del país. Dicho 
informe —agrega— debe también contener información actua-
lizada anualmente sobre las investigaciones realizadas respecto a 
cada incidente resultante en la muerte de un civil o de un inte-
grante de fuerzas policiales”.
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En este libro se busca acercar al lector al horror que padecie-
ron algunas de esas familias, permitirle conocer sus voces e interpre-
tar estos tiempos históricos. Busca mostrar que no fueron eventos 
aislados, producto del azar o de la ira del momento, sino que fue-
ron el resultado de un tipo particular de violencia policial progra-
mada por el Estado, el cual, en abuso de sus funciones y saliéndose 
del marco jurídico del Estado de derecho, ordenó o propició su 
ocurrencia, con el propósito político especí0co de aterrorizar a la 
población. O, dicho de otro modo, que fueron sicariatos de Estado 
cometidos por homicianos.

Roberto Briceño-León
Fortaleza, Ceará, 2021



Parte I
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Introducción
Tres tipos de letalidad policial

ROBERTO BRICEÑO-LEÓN

Cuando el 25 de mayo de 2020 un policía colocó su rodi-
lla sobre el cuello de George Floyd en las calles de la ciudad de 
Minneapolis, y la sostuvo allí durante varios minutos mientras el 
detenido gritaba que no podía respirar, ¿quién estaba actuando? 
En la rodilla que presionaba el cuello, ¿actuaba el funcionario poli-
cial o el Estado?

Un funcionario policial opera por delegación de una entidad 
abstracta llamada “la ley”, cuya aplicación le está encomendada y 
la ejerce un gobierno en representación del Estado. El Estado, para 
asegurar el pacto social en el cual funda su dominio, tiene la obli-
gación de hacer cumplir la ley que expresa ese orden social y para 
poder lograrlo se apoya —entre otros factores— en una burocra-
cia amplia que llamamos “policía”. Por lo tanto, la policía vendría 
a ser la expresión de ese Estado y de la ley que lo regula. La policía 
está autorizada a ejercer la violencia por delegación y puede apli-
car la fuerza como una potestad que le delega el Estado, en las cir-
cunstancias y siguiendo los parámetros de uso proporcional de la 
fuerza establecidos por la ley.

Ahora bien: ¿quién ejerce la presión sobre el cuello que cau-
sa la muerte de George Floyd? ¿Es el policía que actuó en aquella 



24

calle, es la policía como organización que lo entrena y supervisa, o 
es el Estado que lo autorizó para estar en aquella calle y en aque-
llas funciones aquel día?

Pocos meses después del asesinato de George Floyd, llegó a 
un barrio pobre en las afueras de la ciudad de Caracas un grupo 
de alrededor de veinte funcionarios policiales. Era la madrugada 
del 11 de junio de 2020. El barrio está ubicado a los márgenes de 
la autopista que comunica Caracas con la zona costera, donde se 
encuentran el puerto y el aeropuerto que sirven a la ciudad. Los 
funcionarios tocaron o forzaron las puertas de varias viviendas. 
Vestían todos de negro y tenían las caras cubiertas con pasamon-
tañas de igual color y mostraban amenazantes sus potentes armas 
de fuego. Las familias les preguntaron: “¿Qué pasa? ¿Qué buscan? 
¿Cuál es la razón?”. No dieron explicaciones ni mostraron órdenes 
judiciales: simplemente esgrimieron sus armas como unas buenas 
razones para entrar y capturar a unos jóvenes a los que andaban 
procurando. Los encontraron en sus cuartos, los obligaron a ves-
tirse y se los llevaron en sus carros. Eran cinco. Horas después, 
los familiares encontraron los cadáveres de los cinco jóvenes en la 
morgue de la ciudad. La policía informó que los habían matado 
en un enfrentamiento porque se habían resistido a la autoridad 
(González, 2020). Era lo habitual; desde 2017 se venían presen-
tando situaciones similares, solo que en esta oportunidad había 
una circunstancia diferente.

La versión o0cial ya se había difundido cuando la esposa de 
Wilmer Yánez, uno de los cinco muchachos fallecidos, denunció que 
su esposo no era ningún delincuente y que trabajaba como escolta 
de la ministra de Asuntos Penitenciarios. Contó que aquella madru-
gada el joven había argumentado en su defensa el trabajo que como 
escolta realizaba y su cercanía con la ministra, a quien diariamente 
cuidaba. Todo fue en vano. Se lo llevaron junto con los demás jóve-
nes a una zona boscosa cercana y allí los asesinaron. Horas después 
de la difusión del video de la esposa de Yánez por las redes sociales, 
la funcionaria aludida hizo una declaración pública y condenó la 
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acción aberrante de los policías (“Que no quede impune”, 2020); el 
general que se desempeñaba como ministro de Interior y Justicia, por 
primera vez después de varios años de denuncias, pidió una investi-
gación a fondo a través de su cuenta en Instagram (Reverol, 2020); 
y el 0scal general denunció el “uso desproporcionado de la fuerza” 
y las “inconsistencias” en las actas policiales que habían reportado 
las muertes como el resultado de un enfrentamiento (Saab: “Hubo 
uso desproporcionado de la fuerza”, 2020).

¿Quién mató a esos jóvenes aquella madrugada? ¿Fue una 
decisión privada de los funcionarios policiales o su actuación fue el 
resultado de una orden que habían recibido para eliminar a unos 
presuntos delincuentes?

La muerte de George Floyd en Minneapolis y la de Wilmer 
Yánez y sus cuatro vecinos en Caracas son la consecuencia de una 
acción letal de la policía en circunstancias que no ameritaban su 
aplicación. Pero, ¿son iguales, se corresponden acaso al mismo tipo 
de violencia policial?

Estas preguntas son importantes para entender lo que sucede 
con la violencia policial, poder diseñar políticas preventivas y ejer-
cer acciones conducentes al control de la violencia policial.

Los estudios sobre violencia policial 

Desde los años setenta del siglo pasado se ha desarrollado 
una importante línea de investigación sobre la violencia policial. 
Podemos interpretar que su expansión en América Latina estuvo aso-
ciada al surgimiento de la “criminología crítica”, la cual tuvo entre 
sus principales exponentes y propulsoras, en Venezuela, a la soció-
loga Rosa del Olmo (1981, 1990a, 1990b), desde la Universidad 
Central de Venezuela, y a Lolita Aniyar de Castro (1987), desde 
el Instituto de Ciencias Penales de la Universidad del Zulia. Por 
su parte, Eugenio Raúl Za2aroni (1989,1993), en Argentina, lle-
vó a cabo desarrollos teóricos críticos que permitieron sustentar el 
estudio de la acción criminal de la policía en el marco del derecho 
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penal, mientras que, en Brasil, desde una perspectiva sociológi-
ca, Paulo Cesar Pinheiro (1991, 1997) analizó la relación entre 
la violencia policial y la transición de la dictadura a la democra-
cia. En ese período surgieron, en los institutos de ciencias penales 
de las universidades públicas, varios equipos de investigación que 
empezaron a interrogarse sobre el rol de la policía en la vida social 
y el acontecer político y produjeron trabajos como los  de Tosca 
Hernández (1986, 1989) sobre los operativos policiales y la ley de 
vagos y maleantes, y los de Francisco Delgado (1988) y Tamara 
Santos (1992), superando de este modo las visiones simplistas e 
ingenuas sobre la relación entre la policía y el derecho penal.

Posteriormente, la investigación se torna más especí0ca: sobre 
la violencia policial en sí misma y sobre los componentes socia-
les y políticos que la motivan o permiten. La policía y sus modos 
de ejercicio de la fuerza formalmente legítima que debía ejercer 
se convirtieron en sí mismos en objeto de estudio y de denun-
cia, ejemplo de lo cual es el trabajo realizado por Liliana Ortega y 
Cofavic desde el “Caracazo”, en febrero de 1989, hasta la actua-
lidad (Cofavic, 2005; Carrillo, Herrera & Ortega, 2016). En la 
academia venezolana diversos estudios dan muestra de esa tradi-
ción, tales como los realizados por Luis Gerardo Gabaldón jun-
to a Christopher Birbeck (1990, 1996, 2002, 2003); Gabaldón 
(2007, 2013, 2019); Andrés Antillano (2006, 2007, 2009, 2010); 
Keymer Ávila (2019, 2020); Mark Ungar (2003, 2010) y Verónica 
Zubillaga y Rebecca Hanson (2018); así como nuestros trabajos 
sobre percepción ciudadana de la violencia policial (Briceño-León, 
Carneiro, Piquet & Cruz, 1999; Briceño-León, Camardiel & Ávila, 
2006; Briceño-León, 2005, 2007, 2008). Un hilo común a estas 
contribuciones es que sus autores han procurado realizar una crí-
tica descarnada a la violencia policial y al mismo tiempo formular 
propuestas para su contención. 

A nivel latinoamericano también se aprecian una variedad 
y riqueza de perspectivas. En Brasil, los estudios de Kant de Lima 
(1995) e Ignacio Cano (2001, 2011; Magaloni & Cano, 2016) 
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sobre las evidencias del exceso policial; los de Claudio Beato (1997; 
Beato & Paixao, 2016) y los de Michel Misse (2008, 2011a, 2011b) 
sobre los usos sociales de la violencia. En Chile, los trabajos de Hugo 
Frühling (2002, 2004, 2005) y Lucía Dammert (2007; Dammert 
& Bayley, 2005). Y, en Argentina, los de Máximo Sozzo (2008) y 
Juan Félix Marteau (2002), por citar tan solo unos pocos. 

En los estudios sobre violencia policial, llamada unas veces 
“exceso”, otras “brutalidad” y otras “letalidad o violencia letal”, 
no hay una visión homogénea, pues unas veces se re0eren al com-
portamiento de los policías individuales (Birbeck & Gabaldón, 
2002), o incluso al componente de género de tal actuación, como 
es el caso de Genèvieve Pruvost (2007a; 2007b), que estudió las 
mujeres policías. En otras oportunidades, al funcionamiento de los 
cuerpos policiales, su cultura y las agrupaciones criminales que se 
forman dentro de los mismos, como en las investigaciones de Paul 
Chevigny (1991, 1995); y, en otros, a las políticas represivas de los 
gobiernos militares y las dictaduras (Pinheiro, 2000; Cruz, 2011). 

El propósito de este texto introductorio es proponer una dife-
renciación entre tres formas de violencia policial, de modo tal de 
poder distinguir los actores, las situaciones y los tipos de raciona-
lidad que hay detrás de cada una de ellas y, a partir de allí, delimi-
tar el tipo de violencia particular al cual nos referimos en este libro.

Una clasificación de la violencia policial

Desde el punto de vista sociológico, los eventos de violen-
cia policial debemos entenderlos en tres niveles distintos de acción 
social que no siempre coinciden ni actúan alineados a un mismo 
patrón, sino que pueden diferenciarse en sus modalidades de apli-
cación. Aunque en todos y cada uno de ellos se puede encontrar la 
aplicación de la violencia y la violación de los derechos de las víc-
timas, no son iguales.

La violencia policial la podemos diferenciar como una acción 
individual, como una acción grupal o como una política estatal. Son 
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tres modos distintos de accionar que responden a tres niveles de 
análisis de la vida social, cuyas circunstancias y motivaciones son 
diferentes y responden a una racionalidad disímil. La violencia poli-
cial podemos clasi0carla entonces de la siguiente manera: 

a) La violencia individual, la cual puede ser interpretada de dos 
formas: como exceso o como abuso policial. En la primera 
modalidad hay un exceso en el cumplimiento de sus funcio-
nes, unas extralimitaciones que violan la ley y las condiciones 
en las cuales se establece que es legítimo el uso de la fuer-
za. En la segunda, se usa la investidura policial para cometer 
un delito; es decir, se abusa de la condición de funcionario 
para 0nes distintos a los que les están permitidos por la ley. 

b) La acción grupal o violencia corporativa, en la cual los fun-
cionarios policiales actúan en comandita para aplicar la ley 
por sus propias manos o para sacar provecho de su posición 
privilegiada. 

c) La violencia del Estado, en la cual el propio gobierno quebranta 
el Estado de derecho y ordena aplicar la violencia como una 
manera de reducir las amenazas y conservar su orden y poder. 

Estas diferencias se expresan además en siete dimensiones: 
los detonantes del inicio de la violencia; los orígenes de los even-
tos violentos; el conocimiento y vínculo de la víctima y del victi-
mario policial; el tiempo transcurrido para la decisión del pasaje 
al acto violento; los marcos de referencia temporales de la acción 
y la racionalidad implicada. Veamos a qué se re0ere cada una de 
estas dimensiones de la violencia policial y cuáles son los rasgos 
que las diferencian.

Los detonantes de la violencia

En los casos de exceso policial, la violencia ocurre en 
medio de un encuentro inesperado, en el cual se desencadena 
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la interacción que conduce al uso desproporcionado de la fuer-
za. Puede que haya existido una respuesta violenta por parte de 
la víctima, o que haya opuesto alguna resistencia o mostrado 
una intencionalidad de huir de la autoridad policial. Las situa-
ciones pueden ser diferentes; sin embargo, en estos casos se pre-
sume que el funcionario está autorizado al uso de la fuerza, solo 
que se excede y por lo tanto quebranta la ley, pues incumple con 
los procedimientos establecidos. Un caso muy evidente es el del 
delincuente que se da a la fuga y el funcionario policial le dispa-
ra por la espalda para evitar que se escape. En esos casos, aunque 
el funcionario esté acompañado de otros policías, su decisión es 
individual y se originó al fragor del momento, de la interacción. 
Existe la posibilidad de que, por detrás de ese exceso momentá-
neo, existan prejuicios culturales o raciales, o actitudes violen-
tas del funcionario policial; todo eso es posible, pero lo que nos 
interesa destacar y que es determinante para que los hechos cai-
gan dentro de esta categoría analítica es que no haya habido pre-
meditación ni selección previa de la víctima.

Algo diferente ocurre en los casos de abusos, en los cuales 
la violencia policial individual es el resultado de una decisión pre-
via y se busca su ocurrencia; es decir, que hay abusos cuando los 
eventos se inician en frío. El funcionario policial piensa y plani0-
ca la actuación y la ejecuta con posterioridad. En esas actuaciones 
cabe una amplia gama de motivaciones o razones: desde la ven-
ganza personal del individuo, que lo lleve a resolver las rencillas y 
con1ictos propios con la cobertura de su identidad policial, hasta 
su participación como sicario contratado al servicio de las vengan-
zas y los odios de otros. También puede estar orientado por unos 
propósitos racionales, como su decisión de transformarse en ven-
gador social y convertirse en juez y verdugo al mismo tiempo, y 
de ese modo corregir los entuertos legales y aplicar la sanción por 
mano propia. En los funcionarios policiales hay una tendencia a 
confundir su rol como instrumentos de la ley y su decisión de ser 
ellos la ley en sí mismos. Sean cuales fueren los motivos, dentro de 
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esta categoría la violencia no deriva de la emotividad del momen-
to interactivo, sino de un evento y una decisión provenientes del 
pasado. Por eso es abuso y no simple exceso.

En los casos de violencia corporativa o violencia del Estado, 
la situación es similar. Los eventos se inician en frío, son buscados 
por el grupo de policías o por los enviados de los gobiernos, quie-
nes ejecutan una decisión previamente tomada.

Los orígenes del evento violento

Como consecuencia de lo anterior, es posible derivar que en 
el caso del exceso policial la violencia irrumpe en el momento, se 
encuentra. En los casos de abuso policial, así como en la violencia 
corporativa o del Estado, sucede de otro modo, pues el evento se 
busca, se plani0ca, se fabrica. Podemos decir que en esos casos se 
trata de un evento arti0cial e implantado con alevosía por sus eje-
cutores. Las formas de producir el evento, sin embargo, di0eren 
en cada uno de estos tipos. En el abuso policial, la decisión y pla-
ni0cación del evento son individuales; en el caso de la violencia 
corporativa, son decisiones del grupo policial —puede que la ini-
ciativa la tenga un funcionario o el líder del grupo, pero la diná-
mica de construcción del evento responde a los hábitos y rituales 
formales e informales del grupo policial—. En el caso de la vio-
lencia del Estado, el evento de igual manera se provoca y los eje-
cutores son solo eso: operadores para la ocurrencia de un evento 
que sobreviene por decisión ajena. 

El conocimiento y vínculo de la víctima 
y del victimario policial

Los niveles de conocimiento de las víctimas también cam-
bian de acuerdo con los tipos de violencia. En el exceso policial, la 
víctima es, por lo general, desconocida: su primer contacto y cono-
cimiento personal ocurre al mismo tiempo que se da el encuentro. 
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En el caso del abuso policial, la víctima es conocida personalmente 
por el policía victimario y es muy probable que en alguna circuns-
tancia de ese conocimiento previo se encuentre la explicación de 
la violencia posterior. En la violencia policial corporativa, la víc-
tima es conocida por el grupo de funcionarios o por la corpora-
ción policial, pero las razones del conocimiento son corporativas, 
no individuales de los policías. Puede que se trate de una perso-
na que agredió o asesinó a un policía y el colectivo de los policías 
decide tomar venganza y castigar al agresor por su propia cuen-
ta. Los participantes en la acción punitiva pueden no conocer a 
la víctima de manera personal, pero saben que fue el autor de la 
ofensa que sufrieron como colectivo policial y quieren tomar ven-
ganza o dar un escarmiento. El conocimiento previo de la víctima 
es entonces corporativo, no individual. La violencia del Estado tie-
ne un patrón similar al corporativo, en el sentido de que la vícti-
ma no es conocida por los individuos ejecutores, pero en este caso 
tampoco lo es por la corporación policial: es conocido por el poder 
político y puede tratarse de una persona individual o de una cate-
goría social, de un conjunto de individuos que tienen unos ras-
gos comunes y que representan una amenaza al poder del Estado: 
delincuentes, subversivos, comunistas, contrarrevolucionarios, fas-
cistas, izquierdistas, derechistas… Los signos ideológicos pueden 
variar, pero el mecanismo es similar, pues las víctimas son conoci-
das políticamente; su individualidad es apenas una circunstancia 
necesaria para el procedimiento. 

En el exceso policial, no hay vínculo personal entre la vícti-
ma y el victimario; cuando se trata del abuso policial, lo hay o al 
menos hubo una vinculación personal en el pasado que desenca-
dena la violencia posterior. En la violencia corporativa, el vínculo 
que une a víctima y victimario es grupal, existe con la organización 
policial o con un grupo de funcionarios como una entidad colec-
tiva; no es una afrenta personal la que se lava, sino la identidad 
colectiva. Y, en la violencia del Estado, no hay vínculos personales 
tampoco, sino políticos, de conservación del poder o del prestigio. 
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El tiempo transcurrido para la decisión 
del pasaje al acto violento 

El tiempo que transcurre entre el momento en el cual se pien-
sa en una acción —como disparar, por ejemplo— y el momento 
en el cual esa acción se materializa y se aprieta el gatillo del arma 
puede variar notablemente, pueden ser segundos o meses. Por ello 
el tiempo es de utilidad para comprender los diferentes tipos de 
violencia policial. El tiempo que separa ambos momentos es el que 
permite a los actores re1exionar y decidir si la intención posible 
se puede transformar en un acto real; es el momento en el cual se 
produce la concreción de la idea en realidad; es lo que llamamos 
el pasaje al acto. 

En el caso del exceso policial, ese tiempo pueden ser segun-
dos. Cuando un policía se encuentra de frente con un delincuen-
te armado que lo apunta, su respuesta tiene que ser inmediata; no 
tiene mucho tiempo para pensar, apenas el mínimo para esquivar 
al adversario o responderle y disparar el arma en su defensa. Algo 
muy distinto ocurre cuando unos funcionarios de policía deciden 
por su cuenta convertirse en un grupo de exterminio y vengar la 
muerte de un compañero; allí hay días para compartir la idea y urdir 
su aplicación. Y muchos más días o meses hay entre el momento 
cuando en un ministerio o una gobernación se decide instrumen-
tar una política de “mano dura” y tomar las medidas organizativas 
para formar un cuerpo especial dedicado a “dar de baja” a los delin-
cuentes o enemigos políticos; o se emiten decretos para estable-
cer premios pecuniarios para los que se destaquen en esa labor, así 
como se decide el momento en el cual esas políticas han de imple-
mentarse y los actos violentos han de ocurrir.

El reducido o extenso lapso temporal que hay entre un 
momento y otro nos permite interpretar la naturaleza de la deci-
sión de pasar al acto. En los casos de exceso policial, esa deci-
sión es estrictamente personal y eventual: es el individuo el que 
interpreta aquella situación particular y responde de acuerdo con 
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su entrenamiento y con su psicología personal; en esos instantes 
al policía se le cruza por la mente lo que establece el reglamen-
to, como el deber por cumplir, y los temores o la agresividad que 
advienen con la adrenalina del momento. Cuando hay abuso poli-
cial, el pasaje al acto es diferente, pues, aunque la decisión es tam-
bién individual, no es eventual sino es planeada, y esa plani0cación 
es posible porque hay tiempo abundante, horas o semanas, desde 
cuando se decide actuar y cuando se plani0ca y ejecuta la acción. 
En la violencia corporativa, la decisión del pasaje al acto es grupal, 
es del colectivo policial, de la complicidad que entre compañeros 
de labores y riesgos se establece y que los lleva a ser solidarios en 
una acción común. Si bien puede participar en la decisión algún 
jefe, se trata de un consentimiento, no de una orden, pues, si fue-
se una orden, deberíamos incluirla en la siguiente modalidad, que 
es la violencia del Estado. En la violencia del Estado, el pasaje al 
acto lo puede decidir una autoridad gubernamental, a nivel local 
o nacional, pero se transforma en lo que Bourdieu (2012) llama 
un “acto de Estado”. El pasaje al acto ocurre cuando una decisión 
política autoriza o exige, de manera abierta o encubierta, que sea 
aplicada la violencia policial como una herramienta apropiada para 
actuar con mano dura en aquellas circunstancias históricas deter-
minadas. No son los policías como individuos quienes deciden; a 
veces ni siquiera los jefes de las policías, sino que es el poder polí-
tico del Estado el que decide pasar al acto violento.

El marco de referencia temporal 
de la acción violenta

Cada uno de los tipos de violencia se encuadra en un marco 
temporal diferente: unos pueden responder a sombras del pasado, 
otros al presente y un tercero a representaciones y metas proyecta-
das hacia el futuro. En el exceso policial, la actuación está circuns-
crita al presente y, la mayoría de las veces, a la instantaneidad de 
un presente; es en los minutos en los cuales ocurre el encuentro 
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cuando se responde en el presente al presente mismo. En el abu-
so policial, el marco temporal de actuación es el pasado: lo que 
se hace en el presente responde a una historia individual pasada 
que conduce al resentimiento; es un odio personal pretérito el que 
desencadenará la violencia. En el caso de la corporación policial, 
la violencia también responde a una situación pasada. Unas veces 
pueden ser identitarias, como cuando se trata de darle un casti-
go a quien agravió a algún miembro de ese grupo y, de ese modo, 
ofendió al colectivo. Otras son más mercantiles y pueden ocurrir 
cuando los actores de los negocios ilícitos les dejan de pagar lo 
acordado a los funcionarios para que no actúen contra sus nego-
cios. En cualquier caso, en las dos situaciones descritas, el marco 
temporal de la acción se ubica en el pasado. Algo totalmente dife-
rente ocurre cuando se trata de la violencia del Estado, pues en ese 
caso el marco temporal de la acción no es ni el pasado ni el pre-
sente, sino el futuro. Son actos violentos que se ejecutan buscan-
do un resultado futuro que garantice el sometimiento al poder y 
al orden, al dominio que se quiere imponer o defender. Los actos 
presentes, que se ordenan y ejecutan en el presente, tienen como 
propósito un resultado futuro, son actos políticos destinados a la 
conservación del poder en el porvenir.

Racionalidad de la acción

Las racionalidades que en cada caso se aplican, en el senti-
do weberiano, son también diferentes. En la violencia resultado 
del exceso policial, la razón que justi0ca la aplicación de la fuer-
za es pública, pero el exceso es privado. El policía está autoriza-
do por el Estado para usar ciertos procedimientos para su defensa 
y para hacer cumplir la ley, pero el exceso en la aplicación de la 
fuerza es una decisión personal, del momento, y que se puede ori-
ginar en las fallas en su entrenamiento o en sus actitudes indivi-
duales, como agresividad o racismo. En el caso del abuso policial 
no hay razón pública, no se corresponde con los deberes que debe 
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cumplir o con los privilegios que se le han otorgado para el ejer-
cicio de su función; se trata de una deformación de esos deberes 
y privilegios para realizar una acción fuera de la ley y que tiene su 
origen en sus intereses privados. 

La racionalidad de la violencia de los cuerpos policiales res-
ponde a una lógica corporativa, lo cual al 0nal es una racionalidad 
privada, pero no individual sino colectiva de esa organización que, 
aunque tiene funciones públicas, estas en ese momento se pervier-
ten para darle paso una actuación violenta privada, sea para con-
seguir objetivos delictivos o sea para excederse en la aplicación de 
la ley al tomar la justicia por sus propias manos. En el caso de la 
violencia del Estado la racionalidad es pública, se hace para pre-
servar un dominio y un orden político y social; lo singular es que 
se aplica con los 0nes públicos, pero no se usan los medios legales 
establecidos en el Estado de derecho, sino que se aplica la fuerza 
de la ley sin la ley. No es la violencia legítima del Estado, sino la 
violencia desnuda del poder de facto, sin legalidad ni legitimidad. 

Las explicaciones de las diferencias entre los tres 
tipos de violencia policial

Las relaciones entre las policías y la sociedad son muy com-
plejas (Bayley, 1985; Kappeler & Schaefer, 2018) y la explicación 
para los distintos tipos de violencia debe hacerse de acuerdo con 
los niveles sociales en los cuales se ejecuta y que hemos trabajado: 
el individuo, el grupo y el Estado. 

En el exceso policial hay dos circunstancias que deben consi-
derarse de manera conjunta: la primera es el policía como individuo, 
como persona, con sus rasgos singulares, que son determinantes 
desde el momento mismo de su escogencia profesional hasta su 
actuación diaria; y la segunda es el entrenamiento que recibe para 
el desempeño de su labor. A nivel del individuo, los rasgos psico-
lógicos personales se combinan con unos patrones aprendidos en 
esa sociedad, unos estereotipos negativos de las personas con las 
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cuales interactúa y que lo llevan a un comportamiento sesgado 
hacia otros, sea por su nacionalidad —pues son extranjeros—; por 
su etnicidad —son árabes o gitanos—; por su color de piel —son 
negros o chinos—; por su vestimenta —son raros—; por su estra-
to social —son pobres—. 

En cuanto al entrenamiento recibido, en teoría al candidato 
a funcionario policial se le realizan unas pruebas psicológicas que 
deben condicionar su aceptación, pruebas similares o más estric-
tas que el examen psicológico que se les exige a los ciudadanos que 
solicitan un porte de armas. Con la interpretación de los resulta-
dos de estas pruebas hay, sin embargo, una dimensión con1ictiva, 
porque la agresividad o la osadía que muestre un candidato a poli-
cía puede ser un buen atributo para el ejercicio del o0cio; es difí-
cil pensar que se seleccione como policía a un candidato tímido y 
miedoso o con aversión a la violencia, pues se requieren individuos 
capaces de enfrentar situaciones estresantes y potencialmente peli-
grosas. Lo que se supone es que el entrenamiento debe moldear 
esos rasgos y enseñárseles a diferenciar las situaciones en las cuales 
es posible aplicar la fuerza y en cuáles no, y la manera proporcio-
nal como deben usarla al interpretar los riesgos de cada situación. 

En el abuso policial la dimensión es estrictamente cultu-
ral: depende de los valores del individuo, de su manera de resolver 
con1ictos personales, de su sentido de la norma y de su obliga-
ción de someterse a la ley. En estos casos no importa cuán bue-
nos hayan sido los entrenamientos ni la perspicacia personal para 
saber dimensionar los riesgos, ni tampoco los conocimientos que 
tenga del reglamento sobre el uso proporcional de la fuerza. En 
estos casos se imponen las valoraciones individuales y la acepta-
ción de las normas culturales de su medio social. El hombre poli-
cía que considera una humillación a su honor personal y familiar 
la seducción de su hija por un joven pica1or y decide que debe 
matarlo para lavar la afrenta y para ello se vale de su condición de 
policía lo hace a conciencia, anteponiendo a la ley su valoración 
cultural del honor.



37

En la violencia policial corporativa son otros factores grupa-
les los que actúan como determinantes. En los cuerpos policiales 
las normas de las rutinas de actuación tienen una versión formal y 
o0cial y otra práctica e informal que no necesariamente se corres-
ponde con las leyes ni los reglamentos, pero que, como en todo 
grupo social, tiene una fuerza muy poderosa sobre los comporta-
mientos (Chan,1996; Fassin, 2011). En el cumplimiento de su 
trabajo el funcionario policial se mueve entre dos tensiones, pues 
su actuación será juzgada por dos pautas diferentes: por un lado, 
por las leyes y los reglamentos, que son representados por sus 
supervisores o por los jueces penales; y, por el otro, por los códi-
gos implícitos de comportamiento que hay entre los funciona-
rios policiales y que rigen al grupo en lo interno. En de0nitiva, la 
fuerza del grupo termina imponiéndose, pues representa la bús-
queda de su supervivencia.

La cultura informal del grupo policial se forma y trasmite 
entre los “compañeros” de trabajo (Pruvost, 2007b; Paoline, 2003). 
En la casi totalidad de las operaciones, los policías deben actuar en 
grupo; de hecho, por lo regular les prohíben actuar en solitario, 
las rutinas de vigilancia son en parejas, las respuestas a los even-
tos son en grupos y, por lo tanto, la seguridad y la vida misma del 
policía dependen del apoyo y auxilio de su compañero. De allí la 
relevancia de su lealtad al grupo y a las reglas de solidaridad que se 
establezcan, que son de apoyo mutuo y que pueden derivar tam-
bién en complicidad. 

La manera como se construye esa complicidad es diversa y 
forma parte de los mecanismos de socialización informal. En los 
tipos de organización policial que responden a un modelo militar y 
donde los funcionarios deben estar días acuartelados y, por lo tan-
to, pernoctar en las dependencias o0ciales, tiende a desarrollarse 
un tipo de fraternidades más propensas a la violencia o a la ilega-
lidad que cuando regresan a sus casas a dormir luego de las jorna-
das laborales, pues en los dormitorios se forman grupos de amigos 
que se convierten en cofradías y pueden derivar en bandas internas.
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En la violencia corporativa algunos autores sostienen que se 
hace un bypass de la legalidad, y esto es cierto: la ley formal se deja 
a un lado; lo que ocurre es que hay normas de la institucionali-
dad informal que ocupan su lugar y que son tan o más importan-
tes que la ley (Assis, 2020). 

Esta violencia corporativa puede ser incentivada por políticas 
del Estado que tienden a favorecer los actos violentos. Las metas 
que a veces establecen los gobiernos para realizar detenciones o eli-
minar a delincuentes considerados peligrosos o molestos, o las pre-
miaciones que hacen en los cuerpos policiales por realizar actos de 
“bravura” —como ocurrió en Brasil, donde además se establecían 
recompensas pecuniarias por tales comportamientos letales de los 
funcionarios— sin duda fomentan la violencia policial corporati-
va (Governo do Estado do Rio de Janeiro, 1995).

El último tipo de violencia policial responde a la lógica del 
Estado y al modelo de gobierno que exista. Esto es, al nivel de some-
timiento que tenga ese gobierno al Estado de derecho o a su capa-
cidad para violentarlo, incumplirlo y a su disposición o capacidad 
para instaurar una institucionalidad paralela al Estado de derecho 
establecido en esa república, o a desvirtuar la ley y convertirla en 
apenas una forma moldeable a voluntad de los gobernantes.

Conclusión

La muerte de George Floyd encaja claramente en la violen-
cia individual resultante de un exceso cometido por el funcionario, 
y así fue establecido por los tribunales que prontamente lo conde-
naron a casi dos décadas de prisión. La evidencia de una grabación 
que mostraba el momento de la acción letal del policía, la existen-
cia de medios de comunicación independientes que permitieron su 
amplia difusión, la indignación que esa muerte causó en la pobla-
ción que protestó y la existencia de una democracia con separación 
de poderes y unos tribunales autónomos impidieron la impuni-
dad. La muerte de Wilmer Yánez y de los otros cuatro jóvenes es 



39

una violencia del Estado, que fue el que ordenó tanto el operati-
vo policial como la aplicación de las políticas que la 0scal gene-
ral destituida por la Asamblea Nacional Constituyente llamó en 
su informe “de exterminio” (Ministerio Público, 2017). La impu-
nidad y el silencio se mantienen en ese caso, como en los miles 
más de ejecuciones extrajudiciales que han ocurrido desde el año 
2015, pues, aunque hay voces que denuncian y hay protestas que 
reclaman por justicia y castigo, no hay tribunales independientes, 
ni separación de poderes, ni democracia que aseguren el castigo. Y 
al 0nal los culpables no serán los funcionarios que aquella noche 
actuaron como sicarios, sino el gobierno con sus políticas; será res-
ponsabilidad de acción y omisión del Estado, tal como lo estable-
ció la Corte Interamericana de Derechos Humanos en uno de los 
casos juzgados (CIDH, 2021).

A pesar de que la clasi0cación tipológica de la violencia poli-
cial que hemos construido es bastante amplia e inclusiva, hay casos 
confusos o donde se superponen las violencias. Cuando, en medio 
de una operación de violencia ordenada por el Estado, unos poli-
cías toman iniciativas propias y se aprovechan de la acción públi-
ca para cometer crímenes privados, se dan los dos tipos: el Estado 
permitió la ocasión y otros la aprovecharon privadamente. Hay 
casos que fueron reportados como formando parte de los opera-
tivos del Estado llamados OLP —Operaciones de Liberación del 
Pueblo—, que luego se supo que realmente fueron acciones de 
violencia corporativa, o hasta individual, de abuso para resolver 
problemas privados. El reconocimiento a los atos de bravura y la 
premiación pecuniaria establecidos en Brasil eran una política de 
Estado, pero su expresión fue corporativa y estimuló la violencia, 
pues el incentivo ofrecido les permitía a los funcionarios dupli-
car sus ingresos mensuales (Governo do estado do Rio de Janeiro, 
1995). Hay una responsabilidad de los funcionarios que actuaron, 
así como del organismo policial que la avaló, pero la hay sobre todo 
del Estado que instauró, ordenó y legitimó la política que hizo posi-
bles las acciones extrajudiciales de la violencia policial. 
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El propósito de este libro se centra en la violencia policial 
como una política del Estado, no como un exceso, no como un 
abuso, no como una acción corporativa, sino como una acción pla-
ni0cada y ordenada por el gobierno, que cumple con un patrón de 
actuación que se repite sistemáticamente y que constituye una vio-
lación 1agrante de los derechos humanos de la población venezo-
lana: son sicariatos de Estado ejecutados por homicianos.
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Homicianos

ROBERTO BRICEÑO-LEÓN

“¡Llegaron los de negro!”, alertó la señora mientras termina-
ba de barrer el frente de su casa. Gritaba fuerte, desaforada, para 
todos y para nadie. Era casi una exclamación al cielo.

Rondaban las diez de la mañana y el sol ya calentaba incle-
mente las calles de Maracay. Aun así, los hombres se bajaron de las 
camionetas con la rigurosa negrura de su uniforme y su armamento 
empuñado. La mayoría llevaba un pasamontañas negro que ocul-
taba su rostro y les debía quemar la piel y hacer sudar. 

Mientras avanzaban en la calle del barrio, se sentía el calor 
que transpiraba el cuerpo ajeno; y, sobre todo, el miedo que ins-
piraban se expandía por las aceras. 

De inmediato, los vecinos cautelosos entraron a sus casas. 
Los curiosos y audaces salieron y se asomaban en las puertas o se 
aventuraban al borde de la calle. Unas mujeres con sus niños que 
no habían ido a la escuela se quedaron paralizadas en medio del 
asfalto, como 0guras petri0cadas ante el amenazador espectáculo. 

El que parecía ser el jefe y encabezaba la procesión llevaba 
el rostro descubierto y avanzaba escoltado por dos hombres con 
sus ametralladoras empuñadas y vigilantes. A mitad de la calzada, 
irguió su pecho y vociferó con altanería: “¡Llegó la muerte!”.

* * *
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Los operativos de las FAES se habían estado realizando en 
las madrugadas. Llegaban a oscuras, rodeaban y entraban a una 
casa, acordonando antes el vecindario. Pero desde hacía unos meses 
habían cambiado la modalidad y ahora llegaban a plena luz del día, 
como si no les importara que los vieran; o, a veces, parecía como 
que más bien pretendían que observaran su faena.

Los ejecutables

A todos los hombres jóvenes los habían agolpado en una de 
las calles. Estaban sentados en el piso o acuclillados, se miraban 
entre ellos y prestaban atención a las órdenes que daban los fun-
cionarios policiales. Los carros de la policía habían llegado muy 
temprano y los funcionarios habían bloqueado las calles de acce-
so a la zona. 

De las casas empezaron a salir los jóvenes empujados por las 
policías y las voces familiares que se interrogaban por las razones 
del operativo preguntaban con gritos: “¿Qué pasa, a quién bus-
can?”. Nadie respondía a las preguntas, solo sacaban a los hom-
bres a empujones. Las mujeres debían quedarse dentro de sus casas, 
pero muy pocas le hacían caso a la orden: la mayoría aguardaba 
pendiente en las puertas o en los improvisados porches que prote-
gen del sol y la lluvia a la entrada de las casas humildes de este sec-
tor periférico de Barquisimeto. De pronto, uno de los o0ciales de 
policía, el mismo que daba órdenes y dirigía el operativo, levantó 
de nuevo la voz y preguntó: “¿Quién de ustedes tiene anteceden-
tes policiales? Que levante la mano”.

De la parte trasera del grupo, un joven levantó tímidamente la 
mano. Había decidido ser sincero y contó que había estado preso y 
ya había salido de la cárcel. La policía no sabía quién era, pero aun 
así lo separaron del grupo y se lo llevaron en uno de los carros o0-
ciales. Al día siguiente, sus familiares lo encontraron en la morgue 
de la ciudad. La información de la prensa decía que había muer-
to en otro barrio y durante un operativo donde, supuestamente, 
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se había enfrentado a la policía y había caído muerto en la refrie-
ga que había sostenido con los funcionarios. 

Su delito había sido tener antecedentes penales. 
La letalidad policial no afecta de manera similar a todos los 

ciudadanos. Aunque todos son susceptibles al abuso y el exceso de 
los cuerpos policiales, las víctimas de la violencia policial sistemá-
tica tienden a tener unos rasgos comunes y uno de ellos es que se 
trata de exconvictos, de hombres que han salido de las cárceles o 
centros de detención. ¿Por qué esta inclinación especial, esta alevo-
sía? ¿Por qué los cuerpos policiales se han cebado de manera insis-
tente con los antiguos presos?

La razón primera es que estas personas se encuentran moral-
mente destruidas ante la sociedad. Son culpables de antemano. 
Despiertan sospechas sin haber hecho nada, pues siempre hay la 
presunción de que podrían estar involucradas en algo malo. Por 
eso, cualquier víctima de la policía que haya estado recluida en una 
cárcel pierde valor ante la sociedad. El reclamo que sus familiares, 
amigos o los defensores de derechos humanos pudieran hacer pier-
de aliento. El antecedente penal lo debilita, pues es una vida que 
por su pasado vale menos.

Existe la posibilidad de que el antiguo convicto se haya rege-
nerado y esté intentando llevar otra vida, o también de que haya 
seguido en sus andanzas y persista en el crimen y pueda en el futuro 
cometer nuevos delitos. Ambas posibilidades existen. Sin embargo, 
a las personas no se las condena por el delito en que pudieran incu-
rrir, sino por el que han cometido, aunque la sombra de la duda se 
cierne siempre sobre ellas. Son culpables de antemano por lo que 
supuestamente harán en el futuro, condenados por lo que hicie-
ron en el pasado. Y por eso les sirven a los gobiernos y se convier-
ten en ejecutables.

El esposo de Patricia había estado preso durante diez años, 
había pagado su condena y hacía seis meses que había vuelto a 
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la casa de la familia en el estado Zulia1. Vivían en las afueras de 
Maracaibo, hacia el oeste, en una casa sencilla donde compartían 
con sus dos hijos. Pedro tenía cuarenta y dos años y, como era la 
tarde del domingo, estaba viendo televisión. Era su día libre, pues 
trabajaba en una granja de cerdos el resto de los días de la semana. 
Llegaron como veinte hombres armados con fusiles y con los ros-
tros cubiertos con pasamontañas en medio del calor infernal del 
mediodía zuliano. Llegaron destruyendo todo. Sacaron a Patricia 
y a los niños de la casa y la obligaron a encerrarse en una casa veci-
na donde otros hombres armados las conminaban a permanecer. 
De pronto, cuenta Patricia, se oyeron unos disparos y uno de sus 
hijos gritó: “¡Mataron a mi papá!”.

Un año después, durante la entrevista que se le hizo, Patricia 
se preguntaba sin encontrar respuesta las razones por las cuales 
habían asesinado a su esposo en su propia casa y después de haber 
estado diez años preso. Aventuraba conjeturas y decía que quizá 
era para demostrar poder, para mostrar que ellos controlaban ese 
territorio. O a lo mejor… Duda un poco y luego se atreve: a lo 
mejor “lo mataron para que no volviera a delinquir”.

Las ejecuciones extrajudiciales se han convertido en muchos 
casos en unas “penas de muerte preventivas” que aplican los fun-
cionarios de manera sumaria, sin juicio ni defensa. Una pena de 
muerte preventiva contra individuos que son considerados ejecu-
tables y que pueden o no ser potencialmente peligrosos. Eso no es 
lo relevante. Lo importante y útil es que son ejecutables.

La cualidad de ejecutable se corresponde por un lado con 
una infravaloración moral de la persona y con su condición de des-
echable por la otra. Son personas que, por su condición social, su 
pobreza o sus pocos estudios, su marginalidad o su pasado con1ic-
tivo o delincuencial, no tienen un valor moral para exigir respe-
to a sus vidas. La vida misma no es su0ciente. Son ciudadanos de 
segunda o de tercera clase a los ojos de los funcionarios y de buena 

1  Todos los nombres han sido cambiados y las referencias geográficas levemente modifi-
cadas para la protección de las personas que nos confiaron sus historias y sus dolores.
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parte de la sociedad, que unas veces avala y otras simplemente calla 
ante la acción letal de la policía por la condición ontológica de la 
víctima. Por lo que supuestamente es, y no por lo que pudo haber 
hecho, ya merece la muerte.

En medio del velorio se presentaron los funcionarios milita-
res. Eran como las nueve de la noche y todo había transcurrido con 
tranquilidad. No había tensiones, pues el fallecido al que velaban 
era una persona honesta y querida en Punta Arenas, en la penínsu-
la de Araya en el estado Sucre. El poblado está ubicado en la costa 
norte del país, mirando hacia las islas de Cubagua y Coche y, un 
poco más allá, está la isla de Margarita. Es una zona donde abun-
dan la sal, la pesca y el contrabando de bienes y de droga.

Carlos, al igual que muchos jóvenes de la zona, había estu-
diado bachillerato, pero se dedicaba a la pesca y se ganaba la vida 
con sus faenas diarias en el mar. Aquella noche se encontraba en 
el velorio junto con su pareja y con un primo cuando se presenta-
ron los funcionarios. Estaban buscando al primo y se lo llevaron a 
él también. Carlos se fue tranquilo con los funcionarios. Quienes 
reaccionaron con indignación fueron los familiares y amigos, que 
forcejearon con los militares y policías y les preguntaban la razón 
para llevárselos y para dónde iban. La única respuesta fue que era 
un procedimiento de rutina. Carlos se subió a la patrulla policial 
sin rezongar.

La familia los fue a buscar en los diversos locales de la poli-
cía o del comando militar y no los hallaron, ni tampoco tuvieron 
noticias de su paradero. Horas después, se enteraron de que había 
dos cadáveres en el Hospital de Araya.

Sin embargo, no fue allí donde la familia encontró su cuer-
po, sino en la morgue de la ciudad, que está del otro lado del mar 
del golfo de Cariaco. En la morgue de Cumaná su madre se ente-
ró de que su hijo había muerto en Araya, a catorce kilómetros de 
donde lo habían detenido. En la entrevista que se le hizo, y con 
las actas de defunción en la mano, la madre sostuvo que su hijo 
nunca había tenido antecedentes delictivos. Al parecer Carlos fue 
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un error. Estaba en el lugar equivocado, dicen en la zona. A quien 
sí andaban buscando era a su primo, contra quien los asesinos se 
ensañaron: le sacaron un ojo, le partieron la mandíbula, lo tortu-
raron y luego le dieron cuatro tiros. En cambio, a Carlos solo le 
dieron dos tiros que le provocaron la muerte. Sus familiares pre-
sentaron denuncias ante la Fiscalía del estado sin encontrar oídos 
humanos ni apoyo legal. 

El primo era un ejecutable. Carlos fue un error pero, en su 
marginalidad social, lo mataron igual, pues era un desechable.

Los jóvenes que han estado involucrados en delitos, o los 
hombres que han estado presos, se convierten en unas 0chas tran-
sables del comercio de personas en esa zona gris del delito que 
acerca a algunos funcionarios policiales con el crimen organiza-
do. La atribución que la sociedad hace de su precariedad moral y 
social los degrada y los hace vulnerables y susceptibles a la presión 
y chantaje de los funcionarios policiales, quienes pueden actuar a 
nombre propio o como delegados de las organizaciones crimina-
les para reclutar bajo amenaza y poner a su servicio a estos jóvenes. 
Por supuesto, hay algunos que se incorporan al delito y a las ban-
das por decisión propia, pero hay otros que lo hacen bajo coacción. 
En cualquiera de los dos casos, estos jóvenes se convierten en pro-
veedores de dinero o de servicios a los funcionarios policiales. Son 
la “caja chica” de los policías, dicen algunos; otros se consideran a 
sí mismos el “cajero automático” donde los policías van a retirar 
algo de dinero cuando lo necesitan. Y, si no aceptan el chantaje, es 
muy fácil “sembrarles” drogas o inventar cualquier otro infundio 
y llevarlos detenidos, pues son culpables de antemano. Los excon-
victos lo saben y por eso aceptan la extorsión.

Quizá ese fue el caso de José Manuel, en el estado Táchira. Su 
madre no entendía por qué había salido de la cárcel. José Manuel 
tenía una sentencia de prisión mucho mayor y ella estaba resigna-
da a una larga separación de su hijo, cuando un día se le presen-
tó en su casa. Su alegría fue grande, sus dudas también, pues no 
había una razón aparente ni comprensible para que estuviese en 
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libertad condicional. A la semana, se presentó una comisión de 
la policía de investigación a la casa de la familia; el joven salió a 
la puerta para conversar con los funcionarios y estos, en lugar de 
hablar, lo jalaron hacia la calle, lo hincaron en el piso y lo mata-
ron. Todo ocurrió delante de familiares y vecinos. Los policías ale-
garon que hubo enfrentamiento. La madre insiste en que no tenía 
armas para defenderse ni agredirlos. Reconoce que su hijo había 
cometido hechos malos, pero que no tenía armas ese día para que 
lo mataran así. En la entrevista, la madre sostuvo su sospecha de 
que lo habían dejado libre para que “le hiciera unos trabajos al 
gobierno”, pero luego lo mataron. 

No es posible saber si la sospecha de la madre es cierta; si el 
joven, que no llegaba a los veinticinco años, no cumplió con su 
parte del acuerdo que había pactado, o si, por el contrario, la había 
cumplido y había ejecutado su trabajo, pero ya no era necesario 
y era mejor borrar la memoria de ese archivo humano que podía 
resultar peligroso en el futuro.

Las razones por las cuales fue asesinado este joven en el 
Táchira o qué puede haber acontecido con el muchacho que levan-
tó su mano y se declaró exconvicto en Barquisimeto son difíciles de 
establecer. Las razones prácticas o utilitarias que puede haber tras 
esas acciones pueden ser variadas: en unos casos, pueden aplicarse 
como una pena de muerte preventiva, con el propósito de reducir 
la criminalidad en un área por un interés de seguridad pública o 
por otros intereses no muy santos, como limpiarle el terreno a una 
banda que desea implantarse en esa zona. Otras veces puede tra-
tarse de un error, pues lo confundieron con otra persona a la que 
buscaban. En otras oportunidades se trata de eliminar a un testigo 
que vio y habló más de la cuenta, o de quemar archivos humanos. 
En otras ocasiones, quizá simplemente se usaron para llenar una 
cuota que debían cumplir ante sus jefes policiales, quienes, a su 
vez, debían complacer a sus jefes políticos y mostrar de ese modo 
tanto la diligencia en el cumplimiento de sus metas como la 0ere-
za de sus funcionarios. 
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En todos los casos, hay una construcción social de un ejecu-
table que responde a la sociedad y a la política. Lo que está detrás 
de esas acciones es una construcción cultural que hace que algunas 
personas —consideradas delincuentes o bandidos— sean menos 
merecedoras del respeto a la vida y susceptibles de las prácticas de 
exterminio (Misse, 2011). Sarat y Shoemaker en su estudio Who 
deserves to die? (2011) sobre la aplicación de la pena de muerte en 
los Estados Unidos, muestran que, más allá de las consideraciones 
legales, hay una construcción cultural que permite comprender los 
valores de la sociedad y del poder político que re0eren a ese com-
plejo cálculo que hacen las sociedades entre el castigo y la retribu-
ción por el daño causado (Sarat & Shoemaker, 2011). ¿Por qué 
son ejecutables? Porque son pobres y viven en unos barrios pobres; 
porque son mestizos y poco educados, pues tuvieron que abando-
nar la escuela; porque tienen antecedentes penales. 

Y uno se pregunta: ¿qué hace más daño moral a la buena 
sociedad: los crímenes de esos delincuentes o las ejecuciones extra-
judiciales de las cuales fueron víctimas por parte de quienes deben 
representar la justicia? ¿Cuál daño moral es más grande?

Microestados de excepción 

“Llegaron y acordonaron toda la calle”, explicó la señora, 
levantando el brazo con un gesto que parecía querer abarcar el 
universo.

Así cuenta la señora Dominga cómo había sido el operati-
vo que había ocurrido en su vecindario, en el barrio Ajuro de la 
ciudad de San Félix en el estado Bolívar. Al otro lado del caudalo-
so río Orinoco, en la ciudad hermana de Puerto Ordaz, los veci-
nos contaban que un procedimiento muy parecido había ocurrido 
en las parroquias Cachamay y Unare, donde cerraron las calles de 
acceso, aislaron la zona.

“¡No miren! ¡Esto no es un circo!” gritaban los guardias mien-
tras, con sus armas largas, apuntaban a los vecinos y los empujaban, 
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con gestos y en la distancia, para que se adentrasen en sus casas. 
Las amenazas de las armas eran claras, y los rostros cubiertos y las 
voces mandonas no permitían las dudas: estaba prohibido salir a la 
calle o pretender mirar de reojo desde la ventana. Pero no podían 
impedir que se escucharan los gritos de los familiares, como tam-
poco el estruendo de los disparos.

Los operativos que se iniciaron desde el año 2015, con el 
pomposo nombre de Operaciones de Liberación del Pueblo (OLP), 
han mantenido la práctica de cercar la zona en la cual se va a rea-
lizar la actuación de los funcionarios. En algunos casos se trata de 
varios pisos de un edi0cio; por lo regular, el anterior y el posterior 
de donde van a realizar la operación. Allí se apostan los numerosos 
funcionarios que bloquean los extremos de los pasillos y el acceso 
a las escaleras. En la planta baja, se impide la entrada o salida de 
la edi0cación y, en sus alrededores, en los jardines o el estaciona-
miento, se colocan otros funcionarios en posiciones de una alerta 
intimidante. Cuando llegan a las casas en los barrios del interior 
del país, que en su mayoría están construidos sobre terrenos pla-
nos, se acorralan todas las vías de acceso, tal como ocurrió en San 
Félix; pero en los barrios ubicados en laderas o quebradas no solo 
se rodea la zona, sino que se ocupan las escaleras principales y se 
obstruyen las veredas del tránsito peatonal, las cuales, horizontal-
mente, se ajustan a las curvas de nivel que la topografía ofrece y 
sobre las cuales se abren las puertas de las humildes casas. 

En su intervención, los operativos policiales no sojuzgan a 
una familia en una vivienda, sino que someten a todo el vecinda-
rio. Se allana no una casa, sino todo el sector, que queda con0na-
do en sus hogares durante el procedimiento y hasta varias horas 
después. Se busca controlar el terreno y evitar los testigos oculares 
y, sobre todo, las cámaras de sus celulares.

“Llegaron con el amanecer. Eran como las cinco de la maña-
na” cuentan los vecinos en el estado Zulia. Estaban todos vestidos 
de negro, no parecían uniformes militares; estaban en ropa como de 
civiles, pero era toda negra. Eran un montón y Francisca recuerda 
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que le dijeron: “¡Resguárdese, señora!”. Poco después, llegaron a 
la casita que andaban buscando y sacaron a la esposa, que estaba 
embarazada, y al niño, y se los llevaron a la vivienda de unos veci-
nos, donde los obligaron a permanecer. Pasaron como tres horas. 
Habían sido tres largas horas de un silencio sepulcral. Luego, se 
escucharon dos disparos que fueron seguidos de los gritos de las 
personas, de las familias y de los amigos, que temían lo peor. Se 
formó un gran alboroto. La gente quería salir de sus casas para ver 
qué pasaba, para solidarizarse, aunque fuese con la mirada, pero 
no los dejaban asomarse más allá de sus puertas: “¡Resguárdese, 
señor! ¡No vaya a salir, señora!” repitieron frente al porche de su 
casa. Los gritos de dolor y las voces de protesta no paraban. En toda 
la calle se había formado una gran algarabía de dolor, de muerte 
y de impotencia.

A diferencia de lo que sucede en otras latitudes, como lo ocu-
rrido durante las dictaduras militares del Cono Sur, los cuerpos de 
seguridad del Estado no actúan con discreción ni sigilo, sino, al 
contrario, lo hacen con ostentosidad. Sabemos que la ostentación 
es una práctica muy común en los procedimientos legales de las 
acciones de seguridad ciudadana. Por eso, a este tipo de operacio-
nes se las ha llamado “acción policial ostensiva”. La policía de la 
ciudad de Sao Paulo, en Brasil, elaboró un manual para la aplica-
ción del “policiamiento ostensivo” hace ya varias décadas (Policía 
Militar, 1997). El propósito de estas actuaciones es mostrar abier-
tamente una presencia policial en las calles, carreteras o espacios 
públicos, con alardes de uniformes, armas y luces, y se busca comu-
nicar, sin tapujos, más bien ostentosamente, la fuerza de la policía 
y, con ello, ofrecerle a la población un sentimiento de protección 
y seguridad (Beato, Silva, & Tavares, 2008). 

En Venezuela, la ostentación no busca ofrecer tranqui-
lidad sino, bien al contrario, intimidar, asustar a la población. 
Amedrentarlos para que no se asomen ni sean testigos, para que 
no tomen fotos ni graben videos y no puedan quedar registra-
dos los detalles de la operación. O también para que, por si acaso 
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logran hacer esas fotografías indiscretas o tomar videos a escon-
didas, no se atrevan a divulgarlos. La ostentación de la fuerza no 
busca proteger a la gente, sino al Estado y a los funcionarios que 
en su nombre actúan.

En el sector Villa Verde de Upata, en el estado Bolívar, una 
comisión de la policía llamada “cientí0ca” llegó festinadamen-
te frente a la casa y, sin dilación alguna, tumbó la puerta con una 
poderosa mandarria que había traído consigo. Los policías andaban 
buscando a un presunto delincuente al que apodaban “el Nacho”. 
Entraron agresivamente y apuntaron al cuarto donde estaba dur-
miendo un joven con su pareja. Ella intercedió, se interpuso e 
intentó conversar con los funcionarios. No le fue posible: la gol-
pearon y la lanzaron al piso junto a su niño de cinco años y luego, 
sin mediar palabras, acribillaron al joven en su cuarto. Poco des-
pués se dieron cuenta de que la víctima no era el individuo que 
ellos solicitaban. “Este no es quien andábamos buscando” fue el 
lacónico comentario de quien parecía comandar el operativo. Ya 
no había nada que hacer. Lo dejaron tirado en el piso y se fueron 
de la casa. Los vecinos se enteraron con las detonaciones y busca-
ron saber qué estaba pasando, pero los otros funcionarios que esta-
ban en la calle les impidieron acercarse.

Los allanamientos de la zona buscan establecer un microes-
tado de excepción en el territorio ocupado. En la zona cercada ya 
no se aplica la Constitución, ni la ley, ni los reglamentos policiales 
del uso progresivo de la fuerza. Tampoco tienen vigencia los trata-
dos internacionales sobre el uso de armas de fuego que ha 0rmado 
la república. Allí, como bien escribe Agamben (2016, p. 180), se 
suspenden toda ley y toda norma. Allí imperan el arbitrio y la dis-
crecionalidad. No se distraen en las formalidades de una orden de 
captura emitida por una autoridad, ni tampoco en esa otra forma-
lidad de presentar una orden de allanamiento a la vivienda y a ese 
hogar, consagradas en la Constitución. En el estado de excepción 
que por la fuerza de los hechos se instaura en ese pequeño espa-
cio, una mandarria y un fusil son su0cientes. En las ocupaciones 
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territoriales que acompañan los allanamientos en los barrios pobres 
para las operaciones policiales, se suspende el Estado de derecho y 
se instaura un microestado de excepción.

En Mérida, contaron unos familiares que también a ellos 
les destrozaron la puerta de su casa. Pero el instrumento usado no 
lo llamaron “mandarria” sino “porra”, y en el mismo grupo focal 
otros vecinos lo nombraron “mazo”. Aparte de esa diferencia en 
los nombres utilizados en los Andes y en Guayana para el instru-
mento destructor de puertas, el procedimiento fue igual. Llegaron 
los funcionarios, tumbaron la puerta, mataron al joven, destroza-
ron el interior de la casa con saña y sin sentido, como si fuese una 
venganza contra toda la familia. Y después se fueron, dejando a las 
familias sin hijos y sin puertas.

Los suplicios

En esos grandes barrios ubicados a las afueras de Maracay, 
todo el mundo sabía dónde vivía y en los malos pasos en los cuales 
andaba. No era un secreto para nadie que se trataba de un perso-
naje peligroso, aunque tampoco es que lo estuvieran comentan-
do mucho, pues su nombre más bien infundía temor. Así que 
nadie se extrañó cuando llegaron a la casa de su esposa. Y no es 
que no fuera su casa, pero —así lo dice la gente— la casa es de la 
esposa; y, además, era sabido que él se movía por muchos lados. 
Pero esa vez no lo encontraron; no estaba en la casa, así que los 
guardias se empecinaron con la esposa. Le preguntaban sobre su 
paradero, que dónde estaba, que dónde se escondía, y la señora 
por0aba que ella no lo sabía, que nunca lo supo, que las muje-
res no les preguntaban a los maridos esas cosas. Pero una de las 
mujeres de la policía le quiso refrescar la memoria a la esposa y se 
la llevó hasta la cocina a empellones. Allí buscó la licuadora y le 
agarró la mano con fuerza y se la introdujo en el vaso mientras la 
encendía. La señora entró en pánico, rompió en llanto y comen-
zó a gritar; durante segundos le permitía que sacara un poco los 
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dedos y luego se los volvía a embutir. “Te vas a acordar ahora” 
parecía decirle…

La mayoría de los casos estudiados de violencia policial tenían 
un componente de tortura asociado, aunque los propósitos que pue-
den identi0carse tras el uso de la crueldad no siempre fueron los 
mismos. Es común asociar la tortura a una técnica dolorosa usa-
da para extraer información de los torturados, quienes no estarían 
dispuestos a proporcionarla de manera voluntaria y por las bue-
nas. Es una forma de persuasión basada en el dolor del cuerpo y el 
agotamiento psicológico de la víctima.

Las opiniones sobre el uso de la tortura por los cuerpos poli-
ciales son muy divergentes. Las leyes nacionales la prohíben, los 
tratados internacionales la condenan, los tribunales la consideran 
un delito que no prescribe con el paso del tiempo, pero muchos 
ciudadanos la aprueban.

Cuando la tortura es empleada por la policía contra unos 
delincuentes que la población percibe como una amenaza para su 
seguridad personal, una parte no despreciable de la población tiende 
a justi0carla y a aprobar tales actos de crueldad. Ese fue el resultado 
que obtuvimos cuando, a inicios del año 2020, les preguntamos a 
los entrevistados en una encuesta cara a cara, de una muestra repre-
sentativa nacional de 1200 hogares, si se “justi0caba que en algunos 
casos la policía torturara a los sospechosos para obtener informa-
ción”. Uno de cada cinco entrevistados estuvo de acuerdo con la 
a0rmación y apoyó la tortura. Un 7% dijo estar muy de acuerdo 
y un 13%, con menos entusiasmo, dijo estar apenas de acuerdo. 
Claro, en el otro lado se encuentra el 80%, que rechazó la tortura, 
entre ellos un 50%, la mitad de la población, que manifestó estar 
totalmente en desacuerdo (Briceño-León & Camardiel, 2020). 

Uno puede conjeturar que la gente que aprueba su utiliza-
ción está pensando que la información que se obtenga es bene0cio-
sa para el cumplimiento de la ley y la seguridad de los ciudadanos 
honestos. Sin embargo, las razones por las cuales se aplican los 
suplicios no son siempre tan santas. 
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Aura conversaba por teléfono con su esposo cuando escu-
chó las voces de los policías. Estaban separados por kilómetros de 
agua, situados en dos orillas distantes, al norte y al sur del lago 
de Maracaibo. Hablaban, como de costumbre, de los asuntos 
domésticos. Ella preguntaba poco y él no le contaba lo que hacía 
mientras estaba en Bobures, un pueblo caliente y húmedo, ubica-
do entre el lago y el pie de monte andino, y cerca de la carretera 
panamericana, que conecta la frontera colombiana con el centro 
y oriente del país. 

Ella escuchó a través del celular unas detonaciones y una voz 
gruesa que vociferaba: “¡Llegó el gobierno!”. Su esposo abandonó 
repentinamente la conversación y se guardó el teléfono en el bol-
sillo sin apagarlo. Ella oyó cuando destrozaban a golpes la puerta y 
su esposo protestaba y preguntaba. Luego escuchó con horror sus 
quejidos cuando lo golpeaban y le decían repetidas veces: “Dame 
lo que tienes”. 

Su esposo formaba parte de un grupo criminal dedicado 
al robo de las embarcaciones petroleras en el lago de Maracaibo, 
al secuestro de ganaderos en Trujillo y Mérida, a la extorsión de 
comerciantes y al robo de los motores e implementos de trabajo 
de los pescadores en las costas del lago. Era un negocio lucrativo. 
En medio de la golpiza, le encontraron el teléfono en el bolsillo 
y se percataron de que estaba encendido. Ella creyó que lo iban a 
desconectar, pero el que dirigía el grupo lo puso en altavoz y con-
tinuaron con el suplicio mientras la mujer imploraba por el telé-
fono que no lo mataran. Los funcionarios continuaron la golpiza 
y de tanto en tanto volvían a preguntarle por el lugar donde tenía 
escondido el dinero mal habido de sus fechorías. 

Buena parte de las torturas identi0cadas en el estudio no 
eran diligencias crueles para hacer cumplir mejor la ley, sino que 
tenían como propósito obtener un bene0cio económico por parte 
de los funcionarios involucrados. La tortura se convierte entonces 
en un mecanismo práctico para la expoliación de los delincuen-
tes, para robarles el dinero que ellos han robado, para mal haberse 
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de los bienes por ellos mal habidos. Es ladrón que roba ladrón… 
podrán alegar algunos para justi0carlos.

En uno de sus trabajos pioneros sobre la criminalidad y la 
violencia en Sao Paulo, Brasil, Paulo Sergio Pinheiro cuenta cómo 
un grupo de delincuentes se presentó un día ante la o0cina de la 
policía local para denunciar que, mientras ellos huían luego de 
haber perpetrado un robo, unos funcionarios policiales los inter-
ceptaron y, en lugar de detenerlos y llevarlos detenidos a la comi-
saría, les habían robado el fruto de su robo y sus armas (Pinheiro, 
1998). Aunque parecieran representar el mismo teatro, son dife-
rentes. La anécdota de Brasil puede verse como una comedia joco-
sa; las que nos contaron en Venezuela representan una tragedia. 

La tortura también puede adquirir la forma de una venganza 
personal en la cual no se busca nada a cambio. No se pretende, con 
la aplicación del dolor, propiciar un intercambio de bienes, como 
en el caso anterior, donde la entrega de la información por parte 
del torturado podía signi0car un menor suplicio o una muerte más 
rápida. En este tipo de tortura no hay comercio ni negociación. 
Se trata de aplicar dolor con saña y lentitud, para que la víctima 
sufra más y para que se pueda enterar del motivo, para que sepa 
bien lo que le están cobrando y así la venganza pueda tener senti-
do. “Vos le estáis quitando la mujer a mi compañero” escucharon 
los vecinos que le decían cuando se lo llevaron al patio trasero de 
la casa. Se lo gritaban bien alto, para que no quedara un resquicio 
de duda sobre la cuenta que le venían a cobrar. 

En su famoso libro Se questo è un uomo, sobre el campo de 
concentración nazi del cual fue un sobreviviente, Primo Levi sos-
tiene, mucho antes que Hannah Arendt, que los torturadores no 
son monstruos ni personas distintas sino, al contrario, personas 
ordinarias: “Los monstruos existen, pero son demasiado pocos para 
ser realmente peligrosos; más peligrosos son los hombres comu-
nes, dispuestos a creer y obedecer” (Levi, 2002, p. 110). Lo singu-
lar, sostiene Levi, es que esos hombres han perdido la capacidad 
de tener empatía con los demás seres humanos. Por eso pueden 
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deshumanizar al otro e in1igir daños y dolores con frialdad y des-
apego, y hasta con un riguroso e insensible profesionalismo.

La tortura puede entonces ser instrumental, cumplir la fun-
ción de un medio para obtener información que pueda servir a los 
funcionarios para enriquecerse, o al Estado para reforzar su poder. 
O puede ser simplemente expresiva, ser un medio para la vengan-
za, para reciprocar con sadismo y con creces algún dolor recibido, 
y ser así morbosamente la materialización de un rencor privado o 
de un odio estatal que se ensaña con el cuerpo del otro como un 
mensaje truculento. 

Los efectos que se busca lograr con la tortura pueden ser 
puntuales o generales. Pueden estar dirigidos a una persona, a su 
familia o a una banda criminal. O pueden ser difusos y estar diri-
gidos hacia un grupo mucho más grande e inespecí0co: hacia los 
pobres, los subversivos, los enemigos, los comunistas, los fascistas, 
los opositores o hacia toda la sociedad.

El propósito de la tortura difusa es vulnerabilizar a la pobla-
ción, hacerle sentir el miedo al dolor. No solo a la muerte, sino al 
dolor previo a la muerte. La muerte todos sabemos que nos llega-
rá, pero el dolor que la puede anteceder todos también queremos 
evitarlo, ahorrárnoslo. Y la tortura hace presente el suplicio que 
anuncia y retrasa la muerte.

Y por eso deja indefensa a la población, desvalida, desconcer-
tada, vuelta a su in0nita fragilidad, que queda expuesta a la mano 
de los verdugos, del arbitrio de un poder desconocido. En el cam-
po de concentración, cuenta Levi (2002) que, luego de desnudar 
a todos los detenidos, les pasaban lista, los iban nombrando y las 
0chas de identi0cación, que reseñaban a cada uno de los prisione-
ros, eran apiladas en dos montones: uno formado a la izquierda y 
otro a la derecha de la mesa. Todos veían con angustia el montón 
donde colocaban su 0cha, pero nadie sabía a qué destino corres-
pondía cada uno y, en la incertidumbre, todos se preguntaban, en 
su absoluta indefensión, quién continuaría hacia la muerte y quién 
regresaría a la vida. 
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Con el altavoz del teléfono aún encendido, Aura podía 
escuchar las súplicas de su esposo a los funcionarios; y el verdu-
go podía disfrutar de hacerle saber a ella el poder que tenía sobre 
el cuerpo y la vida. Cada golpe que Aura escuchaba y cada queji-
do de su esposo le atormentaban el corazón. Escuchó, también, 
el interrogatorio repetido, lo que dijo y lo que no dijo porque no 
quería o porque no sabía. Ya había pasado un rato y sentía que 
las lágrimas no le alcanzaban, cuando el funcionario jefe le habló 
directamente a ella, que estaba al otro lado del lago, y acercan-
do su voz hacia el teléfono le dijo: “Ahora lo voy a matar porque 
me da la gana”.

El teatro de la muerte 

“Mi sobrino trabajaba en el taller de motos que tenía su sue-
gro” cuenta el entrevistado. Tenía veintitrés años, una esposa y un 
hijo de pocos meses cuando lo mataron. Eran como las dos de la 
tarde cuando llegaron los carros con los policías y entraron al taller 
en la zona de Macarao, en el oeste de Caracas. Al suegro lo empu-
jaron hacia dentro de la casa, donde lo obligaron a permanecer. 
Desde allí escuchaba los golpes que le daban y la voz desesperada del 
joven, quien imploraba argumentando: “… que yo soy un mucha-
cho trabajador, que tengo un niño de meses, que…”. Intentaba 
balbucear su defensa mientras le hundían y sacaban la cabeza de 
un tobo que habían llenado de agua. “Pues te vas a morir” escu-
chó el suegro que decía uno de los funcionarios, mientras perma-
necía acorralado por las armas en el interior de la casa. 

Luego hubo unas detonaciones y un silencio. El joven estaba 
todo sucio de la grasa del taller y de la golpiza, así que los funciona-
rios lo metieron dentro de la casa, lo bañaron, le cambiaron parte 
de la ropa y lo regresaron de nuevo al patio que funcionaba como 
taller. Allí le pusieron un arma en la mano muerta y se la hicieron 
disparar. El reporte policial informa que murió en un enfrentamien-
to. Los familiares sostienen, con la autopsia, que murió ahogado.
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Los eventos que se lograron conocer en la investigación tie-
nen en común algunas características que llaman la atención. La 
primera es que siempre se escuchan varios disparos, pero al 0nal 
solo hay un muerto. La segunda es que no hay funcionarios heri-
dos. La tercera es que la víctima tiene muchas menos heridas de 
bala que las que escuchan los familiares o vecinos. La cuarta es que 
las víctimas casi nunca mueren en el lugar, sino que siempre que-
dan heridas en el enfrentamiento y son trasladadas a un hospital, 
donde fallecen al ingresar o llegan muertas porque han expirado 
en el camino.

Luego del cerco policial que aísla la zona y logra crear un 
microestado de excepción, después de que se ha separado a los fami-
liares y encerrado a los vecinos, se procede al acomodo de la esce-
na del crimen. Es una formalidad, un por si acaso, pues no habrá 
levantamiento del cadáver ni se colocarán los precintos para impe-
dir el acceso a ese espacio y poder salvaguardar las evidencias reque-
ridas para los procedimientos judiciales y criminalísticos. Tampoco 
habrá planimetría ni recolección de evidencias, pues no hay cadá-
ver —ya que al muerto se lo llevaron herido al hospital—, ni 0s-
cal que se atreva a pronunciarse.

En la casa donde mataron a Gregorio, en el estado Lara, los 
vecinos cuentan que los funcionarios pasaron varias horas allí des-
pués de los disparos. En ese tiempo, los funcionarios se hicieron 
arepas y café; así lo con0rmó la familia cuando pudo ingresar de 
nuevo a su casa varias horas después de que a la víctima se la hubie-
ran llevado, supuestamente herida, para que un médico la aten-
diera. Los vecinos, encerrados en sus casas, escuchaban cómo se 
llamaban unos a otros. Los que estaban dentro de la casa les avi-
saban a los que cuidaban el perímetro de la zona: “Mira, epa, tú: 
ven pa acá pa que te desayunes”. Tuvieron bastante tiempo para 
limpiar lo que consideraron necesario en el piso y las paredes de 
la casa, pero no lavaron los sartenes donde se hicieron las arepas. 
La familia no encontró al joven; tampoco la harina de maíz ni el 
aceite… se los habían llevado.
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Por lo regular transcurren varias horas desde que se inicia 
el operativo hasta que se retiran de la casa y de la zona. Se cuidan 
de disponer de un tiempo su0ciente para preparar la simulación 
del enfrentamiento y, al parecer, también para retrasar la salida de 
los familiares o vecinos, quienes procuran en los puestos de poli-
cía o dispensarios médicos a su ser querido. Con esa demora bus-
can garantizarles a los funcionarios que se marcharon el arreglar 
la entrega del “herido” en un hospital y el disponer de un tiem-
po su0ciente para que pueda resultar verosímil la noticia de que 
murió en el camino o mientras lo atendían.

Otro componente importante de la simulación es la mul-
tiplicidad de disparos que se realizan. Los vecinos no pueden ver 
mucho; algunos lo hacen a hurtadillas, escondidos entre sus corti-
nas o 0sgoneando desde la parte interior de sus casas, sin acercar-
se demasiado al resquicio de la puerta o al umbral de la ventana, 
pues correrían peligro al quedar en evidencia ante los guardias 
del perímetro. Lo que sí pueden es oír lo que sucede, y entonces, 
a pesar de que las muertes son sumarias y económicas en balas 
y heridas, se gastan abundantes municiones en los eventos. Los 
entrevistados y los participantes de los grupos focales recordaban 
que hubo muchos disparos antes del silencio mortal. Y es com-
prensible: si se desea simular un enfrentamiento, tienen que exis-
tir muchas detonaciones en la refriega para 0ngir que el individuo 
se resistió a la autoridad, que con arrojo los enfrentó y les hizo 
disparos que ponían en peligro la integridad de los funcionarios, 
que la comisión policial tenía que defenderse… Así lo recoge la 
prensa a partir de los partes policiales. Los familiares alegan que 
los jóvenes no tenían armas y que murieron de pocos disparos. 
No era un desperdicio de municiones lo que ocurría: era la ban-
da sonora del teatro de la muerte que permitía la construcción 
de la historia o0cial.

* * *
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En el año 2013, la Secretaría de Salud del estado de Sao Paulo 
emitió una resolución (SSP-05/2013) que obligaba a los funciona-
rios policiales a esperar la llegada de una ambulancia en lugar de 
trasladar ellos mismos a los heridos o moribundos al hospital. Se 
justi0caba esa decisión a0rmando que la remoción de los cuerpos 
del lugar di0cultaba el trabajo de peritaje legal que debían realizar 
los expertos. Sacar los cuerpos del lugar del suceso es considerado 
un “fraude procesal”. Se exigía igualmente que en lugar de descri-
bir el suceso como un “auto de resistencia”, se declarara que era 
una morte decorrente de intervenção policial (Secretaria Estadual de 
Segurança Pública, 2013). 

Madres, esposas y féminas 

La madre de William cuenta que estaba en ropa de dormir 
cuando llegaron los policías a su casa en Petare, Caracas, pues toda-
vía era de madrugada. Ella les preguntaba y preguntaba qué pasa-
ba, qué iban a hacerle, y una funcionaria la agarró por el brazo y 
le dijo: “Tú no puedes estar presente”. La jalonearon y la empuja-
ron hacia la puerta. “Me sacaron de la casa en pijama” dice, y se la 
llevaron a la casa de al lado.

En Lara, la madre de Gregorio se agarró de una reja para que 
no la sacaran de la casa; no quería irse, temía por su hijo. Y cuen-
ta que la mujer policía que dirigía el grupo le dijo a otra funcio-
naria: “Pónganle los ganchos”. Y la golpearon hasta que lograron 
sujetarla y sacarla de la vivienda.

Las historias de las madres se repiten sin cesar; son las gran-
des protagonistas de la resistencia. Su amor y el deseo de protec-
ción de sus hijos desborda su conciencia de los males que estos 
podrían haber cometido: “Yo sabía que él andaba por malos cami-
nos, pero no tenían que haberlo matado como un perro, para eso 
existen las leyes”.

En la sociedad venezolana, la madre cumple un papel central 
en la conformación de la familia popular; no en vano, hace años José 
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Luis Vethencourt caracterizó esa singularidad como matricentris-
mo. Es una familia matricentrada porque la madre es la que ofre-
ce la estabilidad y continuidad en el tiempo; es la que sostiene el 
hogar con la ayuda de una presencia poco comprometida, intermi-
tente o cambiante de los hombres; “es la devoción central y a veces 
única de la existencia” (Vethencourt, 1974, p. 69). 

En el desafío a la violencia, las madres cumplen un papel cen-
tral, por las características culturales que rodean a la 0gura mater-
na, así como también por la gran diferencia de victimización que 
hay entre hombres y mujeres. En el mundo, por cada diez homi-
cidios que se cometen, dos de las víctimas son mujeres y ocho 
son hombres. En América esa relación se incrementa, pues la tasa 
de homicidios en los hombres es de 31,2 por cada cien mil habi-
tantes, mientras que la de las mujeres es de 3,6 por cada cien mil 
habitantes, es decir, diez veces menos (Unodc, 2019). Las mag-
nitudes del total de homicidios o de sus tasas pueden variar de 
un país a otro pero, con indiferencia de que se trate de una socie-
dad con muchas o pocas víctimas, la proporción entre hombres 
y mujeres se mantiene constante. La diferencia de victimización 
entre varones y hembras es similar en los países poco violentos o 
muy violentos. La explicación de esta singularidad es compleja y 
re0ere a los modos de la construcción social de la masculinidad la 
cual, al contrario de lo que ocurre con las mujeres, valoriza y con-
sidera positiva la aceptación del riesgo.  En las mujeres, a la evita-
ción del riesgo violento se le considera como valor positivo de la 
feminidad, y así lo practican regularmente las mujeres, tanto las 
madres como las novias y las esposas, y por ello son menos sus-
ceptibles de ser víctimas. Para los hombres, y sobre todo los jóve-
nes, ese comportamiento de evitación del riesgo opera en dirección 
contraria, es un valor negativo, un comportamiento denigrante 
de su hombría, pues es un rasgo femenino. Las mujeres pueden 
evitar el riesgo y la pelea, los hombres no; ellos deben mostrar 
osadía. La temeridad ante el peligro es muy importante en la cul-
tura de la masculinidad y se vive con más intensidad durante la 
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adolescencia, pues es el período cuando los jóvenes están constru-
yendo su identidad varonil.

En ese proceso, las madres pueden tener un papel contra-
dictorio, ya que algunas de ellas consideran que, para la buena 
educación de los hijos, para que aprendan a defenderse en la vida, 
tienen que aprender a enfrentar los riesgos y a pelear para hacerse 
respetar. Es la cultura del macho inculcada por las madres, quie-
nes consideran que el comportamiento de evitación de la violen-
cia, que muchas de ellas practican, no debe ser aprendido por los 
hijos varones. 

No obstante, las madres tienen una fuerza simbólica muy 
poderosa, la cual va más allá de su condición de mujeres. Ellas 
pueden reclamar en voz alta a los violentos, a los delincuentes 
y a los policías, pues no son consideradas una amenaza. Como 
madres pueden desa0ar, ya que en esa cultura de género ellas no 
retan al poder. En cambio, si fuesen los padres quienes se atrevie-
ran, en tanto hombres, sus actos serían considerados un irrespeto 
al poder y a la autoridad, y una amenaza. Amenaza el poder del 
delito o de la policía. En las escuelas de Petare se ha encontrado 
que los maestros —los hombres— no se atrevían a reprender con 
0rmeza a los jóvenes violentos; en cambio, las maestras, en tanto 
mujeres y madres, podían hacerlo sin que los jóvenes considera-
ran esos castigos como un desafío a su masculinidad (Perdomo, 
Farías & Ruiz, 2015).

Esa circunstancia cultural es quizá la que ha permitido que 
movimientos políticos como las Madres de la Plaza de Mayo, de 
Argentina, o el de las Damas de Blanco, en Cuba, hayan podido 
tener tanta relevancia. Son las madres quienes claman y luchan por 
sus hijos, como lo hicieron desde que los tenían en el vientre; fue-
ron ellas quienes los alimentaron y curaron para que pudieran cre-
cer y vivieran, y son ellas quienes los siguen defendiendo después 
de muertos. En el nordeste de Brasil, las madres también protes-
tan y desafían la violencia policial; son las maezinhas que gozan de 
un estatus casi intocable que les permite actuar.
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Amparadas en esa matriz cultural, las madres logran actuar y 
por eso la mayoría de las acusaciones que logran salir en la prensa 
son de mujeres. Ellas son quienes lideran las denuncias ante la 0s-
calía del poder judicial o ante los organismos de derechos huma-
nos. Por eso mismo, también fueron ellas quienes llevaron la voz 
cantante en nuestros grupos focales y entrevistas.

“A la abuela de Juancho ya le habían matado tres hijos” con-
taron en el grupo focal. Ya el resto de la familia se había ido del 
país; había emigrado buscando mejores condiciones en otras tie-
rras, así que su nieto se fue a vivir con ella. Juancho había estado 
preso por trá0co de drogas, pero ya había salido de la cárcel y tra-
bajaba como gestor en las o0cinas públicas, ayudando aquí y allá 
para agilizar trámites. Ya había tenido dos hijos y cumplido los vein-
tiocho años cuando llegaron cuatro carros y dos camionetas llenas 
de funcionarios encapuchados a tocarle a la puerta en la casa de 
la abuela. “Si no abre por las buenas va a ser peor” le dijeron, des-
pués de que ella los resistió con preguntas. Entraron con rapidez 
y se fueron a la habitación del nieto, mientras a ella la encerraban 
en su propio cuarto. Le ordenaron que se vistiera, porque los iban 
a llevar a la comandancia para que rindieran unas declaraciones. 
Eran dos funcionarios quienes la acompañaban a su habitación. La 
mujer policía le dijo a su compañero: “Voltéate mientras ella se vis-
te” y él obedeció sin chistar. Al salir de la casa, vio las rodillas de su 
nieto mientras lo golpeaban. Ella quiso entrar, pero la retuvieron y 
empujaron hacia la calle: “Él viene ahorita” le dijeron. Llegaron a 
la sede policial del pueblo de Santa Rosa, al sur de Barquisimeto; 
allí estuvo retenida hasta las ocho de la mañana, cuando la deja-
ron salir. Se fue caminando hasta la casa de la novia de Juancho; 
eran como cinco kilómetros, pero allí esperaba poder encontrarlo. 
Al llegar le dieron la noticia, y cuentan sus allegados que con su 
dolor se dedicó a preparar el entierro de su cuarto familiar muer-
to violentamente. 

Las denuncias de las esposas o parejas de las víctimas son 
menos frecuentes y tienen menor relevancia y recepción entre los 
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medios de comunicación que las denuncias de las madres. Es fácil 
comprender la menor relevancia dada a la voz de las parejas, por el 
valor y la sinceridad que siempre tiene el dolor atribuido a la madre. 
Pero no es sencillo interpretar el menor activismo de las parejas. 
Hay algunas circunstancias que pueden ayudar en su explicación. 
La mayoría de las víctimas son hombres muy jóvenes, con unio-
nes breves, que quizá son vistos más como hijos que como espo-
sos, aunque de hecho dejan hijos huérfanos y viudas de derecho 
o de facto. Quizá también incide que las viudas también son muy 
jóvenes y no logran expresar con fuerza su reclamo. Puede ser que 
el desconcierto y el mayor abandono que sienten les impida alzar 
la voz, como sí lo hacen las madres. También es posible que la mis-
ma fragilidad de esas uniones les otorgue menos autoridad o fuer-
za moral para reclamar. Es de resaltar que muchas de esas uniones 
han desembocado en el embarazo adolescente, sin que haya exis-
tido un proyecto de matrimonio y de familia; son uniones vividas 
con intensidad, pero transitorias, y es quizá esa misma transitorie-
dad la que las lleva a no apropiarse de su muerto ni salir a recla-
mar por la pérdida de su vida.

Las madres sí se apropian de sus muertos. Son las madres 
dolorosas, que en el imaginario popular recuerdan a la madre de 
Jesús quien, en la representación de la piedad, acoge en su regazo 
al cadáver de su hijo recién descendido de la cruz. Esta es la imagen 
que ha rodeado a las madres de los miles de jóvenes muertos en las 
refriegas de violencia del país, sin importar si son los jóvenes hones-
tos o los jóvenes delincuentes. Las madres son siempre las madres 
que lloran a sus hijos, y a los hijos de sus hijos. Es la imagen reli-
giosa y santa de la madre que acompaña el destino 0nal de su hijo 
asesinado, la madre dolorosa… Oh Clemente, oh piadosa, Oh dulce 
Virgen María… a ti llamamos los desterrados hijos de Eva. A ti suspi-
ramos gimiendo y llorando en este valle de lágrimas… escuchamos en 
el velorio de un joven mientras otras madres consolaban a la madre.

En su análisis sobre el papel que las familias habían teni-
do en las denuncias de los secuestrados y desaparecidos durante 
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la dictadura militar en Argentina, E. Jelin destaca el papel de las 
madres y el impacto que tuvo que las madres salieran del ámbito 
privado de la vida familiar y entraran en el espacio público en la 
búsqueda de sus hijos, pues la protesta no era igualitaria: no todos 
quienes protestaban contra la violencia del Estado, aunque tuvie-
sen motivos políticos similares, tenían la misma legitimidad. Las 
madres gozaban de un reconocimiento mayor; su clamor era con-
siderado genuino, en tanto que las otras protestas por violaciones 
de derechos humanos podían tener la sospecha de no ser sinceras, 
de tener motivaciones subalternas, de obedecer a intereses políticos 
mezquinos. “Es como si, en la esfera pública del debate, la partici-
pación no fuese igualitaria, sino estrati0cada de acuerdo a la expo-
sición pública del lazo familiar” (Jelin, 2007, p. 51). 

De allí la fuerza y la importancia del rol de las madres 
en programas como los desarrollados por Fe y Alegría, Madres 
Constructoras de Paz, los acuerdos de las madres de Catuche o las 
labores de las maestras en las escuelas (Pernalete, 2016; Zubillaga, 
Llorens & Souto, 2016).

* * *

Pero en los casos estudiados, entre los victimarios también 
encontramos que hay mujeres, mujeres policías. Así que, a las muje-
res, al rol de madre y de esposa, habría que agregar el de verdugo.

Al inicio de las OLP, en el año 2015, eran fundamental-
mente hombres quienes participaban, pero luego se volvió recu-
rrente la presencia de mujeres policías o guardias nacionales. Los 
funcionarios que participan en los operativos las llaman las “fémi-
nas”. No les dicen “mujeres policías”, “mujeres militares” o sim-
plemente “mujeres”. 

Nuestra interpretación del uso generalizado entre los funcio-
narios del poco común término “féminas” es porque no las consi-
deran mujeres. Aceptar que son mujeres, en su cultura machista, 
les crearía una disonancia, pues para la sociedad y para ellos las 
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mujeres son madres y esposas. Esta es una categoría social distinta. 
Las féminas se encargan de facilitar la entrada a las casas, de inspi-
rar alguna con0anza inicial, de guardar las apariencias y, también, 
de actuar con una crueldad inusitada. Es una mujer militar la que 
le introduce la mano a otra mujer en una licuadora encendida, 
diciéndole, con el gesto: “Te voy a licuar los dedos”. Pero guarda 
las apariencias. Es una mujer policía la que le ordena a su compa-
ñero policía hombre que se dé la vuelta y no mire a la abuela mien-
tras se desnuda para colocarse los pantalones. Se respeta el pudor 
de la mirada, aunque no el de la muerte. 

Las razones por las cuales se han incorporado las féminas a los 
operativos de ejecuciones extrajudiciales son dos y ambas se corres-
ponden con la manipulación de la perspectiva de género por el 
gobierno: cuidar las formas y espolear a los funcionarios hombres. 

El primero, de cuidar las formas, puede parecer un sinsenti-
do en las circunstancias en las cuales han ocurrido esos eventos en 
Venezuela, pero no lo es. Resulta muy coherente con unas accio-
nes que son plani0cadas y que se corresponden con un patrón y 
una política de Estado. Los cuerpos policiales saben que van a lle-
gar a unas viviendas pobres donde encontrarán a madres y esposas; 
por lo tanto, una acción que cuente con la exclusiva participación 
de hombres puede ser representada como una forma de violencia 
de género, y las denuncias que pudieran derivar de allí podrían ser 
muy negativas para un gobierno que se ha esforzado en cuidar las 
apariencias de la igualdad de género y que se empeña tanto en el 
uso de las formas no sexistas del lenguaje, que llega hasta el absur-
do de referirse a “los soldados y las soldadas” de la patria2. 

La segunda, también se funda en una consideración de géne-
ro. En el machismo imperante en el mundo policial y militar, las 
“féminas” actúan como el marcador del nivel de violencia aplica-
da. La violencia de las mujeres funciona como referencia y chantaje 

2  Twitter de Nicolás Maduro del 28 enero 2019: “Soldados y Soldadas de nuestra gloriosa 
#FANB, el adiestramiento y apresto operacional es vital para defender la Patria Sagrada que 
fundó nuestro Libertador Simón Bolívar. ¡Cuenten con mi apoyo y mi respaldo absoluto!”.



75

hacia los hombres, quienes deben igualarlas. La crueldad e insen-
sibilidad que muestran las “féminas” las alejan mucho del patrón 
de comportamiento femenino conocido, pero son mujeres y, por 
lo tanto, si se muestran más valientes o más sanguinarias que los 
hombres de sus equipos, se convierten en un reto, un desafío capaz 
de ridiculizar a los hombres que no son capaces de emparejarlas en 
ferocidad. El comportamiento de las féminas ejemplariza y educa 
la crueldad de los funcionarios nuevos, timoratos o empáticos con 
las víctimas. Si la actuación de esos funcionarios es inferior al de 
las féminas, quedan devaluados y feminizados, pues los asimila al 
comportamiento de las mujeres comunes, los rebaja a ser madres o 
esposas que, en el machismo policial, es una categoría social infe-
rior al de las féminas. 

* * *

Pocos días después del entierro, la abuela de Juancho dejó 
de comer y se murió. Unos dicen que fue de hambre; otros veci-
nos sostienen que del dolor.

El no lugar de la muerte 

La partida de defunción de Carlos dice que falleció a las 
6:05 a.m. como resultado de un hemoneumotórax ocasionado por 
una perforación de herida de arma de fuego en el pulmón izquier-
do. Sin embargo, su hermana recuerda que la comisión de la poli-
cía llegó a su casa como a las 6:40 a.m. de ese mismo día. 

No era la primera visita que les hacían los funcionarios a su 
casa en las afueras de Barquisimeto, en la carretera hacia Tintorero. 
Una semana antes, la policía se había llevado a Carlos para un 
interrogatorio. Carlos estaba desempleado, así que se dedicaba a 
cazar iguanas en los terrenos traseros de su casa para ayudar a la 
familia; tenía ciertas habilidades para eso, quizá porque lo había 
hecho desde niño, cuando no era más que un pasatiempo. En esa 



76

oportunidad, regresó al día siguiente a su casa y no comentó nada 
de lo que había pasado, de lo que le habían preguntado o lo que 
él había respondido. Pero esta vez había sido distinto: hubo force-
jeos entre la madre y los policías; su hermano también intervino 
en su defensa y también resultó golpeado por los funcionarios. El 
alboroto despertó al vecindario, que todavía podía estar dormido. 
Carlos los tranquilizó y calmadamente se subió a la camioneta, no 
se sabe si con0ado o resignado. Los familiares y otros vecinos cer-
canos gritaron fuerte mientras se lo llevaban, como para dejar cons-
tancia ante el cielo: “¡Se lo llevan vivo, se lo llevan vivo!”.

Cerca de las tres de la tarde se enteraron por un familiar de 
que en la radio habían anunciado su muerte en una refriega con 
la policía cerca de Carora. Decían los noticieros que el parte poli-
cial reseñaba que los fallecidos eran unos piratas de carretera que se 
habían enfrentado a los policías, que eran unos asaltantes peligro-
sos dedicados a robar la mercancía que transportaban los camiones 
por la carretera Lara-Zulia. La familia tuvo que reclamar el cadá-
ver de Carlos en la morgue de Carora, un hospital situado como 
a cien kilómetros de su casa. Y su hermana nos pregunta: “¿Cómo 
pudo morir a esa misma hora y en un enfrentamiento ocurrido a casi 
cien kilómetros de donde se lo llevaron vivo?”.

En qué lugar y a qué hora murió Carlos no se sabe. La muer-
te se convierte en un evento intemporal y aterritorial.

Uno de los principios básicos de la investigación criminal es 
la búsqueda de evidencias que permitan, con la ayuda de peritos y 
expertos, poder reconstruir el evento y a partir de allí aproximarse a 
la verdad de los hechos. La criminalística establece algunos procedi-
mientos para la realización de ese trabajo: hay que preservar el lugar 
y evitar su contaminación, hay que hacer una planimetría del espa-
cio, hay que hacer fotografías y recoger las evidencias que puedan 
ayudar a elucidar el incidente y ser usadas como pruebas en un jui-
cio. Pero, para que toda esta minuciosa labor pueda llevarse a cabo, 
debe existir un lugar de los hechos, debe encontrarse un espacio don-
de ocurrió lo que se presume pudo haber sido un hecho delictuoso.
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Pero las víctimas de las ejecuciones extrajudiciales no tienen 
un lugar de muerte. En el discurso o0cial, casi todos son traslada-
dos heridos a los hospitales, fallecen en el camino hacia el centro 
de salud o mueren recién ingresados a sus emergencias… Otros 
mueren en una zona distante del espacio donde fueron aprehen-
didos o “heridos”: en una playa solitaria, en un callejón descono-
cido, a la vera de una carretera lejana.

No existe un lugar donde ocurrió la muerte. Los espacios 
donde fueron torturados y asesinados son borrados de la memo-
ria o0cial. El taller donde se encontraban, el patio trasero, el cuar-
to del fondo de la casa que fueron convertidos en patíbulos por 
horas o minutos se esfuman, desaparecen, no existen más. Los 
dejan sin historia.

La criminalística establece un conjunto de procedimientos 
con los cuales el ciudadano común está familiarizado por las pelí-
culas de Hollywood y las series de televisión. Las policías de inves-
tigación los conocen bien y tienen peritos y expertos en estas lides. 
La policía de investigación de Venezuela cuenta con funcionarios de 
muy alta cali0cación y durante un tiempo fue considerada una de 
las mejores de América Latina, por su experticia y su relativa inde-
pendencia. Quizá por eso mismo durante muchos años el gobier-
no nacional ha tenido un especial, aunque infructuoso, empeño 
en acorralarla o hacerla desaparecer. 

En tres componentes se puede simpli0car la investigación 
criminalística: el primero es preservar el lugar de los hechos o del 
hallazgo; para ello se bloquea el acceso de las personas, se colocan 
cintas que construyen cercas virtuales con las advertencias de no 
traspasar. El segundo es el proceso de identi0car, recoger y regis-
trar todas las evidencias posibles encontradas en ese espacio: cas-
quillos de bala, armas, restos biológicos visibles y no visibles, que 
se obtienen con las pruebas de luminol. Y el tercero es un levan-
tamiento planimétrico de la estructura física del lugar: las pare-
des, puertas, ventanas, techos, muebles… los llamados planos de 
Kenyeres, que permiten conectar las evidencias recogidas con el 
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medio físico donde ocurrió el hecho. Ninguna de esas condicio-
nes se cumple ni son posibles de cumplir en las actuaciones poli-
ciales investigadas. 

En primer término, no hay preservación del lugar de los 
hechos o del lugar del hallazgo. Una vez que el procedimiento 
termina, los funcionarios se retiran y devuelven la casa o el apar-
tamento a la familia, la cual, desconcertada, angustiada o acongo-
jada, dependiendo de lo que se imagine, entra a su vivienda para 
buscar el vacío que su familiar ha dejado y para reconocer su pro-
pio espacio, identi0carlo de nuevo, notar los posibles cambios que 
ha dejado el paso de esos intrusos, y toca todo, mueve todo, hurga 
todo; quiere reapropiarse de un espacio que les había sido expro-
piado durante unas horas. Y los vecinos también llegan y consue-
lan y rezongan… y tocan todo y mueven todo.

El segundo paso o componente tampoco es posible, pues los 
funcionarios se encargan de limpiar parte de la casa, borrar las evi-
dencias que quieren desaparecer y dejar las que les convienen, y en 
eso pueden demorarse horas, como nos cuentan los familiares. El 
propósito de mantenerlos fuera de la casa y detenidos no es solo para 
que no puedan salir a buscar a sus familiares o denunciar sus actua-
ciones, lo cual también es posible, sino limpiar la escena del crimen.

Y el tercero tampoco, pues no se hace planimetría, ya que 
no existe investigación, ni se autoriza ni se permite la investigación 
criminalística de la escena del crimen, pues se considera que no 
hubo un “hecho delictuoso”. No hay planimetría, pues no hay un 
lugar cuyos planos levantar, el lugar no existe: el cuarto, el patio, 
el taller, la playa, la vera de la carretera se desvanecen.

El etnólogo francés Marc Augé escribió un ensayo en los años 
noventa para describir lo que denominó los non-lieu, los no lugares. 
En su propósito buscaba describir una circunstancia territorial de la 
sobremodernidad que son los lugares de tránsito que no son habi-
tados sino por instantes y en los cuales no hay apropiación espa-
cial por parte de los sujetos. Son los terminales de los aeropuertos, 
las estaciones de los trenes, las grandes autopistas llenas de gente 
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y de nadie, donde millares de personas pasan cada hora y nadie es 
de ese lugar, su identidad espacial está reducida al minúsculo tro-
zo de papel del boleto del avión o del ticket del tren. “El espacio 
del no lugar no crea ni identidad, ni relación, sino soledad y simi-
litud” a0rma Augé (1992, p. 107).

El no lugar puede ser interpretado como un espacio de trán-
sito, donde todo es movible y mutable, inde0nido e incierto. La 
muerte en las operaciones policiales se transforma, se encuentra en 
movimiento, en tránsito; no hay uno sino varios, muchos y nin-
gún lugar. Por eso no hay planos del lugar de la muerte, pues está 
en movimiento.  A los heridos los llevan a los hospitales para que 
fallezcan en el camino. Y a los muertos también. Están en tránsito.

En Mérida, la policía llegó a un barrio buscando a un joven 
y mató a dos. El segundo, el no buscado, estaba de visita, de vaca-
ciones en esa casa. Dicen que murieron en el hospital, pero un 
testigo vio cómo colocaban los cuerpos en la parte trasera de una 
camioneta. “Y si llevas heridos —a0rmó— no los vas a llevar en 
la tolva de la camioneta”.

Augé sostiene que el no lugar no tiene historia y eso es lo que 
sucede con los territorios ocupados por las víctimas. En la recons-
trucción que aquí hacemos del concepto, no se trata de que no ten-
gan historia, pues sí la tuvieron, y muy fuerte y dura, y así quedó 
grabada en la memoria de los familiares y amigos que nos la con-
taron. Solo que la historia o0cial les arrebató su historia.

El no lugar se corresponde con el tránsito de cadáveres de 
un espacio a otro, de una morgue a otra, sin información precisa; 
es el desconcierto de la desinformación y de la mutabilidad terri-
torial. Otras veces no los trasladan heridos o muertos, sino que se 
los llevan vivos. Así se llevaron a los dos jóvenes del entierro de 
Araya; así se subió resignado Carlos en el carro de la policía, mien-
tras familiares y amigos daban su fe de vida con sus gritos: “¡Se lo 
llevan vivo!”. 

Pero realmente ya no estaban vivos. Ya estaban condenados, 
eran cadáveres vivos a los que llevaban al no lugar de la muerte. 
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El botín de guerra

“Dejó seis hijos, dos fueron conmigo” cuenta la esposa duran-
te la entrevista, buscando pescar detalles en su memoria mientras 
lucha con el dolor que perdura desde aquella tarde. 

Recuerda que había estado preso ocho años por el delito de 
homicidio, pero que en ese momento trabajaba en una de las 0n-
cas que quedan hacia La Concepción, en el oeste de Maracaibo. 
Ya había cumplido los 42 años y ese era su día de descanso cuan-
do llegaron como veinte hombres y entraron por la fuerza a la casa.

“¿Qué pasa?” les había dicho. Era una pregunta que tenía el 
tono de un reclamo. No hubo respuesta. A ella la sacaron de la casa 
y a su esposo lo mataron. Cuando se llevaron el cadáver, aprove-
charon para llevarse también los teléfonos y la comida de la casa. 
La esposa cuenta, con tristeza, que su hijo de seis años le pregun-
tó: “Mamá, si son policías, ¿por qué nos robaron?”. 

Un aspecto recurrente en los relatos de las entrevistas y gru-
pos focales son los robos que sufren los familiares de las víctimas 
por parte de los cuerpos policiales. En un primer momento del 
estudio, podía parecer que era un exceso de una minoría de fun-
cionarios, una mezcla de abuso y del miserable robo producto de 
la prepotencia que les otorga su uniforme y su máscara; y tam-
bién, de la precariedad de los sueldos de los funcionarios y de los 
trabajos que debían pasar para poder llegar a 0n del mes, como le 
ocurre a la mayoría de los venezolanos. Luego, en la repetición, 
se encuentra que es un patrón que, si no está ordenado, al menos 
está claramente permitido por los superiores. Aceptan que esas 
prácticas formen parte regular de los procedimientos, de la ruti-
na establecida.

“¡Hasta la crema dental se la llevaron!” recuerda la madre de 
Gilberto. Ella estaba en la morgue del Hospital Central Universitario 
Antonio María Pineda de Barquisimeto cuando llegó su sobrina y 
le contó que, al retirarse, esos “bichos” se habían llevado de todo. 
Gilberto había invadido en 2018 un terreno en las afueras de la 
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ciudad, al norte y muy distante del hospital y del centro urbano. 
Allí se había construido su rancho, donde vivía con su esposa y su 
hijo pequeño, y los acompañaba otro hijo adolescente, fruto de una 
relación anterior. En el terreno trasero de la parcela que Gilberto 
había ocupado, tenía unas siembras y se dedicaba a criar gallinas 
y cochinos para ayudarse. La sobrina solo había podido entrar a la 
casa como a las tres de la tarde, varias horas después de escuchar 
los disparos y que se lo hubiesen llevado del lugar. Les robaron las 
bombonas de gas con sus adaptadores, ropa, comida de la nevera; 
mataron unas gallinas y se llevaron un cochino, y hasta unas sába-
nas nuevas que Gilberto había traído de Colombia. 

“El botín (booty) —escribe Shatzman— fue una importante 
fuente de ingreso para los soldados romanos, los o0ciales, los gene-
rales y para el Estado en sí mismo” (Shatzman, 1972, p. 177). El 
botín de guerra o praeda forma parte de una muy antigua tradi-
ción de la violencia y las guerras de la humanidad (Bona, 1959). 
Es una larga historia que va, desde el pillaje desordenado de los 
muertos en el campo de batalla, hasta los tratados internacionales 
que 0jan los derechos del vencedor en las guerras internacionales 
para tomar las propiedades del Estado que ha perdido la contien-
da, como estableció el Reglamento de La Haya de 1907 y el III 
Convenio de Ginebra de 1949 (CICR, 1949). 

El botín se ha entendido como la recompensa por el triun-
fo o como el cobro por indemnización por los daños sufridos o 
de los gastos de defensa incurridos durante la contienda. Los estu-
diosos han reconstruido cómo fue la evolución desde las guerras 
de los samnitas, trescientos años antes de Cristo, hasta las regula-
ciones de la república romana, haciendo que el botín dejase de ser 
una parte de la rapiña privada o de la apropiación del general a car-
go como manubiae y pasase a formar parte de la res publica como 
praeda (Shatzman, 1972). Para poder entender mejor la dinámica 
compleja del proceso social del botín, su justi0cación y su distri-
bución, es útil remontarse a su práctica desde la Roma prerrepu-
blicana, pues lo que acontece en los barrios pobres de Venezuela 
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se asemeja más al tratamiento del botín en las guerras antiguas que 
en las modernas.

En su libro Praeda. Butin de Guerre et societé dans la repu-
blique romaine, Coudry y Humm (2009) nos ayudan a enten-
der las reglas sociales que regulaban la espolia de los vencidos y 
de los prisioneros de guerra. Los ejércitos romanos fueron quie-
nes empezaron a establecer un orden en la toma de la riqueza de 
los derrotados. Anteriormente, la práctica había sido que se daba 
una apropiación privada e individual de lo que cada uno lograba 
arrebatar al perdedor. La práctica había quedado acuñada en una 
expresión: Unusquisque enim quod in praeda rapuerat ipsum erat. 
Es decir, cada quien se queda con lo que agarre. Esa práctica fue 
modi0cada por los ejércitos romanos porque un despojo temprano 
podía distraer a los soldados en medio de la escaramuza y, por lo 
tanto, se arriesgaba el desenlace y el triunfo en la batalla (Piquer 
Mari, 2012). Así que el saqueo de las víctimas solo podía ocurrir 
después de concluida la batalla y una vez que lo había autorizado 
el general a cargo del ejército. Tito-Livio (XXVI, 46,10) lo descri-
be en su historia romana: tum, signo dato, caedibus "nis factus, ad 
praedan victores versi, qua e ingens omnis generis fuit. Una vez dada 
la señal, se 0nalizaba la masacre y los vencedores pasaban al pilla-
je de todo lo que encontraban (Coudry, 2009, p. 27). Y los bienes 
incautados: armas, metales, esclavos, no quedaban como posesión 
de los individuos, sino que eran acumulados y distribuidos según 
ciertas reglas que les asignaban una parte a los soldados comba-
tientes (ex praeda), otra a los heridos, otra a los generales, otra a los 
templos, para dar gracias a los dioses, y otra destinada a la cons-
trucción de obras públicas (Piquer, 2017).

En las guerras medievales de Europa la práctica estuvo muy 
generalizada, pues muchas veces las guerras no tenían otro pro-
pósito que poder robar al adversario. El saqueo de los vencidos se 
correspondía con la penuria que existía en la sociedad medieval, 
donde los bienes muebles eran muy escasos, algo que resulta difí-
cil de imaginar para las generaciones recientes, acostumbradas a la 
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abundancia de objetos de la sociedad industrial del consumo masi-
vo. También tenía un propósito político, pues se debilitaba al adver-
sario al restarle recursos materiales y humanos; y tenía también sus 
reglas de distribución. En su novela Sidi, Pérez-Reverte relata los 
complejos mecanismos de distribución de los bienes embargados 
en las campañas contra los moros en la España medieval y cómo 
el Cid se empeñaba, a disgusto de la tropa, en que una décima 
parte del botín fuera de regalo al rey como expresión de su lealtad 
(Pérez-Reverte, 2019).

Pero ¿cómo entender que se lleven una pasta dental? Hay tres 
interpretaciones no excluyentes de ese comportamiento depreda-
dor de los cuerpos policiales. La primera es la deshumanización de 
la víctima y, en consecuencia, de sus familiares. Esas personas han 
dejado de ser personas, seres humanos y, por supuesto, han dejado 
de ser ciudadanos de una república. Son simplemente delincuen-
tes, una escoria que se debe eliminar y, si se los puede matar, tam-
bién se los puede robar, ya que es posible que esos bienes hayan 
sido obtenidos con dinero o medios mal habidos. 

La segunda es que el robo es una forma de castigo ampliado a 
la familia, un restarles los privilegios a sus allegados y que pudieran 
tener su origen en su actividad criminal, aunque fuese una crema 
dental. Se trata de una apropiación del res hostium, como apropia-
ción individual de los soldados al 0nal de la batalla, como cose del 
nemico, de los objetos que le pertenecían. De la casa del esposo de 
Aura, al sur del lago, se llevaron los dos teléfonos, la ropa de la víc-
tima y un saco lleno de comida que, dos días antes de que lo mata-
ran, la víctima había empezado a reunir para llevarle a la familia 
cuando fuera para Maracaibo. 

La tercera interpretación conjetural es que simplemente los 
funcionarios se encuentran tan empobrecidos y con tantas di0cul-
tades para conseguir sus alimentos y bienes, por la escasez de estos 
y por su incapacidad de comprarlos debido a sus bajos sueldos, que 
eso se suma como una parte del pago por su labor. Entre los años 
2018 y 2020, el sueldo de los funcionarios policiales estuvo en 
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alrededor de los diez dólares mensuales, así que simplemente des-
pojan a la víctima de sus bienes, pues está muerto, y en esa rapiña 
no es un muerto con derechos, sino que los ha perdido también.

Hay dos dimensiones adicionales que pueden permitir com-
prender mejor la dinámica del botín de guerra y su diferencia con 
otras prácticas de robo llevadas a cabo por cuerpos policiales: la 
primera es la secuencia de los eventos de robo y muerte y la segun-
da es el tamaño del botín involucrado.

En relación con la secuencia de los eventos. En las ejecucio-
nes extrajudiciales que hemos analizado, la sucesión de los hechos 
muestra que la muerte antecede al robo. En los casos en los que 
hay delincuencia policial simple, la secuencia se invierte y el robo 
antecede a la muerte. En el primer caso, el propósito es eliminar 
a la persona y el botín de guerra es un valor agregado a la opera-
ción. En el segundo caso, el propósito de los delincuentes unifor-
mados de policías es robar a la persona, extorsionarla o cobrar un 
rescate por el secuestro y, una vez concluido el primer paso (o abor-
tado por cualquier circunstancia fortuita), proceden a la muerte. 
Ambas son acciones criminales, homicidas; ambas implican una 
responsabilidad legal del Estado. Pero más allá de esa dimensión 
legal, esta distinción nos parece importante para comprender la 
signi0cación social de esos comportamientos criminales, pues, en 
el primer caso, hay una política de Estado que genera un botín de 
guerra que es subsidiario y en el segundo caso la responsabilidad 
primera es de los individuos y, solo de una manera secundaria, en 
un segundo plano, pudiera estar la responsabilidad del Estado por 
no haber tomado las medidas adecuadas para evitarlas, tal y como 
establecen los tratados internacionales.

Un caso muy similar al que estamos analizando fue lo ocu-
rrido en Argentina durante la dictadura militar de los años seten-
ta. En ese período, un grupo importante de militantes políticos 
fueron asesinados por una decisión de Estado. El gobierno mili-
tar organizó viajes de aviones militares hacia mar adentro en cuyo 
interior transportaban sedados a los prisioneros políticos, quienes 
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eran lanzados y desaparecidos en las aguas. Algunos de esos prisio-
neros desaparecidos eran parejas y tenían hijos pequeños que que-
daron huérfanos y que con posterioridad fueron dados en adopción 
a matrimonios infértiles de civiles o militares. Los entregaron como 
huérfanos, sin explicar las razones de esa orfandad. Sin registrar las 
macabras razones por las cuales habían perdido a sus padres. Años 
después, y en la batalla por encontrarlos y devolverlos a la memoria 
social, el movimiento de las Madres de Mayo publicó con la ayuda 
de un escribidor un libro que titularon Botín de guerra (Nosiglia, 
2007). En su interpretación, esos niños fueron considerados un 
“botín de guerra” de los militares encargados de las operaciones 
de exterminio. No eran subversivos, como habían sido cali0cados 
sus padres; tampoco fueron irresponsablemente abandonados por 
ellos: eran un botín de guerra (Quintana, 2017).

Los procedimientos del robo de bienes a las familias vene-
zolanas o el robo de niños en la dictadura argentina son simila-
res, aunque las diferencias en el objeto del robo son abrumadoras 
y se corresponden con contextos sociales muy diferentes. Pero la 
secuencia del procedimiento es la misma: primero es la muerte; 
luego, y subsidiariamente, el robo. El propósito central de los mili-
tares que se encargaron de ofrecer niños en adopción en Buenos 
aires o Montevideo no era ofrecer niños en orfandad, era asesi-
nar a sus padres por considerarlos subversivos. Pero, una vez ocu-
rrida esa muerte, se procede a lo segundo. La misma secuencia 
que nos han contado las madres y esposas en Venezuela: después 
de la muerte es el robo. Es la misma secuencia que permitían los 
comandantes romanos y medievales: primero la muerte y, luego, 
se autorizaba a despojar de sus armas y vestimentas a los caídos en 
el campo de batalla.

El segundo componente es la magnitud, pues puede de0nir 
la calidad del evento y el orden de la secuencia. En la mayoría de 
los casos que hemos podido estudiar, el valor monetario es muy 
pequeño, casi insigni0cante, pudieran pensar algunos. Pero esos 
objetos menores son muy importantes en la pobreza, por lo difícil 
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que se les hace obtenerlos: un teléfono celular, unos pendrives, unos 
audífonos, los adaptadores de las bombonas de gas doméstico usa-
do para cocinar… son bienes muy apreciados en la pobreza de las 
víctimas y de los funcionarios depredadores. Los niños huérfanos 
no eran un bien menor pero, más allá de su inmenso valor moral, 
no eran negociables monetariamente. 

Algo distinto ocurre cuando el valor monetario implicado en 
el botín es grande, tal como ocurre cuando los ganaderos o comer-
ciantes son extorsionados y muchas veces asesinados por los fun-
cionarios policiales delincuentes. En ese caso la letalidad policial es 
secundaria, lo importante es obtener una importante cantidad de 
dinero. En esta última circunstancia, aunque se pueda actuar con 
los uniformes y armas de reglamento del Estado, la acción es indi-
vidual o incluso corporativa y puede involucrar a funcionarios de 
más alto nivel, pero no es una acción del Estado, sino de los indi-
viduos, pues la racionalidad implicada es la del lucro privado y no 
la de preservación del Estado. No se trata, pues, de un botín de 
guerra, sino de un botín de robo.

Cuando el monto del botín de guerra es pequeño y no hay 
mucho que repartir, se le permite al actor pequeño quedarse con 
el bien saqueado. Es algo similar a cuando el ladrón de vehículos 
o secuestrador permite que sus asistentes despojen del reloj o los 
zarcillos a la víctima, pues es como darles una propina adicional. 
El jefe de la operación lo tolera, pues su interés se concentra en la 
cantidad grande del cobro del rescate de la víctima o del produc-
to de la venta del vehículo robado.

El botín de guerra tomado en las viviendas pobres de los 
barrios de Venezuela por los cuerpos policiales es una práctica 
asimilable al comportamiento de los soldados previo a las leyes 
romanas de hace dos mil años, cuando se reguló la manubiae que 
tomaban los generales de las tropas vencidas (Shatzman , 1972). 
Excede también lo establecido en tiempos recientes en los conve-
nios de “leyes y usos de la guerra terrestre”. Por ejemplo, lo esta-
blecido en la Segunda Conferencia de La Haya del 18 de octubre 
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de 1907 en su artículo 4 del capítulo II sobre los prisioneros de 
guerra, donde se señala que los prisioneros “están bajo el poder del 
gobierno enemigo y no de los individuos o Cuerpos que los hayan 
capturado”; y se especi0ca que “todo lo que les pertenezca perso-
nalmente, exceptuando armas, caballos y papeles militares, es de su 
propiedad”. Y también lo establecido en el Convenio de Ginebra 
de 1949, “Relativo al trato debido a los prisioneros de Guerra”, el 
cual determina en su artículo 18 que “todos los efectos y los objetos 
de uso personal quedarán en poder de los prisioneros de guerra… 
especialmente los objetos que tengan valor personal o sentimen-
tal…” (Henckaerts & Doswald-Beck, 2007, pp. 193-195).

Al parecer la pasta dental no era un efecto personal.
El botín de guerra de las operaciones policiales en Venezuela 

es la violación no solo de los derechos ciudadanos en tiempos de 
paz, sino también de los derechos que tienen los enemigos en tiem-
pos de guerra. Es una rapiña primitiva permitida o aupada por ese 
ente difuso y real que llamamos Estado. 

Buscar los cuerpos

“Nos pasamos toda la madrugada buscándolo” recuerda la 
madre. La familia vivía en un barrio ubicado al este del valle de 
Caracas y la comisión había llegado la noche anterior a su casa, 
golpeando puertas y ventanas. 

 “Sí, yo soy William” les había respondido el joven cuando 
abrió la puerta. Dijeron que le querían hacer unas preguntas y lo 
separaron del resto de la familia, a quienes encerraron en un cuar-
to. No podían ver, pero sí podían escuchar sonidos, pasos y voces 
en el silencio de horror y miedo que se apoderó del lugar. “Estaba 
como vomitando” recuerda la madre en la entrevista. Luego, se 
escuchó un disparo y un trajín de pasos en la platabanda, en ese 
techo y terraza que hacen en las casas autoconstruidas de las fami-
lias humildes de Caracas para algún día poder colocarles paredes y 
tener un nuevo piso que pueda servir de vivienda para alguno de 
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los hijos, como William, cuando crezcan y hagan familia, o poder 
alquilarlo y tener unos ingresos extras. Junto a los pasos, escucha-
ron ráfagas de disparos y gritos encubridores, que si “se escapó, 
que se está escapando, que nos está atacando” gritaban los funcio-
narios… y ella sabía que era mentira, pero estaba encerrada en el 
cuarto de abajo. Después de recorrer muchos lugares en su bús-
queda, al amanecer lo encontraron muerto en el Hospital Vargas, 
en el otro extremo de la ciudad.

 Una vez que los funcionarios se han retirado de la casa y 
le han devuelto la posesión del espacio ocupado a sus habitan-
tes, la familia se queda con dos preguntas lacerantes: ¿dónde se lo 
habrán llevado? Y la segunda, más difícil de procesar: ¿estará vivo 
o lo hallaremos muerto? Los familiares se empeñan en fantasear 
que lo encontrarán detenido en un local de la policía, o herido en 
una cama hospitalaria; ese sería el mal menor. Rehúyen a la idea 
de buscarlos primero en una morgue; los desconsuela, les duele, 
les parte el corazón imaginarlo. 

Así que inician el peregrinaje de búsqueda por los recintos 
donde el dolor puede ser menor. Se niegan a conjeturar lo peor y, 
esperanzados, preguntan por su paradero en las sedes policiales, en 
los centros de detención donde creen que pudieran haberlos trasla-
dado. Luego, en las o0cinas administrativas de las diversas policías 
y comandos militares, donde esperan, al menos, conseguir algunas 
respuestas, alguna información que pudiera orientarlos. El silencio 
y la no respuesta crean desconcierto y ansiedad; la duda los corroe 
y las preguntas se tornan cada vez más punzantes, más dolorosas. 

Al pescador Carlos lo buscaron sin éxito en la sede de la poli-
cía municipal de Araya. Luego de una larga espera antes de ser aten-
didos, preguntaron en el comando de la GNB de la zona; allí les 
informaron escuetamente que habían aparecido dos cadáveres. Se 
movieron para ubicarlos en la península, pero no pudieron encon-
trarlos allí. Al 0nal, supieron que los cuerpos habían sido trasla-
dados a la morgue del Hospital Universitario Antonio Patricio de 
Alcalá, que está ubicado en la ciudad de Cumaná, al otro lado del 
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mar. Para buscarlos debían atravesar en lancha los tres kilómetros 
de olas que tiene la boca del golfo de Cariaco, o recorrer por tie-
rra los doscientos kilómetros de asfalto que se requieren para bor-
dear la península. Una vez llegados, debieron hacer una carta a las 
autoridades competentes, alegando y demostrando sus menguados 
recursos, para que al 0nal les devolvieran el cadáver.

Las historias se repiten: el desconcierto de los deudos, la 
confusión en la cual se movieron en las horas siguientes, la espera 
interminable de alguna noticia y el hallazgo que renueva el llan-
to y el dolor. Algunos sienten la tranquilidad resignada de la supe-
ración de la incertidumbre; la resignación que provoca la certeza 
de lo que más temían, así fuese lo más terrible. La familia quiere 
cerrar ese proceso, no prolongar más esa duda y decir: “¡Ya, se aca-
bó!”. Quieren enterrar a su muerto, están agotadas luego de horas 
o días de búsqueda. Pero para muchas el horror no termina allí.

En los grupos focales del estado Aragua reportaron que, 
cuando la muerte es producto de un operativo policial, retrasan la 
entrega del cadáver hasta que se encuentra en estado de descom-
posición, con lo cual no es posible cumplir con los ritos funera-
rios, pues el cuerpo corrupto debe ser sepultado de inmediato. En 
un grupo focal de Caracas, los familiares relataron que, después 
del allanamiento y la supuesta resistencia a la autoridad, el cuer-
po fue llevado hasta la morgue de Los Teques, una ciudad cerca-
na, en cuyas instalaciones las cavas no tenían refrigeración, pues 
los equipos y hasta el aire acondicionado estaban dañados por las 
irregularidades en el servicio eléctrico. Cuando, en Los Teques, los 
familiares pudieron encontrar el cuerpo en medio de ese depósito 
de cadáveres, estaba junto a otros cuerpos en avanzado grado de 
putrefacción y no les fue posible realizar el velatorio. “Me quita-
ron mi hijo y me quitaron mi derecho a enterrarlo” dice la madre 
frunciendo el ceño, como buscando controlar el dolor. 

Los ritos funerarios: el velorio, la procesión del entierro, el 
novenario facilitan el proceso de aceptación de la muerte y la recom-
posición de la relación con la vida que ha quedado maltrecha entre 
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los deudos y la comunidad. Les permite a los vivos recomponer su 
vida, aceptar lo que han perdido de sí mismos en aquella pérdida 
del otro y seguir adelante al desligarse del ser querido, al dejarlo ir. 

El velorio cumple en ese proceso una función muy impor-
tante, pues permite trabajar esa transición entre la vida y la muerte. 
Y la presencia del cuerpo del occiso es esencial para poder reali-
zar la despedida. En el velorio, el cuerpo ya no forma parte de 
los vivos presentes, pero tampoco se encuentra entre los muer-
tos ausentes; es un momento de transición que permite aceptar la 
realidad. Es un proceso normal de la vida que, como dice Freud 
(1993), no puede ser considerado una patología, pues el senti-
do de la realidad se impone y se empieza a retirar la libido del ser 
perdido. Como proceso social, Turner (1977) sostiene que es un 
ritual cuyo valor simbólico re0ere al paso de un estado a otro, del 
mundo de los vivos al mundo de los muertos. La ausencia de velo-
rio es, al contrario, vivida como la negación de la pérdida, como 
su no existencia, pues no se llevó a cabo la transición y esa ausen-
cia se convierte en una falta que acrecienta el dolor de los deudos 
y que puede ser un obstáculo para lo que el psicoanálisis llama el 
trabajo del duelo. El trabajo del duelo es individual siempre, pero 
tiene una dimensión comunitaria, la cual apoya a los deudos en 
la transición y en la despedida, un trabajo que lo facilita la soli-
daridad de los vivos.

La confrontación con la muerte nos recuerda siempre nues-
tra fragilidad e indefensión. La muerte como una realidad omni-
presente y esquiva entre los vivos. La muerte es la única seguridad 
de la vida. Pero, en este caso, la muerte no ha sido un hecho natu-
ral, ni siquiera casual o accidental: ha sido provocada y es sentida 
como injusta, pues es una muerte temprana, ya que mayoritaria-
mente ocurre entre personas jóvenes y sanas en un momento de 
la vida donde prácticamente no hay razones para morir. Es una 
muerte prematura que ocurre cuando no ha transcurrido aún el 
ciclo completo de la vida, que hace que, pasados los años, se vuel-
va tolerable la incomprensión de la muerte.
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El desvanecimiento de los ritos funerarios retrasa la solida-
ridad e impide el acompañamiento de los otros en la aceptación 
de la muerte y, como consecuencia, incrementa el miedo y la inse-
guridad de los vivos. La amenaza de la muerte no es de la muerte 
natural, sino de la provocada, de la presencia de unos otros, pode-
rosos y malignos, que pueden ocasionar la muerte. Y la incertidum-
bre que provoca es tanta que ni siquiera el velorio y el despido de 
los muertos es seguro. 

La acción policial arbitraria provoca vulnerabilidad. El allana-
miento del hogar, la tortura y la muerte conducen a los parientes y 
vecinos a una situación de indefensión ante el Estado todopodero-
so. Es un proceso de infantilización de las personas, de regresarlas 
al estadio infantil, el momento en que eran incapaces de garanti-
zarse la vida por sí mismos, cuando la vida y la muerte dependían 
de los padres, a quienes el niño fantasea como todopoderosos y 
por lo tanto en cuyas manos está la posibilidad de su sobreviven-
cia (Nussbaum, 2019). 

Las ejecuciones extrajudiciales convierten al Estado en el 
padre poderoso que puede matar o conceder la vida, en el lenguaje 
de Foucault (Foucault, 1997). El Estado con sus símbolos, sus uni-
formes, ejerce su capacidad, no solo de dar la muerte, sino, además, 
de controlar el cuerpo después de la muerte. No es solo la muerte, 
es más que la muerte. Así como la tortura es el horror antes de la 
muerte, el no velorio es el horror después de la muerte. ¿Qué dere-
chos puede tener quien no tiene derechos ni sobre sus muertos?

“Me quitaron mi hijo y me quitaron mi derecho a enterrar-
lo —repite la madre de nuevo—, pero no me pudieron robar el 
dolor ni la rabia…”. 

Testigos mudos

“Mejor dejáis las cosas así —le dijo secándose el sudor de 
la frente—, porque si no, te ganáis un enemigo y perdéis el dine-
ro”. El abogado era un amigo de la familia, un penalista conocido 
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en el estado Zulia, a quien había llegado por recomendación de 
una sobrina. 

Antes, ya se había movido con conocidos, había buscado 
referencias y tenía ya palabreado un préstamo del dinero que se 
suponía podía costarles iniciar el proceso legal. La madre lo sintió 
sincero; la había escuchado con paciencia y hasta con compren-
sión, pensó ella. Luego, le había dado la razón humana y apoyado 
con la fuerza legal que tenía su reclamo, pero le había argumen-
tado sobre la inutilidad de esas causas judiciales. Los jueces no se 
atreven a decidir en esos casos, le había comentado. Ellos deben 
pedir permiso a los que están más arriba. Nadie se atreve a decidir 
de acuerdo con la ley. Es arriba donde deciden, y a veces, decía, 
hasta le mandaban las sentencias redactadas para que el juez sola-
mente las 0rmara y se ahorrara ese trabajito. 

El horror cosecha resultados. No en todos los casos, ni tam-
poco de manera permanente, pero sí calla a los testigos. Primero 
calla a los vecinos, después a los amigos cercanos y, 0nalmente, has-
ta a los propios familiares.

“Nuestra familia quedó devastada; no quisimos saber nada de 
denuncias ni de nada de eso”, a0rma la sobrina en San Cristóbal. 
Ella fue la única que se atrevió a participar en el grupo focal. “Mi 
tía —nos contó— se mudó a otro municipio; mis tíos se negaron 
a poner la denuncia o iniciar otra acción legal…”.

En Venezuela, poco más del 60% de los delitos nunca son 
denunciados. Con pequeñas variaciones, es lo que hemos encon-
trado en las encuestas de victimización realizadas durante casi dos 
décadas (Briceño-León, 2012; 2017). Los mismos porcentajes son 
reportados en las encuestas de victimización que ha ejecutado el 
gobierno nacional, en su caso con una muestra mucho más gran-
de y cuyos resultados ha querido, sin éxito, ocultar repetidas veces 
(INE, 2009), (INE-Conarepol, 2006). Pero los datos de los estu-
dios de Lacso o los del gobierno nacional no son especí0cos para 
los homicidios, sino que se re0eren a todos los delitos violentos. 
Como premisa teórica, las encuestas de victimización no tendrían 
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por qué ocuparse de la denuncia de los homicidios, pues este es 
un delito que no amerita ser denunciado, ya que la policía debe 
actuar siempre de o0cio. La denuncia es el cadáver mismo que, en 
su inerte silencio, hace las preguntas: ¿cuál fue la causa de la muer-
te? ¿Quién fue el autor?

Aunque son distintos los delitos involucrados en un robo, 
un homicidio o una ejecución extrajudicial, el comportamiento 
social de callar y no denunciar resulta muy similar. Salvo que en 
los casos de la violencia policial se agrava por la presencia activa y 
amenazante de los funcionarios del Estado.

“Yo nunca he querido dar declaraciones ni nada de eso… 
quiero cuidar a mi esposa e hijos… El Sebin molesta, hemos vis-
to movimientos raros de camionetas y gente…”, a0rmó otro par-
ticipante del grupo focal.

El temor no es gratuito. Los rostros encapuchados, la muerte 
simbolizada en las calaveras que cargan en sus insignias, la muerte 
real de las víctimas… todo ello ha infundido el temor en la pobla-
ción. Y el miedo es libre.

En un grupo focal realizado en Barquisimeto, estado Lara, 
luego de escuchar los horrores sufridos que contó uno de los par-
ticipantes y que otro más refrendó con experiencia familiar, uno 
de los participantes, visiblemente emocionado, le lanzó una pro-
puesta al resto del grupo. Levantó la voz y preguntó: “¿Y por qué 
no vamos mañana todos juntos a denunciar en la Fiscalía?”.  La res-
puesta fue un clamor casi unánime: “¡Estás loco! —le soltaron—. 
Ve tú solito, si quieres —agregó otro participante—. Después vie-
nen y nos matan a todos”.

El miedo rompe la acción colectiva, eso lo sabe el poder. 
Ciertamente hay audaces y arriesgados, y también hay temerosos 
y cautos. Al 0nal, la posibilidad de respuesta colectiva se retrasa y 
se pierde. La dictadura del miedo se impone de manera silenciosa.

En nuestros estudios hemos buscado comprender las razones 
de la no denuncia y nos hemos topado con dos argumentos que se 
repiten con el paso del tiempo y en distintos lugares. El primero 
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es la desesperanza: las personas piensan que la denuncia no con-
duce a nada, que tiene altos costos económicos y de tiempo y que 
al 0nal no se obtiene respuesta ni satisfacción a sus demandas, a 
veces ni siquiera respuestas a las preguntas que formulan, mucho 
menos el castigo a los culpables que desean. Y el poder se encar-
ga de reforzar ese sentimiento: la dilación judicial, la política de 
oídos sordos e insensibilidad no solo tienen un efecto práctico de 
impunidad; también lo tienen en las expectativas de las personas, 
en su pasividad y resignación.

El segundo argumento que dan las personas para no denun-
ciar es el temor de una retaliación por los propios funcionarios. 
¿Cómo denunciar ante la policía si son los propios policías los indi-
ciados? Las intimidaciones a los vecinos o familiares suceden de 
manera velada o abierta. En algunos casos los funcionarios visita-
ron la casa de otro hijo o de un familiar para preguntar cualquier 
banalidad. En otros casos han estacionado la patrulla o un carro 
misterioso frente a la casa de un vecino que puede ser testigo, o se 
pasean por las noches con ostentación. No hacen nada, no dicen 
nada, simplemente se dejan ver. Recuerdan su presencia. En otros 
casos son más directos: en la entrada de la Fiscalía, un descono-
cido le largó a la hermana de la víctima una sentencia: “Calladita 
te ves más bonita”. Y en otro caso, le recordaron al familiar lo que 
dicen en los programas de televisión: “Todo lo que digas puede 
ser usado en tu contra”. 

Pensando en Weber, podemos a0rmar que la no denuncia 
es un comportamiento racional desde el punto de vista individual 
(Weber, 1965), aunque muy negativo para la sociedad y la justi-
cia. La racionalidad es simple: ¿para qué denunciar si no se puede 
obtener nada de lo buscado? O, peor aún, sufrir consecuencias. Esa 
es la fuerza paralizante que tienen las dictaduras. Por eso también 
es que hay más denuncias sobre abuso policial en las democracias 
pues, cuando impera el Estado de derecho, las personas se sienten 
protegidas en la denuncia y tienen expectativas de que sí podrán 
conseguir resultados acordes con los propósitos de su acción. 
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Mientras tanto, los vecinos repiten la desoladora conseja de 
que, si viste algo, tienes que hacer como que no viste nada. “Los 
monitos no ven, ni oyen, ni mucho menos hablan” dijo uno de los 
entrevistados. Son testigos mudos.

Justificación y repudio

“Es preferible que se pierdan dos a que se siga perdiendo 
tanta gente inocente”. Así cerraba su justi0cación de las acciones 
letales de la policía uno de los participantes en los grupos focales 
del estado Zulia. Antes, había reconocido que “no era legal lo que 
habían hecho”. Decía que era verdad que habían matado gente, que 
les hicieron daño a unas familias y todo eso, pero también —sos-
tenía—: “le habían ahorrado una amenaza al resto de la sociedad”. 

Ese era el hilo del razonamiento que había logrado comuni-
car al resto de los participantes. Algunos no estuvieron de acuer-
do, pero el mismo argumento se repitió otras veces y era similar al 
que escuchamos en los otros encuentros llevados a cabo en diver-
sas zonas del país. 

La opinión de la población venezolana está dividida frente a 
la acción violenta y letal de la policía, aunque no en proporciones 
iguales ni por idénticas razones: unos justi0can la letalidad poli-
cial, mientras que otros la rechazan. En una encuesta que hicimos 
a una muestra aleatoria de población nacional a inicios del año 
2020, pudimos constatar esa separación: un tercio de los entre-
vistados dijo que estaba de acuerdo o muy de acuerdo con que la 
policía tenía derecho a matar a los delincuentes. Los otros dos ter-
cios expresaron su rechazo y desacuerdo. 

La encuesta se realizó con una entrevista cara a cara en la 
muestra de 1200 hogares seleccionados al azar en todo el país, y 
los resultados de la escala de Likert utilizada en la pregunta mos-
traron que un 13% de los entrevistados estaba totalmente de acuer-
do con que los policías mataran a los delincuentes. En el extremo 
opuesto, un 43% dijo estar totalmente en desacuerdo. Con una 
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opinión más moderada, un 19% dijo estar de acuerdo y un 25% en 
desacuerdo. La suma consolidada indica que la mitad de la pobla-
ción ni aprobaba con vehemencia ni rechazaba con energía, pero 
sí expresaba un clivaje, con lo cual es posible concluir que un 32% 
de los venezolanos lo justi0ca y un 68% lo rechaza.

“Sólo Dios tiene derecho a quitar la vida… yo siempre lo 
digo. Por muy mala que sea una persona, también tiene perdón 
de Dios… Si esa persona fue mala, haz tu trabajo, métela presa, 
pero no le quites la vida, porque uno nunca sabe, por muy mala 
que sea esa persona, puede tener familia, hijos” ripostaba otro par-
ticipante en Caracas.

Los argumentos para justi0car la letalidad policial los cono-
cen las autoridades y de alguna manera han actuado como susten-
to de este tipo de acciones criminales, pues saben que cuentan con 
alguna simpatía, y por eso las han utilizado como una estrategia 
política en momentos de elecciones o de crisis. 

El argumento central que se repite en las personas que lo jus-
ti0can es que así consiguen protección. Son personas que se sienten 
amenazadas, desamparadas ante el delito y, en su fragilidad y vul-
nerabilidad, recurren a la búsqueda de protección. Infantilizados, 
buscan el respaldo del padre protector; desamparados, buscan la 
acción del gobierno fuerte y son capaces de sacri0car derechos por 
conseguir alguna seguridad, aunque ese desamparo pueda haber 
estado alentado o permitido por el mismo que luego les ofrece 
protegerlos.

La justi0cación de la acción letal se convierte entonces en 
una justi0cación de la muerte preventiva del potencial agresor. La 
persona que justi0ca la ejecución del delincuente no ha sido víc-
tima de ese criminal; sin embargo, tiene pavor de ese “subgénero 
humano” que representan los delincuentes. Los que aprueban estas 
acciones consideran que aquel desconocido, que puede habitar en 
un lugar lejano, se convertirá en el futuro en un potencial agre-
sor para su persona. Entonces, la acción asesina se justi0ca como 
una defensa propia, como un acto de protección que se adelanta, 
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que se anticipa a un peligro difuso y al cual se le da una respuesta 
concreta. Se los ejecuta por un crimen que pudieran cometer en el 
futuro, no por lo que estén haciendo o hayan hecho. Al anticiparse 
con aquellas muertes, los policías o quienes los apoyan creen que 
se libera “al pueblo”, a la sociedad, de unas potenciales amenazas.

Estos argumentos adquieren mayor fuerza cuando las vícti-
mas o los amenazados son las personas a quienes se considera más 
vulnerables: los niños, los ancianos, las personas con problemas 
mentales o los que presentan síndrome de Down. En esos casos 
la justi0cación es mayor, porque se considera que hay abuso de la 
fuerza, que hay un aprovechamiento del otro, frágil; que hay una 
mayor desigualdad y, por lo tanto, son más despreciables.

Algo similar ocurre con los delincuentes que son considerados 
crueles o que han cometido crímenes atroces. En esos casos, muchas 
personas tienden a justi0car la acción letal de la policía, como tam-
bién la acción criminal anónima de la población en los casos de 
linchamiento. En nuestros estudios hemos encontrado que ante 
la pregunta de cuándo pudieran estar justi0cados los linchamien-
tos, la mayor respuesta se ha encontrado cuando el linchamiento 
estuvo dirigido a quienes habían cometido crímenes atroces: vio-
laciones de niñas o niños, asesinatos de ancianos con alevosía. Se 
justi0ca castigar con severidad extrema al bandido deshumanizado.

Otro argumento que se repite es la sensación de impunidad, 
la ine0ciencia del sistema judicial, la corrupción de los policías o 
de los tribunales… en 0n, la imposibilidad de aplicar un castigo 
de acuerdo con la ley, lo cual justi0ca la aplicación de una pena 
fuera de la ley. “Si los van a soltar, no van a ir presos; entonces, es 
mejor que se encarguen de ellos”.

Hay otra explicación que justi0ca la actuación letal de los 
policías y que retoma el mismo argumento anterior. Se razona que, 
si los policías detienen a unos delincuentes y los dejan vivos —pues 
los entregan a los tribunales—, se crean un enemigo personal, y es 
muy probable que a ese delincuente no lo vayan a mantener preso, 
que los jueces los vayan a liberar y que regrese a la calle. Entonces 
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esos delincuentes van a buscar cómo vengarse del policía que los 
aprehendió. Así que lo mejor es que los funcionarios se quiten ese 
problema de antemano. Es una variante del argumento de la auto-
defensa adelantada.

En resumen, es posible sintetizar que el argumento de la 
defensa propia es uno de los nodos centrales de la justi0cación de 
la violencia letal de la policía. Y el otro reside en la necesidad de 
evitar la impunidad y aplicar un castigo, que se estima no podrá 
ser aplicado por las ine0ciencias del sistema de justicia penal.

En la acera opuesta se encuentran quienes repudian las eje-
cuciones extrajudiciales. Sus argumentos se pueden sistematizar 
en cuatro vertientes. 

El primer argumento gira alrededor de la ilegalidad de la 
acción policial. Es interesante, pues fue repetido una y otra vez entre 
los familiares, incluso entre los de menor nivel educativo. Esta tesis 
se mueve en varios niveles: en el primero de ellos, se señala que en 
Venezuela no hay pena de muerte; por lo tanto, los policías no tie-
nen derecho alguno para aplicarla. En el segundo, se a0rma que, 
suponiendo que fuese cierto que son unos delincuentes, se los debe 
llevar presos —que es lo que contempla la ley—, no matarlos. Y en 
un tercer nivel se a0rma que debe cumplirse con el debido proce-
so y juzgarlos antes de tener certeza de que son unos delincuentes; 
no se los puede condenar de antemano. “Llévenlos a los tribuna-
les, cumplan con su deber” decían.

El segundo razonamiento es de tipo religioso o humanista. 
En esencia, sostiene una defensa moral del derecho a la vida. La 
validación moral de ese derecho se puede hacer desde una perspec-
tiva exclusivamente empática: “Pueden ser delincuentes, pero son 
seres humanos”. Es decir, su humanidad y sus derechos humanos 
no se pierden por delinquir. 

El segundo tipo de validación del derecho a la vida es de 
tenor religioso y tiene dos componentes; por un lado, es la santidad 
del cuerpo: la víctima es una humanidad que se vuelve intocable 
por ser “hijo de Dios”, hecho a su imagen y semejanza. La otra es 



99

una ética religiosa de la muerte: nadie tiene el derecho de quitarle 
la vida a otra persona; esa es una potestad exclusiva de Dios, solo 
él puede dar o quitar la vida. “Los policías no son Dios” decían.

El tercer argumento no apunta hacia el pasado, sino hacia 
el futuro. Es la noción de esperanza in0nita en las personas, cua-
lesquiera que ellas sean. Es la misma noción que está en la base de 
nuestra cultura jurídica, que no acepta la cadena perpetua, pues 
considera que el ser humano tiene capacidad de redención y de 
cambio; se a0rma que “toda persona merece otra oportunidad”. 
Por lo tanto, la labor del Estado no es matar a los delincuentes, 
sino buscar regenerarlos, educarlos, ofrecerles oportunidades para 
que cambien de vida. 

Y, 0nalmente, hay un cuarto argumento de tipo pragmático, 
de las consecuencias que tiene en la sociedad la acción letal de las 
policías. Se considera que estas acciones provocan un cisma entre la 
población y los cuerpos policiales. “Crea rencores en la gente” sos-
tienen, y eso no contribuye a la paci0cación de la sociedad. Bien al 
contrario, sostuvieron algunos, puede generar un ciclo de violen-
cia nuevo, pues si se va a justi0car que se mate a los delincuentes, 
“habría que matar a los policías delincuentes también”.

Los argumentos ofrecidos durante los grupos focales por quie-
nes justi0can o repudian la letalidad policial nos permiten rescatar 
algunos aspectos de la sociedad venezolana.

En un primer lugar, hay una sorprendente cultura jurídica en 
la población de menores ingresos del país. La apelación continua 
a la legalidad y a la legitimidad de las acciones del Estado muestra 
que no hay ignorancia de la ley ni ausencia de un sentido de los 
derechos. Lo interesante es que, ante el Estado infractor, la pobla-
ción apela a la ley, a la institucionalidad. Hay que recordar que 
ese ha sido el mismo recorrido que han tenido las luchas sociales 
por los derechos en la historia reciente de la humanidad: la defen-
sa ante el poder absoluto del rey o del dictador con la imposición 
de normas constitucionales y leyes; la búsqueda del establecimien-
to de un ejercicio del poder normado, regulado y embridado; el 
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traslado del poder a una ley abstracta que esté por encima de todos 
y que obligue por igual al rey y al súbdito, al ciudadano y al policía. 

Muestran, por otro lado, un poderoso sentido de la reali-
dad en las personas. En ese caso, la opinión de estas no alude a las 
bondades de la ley, sino a la factibilidad de que esa ley sea aplica-
da. Hay una conciencia de la impunidad, de que no va a existir 
castigo. Y eso lleva a algunos a apoyar la criminalidad del Estado, 
a justi0car el abuso, a aceptar perder derechos. Ese es el intercam-
bio perverso que muchos hacen con la entrega de los derechos y la 
libertad a cambio de la seguridad.

En una investigación realizada en Brasil, se hizo una encues-
ta en la cual se les preguntaba a las personas si estaban de acuerdo 
con la expresión de que “el buen delincuente es un delincuen-
te muerto” (Bandido bom é bandido morto). Aunque la expresión 
tuvo su origen en los tiempos de la dictadura, continuó siendo 
usada por políticos y luego se extendió entre la población como 
una manera de justi0car las ejecuciones extrajudiciales. Los resul-
tados arrojaron que un 45% de los entrevistados estaba de acuer-
do y un 49% en desacuerdo (Cano & Duarte, 2011, p. 60). Las 
divergencias de opiniones y la división entre quienes justi0can y 
quienes repudian no es solo una circunstancia de Venezuela, ocu-
rre en otros países con igual precariedad institucional y similar 
desamparo de la población. 

Una diferencia importante que encontramos en el país estu-
vo en las respuestas de justi0cación o repudio entre los dos tipos de 
grupos focales que formamos: unos con vecinos de las zonas en las 
cuales habían ocurrido las ejecuciones extrajudiciales y otros que 
tenían la misma caracterización social, pero no habían sido testigos 
de las operaciones policiales. En los grupos focales donde las per-
sonas habían estado cerca de los hechos y presenciado las acciones 
letales de la policía, se mostraba empatía con las víctimas y se repu-
diaba la acción letal. En cambio, los participantes que no las habían 
presenciado ni estado cerca, para quienes la acción letal de la poli-
cía era algo lejano y abstracto, tendieron a justi0carla. En unos, la 
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letalidad era algo concreto y cercano; en los otros, algo abstracto y 
lejano. Tan lejano como lo puede ser para los lectores de este texto. 

Homicianos

La noche del 11 de noviembre del año 2016, un grupo de 
pescadores se encontraba celebrando en una playa del Porvenir de 
Cariaco en el estado Sucre, cuando se presentó un comando de 
hombres fuertemente armados. Se aproximaron al grupo de pes-
cadores para pedirles su identi0cación y luego, sin mediar palabra, 
comenzaron a disparar indiscriminadamente. Acribillaron a nue-
ve de los pescadores, algunos con disparos en la cabeza, y se reti-
raron. Tres pescadores más habían quedado malheridos sobre la 
arena; ellos simularon estar muertos y por ese arti0cio sobrevivie-
ron a la masacre y pudieron contar la historia.

En el Informe Anual 2016 del Ministerio Público, la 0scal 
general de la República informó que seis funcionarios del Comando 
Antiextorsión y Secuestro de la Guardia Nacional habían sido impu-
tados por el asesinato de los nueve pescadores de Cariaco.

Poco después de hacer público ese informe, la 0scal general 
de la República fue destituida de manera inconstitucional por una 
Asamblea Nacional Constituyente que se había convertido en un 
ente plenipotenciario, atribuyéndose a sí misma unas funciones 
que no le podían corresponder nunca, ni por lo contemplado en 
la Constitución ni por lo que estaba de0nido en su único propósi-
to, que era redactar el proyecto de una nueva constitución. Aunque 
el proyecto de reforma constitucional nunca se hizo público ni se 
aprobó, sus miembros se otorgaron de facto el poder de destituir 
a la 0scal general y nombrar un sustituto.

Ese Informe Anual es el único documento o0cial donde se 
reconocen las ejecuciones extrajudiciales cometidas por el Estado, 
y aunque en el texto se advierte la di0cultad de una de0nición pre-
cisa, se aventura a una enunciación y a0rma: “La ejecución extraju-
dicial ocurre cuando se consuma la privación arbitraria de la vida 
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por parte de agentes del Estado, con la complicidad, tolerancia o 
aquiescencia de estos sin un proceso legal que lo justi0que, bien 
en el ejercicio del poder del cargo que desempeñan, de manera ais-
lada, con o sin motivación política, siendo más grave aún, como 
una acción derivada de un patrón desvirtuado de índole institu-
cional” (Ministerio Público, 2017, p. 20). 

Los casos de resistencia a la autoridad ocurridos en todo el 
país que hemos presentado en las páginas anteriores y lo ocurrido 
en Cariaco coinciden con la caracterización del delito que la 0scal 
se atrevió a exponer. Quizá por eso la destituyeron.

Las actuaciones de los cuerpos policiales y militares analiza-
das permiten sacar dos conclusiones básicas: la primera es que hay 
un patrón de actuación y la segunda es que ese patrón no incluye 
la detención de los presuntos delincuentes, sino que busca causar 
la muerte del indiciado. 

En la mayoría de las noticias o estudios sobre la letalidad poli-
cial o los excesos de los cuerpos policiales, uno se encuentra con 
dos patrones. El primero es una actuación individual donde un 
funcionario se excede en el cumplimiento de su deber o que utili-
za su identidad policial como cobertura para ejecutar una vengan-
za personal o cobrar una deuda de dinero o de honor. El segundo 
es de tipo grupal. En este caso, la acción no es individual, sino de 
un grupo de funcionarios quienes, en comandita, deciden conver-
tirse en justicieros y tomar, por ejemplo, el castigo del asesino de 
otro policía por sus propias manos, bien sea presumiendo que el 
delincuente que mató a su compañero quedará en libertad o que 
la sanción será demasiado leve para lo que ellos consideran debe 
ser el castigo de quien ose matar a un policía. En los dos patro-
nes hay delitos cometidos por abuso de poder o por exceso en el 
celo del cumplimiento de su deber, pero siempre responden a un 
patrón de comportamiento individual y, por lo tanto, sus autores 
deben ser catalogados como homicidas.

Sin embargo, en los casos de las 23.625 personas cuyas muer-
tes fueron archivadas como resistencia a la autoridad entre 2016 y 
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2019 en Venezuela, estamos en presencia de un fenómeno distin-
to. No hay decisión personal del policía, no se trata de una repre-
salia, ni tampoco de una venganza de los policías: hay órdenes, hay 
plani0cación, hay la presencia de una política de Estado. 

Los policías que matan por abuso personal o por venganza 
individual son homicidas. Los que matan por encargo del Estado 
son homicianos. 

Los homicianos forman parte de una milicia que no tiene 
como propósito hacer cumplir la ley sino, al contrario, violentar-
la. Están destinados a matar y exterminar a quienes sus jefes, cual-
quiera que sea el nivel de su jefatura, consideran ejecutables. La 
motivación que priva en tales muertes no es individual ni privada: 
es una razón de Estado. 

La razón de Estado que anima a los homicianos —y no solo 
en Venezuela— es una expresión de la voluntad de conservar el 
poder, lo que W. Benjamin llamó una “violencia conservadora”  
(Benjamin, 1995). Las formas en las cuales se expresa la violencia 
conservadora son mutantes y se adaptan a los rasgos del poder que 
las ordena y las singularidades de las amenazas que enfrenta. Puede 
estar animada por el deseo de eliminar un tipo especial de personas, 
sea por su categorización social, racial o política; o puede preten-
der demostrar una e0ciencia que permita incrementar unos puntos 
porcentuales en las encuestas del candidato electoral del gobierno 
o en el prestigio del ministro. También pueden ser un mecanismo 
de distracción de la opinión pública, creando un escándalo que 
oculte un problema considerado mayor. Las motivaciones pueden 
ser diversas; los signi0cantes, distintos, pero el patrón central es el 
mismo: son crímenes cometidos por homicianos, quienes actúan 
en nombre y al servicio de los propósitos del poder. 

El término “homicianos” fue muy utilizado durante la Edad 
Media para nombrar a quienes mataban a otra persona por deci-
sión propia o por encargo de otros. En su Historia General de 
España, de 1601, el sacerdote jesuita Juan de Mariana, al referirse 
a los sucesos de la guerra con Portugal, relata que “dos criados del 
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Duque de Benavente dieron muerte a Diego de Rojas, bolvien-
do de coça” (sic), y agrega: “entendiese, que aquellos homicianos 
llevaban para lo que hicieron orden y mandato de su amo” (De 
Mariana, 1790, p. 352). 

Con los años, el término “homiciano” cayó en desuso, tan-
to en la lengua hablada como en la escrita. Sin embargo, se man-
tuvo en el idioma español por la fuerza que tuvo durante varios 
siglos. La mayor fama de la categoría de homicianos provino de 
unos importantes privilegios que fueron otorgados durante varios 
siglos a los individuos que se ponían al servicio de la Corona de 
Castilla, a pesar de haber estado incursos en delitos de sangre. Eran 
personajes de muy diversa índole, que habían matado por órdenes 
de otros, por deudas, o por pendencias en un bar de vino barato 
o disputas sobre mujeres.

En la Edad Media se le llamó el “privilegio de los homi-
cianos” y era un instrumento jurídico por medio del cual se les 
conmutaba la pena a aquellos individuos que aceptaban prestar 
servicios a la Corona. Era una suerte de indulto que los estudiosos 
han llamado de “particular indeterminado”, pues se aplica a per-
sonas en general, sin nombre ni apellido propio, quienes habían 
cometido un delito, pero se colocaban al servicio del poder. Se 
creaba así un estatuto jurídico distinto que privilegiaba a esas per-
sonas (Martín, 2018).

La utilización de ese privilegio se destacó a partir de la con-
quista de Tarifa en 1292, pues la Corona enfrentaba di0cultades 
para mantener la defensa de la ciudad y el dominio en esas tie-
rras, muy importantes para el control del estrecho de Gibraltar y 
que recibían continuos ataques por los benimeres norteafricanos 
(Sánchez, 2019, p. 57). Luego, su aplicación se extendió a muchas 
otras ciudades que tenían las mismas amenazas externas y simila-
res di0cultades al no disponer de su0cientes soldados permanentes 
para su defensa. Es así como se usaban estos privilegios para “repo-
blar la villa por su situación fronteriza”, como ocurrió en Alcalá la 
Real en 1341 (Chamocho, 2017, p. 102).
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Para facilitar esa tarea de repoblamiento, se 0jaron un con-
junto de exenciones 0scales y de privilegios a los homicianos, de 
modo tal de estimular el traslado de individuos hacia las zonas peli-
grosas de frontera y guerra, y a 0n de asentar una población que 
sirviera para la defensa del territorio ante los ataques de los moros 
(Corona de la Llave, 2005). El perdón se les asignaba entonces 
por realizar la defensa del territorio o de las fortalezas que podían 
estar asediadas por los enemigos del poder. Eran individuos que 
habían mostrado capacidad para el ejercicio de la violencia. Eran 
valientes y, si bien como soldados —a0rman los analistas— eran 
de menor calidad, podían mostrar una mayor 0ereza en el uso de 
la violencia (Jiménez, 1997). 

Estos privilegios se otorgaron desde el siglo XII hasta la recon-
quista y el repoblamiento de Andalucía, y se volvieron a usar de 
manera esporádica en la defensa de las ciudades reconquistadas en el 
Magreb, al otro lado del Mediterráneo, como Mazalquivir (Jiménez, 
1992), y luego volvió a emplearse en el reclutamiento de volunta-
rios para ir a batallar contra los turcos en Italia (Rosemblat, 2002). 
Durante un tiempo, se exigió prestar servicio durante ocho o nue-
ve meses antes de la adquisición del perdón y la libertad. Luego, 
con Alfonso XI de Castilla, se estableció que el tiempo necesario 
para alcanzar dicho perdón era de “un anno et un dia”(sic) (Alijo, 
1978, p. 284). 

Lo singular de esa experiencia es que los homicianos no reci-
bían paga por su trabajo de defensa de la frontera, sino que debían 
procurarse su subsistencia por sí mismos, por lo cual podían esme-
rarse con el botín de guerra o incurrir en robos, y eso fue un moti-
vo de con1ictos con la aplicación de dicho privilegio, los cuales 
duraron hasta que su función perdió relevancia por la 0nalización 
de las guerras de Reconquista y a partir de la rendición y desapa-
rición del emirato nazarí de Granada en 1492. 

Aunque todos aquellos que habían cometido cualquier deli-
to de sangre eran susceptibles de recibir ese privilegio, por cruel 
que su delito hubiese sido, es importante resaltar que no podían 
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poder. Por ese motivo, se excluían de los privilegios los que habían 
cometido delitos de traición a sus jefes o, como describían los fue-
ros, “los que habían entregado castillos contra la voluntad de su 
sennor, quebrantamiento de tregua o paz del rey o el rapto de la 
muger de su sennor” (sic) (González, 1989, p. 217). Era claro que 
se los requería para estar al servicio del poder y que las dudas pre-
vias sobre su lealtad no eran admisibles, pues ya no ejercerían la 
violencia a nombre propio, sino por encomienda de sus jefes.

Los homicianos medievales mostraban algunos rasgos que 
tienen signi0cación contemporánea: son asesinos que se ponen al 
servicio del gobierno para realizar unas tareas que buscan defender 
y consolidar el poder al cual sirven. En sus andanzas, operan por 
encomienda de otros, no actúan contra sus enemigos personales, 
sino contra los enemigos del poder. Y por su trabajo reciben unos 
bene0cios pues, aunque pueden no tener paga, reciben retribucio-
nes y privilegios otorgados por la gracia del poder que los utiliza. 

Es difícil saber cuántos funcionarios policiales adscritos 
en los cuerpos encargados de las ejecuciones extrajudiciales en 
Venezuela pueden ser convictos que han recibido unos bene0cios 
formales para salir a cumplir otras tareas vinculadas al Estado. Se 
sabe que ha sido concedido este tipo de bene0cios, pero no hay 
documentación precisa de quiénes son, ni a qué tipo de labores 
se los ha encomendado. No es fácil saberlo, pues no se conoce 
ninguna lista de funcionarios y, por lo regular, andan con el ros-
tro cubierto con pasamontañas y sin identi0cación personal en 
el uniforme, contrariando las normas establecidas por el propio 
gobierno varios años antes. No se sabe a ciencia cierta cuántos 
son en total, aunque se ha hablado de “ochocientos o mil hom-
bres” (Infobae, 2020). 

Lo que se conoce en las zonas populares de Maracay es que 
muchos de los “luceros” que trabajan en los barrios periféricos de 
esa ciudad y de otras ciudades cercanas son reclusos que ejercen 
funciones como vigilantes adelantados de las bandas organizadas 
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de las cárceles. Son presidiarios a quienes se los deja salir del recin-
to carcelario para que cumplan esas tareas de control territorial fue-
ra de los muros de la prisión, también una suerte de privilegio de 
homicianos. 

Desde el punto de vista sociológico, es importante distinguir 
entre la 0gura de los homicidas y la de los homicianos. En nuestra 
de0nición de homicianos, lo que es relevante no es su condición 
de exconvictos, sino que actúan a nombre del Estado y no a título 
personal. Esta diferencia puede apreciarse en diversas dimensiones.

Cuando se trata de policías que cometen homicidio, en las 
situaciones de letalidad policial por abuso de la fuerza, la identidad 
de las víctimas es desconocida por los funcionarios. En la mayo-
ría de los casos la víctima es eventual, circunstancial, producto de 
la ocasión. Puede ocurrir que, sobre ese delincuente, el sistema 
de información criminal de la policía tenga un prontuario, pero 
esos antecedentes no los conoce el policía que actuó con exceso de 
violencia, ya que la información no le fue entregada ni el tipo de 
actuación ordenada. 

En el caso de los homicianos, la situación es diferente. La 
información de la víctima sí es conocida y de0nida con anteriori-
dad. En el procedimiento policial no se encuentran con el indivi-
duo en un acto de 1agrancia o en una alcabala dispuesta en la calle, 
sino que la van a buscar a su casa, durante la noche, y llegan a su 
dormitorio porque tienen su nombre y saben su dirección, el lugar 
donde vive y muchas veces hasta con quién vive. Los funcionarios 
que participan en la ejecución de la orden no tienen vínculo pre-
vio con esa persona, pero sí conocen las informaciones que les han 
sido proporcionadas por sus superiores. La acción tiene un destina-
tario que es conocido por el Estado. Es allí donde se encuentra la 
explicación de los errores que han cometido muchas veces al ase-
sinar a una persona distinta, pues tienen un nombre, un alias, una 
referencia, pero no lo pueden identi0car plenamente, pues no la 
conocen, y por eso a veces matan al hermano o a una persona que 
estaba de visita en esa casa.
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Una segunda diferencia entre homicidas y homicianos es que 
en los casos de los policías homicidas ha habido, previo a la muer-
te, una interacción violenta y agresiva que desembocó en un alter-
cado, una riña o trifulca que llevó al policía a excederse; hay un 
caldeamiento de la agresividad que conduce a la muerte. Cuando 
se trata de asesinatos por venganza personal, el calentamiento ha 
sido muy previo, ha ocurrido con anterioridad; puede ser sema-
nas o meses antes cuando una ofensa o una amenaza ha incitado 
el ánimo de venganza mortal del policía quien, luego, con rencor 
acumulado y premeditación, la ejecuta. 

Lo contrario sucede con los homicianos, donde la muerte 
se ejecuta en frío. No hay una dinámica interactiva que desembo-
que en acciones letales; no hay una historia previa que lleve a la 
venganza y a la muerte. Y no la hay porque no existe una historia 
común entre víctima y victimario, pues ambos son unos descono-
cidos. Los homicianos son unos verdugos que ejecutan las órdenes 
letales sentenciadas por otros. Que estén de acuerdo con las órde-
nes o que morbosamente las disfruten por el placer de dar muerte 
es harina de otro costal. La víctima es un enemigo del Estado, no 
de ellos como personas.

Una tercera diferencia es que el proceso de dar muerte de los 
homicidas es irregular, hasta caótico. En el caso de los homicianos 
es metódico: hay un guion que se cumple, se ejecuta y se sigue a 
pie juntillas, desde el teatro del enfrentamiento hasta el montaje 
del decorado 0nal de la escena. 

La cuarta diferencia re0ere a la composición del grupo. En 
el caso de los abusos cometidos por grupos de funcionarios que 
actúan como vengadores y toman la justicia por mano propia, hay 
una acción colectiva, grupal, pero que es de tipo informal y por lo 
regular clandestina; los funcionarios actúan privadamente. Algunas 
veces pueden contar con la anuencia de sus superiores; pero es una 
acción del grupo privado, no del Estado. 

En el caso de los homicianos se trata de una acción colectiva, 
pero de un grupo formal de funcionarios que llevan el uniforme 
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y usan la simbología del Estado. Llevan la cara cubierta, pero su 
rostro, oculto bajo el pasamontañas, no solo trata de esconder sus 
identidades personales, sino que envía un mensaje: el responsa-
ble de esas muertes, quien asesina, no son esos funcionarios como 
personas, sino el Estado, la organización a la cual pertenecen, y 
que les ha dado los nombres y las direcciones de quienes fueron 
sentenciados. 

* * *

En un grupo focal realizado en la zona este de Caracas, en 
las montañas donde se ubica la que ha sido cali0cada como la fave-
la más grande de América Latina, después de escuchar los dolidos 
relatos de familiares y vecinos sobre la actuación de los grupos poli-
ciales y militares, uno de los participantes concluyó: “Ellos no tie-
nen ley para ellos mismos”.

La actuación de los homicianos nos introduce en una apo-
ría que, como todas, resulta imposible de resolver. Ellos actúan a 
nombre de la ley y fuera de la ley a la cual deben obediencia. La 
misma ley que los ha autorizado para actuar y usar sus armas de 
reglamento, y que les establece unas condiciones y reglas para el uso 
de la fuerza, es la misma ley que ellos incumplen. Proceden bajo el 
amparo de una ley que no se aplica para ellos mismos. 

Weber sostuvo que la violencia no es el único medio que tie-
ne el Estado para su actuación, pero que sí era su medio especí0-
co (Weber, 1965). En las grandes transformaciones que, durante 
los últimos siglos, se han dado en la conformación del Estado y 
en la relación entre los gobernantes y los gobernados, un propósi-
to permanente ha sido imponer límites al ejercicio del poder. Esa 
ha sido la gran transformación social que aportó la construcción 
del Estado de derecho. La burocracia, que según Weber permitía 
la construcción del monopolio de la violencia y el ejercicio de la 
dominación racional, debía de estar sometida a unos límites. Ni 
el poder del monarca ni el de los funcionarios estaba exento de la 
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ley; por eso la idea del Rechsstaat re0ere ante todo a las demarca-
ciones del ámbito de actuación que tienen los funcionarios en la 
esfera de sus facultades. Allí se de0nen las restricciones que tienen 
para el uso de la fuerza, los límites que impone la ley y más allá de 
los cuales no es posible ni legal emplear la llamada violencia legí-
tima del Estado.

No obstante, los homicianos expresan una situación bizarra. 
Ellos actúan a nombre del Estado que había establecido límites a 
su actuación, de0nido esas reglas y leyes que los constriñen, pero 
es ese mismo poder quien les ordena transgredirlas. La nueva regla 
del Estado es desaplicar las reglas, y les ordena quebrantar la ley. 
Les impone unas metas que forzosamente los obligan a violentar 
la ley a nombre de una “orden” emanada de sus superiores y de un 
gobernante que les prescribe transgredir las leyes. No es un grupo 
de funcionarios que motu proprio se salta la ley para ser justicieros 
o bandidos, sino que es el Estado mismo quien actúa como una 
fuerza sin ley. Los homicianos ejecutan un mandato que proviene 
del Estado y que los conduce a la utilización de la fuerza que les 
había autorizado la ley, pero sin la ley.

Es el surgimiento de un Unrechtstaat, el no sometimiento a 
la ley, pero paradójicamente no por subversión, sino por subyuga-
ción a un gobierno que los libera de la servidumbre de la ley, que 
desaplica la ley y los exime de su cumplimiento. Es la parodia de 
un Estado que aplica la droit de glaive, de la cual hablaba Foucault 
(1997), que usa su derecho de matar o de dejar vivir, pero sin el 
droit como ley, sino en la forma más antigua del derecho-poder, 
donde es la voluntad y capacidad efectiva de matar del soberano 
lo que cuenta. Allí señorea la espada, la glaive, pero desaparece el 
droit. Es el uso desnudo de la fuerza, sin el ropaje de la ley. 

Es un imperium 1uctuante, un vacío de derecho, una zona 
de anomia donde todas las determinaciones jurídicas son desac-
tivadas (Agambem, 2016, p. 209 y ss). Se produce un vacío jurí-
dico donde el Estado de derecho se convierte en un Estado con 
individuos sin derechos. No se regresa a un estado de naturaleza, 
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en el sentido de Hobbes, sino de anomia, pues es el resultado de 
la suspensión del derecho. Es el estado de excepción que fabrica 
un espacio social donde se ejerce poder a partir de la suspensión 
del derecho. 

Entre los años 2016 y 2019, los cuerpos policiales y milita-
res del país mataron 23.625 personas bajo el argumento de haberse 
resistido a la autoridad. Eso signi0ca que, en promedio, los cuer-
pos policiales asesinaron a dieciséis personas por día. Dieciséis per-
sonas en cada uno de los 1465 días de esos cuatro años. 

Las historias recopiladas entre familiares y vecinos en ocho 
ciudades durante 2019 muestran que durante los años previos hubo 
una secuencia en el procedimiento que revela un patrón muy leja-
no al de un enfrentamiento. La sucesión de eventos que hemos 
podido relatar en este estudio descubre una pauta que, con ligeras 
variaciones, se repite. El propósito nunca fue detener a los presun-
tos delincuentes, sino “darles de baja”. Fueron ejecuciones extraju-
diciales cometidas por homicianos. 

La función social de los homicianos ha mudado en sus apa-
riencias, pero ha conservado su rol de instrumento del poder. 
Aunque se consideró que estaban destinados al repoblamiento del 
territorio reconquistado, algunos autores refutan tal idea y sostienen 
que la función central de los homicianos siempre fue bélica (Alijo, 
1978). Uno pudiera a0nar el análisis y decir que en la península 
ibérica había una meta intermedia que era repoblar las fronteras, 
y que a través de ella se buscaba cumplir la función principal, que 
era la defensa bélica del poder. En Venezuela, las autoridades han 
argumentado que las muertes por resistencia a la autoridad han 
tenido como propósito combatir la delincuencia y proteger a la 
población ante el crimen. Aceptemos que esa pudiera ser una meta 
intermedia, pero el patrón y las circunstancias descritas por las víc-
timas respaldan nuestra tesis de que su función principal ha sido el 
control político de la población a través de la dictadura del miedo.

En las comunidades pobres del país, fueron homicianos quie-
nes crearon un microestado de excepción en sus calles y edi0cios; 
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quienes buscaron en sus cuartos a los ejecutables que otros habían 
seleccionado para eliminarlos; quienes han tenido el privilegio del 
botín de guerra y el perdón anticipado de sus desmanes; quienes 
actúan sin ley, aunque pretendan su patrocinio. 

Los que llegaron de negro… eran homicianos.
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Zulia: Letalidad policial, robo, 
tortura e impunidad

RAIMA RUJANO
JOHEL SALAS 

Introducción

En una humilde vivienda del oeste de Maracaibo, en noviem-
bre de 2018, una pareja, a la que por razones de con0dencialidad 
llamaremos Patricia y Pedro, disfrutaba junto a sus dos hijos, de 3 
y 6 años, de la tranquilidad propia de un domingo. Pedro, de 42 
años, exconvicto, con ocho meses en libertad, veía la televisión en 
la cama, mientras de cuando en cuando atendía o jugaba con los 
niños. Pero de repente esa calma fue interrumpida por la violen-
ta entrada a la casa de más de veinte hombres, vestidos de negro, 
con pasamontañas y armas largas, quienes llegaron tumbándolo 
todo y sin dar ningún tipo de explicaciones. Acto seguido, saca-
ron a la fuerza a Patricia, mientras la emprendían a golpes e insul-
tos contra Pedro, sin importarles siquiera la presencia de los niños. 
Minutos después, Patricia, encerrada en contra de su voluntad en 
una casa vecina, apuntada al igual que sus habitantes por los hom-
bres armados, escuchó varios disparos y luego los gritos de uno de 
sus hijos, el de tan solo 6 años: “¡Mataron a mi papá, mataron a 
mi papá!”. Un niño que casi un año después de los hechos aún 
pregunta: “Mami, ¿por qué, si son policías, mataron a mi papá y 
nos robaron?”.
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Relatos como este, de muertes que los cuerpos policiales 
reportan como casos de “resistencia a la autoridad”, se han vuel-
to cotidianos en el estado Zulia, que, al igual que el resto del país, 
padece un incremento de la violencia ejercida por el gobierno con 
acciones que implican la violación del Estado de derecho y el debi-
do proceso, al asumir un sector de los cuerpos policiales zulianos la 
potestad de aplicar un castigo que no existe en la legislación vene-
zolana: la pena de muerte.

Las cifras disponibles corroboran lo alarmante de esta situa-
ción que se vive en Venezuela. El informe anual del Observatorio 
Venezolano de Violencia (OVV) de 2019 señala que para ese año 
fueron asesinadas por los cuerpos policiales y militares 5286 per-
sonas, lo que representa una tasa de 19 muertes por cada cien mil 
habitantes, la más alta de la región. Con estas cifras vemos que a 
nivel nacional ese año murieron, en manos de los cuerpos de segu-
ridad del Estado, un promedio de 14,5 personas por día (Informe 
anual OVV, 2019). Si se suma lo ocurrido entre los años 2016 y 
2019, se tiene que las fuerzas públicas asesinaron a 23.623 per-
sonas, un promedio de 16 muertes por día (Lacso-OVV, 2020).

En el caso del estado Zulia, para el año 2019 murieron en 
manos de las fuerzas públicas 645 personas, lo que equivale a una 
tasa de 17 muertes por cada cien mil habitantes. En promedio, 
1,7 personas asesinadas a diario. Con relación a las muertes pro-
ducto de homicidios y por resistencia a la autoridad, para ese año, 
de cada 10 fallecidos, 4,5 correspondieron a supuestos enfren-
tamientos con las fuerzas policiales y militares. Esta relación ha 
variado signi0cativamente en el año 2020. Para el primer semes-
tre de ese año se produjo en la región zuliana una disminución de 
los homicidios de un 80%, y también un aumento de las muer-
tes por resistencia a la autoridad de un 36,1%. Con estas cifras, la 
relación entre homicidios y resistencia a la autoridad cambió drás-
ticamente en relación con el año anterior. Hasta el mes de junio, 
de cada 10 muertes violentas, 8 correspondieron a los dudosos 
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enfrentamientos entre los cuerpos de seguridad del Estado y pre-
suntos delincuentes. En todos los municipios del estado Zulia, las 
muertes por resistencia a la autoridad están muy por encima de las 
producidas por violencia delictiva e interpersonal en general. Esto 
convierte a las fuerzas de seguridad en el principal factor causante 
de muertes violentas en la entidad.

La problemática que se acaba de exponer justi0ca plenamen-
te esta investigación, pues la frecuencia, la intensidad y el impacto 
que causa la letalidad policial en los ciudadanos de la región zulia-
na son contundentes y cambian la vida de quienes han presencia-
do estos hechos de violencia. Además, los resultados de este estudio 
ponen a disposición de los académicos y público en general un con-
junto de datos y análisis útiles para demostrar y denunciar, a nivel 
regional, nacional y mundial, una cruda realidad que contribuye 
a profundizar la violación de los derechos humanos y el crecien-
te quiebre institucional que ocurre en el país. Sobre todo en este 
contexto en el cual las estadísticas se han convertido en un secreto.

Método: La letalidad policial desde 
un abordaje cualitativo

Este estudio se realizó bajo los parámetros de la investigación 
cualitativa, entre otras razones por ser la vía más prudente para una 
problemática tan sensible y riesgosa. Desde la mirada acuciosa de 
las experiencias de vida de los testigos (familiares y vecinos) de los 
atropellos, torturas y asesinatos cometidos por agentes policiales, 
nos centramos en la singularidad de sus historias, contadas des-
de una perspectiva que permitió, en un proceso de construcción 
investigativa, interpretar el contexto social en el cual se producen 
las acciones de violencia policial en la región zuliana. 

Para cumplir con la rigurosidad al momento de seleccionar 
a los informantes, desde la perspectiva cualitativa, se efectuó una 
selección intencional de la muestra (Martínez, 2006). En tal sen-
tido, se establecieron como criterios básicos para este estudio: ser 
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familiar de una persona muerta en casos de resistencia a la auto-
ridad, mayor de 18 años de edad y estar dispuesto a describir los 
hechos ocurridos. Con base en esos criterios, se seleccionaron para 
realizar entrevistas en profundidad tres personas con las siguien-
tes características:

• Aura (seudónimo): mujer de 24 años de edad, bachi-
ller, o0cios del hogar, casada; tiene una hija de un año 
de edad; era cónyuge de la víctima. Los sucesos ocurrie-
ron en marzo de 2018. 

• Daniela (seudónimo): mujer de 34 años de edad, licen-
ciada en Contaduría y estudiante de Psicología, casada; 
la víctima era su hermano. Los sucesos ocurrieron en 
mayo de 2018.

• Patricia (seudónimo): mujer de 29 años de edad, de o0-
cios del hogar, madre de dos hijos; era la cónyuge de la 
víctima. Los sucesos ocurrieron en noviembre de 2018.

En cuanto a los participantes en los dos grupos focales rea-
lizados, a continuación se presentan algunas informaciones gene-
rales sobre los mismos.

Tabla 1

Características de los participantes del grupo focal 1

Seudónimo Género Edad Grado de 
instrucción

Ocupación Municipio 

Enrique Masculino 24 Universitaria 
incompleta

Comerciante San 
Francisco

Alberto Masculino 56 Bachiller Jubilado

Expolicía

San 
Francisco

Antonio Masculino 72 Primaria 
completa

Jubilado San 
Francisco

Aranza Femenino 24 Bachiller Del hogar Maracaibo

María Femenino 67 Lcda. en 
educación

Docente Maracaibo
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Marco Masculino 28 Universitaria 
incompleta

Técnico en 
refrigeración

Maracaibo

Pedro Masculino 43 Lcdo. en 
educación

Comerciante Maracaibo

Manolo Masculino 68 Universitaria 
incompleta

Comerciante Maracaibo

Fuente: OVV Zulia, 2019

Tabla 2

Características de los participantes del grupo focal 2

Seudónimo Género Edad Grado de 
instrucción 

Ocupación Municipio

Camila Femenino 24 Universitaria 
incompleta

Estudiante de 
Contaduría

Maracaibo 

Sara Femenino 54 Universitaria 
completa

Docente univ. Maracaibo

Abraham Masculino 62 Universitaria 
completa

Pastor Maracaibo

Yessica Femenino 42 Universitaria 
incompleta

Asistente 
administrativo 

Maracaibo

Paola Femenino 23 Universitaria 
incompleta

Estudiante 
de Trabajo 
Social

Jesús 
Enrique 
Lossada

Dalia Femenino 20 Universitaria 
incompleta

Estudiante de

Educación

Maracaibo

Fuente: OVV Zulia, 2019
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Los municipios en los cuales se produjeron hechos de letali-
dad policial abordados en esta investigación son: Maracaibo, San 
Francisco y Sucre.

Resultados

Una vez grabadas y transcritas las entrevistas individuales y 
grupales, se ha seleccionado un conjunto de respuestas y fragmen-
tos de relatos que permiten sintetizar e ilustrar los resultados más 
resaltantes en cuanto a la letalidad policial en el estado Zulia. A 
continuación, los referidos a las entrevistas individuales; posterior-
mente, los de las entrevistas grupales o grupos focales. 

La muerte al teléfono

Insólitamente, Aura fue testigo, a través de la línea telefóni-
ca, del ajusticiamiento de su esposo, de 25 años de edad. Señaló 
que, mientras hablaba con él, arribaron a Bobures (capital del 
municipio Sucre del estado Zulia), sitio donde él se encontraba, 
funcionarios del Cuerpo de Investigaciones Cientí0cas, Penales y 
Criminalísticas (CICPC) y actuaron de forma violenta contra su 
cónyuge, mientras ella escuchaba lo que sucedía e incluso los dis-
paros que le propinaron, contradiciendo de esta manera el objeti-
vo fundamental de este cuerpo policial. Mientras ella hablaba con 
él, tuvo la oportunidad de escuchar que:

… de repente se escuchó como si tumbaran la puerta, como si le 
metieran un golpe muy fuerte a la puerta, y se escuchó que le dijeron: 
“policía”… “Llegó el gobierno” fue lo que le dijeron. Entonces me 
dijo: “Aura…”, él estaba en el cuarto y lo que me dijo fue: “Vértale, 
Aura, yo creo que llegó el gobierno y tal…”. 

En efecto, Aura escuchó una voz que dijo: “Policía, llegó el 
gobierno”. Es decir, su esposo dejó el celular encendido y fue así 
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como ella pudo escuchar todo lo que sucedió. Incluso, cuando 
uno de los agentes policiales se dio cuenta de que él tenía el celu-
lar encendido, le habló a ella y le señaló que mataría a su cónyu-
ge, a pesar de sus súplicas. 

Él decía que él no sabía nada… Entonces lo torturaron, me ima-
gino yo, porque se escuchaban los golpes, los gritos de él… Le dije-
ron que le dieran lo que… él tenía entonces… Él decía que no tenía 
nada. El policía lo revisó y le consiguió el teléfono. En ese momen-
to… el policía… “Ay maldito, estay hablando por teléfono pa’ que 
se escuche todo” qué tal… y él le dice: “No le vas a hacer nada” qué 
tal, y el policía le dijo: “No, pero la voy a poner a que escuche todo”. 
Él puso el teléfono en altavoz y yo le dije: “Por favor, no le vais hacer 
[sic] nada, o sea, pedile lo que vos queráis, nosotros buscamos la 
manera de que él te lo dé. Este…, pero no le vas hacer [sic] nada… 
llévatelo preso si es posible, pero no lo vas a matar, no lo vas matar 
[sic]”… y el policía dijo: “Yo lo voy a matar porque ahora me da la 
gana”. Y lo mató, le metió dos tiros; en ese momento trancó el telé-
fono. Y ya, yo ahí ya no supe más detalles.

Aura agregó: “Era que él pertenecía a una banda que se lla-
maba la Banda del Niño Troconiz. Ellos eran cobradores de vacu-
na a los pescadores, y eran piratas del lago, o sea, pertenecían a 
esa banda, pues”. También re0rió que después del hecho se lle-
varon cosas que le pertenecían a la víctima, como ropa, celula-
res y comida:

… aparte de que lo habían matado, se llevaron los dos teléfo-
nos, se llevaron parte de su ropa… y se llevaron una comida que él 
tenía. Se llevaron un bulto de comida que él lo estaba guardando 
para traérselo, pero eso también se lo llevaron.

En este caso resalta que no hubo enfrentamiento entre la 
víctima y el cuerpo policial, pues, según la testigo, su esposo no 
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se defendió en ningún momento y se encontraba solo en su sitio 
de residencia. 

La familia no adelantó ninguna acción para denunciar la 
violación de los derechos humanos de su familiar. En palabras de 
Aura, frente a una policía “sin valores, sin ética, sin profesionalis-
mo, sin sentimientos”, la salida es conformarse por temor a ser víc-
timas de represalias. Por lo demás, agregó, asesinar delincuentes 
crea otros delincuentes, pues: “Entonces estamos en una sociedad 
tan corrupta, tan corrupta, que la gente está tan decepcionada que 
mejor dejar las cosas así porque si no te ganáis un enemigo y per-
déis el dinero, porque a la 0nal no veis resultado de nada”.

¿Muerto por acompañar a un vecino?

Daniela re0rió en su entrevista el ajusticiamiento de un joven 
de 24 años, presumiblemente inocente, que al momento de ser eje-
cutado se encontraba en compañía de otro que estaba siendo bus-
cado por estar implicado en el robo de vehículos. En esta entrevista 
hay elementos que coinciden con los planteamientos expuestos 
por Aura. Sin embargo, di0ere en el hecho de que, según la testi-
go, hermana de la víctima, este era inocente y no estaba involucra-
do en ninguna acción delictiva. Era un estudiante de enfermería, 
aplicado y tenía buenas cali0caciones. Realizaba trabajos eventua-
les y era padre de familia. 

Al momento de producirse el ajusticiamiento, la víctima se 
encontraba con un vecino que era buscado por la policía, quien 
también resultó víctima de la letalidad policial. Según Daniela, 
los hechos ocurrieron en la cabecera del puente Rafael Urdaneta, 
cuando su hermano: 

… salió a acompañarlo [se re0ere al vecino], según lo que rela-
ta su esposa. Se presume que hubo un [automóvil] Aveo negro, por 
los testigos, que en el momento que iban saliendo a la esquina —al 
otro ya lo estaban buscando y la orden era caiga quien caiga— los 
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montaron a los dos y se los llevaron. El hecho ocurrió en las cercanías 
de la cabecera del puente sobre el lago, en el sector del Manzanillo. 
Cuando a mí me llaman para darme la noticia, ya iban a ser tipo 
diez de la noche, o sea, ya mi hermano estaba en la morgue del hos-
pital General del Sur.

Los victimarios, según indicaron los testigos fueron la PTJ 
(Policía Técnica Judicial, hoy este cuerpo se denomina CICPC), 
Polisur (Policía Municipal de San Francisco) y la DIEP (Dirección 
de Inteligencia y Estrategias Preventivas de Zulia). Al igual que 
relata Aura, Daniela señaló que los funcionarios simularon un 
acto delictivo y un enfrentamiento entre la policía y los jóvenes 
ajusticiados:

Lo que comentaron los vecinos [fue que] al chico de la frane-
la roja, que era la otra víctima, lo dejaron tendido en el asfalto y al 
otro lo subieron. Y, bueno, le dieron un impacto, y ellos simularon 
que estaban robando un carro… y manifestaron en las noticias, por-
que de una vez ya, a la media hora esa noticia estaba en… las redes.

La familia de esta víctima, en de0nitiva, no emprendió nin-
guna acción para denunciar a los responsables del ajusticiamiento 
de la víctima, aunque sí lo intentaron:

Nosotros no, nosotros no hicimos nada […] Yo creo que mi papá 
conversó con un abogado amigo de él… eh… bueno, no sé, en su 
tiempo fue in1uyente aquí, y él le recomendó: “no lo haga, porque 
horita [sic] la justicia es como muy cuestionada aquí”. Es decir, todo 
lo que tú hagas puede ser usado en tu contra, con tu familia; enton-
ces, es como…, hay una inseguridad en ese aspecto. 

La letalidad policial es un hecho que se repite con frecuen-
cia y pone de mani0esto cómo en esta región y en este país el dere-
cho a la vida es violado por quienes se supone deben garantizarlo. 
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Otras declaraciones de Daniela muestran cómo se violan los dere-
chos humanos en el país.

Lo torturaron […] sí tuvo más disparos y parece que tuvo una 
fractura de […] el fémur, yo sé que le partieron [a él]. Hubo tortu-
ra porque la autopsia lo reveló, porque los familiares estaban justo 
al lado de nosotros, o sea, y a ese señor le dieron durísimo, o sea, a 
él le reventaron toda la cara…

Daniela a0rmó que los ajusticiamientos por parte de los cuer-
pos de seguridad son un hecho rutinario en esta región. Puntualizó 
que mientras estuvo en la morgue presenció cómo llegaban nume-
rosos cadáveres en espacio de pocas horas. 

… a lo mejor por las noticias pueden salir cinco casos, pero yo 
tuve la desdicha, en ese momento, de ver cuántas personas llegaban 
en la morgue, estuve solo un día desde las ocho de la mañana hasta 
las cuatro de la tarde y yo pude ver cuánta cantidad llegaba de gen-
te ajusticiada. Señor… recordemos que estamos en un país donde se 
veta la información, no hay algo 0dedigno, o sea, como que agarran 
y, ah, bueno hay veinte casos y agarran cuatro y realmente usted va 
para allá y eso es una carnicería.

Puede observarse cómo las entrevistas de Aura y Daniela 
coincidieron en muchos aspectos.

Ejecutado delante de sus hijos

Patricia relató lo ocurrido con su cónyuge, un hombre de 
42 años, exconvicto, que fue condenado a 8 años de prisión por 
homicidio. Según su pareja, se dedicaba al trabajo agrícola (con-
tratado en 0ncas) y se encontraba en su residencia en compañía 
de Patricia y de sus hijos en el momento en que ingresa una comi-
sión de las FAES y le da muerte allí mismo. A0rmó la entrevistada 
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que se trató de un ajusticiamiento y que sus hijos presenciaron 
el hecho.

La entrevista de Patricia, como testigo de la letalidad policial, 
de igual forma tuvo elementos de coincidencia con los testimonios 
anteriormente referidos, pero añadió otro elemento macabro, por-
que según ella a su cónyuge lo torturaron frente a sus hijos. 

Sí, él tenía 42 años, este… bueno, sí, dejó una niña especial, dejó 
seis niños; conmigo dejó dos, los demás de otra relación. Bueno, él 
estaba trabajando y… lo cierto era que un día, todo estaba tornan-
do normal como de costumbre y llegó un allanamiento en la casa y 
ellos entraron a la fuerza, o sea, no dijeron por qué. Él estaba ahí, 
él salió y él les dijo: “¿Qué pasa?”. Y ellos entraron armados, no les 
importó que hubiera niños ni nada. Y al instante así a ellos no les 
importó, estábamos con los niños, a mí me agarraron, agarraron a 
los niños, a mí me sacaron, pero él se quedó adentro con los niños. A 
él lo estaban torturando delante de los niños… ellos cuando entran, 
entraron demasiados… Eh… era un grupo llamado el FAES, y todos 
entraron encapuchados.

La Fuerza de Acciones Especiales (FAES) ha sido cuestiona-
da por sus acciones de violencia. De hecho, Inti Rodríguez, acti-
vista de la ONG Provea, cali0có a las FAES como “un grupo de 
exterminio” que opera con abierta impunidad en Venezuela: es el 
nuevo brazo ejecutor de las acciones para intentar contener a san-
gre y fuego la ola de criminalidad en el país. Se movilizan funda-
mentalmente por las zonas populares (Rodríguez, 2018). Es a este 
cuerpo policial al cual se re0ere Patricia al relatar: 

Sí, estaban armados… eran más de 20 personas… Por lo menos 
a mí me sacaron de mi casa y me llevaron a dos casas y me encerra-
ron ahí con otros familiares y nos tenían apuntados. Aparte de eso, 
no obstante eso, nos quitaron los teléfonos, ellos nos quitaron los 
teléfonos y nos encerraron con llave, se llevaron las llaves. Este… 
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nosotros escuchamos los tiros, ya mi pareja había fallecido porque ya 
lo habían matado. Al rato traen a mi hijo, y mi hijo gritaba: “¡mata-
ron a mi papá, mataron a mi papá!”. 

La violencia desmedida que las FAES llevaron adelante con-
tra la víctima frente a sus hijos se corresponde con los resultados 
del Informe Especial que en 2019 presentaron Cecodap, el OVV, 
el Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UCAB y Avesa sobre 
la violencia de funcionarios y cuerpos de seguridad del Estado con-
tra adolescentes, niños y niñas el año anterior (Cecodap, OVV, IIJ, 
Avesa, 2019). Si estos funcionarios son capaces de atentar contra la 
vida de los adolescentes, niños y niñas, resulta totalmente creíble 
que no tengan ninguna limitación para torturar a los padres fren-
te a sus hijos. El mencionado informe reveló que en 2018 ocurrie-
ron, por la actuación de funcionarios y cuerpos de seguridad del 
Estado, 286 muertes de menores de edad, de las cuales 267 fue-
ron adolescentes, el 89,5% fueron varones y el 7% resultaron ser 
niños y niñas (Briceño, Perdomo y Camardiel, 2019).

Continuando con el testimonio de Patricia, los vecinos se vie-
ron sometidos a momentos de terror, pues las calles fueron cerra-
das y los agentes policiales apuntaban a los vecinos con sus armas. 
Frente a esta situación, Patricia y los demás familiares de la vícti-
ma no se atrevieron a denunciar el ajusticiamiento. 

No, no, no podemos denunciar porque… o sea, quisimos, y 
teníamos cómo, porque en verdad no fue un enfrentamiento… no 
podíamos hacer nada porque teníamos temor de que tomaran repre-
salias con nosotros, porque es lamentable, pero es cierto, el gobier-
no es la nueva hampa ahora, ya no hay malandros, no, el gobierno 
es la nueva hampa, o sea por todas las cosas que están haciendo, 
por todas las fechorías, porque son ellos quienes inculpan a la gen-
te, quienes le ponen cosas, quienes hacen lo que quieren y no hay 
justicia para ello.
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Patricia agregó que las FAES actuaron de esa manera porque 
estos cuerpos se caracterizan por ser violentos. Y así se evidencia 
en lo expuesto por Briceño-León, quien señala, como producto de 
sus investigaciones, que: 7523 personas murieron a manos de cuer-
pos policiales en el 2018, casi 2000 personas más en comparación 
con el año pasado, considerando que fueron 5535, lo que repre-
senta un incremento de 36%. “Condenamos que esta sea la úni-
ca respuesta de política pública del Gobierno, ya que actúan fuera 
del Estado de derecho y es una violación a los derechos humanos” 
(Roberto Briceño-León, 2018).

La policía es la nueva hampa

También a partir de la entrevista de Patricia cabe destacar 
lo que ella considera es el desplazamiento de los delincuentes por 
los cuerpos de seguridad del Estado. Según ella, el maltrato es el 
denominador común en este patrón que utiliza la policía, el cual 
se traduce en tortura, sometimiento, amenaza, muerte y robo. Por 
eso insistió en que los cuerpos policiales se han convertido en la 
nueva hampa: 

… porque ellos son los que extorsionan, matan, roban, porque 
para ellos no hay ley. Ellos son el hampa. Ya no hay delincuentes en 
la calle. Sí hay, los que roban carteras, los que se roban la comida, 
pero quien hace cosas grandes son ellos.

La descon0anza que Patricia expresó sobre los cuerpos poli-
ciales se resume en el siguiente fragmento de su testimonio, que 
revela cómo la entrevistada ubica en el mismo lugar a delincuen-
tes y policías: “… no me confío en ninguno de los dos, los dos son 
los mismos, uno sin uniforme y otro con uniforme. Los dos son 
delincuentes”. Y esa es la misma perspectiva que tienen sus peque-
ños hijos, quienes casi un año después de lo acontecido todavía 
muestran signos de dolor y confusión. El siguiente testimonio lo 
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resalta: “Mi hija tiene nueve años y no confía en los policías, nada 
que tenga que ver con eso porque mi hijo, teniendo seis años, me 
dice: ‘Mami, ¿por qué si son policías nos robaron?’”. 

Lo que resulta más crudo en este testimonio es que Patricia 
asumió que quienes gobiernan en lo referente al mundo delictivo 
son el gobierno y sus cuerpos policiales.

Es el gobierno… Por lo menos más el del CICPC, FAES, los 
cuerpos policiales son los que mandan. O sea, ahí no puede haber 
un malandro, no puede haber un jefe de un barrio que mande por-
que ellos son los que van a mandar, ellos son los que van a acabar 
con todo. Bueno, el que ahorita esté vendiendo [droga] es porque 
está empadrinado por el mismo gobierno, los cuerpos policiales… 
que son los que le permiten y ellos pagan una vacuna. Así es como 
ellos están operando para que los dejen trabajar. Antes no se veía 
tanto, pero ahora sí se ve más y ya no les importa.

De este modo, la entrevista cerró contundentemente con su 
denuncia sobre cómo los cuerpos policiales ahora participan de 
una forma protagónica en la criminalidad.

Grupo focal 1

Los testimonios ofrecidos por Alberto, un policía ya jubila-
do que participó del grupo focal 1, revelaron mucha similitud con 
las entrevistas ya mencionadas. Es un guion repetido, una y otra 
vez, con el mismo resultado: tortura y ajusticiamiento en medio 
de la impunidad. 

Hace aproximadamente mes y medio, un caso suscitado en San 
Felipe, San Francisco, exactamente a eso de las 8:00 de la mañana 
llegó una comisión de la PNB [Policía Nacional Bolivariana] y en 
conjunto a ellos… CICPC… donde utilizaron un método de actua-
ciones policiales en las cuales yo las veo como engorrosas, fuera de 
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orden. No hubo enfrentamientos, no hubo en ningún momento el 
haberse negado a la detención ni mucho menos… Lo que sucedió 
es que allí hubo dos fallecidos… muchachos delincuentes, porque 
sí, en verdad sí eran delincuentes.

También existen otros ajusticiamientos que obedecen al 
móvil de la venganza. En esta línea de observación, Marco re0rió 
que fue testigo de una venganza por parte de la Policía Nacional 
Bolivariana, cuerpo que ejecutó a unos jóvenes.

… estaban los dos cuerpos en la acera… y estaba la Policía 
Nacional Bolivariana en ese momento ahí… los dos muchachos 
que ejecutaron eran del sector Los Muros… ellos habían atentado 
contra un policía nacional bolivariano, se le metieron en su casa, o 
sea, el gesto fue de venganza.

Según lo relatado, el móvil real de la acción policial en este 
caso fue la extorsión, pues le pidieron dinero a uno de los ajusti-
ciados y, dado que este no tenía, terminó muerto. Un caso similar 
habría ocurrido en abril de 2019: 

A 0nales de abril, […] él [su primo] estaba en el pulilavado en 
San Francisco… y de repente llega la policía, la Policía Nacional… 
Le pidieron dinero, él les dijo que sí se los iba a dar, pero que le die-
ran un tiempo, unos días, o dos días, aunque sea. Le dijeron que 
no. Pasaron el dato al CICPC, cuando ellos llegaron, a él se lo lle-
van… como decir, y en la vía a él lo matan (el CICPC), atrás, en 
la camioneta.

Así lo señaló Aranza: “Sí, de hecho, ellos nunca estaban solos 
[…] la persona que estaba con él le dijo: ‘déjame ir a buscártelos, 
los dólares’, y la policía le dijo que no, que nadie se iba a mover de 
ahí y que llamaran para que los trajeran”. Aranza enfatizó que no 
hubo ningún enfrentamiento entre los jóvenes y la policía: “No 
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hubo enfrentamiento porque no tenían armas, pero a los medios 
se presentó como un enfrentamiento en [el periódico] Panorama
y en todos”. 

Patricia introdujo un aspecto muy importante en este sentido 
y se trata de la continuidad que tiene la letalidad policial a lo largo 
de la historia del país. Es decir, esto no es fenómeno de nueva data, 
sino que ha venido consolidándose a través de los años, a tal pun-
to que ahora los policías son considerados como la nueva hampa.

Si bien las opiniones expresadas por la gran mayoría de los 
consultados coinciden en que los cuerpos de seguridad del Estado 
no tienen derecho a ajusticiar a delincuentes e inocentes, hubo un 
entrevistado que descarnadamente señaló que: 

… la misericordia no puede robar a la justicia… porque nos 
ponemos en que […] mi primo y este y el otro; no quiero herir a las 
personas que están en este grupo porque estamos en algo académi-
co ¿no?… Hicieron daño, hicieron daño, mataron gente, y a veces 
es preferible que se pierdan dos a que se siga perdiendo tanta gente 
inocente en manos de delincuentes.

Frente a ese testimonio que está de acuerdo con la letalidad 
policial para evitar que la delincuencia siga dañando a inocentes, 
Aranza señaló que los cuerpos policiales no tienen ningún dere-
cho a decidir quién vive y quién muere: “Pero eso no quiere decir 
que ellos se van a convertir en Dios para quitar vidas como ellos 
dispongan; no, eso no es así, porque para eso está la justicia; para 
eso es la policía, para meter preso, pero es que aquí hay tantas per-
sonas presas…”.

 En general, la inclinación de los entrevistados es a que se 
respeten las leyes y el debido proceso. “No quiere decir que, por-
que el ciudadano tenga la culpa, yo voy a tomar esa acción de yo 
matarlo; no, para eso están los tribunales, los tribunales donde lo 
pueden enjuiciar, donde puede pasar a un juicio, y ahí se le da un 
veredicto”.
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En cuanto a quién da las órdenes, Alberto coincidió con 
Antonio, quien a0rmó que:    

… ahí hay de todo, ahí hay órdenes de la parte alta, la parte 
media y de los funcionarios. A veces en la parte alta ni quieren dar 
la orden, a veces es el funcionario que se convierte en juez. Cuando 
me re0ero a la parte alta hablo de la jerarquía policial, estrictamente 
policial, desde el ministro de Relaciones Interiores pa’ abajo. ¿Qué 
es lo que sucede, a veces, con estas ejecuciones? Si no lo raspo, me 
queda el enemigo, o va, entonces allá, a los jueces, les da unos rea-
les y lo sueltan [En lugar de eso, lo mato] pao, listo, ya acabé el 
problema, y eso usted sabe que sucede así, a veces el mismo fun-
cionario toma esa decisión, se quita un enemigo de encima, se qui-
ta un problema de encima. La descomposición total que hay en el 
poder judicial, todos esos son factores que inciden a veces para que 
el funcionario… proceda de esa manera incorrecta de la cual no 
estamos de acuerdo. 

Grupo focal 2

Esta consulta grupal se inició con un relato que, al analizar-
lo, recalca lo que hasta el momento se ha puntualizado en la leta-
lidad policial: falsedad, muerte y robo, sin importar la presencia 
de testigos, incluyendo niñas, niños y mujeres.

Era un sábado; eran las cinco de la mañana, tempranito; ella 
escucha el bululú; era sábado y ella estaba sola con los tres niños en 
el apartamento, y cuando ella se va a asomar a la ventana ve que en 
toda la ventana tiene a uno, a un tipo armado, dice ella, vestido de 
civil de negro completo y… lo primero que le dice es “señora, res-
guárdese y no vaya a salir”… se metieron en el quinto piso, que era 
donde estaba uno de los tipos. Estaba ahí con la esposa embaraza-
da y uno de sus hijos, que lo sacaron; sacaron a la esposa y al niño 
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y se quedaron con él, con el hombre, ahí solo; dice ella que pasaron 
como tres horas más o menos. A las tres horas se escucharon como 
dos tiros, dos tiros y de pronto gritos de gente, mujeres llorando y 
tal y ella dice “ahí, bueno, lo mataron” […] empezaron a saquear el 
apartamento; le sacaron las cosas, los televisores, las computadoras, 
este… todo eso. No hubo enfrentamiento. 

Otro caso de ajusticiamiento policial lo relató Abraham, 
quien señaló que hubo muchos testigos:

El joven tenía su tipo de comportamiento… pero parece que 
había amenazado a un funcionario de la judicial, del CICPC y… 
eso como que pasó de largo y… pasado un tiempo, dos meses, se 
presentaron en una 0esta donde estaba el compañero, que era hijo 
de una vecina del barrio Las Tarabas. Se presentaron en la 0es-
ta unos funcionarios, entre esos iba el amenazado con dos primos 
que también eran… y [sic.] hicieron desalojar a la gente y se que-
daron con el muchacho y, al rato, la historia de siempre… se oye-
ron dos disparos y… un muerto; precisamente el muerto no era 
del cuerpo de seguridad, sino que era el muchacho que hace dos 
meses había amenazado y… eso ha quedado prácticamente impu-
ne, porque pasó la misma historia de siempre [adoptando un tono 
de voz sarcástico]: sacó un arma, se quiso enfrentar y es como una 
costumbre que se ha vuelto. 

Sobre ese mismo tema de violación del derecho a la vida, 
Delia apuntó:

Mi primo era maestro de obras, él tenía cuando eso 39 años, dejó 
ocho hijos, él vivía muy acomodado. Entonces, como no consiguie-
ron al chofer, le dicen a mi primo “nos entregas al chofer (quien había 
matado a un familiar de un ma0oso) o tú corres con las consecuen-
cias” y él le dice: “¿cómo te voy a entregar al chofer si él no está?… 
él se fue del país y no sé para dónde fue”; eh… entonces le dicen: 



139

“bueno, tienes un tiempo para conseguirnos al chofer o a un familiar 
del chofer” le dice el del CICPC; el CICPC es quien exige al matón. 

Este caso relatado por Delia terminó como todos los demás 
que se han presentado:

A las tres de la tarde lo encuentran muerto en un barrio… dicen 
que cuando él se queda con el CICPC hubo un enfrentamiento; a 
mi primo lo hicieron pasar por sicario, que él entró a una casa, se 
supone que se saltó un bahareque y tomó a una niña de rehén y 
que él se enfrentó al CICPC. Por eso fue, o sea, que lo mataron, y 
cosa que no fue así, porque a mi primo hasta lo torturaron, le pro-
pinaron creo que fue cuatro tiros: uno en la frente, uno en el cora-
zón y dos en la pierna, o sea, todo lo que salió en el diario fue falso. 

En ese caso, no hubo denuncia por parte de la familia. 
De hecho, la esposa de la víctima se fue del país por temor a ser 
asesinada.

Un caso relatado por Yessica fue un episodio reiterativo, 
siendo lo novedoso de su testimonio que los familiares muchas 
veces no denuncian debido a que tienen plena conciencia de que 
sus familiares, víctimas de la letalidad policial, formaban parte del 
mundo delictivo.

El grupo FAES llegó a la casa del muchacho; delante de la mamá 
agarraron al hijo y los sacan, a los familiares, por lo que normalmen-
te uno escucha qué hacen. Se encerraron y al muchacho lo matan, o 
sea, el muchacho queda ahí solo; la señora toda desesperada y atribu-
lada… y… ellos lo mataron y pusieron un arma en las manos como 
si él se hubiese enfrentado para poder evitar eso. Los familiares no 
hacen nada porque ellos saben que su hijo está metido en algo. Los 
vecinos no, nadie, o sea, nadie se mete en esto… Uno ya no cree en 
la autoridad, lamentablemente se ha perdido eso.
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Lo cierto, para Yessica, es que: “matar al delincuente es reco-
nocer que se ha fallado en las políticas penitenciarias y de justicia”. 

Este grupo de entrevistados también coincidió en señalar que 
la policía es quien dirige el hampa en este estado y el país.

Sí, eso es cierto; yo lo he visto y también en particular también 
lo pienso, que ellos son los propios delincuentes… ellos son los que 
cobran vacunas, ellos son los que están por ahí armados, todo son 
ellos, prácticamente son ellos, ellos son los propios delincuentes y 
¿quién dice, quién hace, quién los supervisa?

La letalidad policial proviene, según los entrevistados, de 
dos direcciones: por un lado, son acciones autónomas de los fun-
cionarios y, por otro lado, también existen órdenes de acabar con 
los delincuentes.

Discusión

La interpretación de los resultados se presenta a partir de 
una discusión de las categorías que fueron útiles para el análisis de 
la información. Lo primero que debe señalarse es que todos estos 
hechos violentos llevados a cabo por los cuerpos policiales de la 
región zuliana partieron de una justi0cación que las policías deno-
minan “resistencia a la autoridad”. En todos los casos estudiados, 
el allanamiento de morada, la tortura, el sometimiento, el robo y 
la ejecución fueron las constantes. No hubo por parte de la poli-
cía ninguna consideración con los niños, niñas y adolescentes que 
fueron testigos del asesinato de sus padres y/o familiares. 

Los cuerpos policiales: 
¿expertos en profilaxis social?

Las explicaciones que resaltan para la actuación violenta de 
los cuerpos policiales es que estos actúan cumpliendo órdenes de 
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altos funcionarios que se proponen acabar con la delincuencia 
haciendo una limpieza social, aunque esto represente una abierta 
violación a la normativa legal vigente, que consagra el derecho a 
la vida y el debido proceso judicial.

Se puede observar que, en la actuación policial vinculada a 
la letalidad, la muerte se impone, mientras que el allanamiento, la 
tortura y el robo de las pertenencias de las víctimas están presen-
tes en todos los casos. Se impone un mecanismo que se inicia y 
termina con violencia y con dolor físico y emocional en un mar-
co de impunidad. 

En resumen, según los testimonios, los copartícipes de la leta-
lidad policial son: CICPC (Cuerpo de Investigaciones Cientí0cas, 
Penales y Criminalísticas), Polisur (Policía del Sur-San Francisco, 
estado Zulia), FAES (Fuerzas de Acciones Especiales), DIEP 
(Dirección de Inteligencia y Estrategias Preventivas), GNB (Guardia 
Nacional Bolivariana), Sebin (Servicio Bolivariano de Inteligencia 
Nacional).

Familiares temerosos optan por la no denuncia

Un aspecto resalta en esta categoría y es la decisión de los 
testigos, familiares y vecinos de no denunciar a las autoridades res-
pectivas la letalidad policial de la cual fueron víctimas sus familia-
res, fundamentalmente por miedo a las represalias. Se tiene plena 
conciencia de que, dado que en los cuerpos policiales la corrup-
ción ha permeado todos los niveles del sistema judicial, hacer una 
denuncia implicaría un riesgo que puede culminar en más muer-
te y dolor. Algunas víctimas decidieron irse del país por temor. 
Después del suceso de letalidad policial, todo lo que sigue a ese 
hecho es un proceso traumático que abarca desde la búsqueda del 
cadáver hasta el entierro del mismo.
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Un juego de poder 

Según algunas de las declaraciones obtenidas, la letalidad 
policial se sustenta en un juego de poder por consolidar el con-
trol de las ma0as y grupos de delincuentes en el estado Zulia. Hay 
una línea que une y se difumina entre los cuerpos policiales y los 
cuerpos delincuenciales. Resulta difícil hacer una separación tajan-
te entre estos dos ámbitos.

Llamó la atención que uno de los testimonios apuntaba a que 
los delincuentes debían ser exterminados dado que era frecuente su 
reincidencia. Sin embargo, privó el planteamiento de que, cuan-
do un policía mata a un delincuente o a un inocente, también se 
convierte en otro delincuente más.

La concepción de las policías como la nueva hampa en la 
región, y en Venezuela, cobra vida no solamente cuando se hace 
un seguimiento riguroso a las noticias de violencia policial que son 
publicadas en los medios de comunicación, sino también cuan-
do la encarnan personas que son testigos de la letalidad policial.

En estos eventos de letalidad policial a los cuales se ha hecho 
referencia, los entrevistados han insistido en señalar que no hubo 
resistencia a la autoridad y mucho menos enfrentamientos. 

Los medios de comunicación siempre publican la versión de 
los cuerpos policiales. Se hace hincapié, en estas noticias, en que 
hubo enfrentamientos y resistencia a la autoridad. 

Conclusiones

Los resultados permiten concluir que, en el Zulia, en los 
años 2018, 2019 y mediados de 2020, la letalidad policial ha des-
trozado familias y vidas, que han sido truncadas sin que los pro-
cesos judiciales hayan tenido lugar en los tribunales respectivos ni 
se hayan impuesto penas para personas que han estado implica-
das en algún delito.
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Se está en presencia de un país en el que reina la impunidad 
en todos los ámbitos de la vida, especialmente en lo que respecta a 
la acción desmedida y violenta de la policía que, siguiendo órdenes 
políticas, realiza una pro0laxis social para acabar con la delincuencia. 

Resulta alarmante observar cómo las líneas que dividen el 
mundo policial del mundo delictivo han desaparecido. La conclu-
sión principal de esta investigación es que las policías en Venezuela 
y en la región zuliana son la nueva hampa, pues estas controlan el 
mundo delictivo y es este juego de poder la principal causa que 
lleva a los policías y militares a asesinar delincuentes e inocentes.

Predomina un patrón que se repite en cada ajusticiamiento 
de delincuentes e inocentes: allanamiento, tortura, robo y muer-
te. A este ciclo le sobreviene el montaje de una escena del crimen, 
a 0n de justi0car la supuesta resistencia a la autoridad por parte de 
la persona que resultó muerta.

Según los testimonios de los entrevistados, en la prensa se 
reporta la versión de los hechos que dibujan los cuerpos policia-
les, encubriendo la realidad en muchos de los casos descritos. Ante 
toda esta situación, se puede observar cómo las personas les temen 
más a las policías que a los llamados delincuentes.
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Lara: El miedo como política de control social

CARLOS MELÉNDEZ  
YELENA SALAZAR 

Introducción

La violencia policial ha crecido en la entidad larense en los 
últimos años. Desde el 2016, el ascenso de este tipo de violencia 
ha llegado a cifras alarmantes. En el observatorio de prensa (OP) 
del Observatorio Venezolano de Violencia Lara (OVV Lara), regis-
tramos un aumento de la violencia policial del 10% entre los años 
2016 y 2017 (Linárez, Meléndez, Salazar, 2019) y del 2017 al 2018 
de al menos 45%. La tasa de muertes violentas por presunta resis-
tencia a la autoridad en Lara durante 2020 culminó en 12,9 por 
cada cien mil habitantes, 220% superior a la tasa de homicidios. 
Este porcentaje sigue en ascenso en relación con el 145% que se 
registró en 2019.

Las formas en las que se ha expresado la violencia policial 
son múltiples y desde el OVV Lara hemos identi0cado la crecien-
te incorporación de funcionarios en la ejecución de delitos. Sin 
embargo, desde agosto de 2018 comenzamos a percibir la profun-
dización de una tendencia que supera las otras formas de actuación 
que hasta el momento habíamos registrado, y la cual sigue crecien-
do en la entidad: los asesinatos bajo el argumento de “resistencia 
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a la autoridad”, cometidos por las Fuerzas de Acciones Especiales 
(FAES), comando de la Policía Nacional Bolivariana (PNB). 

Los relatos de las víctimas son diversos, pero en la mayoría 
de los que hemos recogido hay un punto de coincidencia: los ase-
sinados no se resisten, son sorprendidos en sus casas o en las calles 
donde residen, torturados y posteriormente asesinados. 

A las 8:30 de la mañana. Eso fue llegando lo agarraron… ¿Sabes 
lo que le dijeron los desgraciados? Te vamos a hacer una entrevista, 
y no te preocupes que en 15 días te traemos una cajita del CLAP. Se 
la llevaron con el niño, la dejaron botada en la pasarela, ahí la deja-
ron y ellos se regresaron… La sacan, y que va a tener su cajita den-
tro de 15 días. Y en eso (a mi hijo) lo mataron.

En este caso, las autoridades adujeron que se trató de un 
hecho en el que la víctima se resistió utilizando un arma de fuego, 
lo que llevó a la necesaria respuesta de los funcionarios. ¿La verdad? 
Una vida arrebatada, una familia enlutada y con las secuelas de un 
hecho que perdurará para siempre en sus recuerdos. En el presente 
capítulo, re1exionaremos sobre este tipo de violencia policial con 
base en los casos que hemos podido documentar. 

Metodología

Lo presentado aquí es el resultado de la combinación de 
distintas fuentes de información. El análisis descriptivo, los datos 
sobre la cantidad de muertes violentas por resistencia a la auto-
ridad y los cuerpos policiales involucrados son proporcionados 
por nuestro observatorio de prensa, mientras que la informa-
ción cualitativa se obtuvo luego de la aplicación de dos técni-
cas de recolección de información: entrevistas en profundidad y 
grupos focales. 

Las entrevistas se realizaron a familiares de víctimas en la ciu-
dad de Barquisimeto, en El Tocuyo y en Carora. Como criterio de 
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selección se consideró, además del parentesco directo con el asesi-
nado, que hubiese estado presente durante el operativo policial o 
inmediatamente después del mismo.

Algunas entrevistas fueron realizadas fuera del lugar de resi-
dencia de las entrevistadas, y otras en el mismo lugar donde ocu-
rrieron los hechos. El instrumento se aplicó en forma de diálogo 
coloquial, abierto, dirigido hacia la comprensión de las perspectivas 
que tienen los informantes respecto al tema tratado, creando una 
atmósfera de con0anza, siendo orientado dicho proceso mediante 
una guía de entrevista de 14 preguntas en total, de tipo semiestruc-
turada, la cual nos permitió mayor capacidad para la comproba-
ción de datos y la interpretación de experiencias de casos únicos 
en su contexto (Flick, 2007, p. 108).

En relación con la conformación y desarrollo de los grupos 
focales, se consideró su utilidad como complemento de otras téc-
nicas de investigación cualitativa (Vallés, 1999, p. 300). Para la 
selección de informantes claves se buscaron personas con cono-
cimientos y experiencias de la temática a tratar; en este sentido, 
se ubicaron sujetos provenientes de diferentes comunidades de la 
región, afectados por la inseguridad y por asesinatos de familiares, 
vecinos o amigos tipi0cados por las instituciones públicas como 
resistencia a la autoridad. 

El primer grupo focal estuvo conformado por 12 personas 
y el segundo por 8 participantes, para un total de 20 sujetos de 
estudio, de los cuales 10 pertenecían al sexo femenino y 10 al sexo 
masculino, con edades comprendidas entre 18 y 54 años, proce-
dentes de comunidades populares ubicadas entre la zona centro, 
oeste y noroeste de la ciudad de Barquisimeto y Quíbor, munici-
pio Jiménez del estado Lara. Sus ocupaciones incluyen estudian-
tes universitarios, amas de casa, comerciantes, obreros cali0cados 
y profesionales. 

En cuanto a los grupos focales, la técnica desarrollada con-
sistió en la realización de una entrevista grupal, con base en una 
guía de 15 preguntas semiestructuradas dirigidas por el moderador 
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y un relator responsable de registrar y observar el comportamien-
to y proceso de comunicación de los asistentes.

Es importante destacar que, tanto en la entrevista en profun-
didad como en los grupos focales, los testimonios fueron grabados 
previa autorización de los participantes, lo cual permitió obtener 
la información precisa para el análisis correspondiente.

Para el procesamiento y análisis de la información, se transcri-
bieron las entrevistas en un cuadro de doble entrada, dividiéndose 
el contenido en unidades temáticas de acuerdo con cada una de las 
preguntas establecidas en la guía de entrevista. Posteriormente, se 
realizó un índice resumen, enumerando por líneas los textos para 
facilitar el manejo del contenido, subrayando los aspectos más rele-
vantes apoyados por frases textuales de los participantes, permi-
tiendo así la clasi0cación y categorización de la información para 
el análisis e interpretación de los hallazgos del estudio.

Los textos de las entrevistas recibieron cierto grado de edi-
ción, según las recomendaciones descritas por Farías y Montero 
(2005), quienes, además de la selección o reorganización de los 
textos, según criterios teóricos o temáticos, contemplan la elimi-
nación de muletillas, repeticiones y pausas puramente accidenta-
les (p. 12). Solo ocasionalmente agregamos algunos “conectores 
discursivos”, a 0n de hacer más comprensibles los testimonios. En 
ese sentido, en líneas generales, el grado de edición estuvo entre 
“bajo” y “medio”. A continuación los resultados, agrupados según 
los temas que encontramos más relevantes para el análisis. Por razo-
nes de con0dencialidad y seguridad, los nombres reales han sido 
sustituidos por otros 0cticios. 

¿Resistencia a la autoridad o ejecuciones extrajudiciales?

Lourdes, mujer de 72 años de edad, a0rma llevar una cruz 
que la ha vinculado con el sistema penal venezolano. A partir de 
2002, tres de sus hijos han sido asesinados, en distintas fechas, des-
pués de haber pasado por las cárceles venezolanas, acusados, según 
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su versión de manera injusta, en muchos de los delitos inculpa-
dos. La mayoría de la familia migró hacia Panamá. Hasta el día de 
la desaparición física de su nieto, vivía con él, lo consideraba otro 
hijo, y el día de su muerte revivió el duelo de perder de forma vio-
lenta a un cuarto familiar.

Las FAES llegaron a su casa a las seis de la mañana; eran apro-
ximadamente 15 o 16 funcionarios repartidos en cuatro carros y 
dos camionetas. Una mujer fue la encargada de hablar con ella. 
Al llegar, le advirtieron que era más conveniente que accediera a 
abrir la puerta.

Entonces un tipo me dice: “si uso la violencia le va peor”; enton-
ces yo solté la puerta. Y me preguntan: “¿Con quién está usted aquí?”. 
“Pero, ¡ajá! ¿A quién buscan? ¿Qué quieren? ¿Qué pasa?”. Y no me 
dio chance de llamarlo. Tampoco lo quise llamar porque… es capaz 
de salir corriendo por ahí y es capaz de que lo maten. Y después ellos 
llegaron, se metieron al cuarto, pasó una de las mujeres y me dice: 
“señora, vístase que nos la vamos a llevar para una entrevista y él 
también va para la entrevista”. Me vestí delante de ellos y ella le dijo 
al tipo: “voltéate” y yo me puse el pantalón.

Estando dentro de la casa, fueron hasta el cuarto donde se 
encontraba Gregorio, su nieto mayor, quien había estado preso 
por tenencia de drogas y, para la fecha —según lo a0rmó la entre-
vistada—, estaba dedicado a gestionar trámites como gestor ante 
las instancias públicas. El día de su muerte tenía 28 años de edad 
y ya había sido padre en dos ocasiones. 

Ya vestida, la abuela de la víctima recuerda que mientras cami-
naba hacia la salida de su casa vio cómo, en el cuarto de su nieto, 
otros funcionarios lo estaban golpeando. Ese fue el último instan-
te en que lo vio con vida.

Yo entro al cuarto y oigo que lo están golpeando, escucho unos 
carajazos y yo entro y le digo que por qué lo golpean si él no está 
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haciendo nada. Lo único que yo le vi a mi nieto ese día te lo juro que 
fueron las rodillas. Porque él estaba sentado en la cama y la mujer 
me sacó jalada para allá y me decía: “Él viene ahorita”.

A excepción de los dos funcionarios que la llevaron a la sede 
de las FAES en el pueblo de Santa Rosa, al sureste de la ciudad 
de Barquisimeto, el resto conservó sus capuchas. “Todos andaban 
con pasamontañas, incluyendo la hija [re0riéndose a la funciona-
ria], pero ella sí se quitó la cuestión. Y el muchacho que maneja 
la [camioneta] Terios también se quitó el pasamontañas”. Llegada 
a la sede de las FAES, la hicieron esperar hasta pasadas las 8 de la 
mañana, cuando ella decidió retirarse. Insistió hasta que, por su 
propia cuenta y sin hacerle caso a las exigencias de los funciona-
rios, caminó hasta la casa de la novia de su nieto, pensando que 
este podría estar allá. Más de cinco kilómetros recorrió y al llegar 
se enteró de la fatal noticia: debía comenzar los trámites para ente-
rrar a un cuarto familiar asesinado. 

El disparo se lo habían dado frente a la casa, en un patio de 
su propiedad. Según testigos, una mujer FAES a la que el resto de 
los funcionarios le decía “fémina” lo había empujado hasta allá; 
luego le pediría que se sentara y posteriormente que se levantara y 
allí detonó el arma; en total fueron dos disparos. Su madre, la hija 
de Lourdes, estaba a una cuadra del lugar de los hechos, pero los 
funcionarios no la dejaron pasar, pese a la insistencia y desespera-
ción mostradas. Ella rutinariamente iba a compartir las mañanas 
con su hijo y con su mamá, pero ese día ni cerca pudo llegar: las 
FAES la apuntaban con armas largas para evitar que se aproximara. 

Según los medios de comunicación que reseñaron la noti-
cia, Gregorio se había resistido a la autoridad con disparos, lo que 
obligó a los funcionarios a responder de igual manera.

En otras de las entrevistas realizadas, conocimos la expe-
riencia de la mamá de Gilberto, asesinado el mes de abril de 2019 
en su residencia en la parroquia Tamaca, municipio Iribarren. 
Según nuestros informantes, al contrario de lo que informaron 
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las autoridades policiales a través de los medios de comunicación, 
Gilberto no corrió por las calles ni hizo resistencia con un arma de 
fuego mientras la policía le ordenaba que se detuviera. Su domicilio 
fue violentado en horas de la mañana, lo sometieron, lo golpearon 
y luego lo asesinaron; y, para construir las pruebas antes de asesi-
narlo, los funcionarios de las FAES comenzaron a disparar al aire. 

Algo similar pasó con Carlos, quien, según la entrevista rea-
lizada a su hermana, fue llevado en horas de la mañana desde su 
residencia a otro municipio y posteriormente asesinado. Su certi0-
cado de defunción a0rma que muere “a las 06:05 a.m. en el muni-
cipio [X] a consecuencia de un hemoneumotórax, perforación del 
pulmón izquierdo por herida de arma de fuego”. Mientras que, en 
la entrevista realizada a sus familiares, a0rman que las FAES llega-
ron a su casa a las 06:40 a.m. para llevarse a su hermano, siendo la 
última vez que lo verían con vida. 

Estos tres casos documentados por el OVV Lara plantean 
incongruencias entre la versión o0cial plasmada en los documen-
tos entregados a los familiares y lo relatado por ellos. Según los tes-
timonios de estos, en los tres casos hubo una violación del debido 
proceso. Los funcionarios irrespetaron el derecho a la inviolabilidad 
del domicilio; en ninguna de las tres ocasiones hubo orden alguna 
que legalizara el procedimiento. En dos de los casos, las víctimas 
fueron golpeadas y, en los tres casos, sus familiares fueron maltra-
tados por la autoridad, lo que se traduce en violencia de género de 
tipo institucional. Según nuestros informantes, las víctimas fueron 
sorprendidas, ninguno de los tres tomó un arma para hacer fren-
te a quienes iban a detenerlos. 

¡Mira! cuando matan a (mi hijo), viene la PTJ. Mientras llega la 
PTJ organizan el teatro que van a hacer, las pistolas y la verga (…) 
Con decir que se resistió a la autoridad, ¿quién les dice a ellos que 
no? hacen lo que a ellos le da la gana.

A él lo ponen a dispará, la mano la lleva amarrá con un plástico, 
pero a él lo ponen a dispará, después de muerto, escopeta.
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Estos casos no son aislados ni únicos en la ciudad de 
Barquisimeto. Otro hecho sucedió a propósito de la fuga de unos 
presos en el Centro de Coordinación Policial (CCP) de la Policía 
de Lara en la población de Río Claro. Según una de las participan-
tes de un grupo focal, en la fuga los encarcelados asesinaron a una 
mujer funcionaria de la policía. Ante tal hecho, las FAES se encar-
garon de “hacer justicia” sin ningún otro recurso que la muerte. 
La ciencia no actuó, la justicia no llegó para garantizar el castigo 
correcto. Llegaron las FAES y con ellos la muerte de presuntos cul-
pables y también de inocentes. Según los participantes entrevista-
dos, murieron más de los involucrados en la fuga. 

Más que responder a una acción que pudiese ser cali0cada, 
según los estándares internacionales, como muerte por resistencia 
a la detención (UNODC, 2015, p. 92), las versiones de los fami-
liares apuntan hacia una ejecución extrajudicial, entendida como 
el hecho “… en el que se consuma la privación arbitraria de la vida 
por parte de agentes del Estado, o con la complicidad, tolerancia 
o aquiescencia de éstos, sin un proceso judicial o legal que lo dis-
ponga” (Henderson, 2006, p. 285).

Todos los criterios contemplados en la Ley Orgánica del 
Servicio de Policía y del Cuerpo de Policía Nacional (2009) para 
guardar el uso de la fuerza son obviados. Sucede lo contrario, hay 
un uso desproporcionado de ella, que no se limita al asesinato, 
sino que se realiza junto a otros delitos graves, como la extorsión, 
el secuestro, el robo y la estafa procesal. 

Otros delitos cometidos por las FAES

“Hasta la crema dental se la llevaron” a0rmó la mamá de 
Gilberto cuando nos contaba la experiencia que le tocó vivir a su 
familia el día en que lo asesinaron. 

Gilberto tenía 32 años de edad y vivía al norte de la capi-
tal del estado Lara. Desde el año 2018 se había dedicado a la cría 
de animales y a la siembra en un terreno que había invadido ese 



153

mismo año. En su casa vivía con su esposa y su hijo que, junto 
a su otro hijo adolescente, conformaban su familia directa. A las 
8:30 de la mañana de un día de abril llegaron a su casa más de una 
decena de funcionarios y a las 09:30 a.m. ya Gilberto estaba en la 
morgue del Hospital Central Universitario Antonio María Pineda.

“Te vamos a hacer una entrevista, y no te preocupes que 
en 15 días te traemos una cajita del Clap” fueron las palabras 
que les dijeron los funcionarios de las FAES a la esposa e hijo de 
Gilberto con el propósito de que accedieran a irse con ellos lejos 
de su casa. La mujer y el niño no tuvieron opción, se fueron con 
algunos funcionarios y estos los dejaron a kilómetros de distan-
cia de su casa. 

Mientras tanto, los vecinos y el hermano de Gilberto trata-
ron de intervenir, pero les fue imposible, las FAES no lo permitie-
ron. Se escucharon varios disparos, pero a él solo le dieron uno… A 
pesar de que fue trasladado una hora después de haber comenzado 
la operación de las FAES, los funcionarios permanecieron aproxi-
madamente 5 horas más. En el transcurso de esas horas, mataron 
sus gallinas y se robaron unos cochinos que estaba criando. Además 
de eso, se llevaron unas bombonas de gas doméstico con sus adap-
tadores y unas sábanas que habían adquirido recientemente.

… y los desastres que hicieron en esa casa: robaron bombonas, 
ropa, de todo; duraron hasta las 3 de la tarde. Cuando estamos en la 
morgue, llega mi sobrina y dice: “No, es que esos bichos se llevaron 
todo de la casa”; la muchacha desesperada sale, pero ya se habían lle-
vado todo, sus animalitos; les dispararon a sus animales (…) Se lle-
varon comida, sábanas, cosas de Colombia que había traído.

Las acciones de las FAES en los diferentes casos estudiados 
en esta investigación no se limitan a la muerte de la víctima. En el 
mismo accionar se cometen otros delitos, uno de ellos es la estafa 
procesal, que se evidencia por la manipulación de la prueba.
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¡Pa! le hacen lo que le van a hacé… Le ponen la escopeta vieja 
que ellos cargan como siempre.

¡Ajá!, lo mató adentro y se lo trajeron arrastrao, hasta ahí hasta 
afuera y le pusieron una escopeta ahí, ¿un enfrentamiento? La abuela 
dejó de comer y murió hace como dos días, y el muchacho ya esta-
ba trabajando ¡ya! Primera entrada que tenía por droga.

También se producen robos, lesiones físicas y secuestros, 
entre otros delitos. En el caso de Gregorio, según pudo contabi-
lizar su abuela, hubo alrededor de veinticinco productos que los 
funcionarios ese día se llevaron de su casa, incluyendo rollos de 
papel higiénico, martillos, teléfonos y un módem. Ante la ausen-
cia de los familiares, pudieron armar la escena del crimen con toda 
libertad y hasta se prepararon el desayuno. 

Y hicieron arepas, hicieron café en mi casa. Y llamaron a los 
otros, porque los vecinos oían y que “Mira, ven aquí para que desa-
yunes que aquí hay arepa”. Dejaron café y ¡bueno! (…) se llevaron 
harina pan, aceites.

Con respecto a las lesiones, otra de las entrevistadas nos rela-
ta la vivencia de su madre, quien, en el intento de defender a su 
hijo, fue maltratada por los funcionarios de seguridad.

Mi mamá, cuando eso, ella entra, va pa la casa, pero no la dejan 
entrá; ella se agarra de la reja. Una de las funcionarias de la 9 me la 
agrede; entonces: “¡Pónganle los ganchos!” dice una de las funciona-
rias (…) Me le pegan, me le hicieron un chichón aquí, me la mal-
tratan. “No, deme acá a mi mamá” dice mi hermana la menor y se 
la trae, porque si mamá sigue…

En general, se evidencia en los testimonios de las entrevis-
tadas una actuación, por parte de las FAES, alejada de los pro-
cedimientos establecidos en la ley, pero, además de eso, existen 
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otros componentes en las acciones de este cuerpo de seguridad 
que lo distancian de otras políticas de mano dura que se han apli-
cado en la entidad en los últimos 40 años. El patrón sistemático 
del homicidio con robos, lesiones, violencia psicológica, maltrato 
verbal, lesiones y torturas de0ne un tipo de política que no exis-
tió antes en Lara. 

Las FAES aparecen en un contexto de bajos niveles de con-
trol institucional por parte del Estado, de disminución progresiva 
y a su vez un proceso de reagrupamiento del crimen organizado 
en los sectores urbanos de la entidad (OVV, 2019). 

La sistematicidad de los patrones identi0cados hasta ahora 
en el discurso de nuestras entrevistadas, y en otros casos expuestos 
por los participantes de los grupos focales, da cuenta de una polí-
tica apoyada por otros funcionarios del poder público. Este control 
genera un efecto común que se repite en las versiones interpretadas, 
y es que existe un nuevo temor individual y colectivo a las FAES 
como sujeto singular y distinto a las otras instituciones policiales 
(CICPC, PNB, Polilara). Las FAES aterrorizan a las víctimas, a 
los vecinos testigos de los hechos y erosionan los mecanismos de 
solidaridad ciudadana.

Traumatizada, no pueden ver un uniformao negro, una camio-
neta negra que traiga el águila, se traumatiza la gente, y en veces se 
asustan, yo me asusto, yo me meto pa adentro, porque cuando lle-
gan ahí a la estructura o en alguna parte yo los veo, me entra rabia, 
pero yoo… me… me retiro (…)

Entonces le hice una pregunta a todos los que estaban ahí, todos 
conocidos, si así como estamos toditos aquí, porque no vamos todi-
tos mañana y vamos, denunciamos al FAES. “No… ¿estás loco? [risa] 
Anda tú solo —me decían—, pa que mañana vengan y te maten” 
me dijo todo el mundo.
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La mentira en el discurso institucional del Estado

Según los testimonios recogidos, un día de marzo a las 06:40 
de la mañana llegaron las FAES a casa de Carlos, quien vivía con 
su mamá y sus dos hermanos. Ya una semana antes, funcionarios 
de este cuerpo le habían realizado una visita. Se lo llevaron muy 
temprano en la mañana y lo regresaron al otro día. Carlos nunca 
comentó nada sobre esa salida. Sin embargo, una semana después 
la visita tuvo otro matiz. 

Llegaron en horas de la mañana, ingresaron a la vivienda sin 
orden, se trasladaron directamente al cuarto donde dormía, espe-
raron a que se vistiera y se lo llevaron. Su madre hizo resistencia 
y fue golpeada por un funcionario. Su hermano también inten-
tó interceder y en ese momento fue cuando hubo mayor violencia 
en todo el procedimiento. Sin embargo, Carlos exhortó a la fami-
lia a que se tranquilizara y, sin mayor resistencia, ingresó al vehí-
culo de las FAES.

Sí, a mi mamá la golpearon, mi mamá se llevó unos golpes (…) 
porque mi mamá se la llevaron, pa llá pa trás. Pa que mi hermano 
no viera, pues. Mi hermano se mon…, lo montaron en un carro y 
delante de la gente, de los vecinos: se lo llevaron vivo, se lo llevaron 
vivo, se lo llevaron vivo.

A las tres de la tarde un primo, desde Ecuador, informa vía 
telefónica a sus familiares que Carlos estaba muerto. Luego de 
extraído de su casa, había sido llevado a la ciudad de Carora, en 
la misma entidad larense, en donde lo asesinaron. Los familiares 
se trasladaron a la morgue de Barquisimeto, lugar en el que, por 
medio de un funcionario del CICPC, pudieron gestionar el tras-
lado del cuerpo desde Carora.

Del lugar de su muerte a Barquisimeto existe una distancia 
aproximada de 200 kilómetros. Según los familiares entrevistados, 
Carlos no fue sorprendido en la carretera, como quedó expuesto 
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en la versión policial: fue sacado de su casa, llevado al munici-
pio Torres y posteriormente asesinado. Sus familiares lo vieron, y 
sus vecinos también, quienes gritaron en todo momento: “lo lle-
van vivo, lo llevan vivo”. El título de la nota de prensa de uno de 
los medios que reportó la noticia fue: “Ultimados dos fugados en 
enfrentamiento policial”.

En la prensa dice (…) que estaba solicitado por porte ilícito y 
todas esas cosas. Que ellos eran piratas de carretera (…) que él le tiró 
una bomba lacrimógena y 0uuusss. ¡Ahí dice! (…) Ahí dice todo. 
Ahí dice la cosa, que él le lanzaba bombas lacrimógenas a las gan-
dolas y robaba a las gandolas (…) ¡Embuste!… ¿pirata de carretera?

Volviendo al caso de Gregorio, la versión de las autoridades 
públicas es que él se encontraba en la esquina cerca de su casa, cuan-
do fue advertido por el cuerpo de seguridad, pero se dio a la fuga 
metiéndose a un terreno donde hubo “un intercambio de dispa-
ros” en el que resultó muerto. “Y el informe dice que él iba cami-
nando por la calle por el sector. ¡Coño e tu madre! Cómo es que va 
a caminar si lo agarran cortando un palo en la puerta de su casa”. 

 Existe una percepción común en nuestros entrevistados 
sobre este aspecto. Las personas que habitan en sectores donde ha 
habido actuaciones de las FAES que tienen como consecuencia la 
muerte coinciden en que la construcción de la noticia que luego 
aparece en los medios de comunicación no representa la realidad 
de lo acontecido. Para los integrantes de las comunidades “nadie 
se les resiste a las FAES” porque sus procedimientos no lo permi-
ten. Siempre sorprenden a sus víctimas. 

El encubrimiento es una característica inherente a las ejecu-
ciones extrajudiciales, porque se cuenta con la aquiescencia institu-
cional. Los medios de comunicación, ante la censura generalizada, 
se limitan a informar la versión o0cial, sin posibilidad de mostrar, 
en la mayoría de los casos, lo que los familiares de los fallecidos 
comunican. Todo esto supone un comportamiento que trasciende 
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lo individual y expresa una actitud sistemática del Estado que abar-
ca cada aspecto del antes, el durante y el después de las actuacio-
nes policiales de las FAES. 

La falsedad de las instituciones genera frustración en los fami-
liares de las víctimas, quienes en su mayoría desisten de la posi-
bilidad de llevar a cabo un proceso judicial ante las instituciones 
competentes. Esta frustración se alimenta de acciones de otros fun-
cionarios públicos que extienden la relación de control del Estado 
frente a los familiares. En uno de los casos considerados en este 
estudio, documentado también por Amnistía Internacional (2019), 
los entrevistados relataron que, en enero de 2019, en la pobla-
ción de El Tocuyo, municipio Morán, después del asesinato de un 
menor de edad, en pleno velorio, los familiares recibieron la visi-
ta de emisarios de la alcaldesa de ese municipio ofreciendo comi-
da como supuesta manifestación de solidaridad, lo cual fue visto 
por sus familiares como un acto de humillación.

Cuando lo estábamos velando, la alcaldesa mandó una bolsa y 
mandó a decir que ella iba a ir (…) Una bolsa de comida, llegó Jorge 
y dijo: “díganle a esa coño de madre que yo no me estoy muriendo 
de hambre ¡no joda!” y agarró la bolsa, entonces, llegó una familia de 
nosotros que está muy mal, que no tiene comida [y dijo] dénmela a 
mí, bueno, y como estábamos ahí con el sufrimiento y la lloradera…

Los niveles de indefensión en contextos de pobreza son mayo-
res, y eso es utilizado a favor de la política deliberada de ejecuciones 
extrajudiciales que desde el 2018 ha crecido en Lara. Las institucio-
nes públicas de diferentes poderes y niveles por omisión u acción 
legitiman la creciente serie de este tipo de hechos.

¿Cómo actúan las FAES?

Las Fuerzas de Acción Especial de la Policía Nacional 
Bolivariana en el estado Lara mantienen un patrón determinado. 
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Los procedimientos descritos por los familiares de las víctimas dan 
cuenta de eventos que responden a una línea programada de acción 
que comienza con prácticas de inteligencia, pasa por el asesinato y 
se extiende hasta el maltrato institucional por parte del sistema de 
justicia penal que se padece luego de asesinado el familiar. En algu-
nos casos, continúa además con las frecuentes amenazas que reci-
ben de los funcionarios que hacen visitas esporádicas en las zonas 
donde ocurrieron los asesinatos. 

Las labores de inteligencia previas a los asesinatos, según los 
entrevistados, tienen sus particularidades. En los testimonios de los 
entrevistados es posible identi0car procedimientos que evidencian 
la colaboración de diferentes organizaciones del aparataje institu-
cional del Estado. Según los familiares, en las averiguaciones existe 
información que es proporcionada por los tribunales con compe-
tencia penal, así como de funcionarios de otros cuerpos de seguri-
dad que habitan en las zonas de residencia de la víctima, quienes 
se ven involucrados tanto como informantes como ejecutores en 
los procedimientos: “van, toman una lista de los que han salido o 
han estado privados de libertad, que ellos mismos saben que son 
inocentes, pero salen y es que los van a asesinar”.

También personas pertenecientes a las llamadas organizacio-
nes con base comunitaria que ejecutan políticas de Estado (consejos 
comunales, comités locales de abastecimiento y producción CLAP) 
sirven a las FAES en la medida en que, según los familiares, entre-
gan información especí0ca acerca de la vivienda de los asesinados 
y sus rutinas. Además de que en algunos casos son ellos quienes 
solicitan la acción de este organismo en sus zonas de residencia.

Han asesinado hijos, muchachos menores de edad, simplemen-
te porque el consejo comunal los ve… de arriba abajo, los catalo-
gan como muchachos delincuentes. 

Ellos están trabajando conjuntamente con los consejos comu-
nales, son los consejos comunales los que dan (…) información.
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Son los consejos comunales los que están haciendo que injusta-
mente caigan los muchachos, sobre todo menores de edad.

Posteriormente al asesinato, los familiares señalaron la impo-
sibilidad de llevar a cabo acciones que busquen la aplicación de la 
justicia. Primero, por el miedo. Los familiares quedan aterrados 
luego de ser víctimas del procedimiento. Quienes deciden avan-
zar comienzan a ver obstáculos en la manipulación de la prueba. 
Las primeras noti0caciones que reciben los familiares son construi-
das con la versión o0cial, la cual acusa al asesinado de resistirse a 
la autoridad o atacar a los cuerpos policiales. Los que acudieron a 
la 0scalía con competencia en materia de derechos humanos fue-
ron disuadidos por sus representantes, quienes los exhortan a espe-
rar el cumplimiento de los procedimientos, el cual comienza por 
la entrega del informe del CICPC. Uno de los casos estudiados 
informó que, a cuatro meses de haber ocurrido el hecho, todavía 
la Fiscalía no había recibido el informe. 

Yo fui para allá y me tomaron todo, los datos y todas las cues-
tiones y de ahí me fui para la morgue. Y después de eso (…) voy 
cada ratico para 0scalía, y ahorita ya tengo, ya me dieron los datos 
de la denuncia, pero el expediente de la PTJ [antiguo nombre del 
CICPC] no ha llegado. 

Mucha autocensura… eso es autocensura, miedo a la denuncia 
porque pueden arremeter contra ellos y parte de la comunidad… 
entonces, ya eso se ha vuelto una amenaza… Y los medios de comu-
nicación, me imagino, porque los cierran.

El miedo de los familiares posterior al evento violento se 
refuerza con las amenazas que reciben durante las visitas de fun-
cionarios de las FAES en sus zonas. En los casos donde la amenaza 
posterior al asesinato no es su0ciente para enterrar el descontento 
y la denuncia de los familiares, las FAES comienzan otro proce-
dimiento que consiste en realizar visitas frecuentes al sector, tanto 
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para cometer otros asesinatos, como para amedrentar a miembros 
de las comunidades que pudiesen servir de testigos de los actos rea-
lizados con anterioridad.

Lo que pasa que ellos amenazan antes de que se vaya a decir la 
denuncia.

Cómo aclaramos nosotros esto, sin que nos vamos a empichacá.
Porque después de eso hace como 15 días han rondado la casa 

de mi hijo dos veces. No sé qué buscan, porque esa casa estuvo sola, 
volvieron hace 15 días aproximadamente, han entrado dos veces. 
Los de la comunidad dijeron que iban a hacer un acta para yo lle-
varla a 0scalía.

En ese sentido, los elementos claves que de0nen la natura-
leza de las ejecuciones extrajudiciales aparecen en los asesinatos 
cometidos por las FAES: privación arbitraria de la vida, apoyo y 
colaboración institucional del Estado en el proceso de planeación 
y ejecución del crimen e impunidad absoluta ante los causantes 
del fallecimiento de las víctimas.

Otros patrones de violencia policial en Lara 

Al analizar exhaustivamente lo relatado por los participantes 
en el estudio, se pudieron evidenciar algunas características rela-
cionadas con los comportamientos que asumen los policías según 
su adscripción institucional. Existen patrones diferenciadores del 
comportamiento de las FAES en relación con otros cuerpos de 
seguridad del Estado. Por ejemplo, el Cuerpo de Investigaciones 
Cientí0cas, Penales y Criminalísticas (CICPC) tiene mayor pre-
sencia en los municipios del interior del estado, donde también 
han ejecutado procedimientos en los que resultan asesinados con 
el argumento de resistencia a la autoridad. Sin embargo, según los 
entrevistados, su fuerte es la extorsión: “CICPC es extorsión, y el 
FAES es pa matar a la gente de una vez”.
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Llega un inspector de la petejota y me dice: 
—¿Qué hacen aquí? 
—Mi hermano me lo mataron. 
—¿Y dónde? Yo no recuerdo. A mí no me han llamao pa reco-

jé cadáve. 
—No, a él lo mataron en Carora, el FAES, ¡esos perros! 
—Nosotros no nos la llevamos con el FAES porque nosotros no 

matamos, nosotros lo que hacemos es quitá plata.

En el caso de la Policía Nacional Bolivariana (PNB) y de la 
Guardia Nacional Bolivariana (GNB), además del CICPC, estos 
inician la persecución mediante operativos en las comunidades, en 
su mayoría de sectores populares, haciendo rondas donde consi-
deran se encuentran los sospechosos, teniendo como referencia en 
algunos casos los datos personales básicos o fotos de la persona, lo 
que indica que la información que manejan no siempre es preci-
sa. Estos funcionarios operan con el apoyo de contactos en la zona 
donde intervienen para localizar al presunto delincuente. Una vez 
localizado, arremeten contra él, lo sacan de la casa, lo agreden a él 
y a cualquier familiar o vecino que se interponga. 

Otro modus operandi es mediante redadas en la comunidad, 
en búsqueda de un presunto sospechoso, donde puede terminar 
detenida cualquier otra persona inocente, o que resulte vulnerable 
por presentar antecedentes penales, bien sea por algún registro de 
un delito menor o que haya pagado alguna condena. Luego de ser 
detenida la persona, los funcionarios se comunican con los fami-
liares para extorsionarlos y evitar la aprehensión de0nitiva del acu-
sado, lo cual se hace reiterativo una vez que ceden.

Otra forma de actuación frecuente del CICPC es la extor-
sión a propietarios de haciendas en las zonas rurales. Lo hacen por 
prestar “servicios de seguridad”, pero también como castigo ante 
cualquier acción que ellos consideren irregular que cometan los 
propietarios o algún trabajador de la misma. 
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En el caso de las FAES, sus operaciones se caracterizan por 
la estructuración de acciones premeditadas por los funcionarios, 
quienes inician la búsqueda de la víctima, primero, de manera 
individual. Es decir, se acerca un inspector a la comunidad vesti-
do de civil. En algunos casos, han sido identi0cados por miembros 
de las comunidades, aparentando ser vendedores de alimentos o 
cualquier otro producto. Luego de hacer los contactos y precisar la 
información, se organizan, trasladándose en camionetas sin placas 
ni identi0cación, vestimenta negra y armas largas. “Ellos llegan ves-
tidos de civil, rondan a la comunidad, van buscando personas que 
conozcan entre ellos mismos, y luego llegan a las casas y los matan”.

Sin previa noti0cación o autorización, ingresan al domicilio, 
viéndose afectados no solo el hogar que es intervenido, sino tam-
bién las familias adyacentes a la vivienda, ya que violentan cercas 
y paredes de estos vecinos. En algunos casos, incluso, se han equi-
vocado de ubicación o dirección, pero no por ello han resarcido 
los daños generados.

Las violaciones al domicilio ocurren con mayor frecuencia 
en horas nocturnas o en la madrugada, como estrategia para no 
alertar a la víctima, familiares y a la propia comunidad. Asimismo, 
después de realizar el procedimiento, los funcionarios despojan o 
destruyen pertenencias en el hogar. Al irrumpir en el hogar, agre-
den, insultan y vejan a la víctima y a sus familiares, a quienes se 
llevan a lugares lejanos de la vivienda. Se quedan en la vivienda 
durante más de dos horas y, junto con el CICPC, construyen la 
escena del crimen.

¿Quiénes son las víctimas de las FAES? 

Las características sociodemográ0cas de las víctimas de las 
FAES son en su mayoría las mismas de la violencia homicida en 
América Latina: hombres, jóvenes, entre 18 y 35 años, provenien-
tes de los sectores populares de las zonas urbanas del país (Briceño-
León, 2016).
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Sobre los o0cios de las víctimas, en dos de los casos realiza-
ban trabajos esporádicos, uno como gestor y otro como albañil. 
En estos casos, los familiares aseguraron que ante la difícil situa-
ción que atraviesa el país, el deseo de los desaparecidos era migrar. 
La crisis les había afectado de forma profunda sus ingresos y ante 
eso no veían otra solución que migrar. En el caso de Carlos, lo que 
frecuentemente hacía para contribuir con la alimentación de su 
familia, que vive en pobreza extrema, era cazar iguanas en la que-
brada que queda justo detrás de su vivienda.

En las entrevistas, familiares y vecinos a0rmaron que en su 
gran mayoría las víctimas tenían antecedentes penales. Un hallazgo 
particular es que ninguno caracterizó a los asesinados como delin-
cuentes con amplios prontuarios. La misma percepción se encon-
tró en los integrantes de los grupos focales, quienes a0rmaron que 
los asesinados eran jóvenes que no entraban en lo que según ellos 
se puede considerar delincuentes peligrosos. 

Según algunos familiares de las víctimas y vecinos de barrios 
donde ha habido actuaciones de las FAES, existe una clara discri-
minación social en la violencia policial. Para los consultados, la 
política de exterminio que aplica el gobierno mediante este cuer-
po de seguridad va dirigida a los más pobres, a quienes asesinan 
con la justi0cación de disminuir los niveles de delitos en el país.

Su objetivo es tapar la falla de este gobierno, porque el gobierno 
es tan corrupto, y matando y matando, diciendo que están limpian-
do este país y no están limpiando nada, porque la corrupción, la vio-
lación, el asesinato, el secuestro, la extorsión de PTJ por un carro, 
por una moto, sigue siendo la misma, entonces matan.

¿Dónde están esos… que tienen plata, dónde los ve ustedes pre-
sentándose?, ahí se presenta es el tonto que no tiene plata pa dar-
le a ellos.

Porque la justicia existe, pero pal pobre que no tiene cómo 
defenderse.
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Sobre el rechazo o aceptación 
de la violencia policial

Al valorar los testimonios sobre las actuaciones de las FAES, 
se plantea una diatriba compleja entre quienes legitiman sus accio-
nes y quienes no, lo cual es propio de la paradoja que existe entre 
la sociedad y la policía (Antillano, 2010).

Entre quienes no han visto dentro de su entorno procedi-
mientos de este cuerpo policial, el actuar violento para la “reducción 
de los delincuentes” tiene cierta aceptación. No así para quienes 
viven en sectores donde ha habido actuaciones de las FAES, aun-
que estas no hayan afectado a nadie de su núcleo familiar. 

Al identi0car discursos relacionados con la justi0cación o no 
de estos procedimientos policiales, se encuentran versiones dife-
renciadas. Los familiares de las víctimas coinciden en que se debe 
actuar con procedimientos que respeten los derechos humanos. 

¡Ay! ¿Quién puede actuar? Decir este gobierno, ¡no! porque este 
gobierno es el que está mandando. Que viniera una ley de (…) ¿tú 
sabes el CSI Miami? ¡Ajá! [risas] yo quisiera que vinieran para acá, 
eeh… ¿Cómo se llama el pecoso? (…) ese me gustaría que vinieran 
pa cá, a revisá, a ver el mínimo detalle del vaso, este es el culpable, 
eso me gustaría, que vinieran de los Estados Unidos, gente así (…) 
Pero no estos pelagatos que están aquí que vienen a matá y a jode-
nos la vida a todos.

Según los datos recabados, el rechazo a las actuaciones vio-
lentas de los cuerpos policiales parte de concepciones religiosas, al 
igual que de principios inherentes a la idea de la justicia, como el 
respeto a la vida, la necesidad de tener instituciones judiciales trans-
parentes y la preeminencia del respeto a los derechos humanos. 

Nadie merece morir así de esa manera, pa eso están las leyes (…) 
Así sea delincuente, pues (…) Porque hay maneras de pagar, lo que 
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están haciendo, con detrás las rejas, con otras cosas, pero quitarle la 
vida no. Igualito son seres humanos.

Existen procesos judiciales también, existen derechos para cual-
quier persona, sea delincuente o no sea delincuente, entonces ¡hay 
que respetar! aquí no se respeta ese proceso judicial.  

De igual forma, en los relatos encontramos explicaciones que 
las personas se hacen sobre la situación de la violencia y, a su vez, 
de cómo las acciones policiales que procuran la muerte de los pre-
suntos delincuentes no atacan el problema de origen. La referen-
cia a la corrupción y los males sobre el sistema de justicia penal en 
Venezuela se hacen presentes en la signi0cación de las personas, lo 
cual, para sus criterios, genera la impunidad que sirve de platafor-
ma para la reincidencia del delincuente.

Siempre se escucha de que, digamos, fulano mató a perencejo, 
violó, ¡qué se yo!, lo llevaron a 0scalía, este, yo tengo plata, yo me 
cuadro con el 0scal, el 0scal me reduce la pena, o me pone que fue 
por (…) porque yo me estaba defendiendo (…) entonces, yo pien-
so que cuando dicen que puede ser el gobierno que está autorizando 
eso, es porque saben, porque el gobierno está consciente que a nivel 
del mismo entorno del ministerio público (…) hay corrupción, y que 
no están haciendo que los verdaderos delincuentes paguen (…) por 
la culpabilidad de lo que están haciendo… entonces es una mane-
ra. ¡Bueno! ¿y pa qué los vamos a mandar pa allá? Si allá en 0scalía 
lo solucionan con ellos y pa fuera, o de repente cobran ellos y no 
sea 0scalía puede ser el policía.

En nuestros datos encontramos también un matiz diferente 
en la percepción de las FAES: sus acciones no son entendidas como 
un castigo policial al crimen; todo lo contrario: se consideran cri-
minales en sí. Para los entrevistados, ellos sustituyen al delincuente 
que extorsiona, roba, secuestra y asesina. Las condiciones criminó-
genas en el barrio ahora tienen a las FAES como un actor central. 
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Los consultados los ubican como sujetos que generan miedo, pero 
no el mismo miedo que generan otros organismos a quienes acu-
san, en muchas ocasiones, de manipulación de circunstancias que 
terminan en extorsión o robo a los delincuentes. El miedo a las 
FAES tiene más características del miedo al crimen, tanto por su 
forma de asesinar, como por los otros delitos que cometen mien-
tras procuran la intención de homicidio.   

Otro grupo de participantes de los grupos focales, que no han 
vivido experiencias cercanas de actuaciones de las FAES, aprueban 
el castigo policial contra los criminales, pero sin que ello signi0-
que el uso excesivo de la fuerza, la cual es considerada desmedi-
da e innecesaria por sus consecuencias extensivas a la familia y a 
la comunidad. 

Por otro lado, también hemos identi0cado, en el seguimiento 
a los medios de comunicación que realizamos, una compleja legi-
timación que existe por parte de usuarios de redes sociales, quie-
nes en esos u otros medios solicitan la presencia de las FAES en 
algunos barrios de la ciudad. Esta situación ha sido acompañada 
de acciones deliberadas de este organismo para ganar simpatías, 
como por ejemplo su participación en las 0estas de carnaval orga-
nizadas por algunas alcaldías del estado Lara, en las que des0laron 
carrozas de las FAES. 

Sobre el porqué de la acción 
letal de los cuerpos policiales

En los resultados de este estudio, hay diversas opiniones sobre 
el porqué proceden de manera violenta. Se considera en los testi-
monios que los organismos de seguridad actúan respondiendo a 
órdenes del gobierno nacional, regional o por órdenes de autorida-
des de los organismos de seguridad. Para algunos, hay responsabi-
lidad también en el que comete el acto, pero la mayoría coincide 
en que las órdenes lo superan. 
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A las 2 de la tarde estaba la alcaldesa con el FAES en todo el pun-
to de la Alcaldía dando órdenes, y esos son del gobierno, y hasta gra-
baos hay. ¡Ajá! a las 2:30 o 3 fue cuando ellos bajaron pa acá, directo 
pa acá, pero habían muchos de FAES que (…) andaban perdíos 
[preguntaron]: ¿A dónde es el Bosque? (…) pero como hubieron 3 
CICPC que los guiaron, les dijeron no es ahí, y na guará, los encon-
traron ahí, ahí es donde a ellos los arrodillan, agarran a Rigoberto 
bajando, lo meten pa adentro.

Dentro de los diferentes “niveles de gobierno”, aparecen las 
organizaciones comunitarias que existen en Venezuela y respon-
den a políticas públicas del poder ejecutivo. Pero también apare-
cen alcaldes, gobernadores, funcionarios de la gobernación. En la 
identi0cación de los procedimientos, varios coinciden en que hay 
un encadenamiento de la información desde la comunidad y los 
tribunales con competencia penal, hacia los cuerpos de seguridad 
del Estado, y particularmente de las FAES. Se entiende a este orga-
nismo como una política y no como una expresión circunstancial 
de la actuación policial.

El 25, cuando la alcaldesa le pide ayuda a la gobernadora, man-
dan al FAES (…) Estaban reunidos todas las fuerzas de seguridad 
del estado, de aquí de Morán, con la gente de Barquisimeto, esta-
ba el FAES, el CICPC, la alcaldesa, eh… vino hasta el director de 
Seguridad de la Gobernación. 

Es una orden del presidente, el que tenga entrada a ese hay que 
matarlo (…) hay es orden del gobierno porque el mismo presiden-
te lo dijo.

Reciben orden de la parte alta, como te digo de los 2 funciona-
rios que los comandan a ellos, y a ellos los comanda [la gobernación].

La impunidad aparece en las versiones de los entrevistados 
como una excusa de la autoridad para abusar de su poder. Este es 
un aspecto que se identi0ca como motivador de las acciones de 
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los cuerpos de seguridad. El hecho de que actúen de manera exa-
gerada y de que sean violentados varios derechos en una sola ope-
ración nos permite deducir que no hay consecuencias legales para 
quienes cometen estos delitos. 

La supremacía del Estado frente a la sociedad, más vulnera-
ble, se expresa en las actitudes de los funcionarios, que actúan con 
alevosía, se burlan de los familiares y, con frecuencia, al retirarse 
de sus procedimientos amenazan, para dejar aterrados a quienes 
los vieron, los escucharon o los sintieron. Miedo que se expande a 
la ciudadanía en general.

Elocuente es el caso de una de las madres entrevistadas, quien 
acudió hasta la sede de la Gobernación del estado Lara e insistió 
hasta que pudo hablar con el máximo representante de la Secretaría 
de Seguridad y Orden Público. Pero, según ella, el líder político le 
aseguró que no iba a lograr nada si comenzaba un procedimien-
to de denuncia.

Desconfianza, miedo y desesperanza: 
claves para el control político

Existe una percepción negativa en cuanto a la credibilidad 
de los organismos de seguridad del Estado como consecuencia de 
la corrupción, la extorsión y el abuso de poder.

Familiares y vecinos padecen secuelas postraumáticas como 
consecuencia de las conductas disruptivas ejercidas por las FAES, 
sin que estas sean debidamente sancionadas por las autoridades 
competentes, lo que refuerza en la sociedad la falta de legitimidad 
hacia las otras instituciones del Estado. Para septiembre de 2019, 
según la Defensoría del Pueblo, existían apenas 11 denuncias de 
ejecuciones extrajudiciales cometidas por las FAES de al menos 
200 presuntos asesinatos por este organismo desde su aparición. 

Si la “resistencia a la autoridad” ha sido un eufemismo que 
ha tratado —desde su aparición en el discurso o0cial— de ocultar 
ejecuciones extrajudiciales, con las FAES, más que un eufemismo, 
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la categoría pasó a ser una burla para quienes han sido víctimas 
directas e indirectas de estos funcionarios.

El propósito político percibido en las actuaciones policia-
les en Lara fue documentado por Amnistía Internacional (2019) 
en su informe Hambre de Justicia: Crímenes de lesa humanidad en 
Venezuela. Allí se muestran los asesinatos de Luis Enrique Ramos y 
Eduardo Luis Ramos en la ciudad de Carora, y de Cristian Ramos, 
Anderson Torres Cortez y José Alfredo Torres Cortez en la ciu-
dad de El Tocuyo, asesinados por su presunta participación en las 
actividades de protesta el 23 de enero de 2019 y tratados como 
delincuentes posteriormente por la máxima autoridad regional de 
seguridad en el estado Lara. Según los familiares, después de esa 
fecha las protestas en el sector se acabaron. A ese respecto, además 
del miedo que generó el hecho, conocido por los vecinos como el 
“viernes negro”, los familiares informaron de la aplicación de una 
serie de actividades que llevó a cabo el ejecutivo del municipio, las 
cuales ellos entendieron como una forma de evitar más situaciones 
en las que los órganos de seguridad locales perdiesen el control.

Después que sucedieron los hechos, [hubo] bailoterapias, die-
ron bicicletas, hizo otra jornada, vendieron ¡regalao pues! 1 cartón 
de huevos, 1 pollo grande, por 1000 bolos: que es un regalo. Y a la 
sobrina mía le pusieron un aparato, y apenas ella llegó y salió, una 
de los colectivos le dijo a ella [a la alcaldesa]: “Ella es (…) la herma-
na de [una de las víctimas]”. ¡Na guará! la agarraron ahí, la abrazó 
y le dijo: “Mire ¿y qué le parece el operativo? ¿Usted aprovechó la 
broma?” (…) Están es como pendiente.

Ante el debilitamiento de las instituciones del Estado, se busca 
controlar con el miedo. “El miedo es una fuerza centrífuga: disipa 
la energía potencialmente unida de un pueblo” (Nussbaum, 2015). 
En el caso de las FAES, su simbología, el color negro, una calave-
ra como logo y la “lealtad” como eslogan no expresan la paz que 
requiere una sociedad que aspire a ser segura. Sus 0guras recorren 



171

la ciudad y persiguen la consecución de la emoción más perjudi-
cial para la construcción de la civilidad: el miedo. 

Conclusiones

La violencia policial en Lara ha fracturado uno de los atri-
butos más importantes de la justicia: la imparcialidad. El gobierno 
deliberadamente ha dirigido una acción reñida con los valores tras-
cendentales de la humanidad. La garantía de los derechos humanos 
se anula ante una política que coloca a su estructura institucional 
en función de un objetivo que niega la vida, la integridad física, la 
libertad y el derecho a ser tratado justamente. 

Esta situación ha empeorado con la llegada de las FAES. 
Los larenses corren el peligro de tener un órgano de seguridad que 
actúa sin contrapesos, sin evaluación ni controles institucionales 
que eviten el abuso del poder. Todo lo contrario, encontramos un 
apoyo irrestricto hacia ellos. Además de los riesgos ya existentes, 
se corre el de que este organismo incursione en otras áreas de la 
vida criminal que hagan más vulnerable a la sociedad larense. El 
reto como sociedad civil es hacer frente a esta situación que aten-
ta contra el presente y el futuro de la región.
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Aragua: La percepción de un Estado delincuente

IRIS TERÁN
MARÍA CHACÓN
MAILY TANG
SOLANGE DE GARCÉS

De la apacible hospitalidad a la implacable letalidad

El estado Aragua es una región geográ0ca históricamente 
caracterizada por la calidez y hospitalidad de sus pobladores; no en 
vano la región aragüeña ha sido bautizada por los cronistas e his-
toriadores como “la encrucijada de todos los caminos”, que tiene 
como capital a Maracay, la hermosa Ciudad Jardín que, parafra-
seando a sus juglares, es una ciudad que ha mantenido un parti-
cular encanto para foráneos, que hace que: “El que llega aquí se 
queda y, si se va, regresa”. 

Sin embargo, durante las últimas dos décadas, este panora-
ma de encanto, tranquilidad y sano disfrute de sus hermosos pai-
sajes y de la buena compañía de sus habitantes ha ido cambiando 
paulatinamente y dando paso a una región insegura y violenta, 
gracias a la penetración del narcotrá0co y a la corrupción institu-
cional, que ha a0anzado la impunidad de los delitos en el estado.

A 0nales del año 2015 e inicio del 2016, aparecieron dos fac-
tores catalizadores que, amparados en la impunidad de los proce-
sos jurídicos, han acelerado el incremento de la espiral de violencia 
durante los tres últimos años. Estos factores son: el desbordamien-
to de la violencia carcelaria hacia los espacios comunitarios, prota-
gonizada por la acción coordinada de la organización delictiva del 
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Tren de Aragua y la creciente acción genocida de grupos de exter-
minio de cuerpos de seguridad del Estado. 

En el presente capítulo, se pretende hacer una aproximación 
a la comprensión de las dinámicas que permiten categorizar la vio-
lencia y letalidad policial en el estado Aragua, entidad federal vene-
zolana que, en los últimos tres años, se ha convertido en el estado 
más violento del país, no solo por tener la mayor tasa de muer-
tes violentas, sino porque también es el estado donde se observa 
mayor porcentaje de muertes cruentas. 

Durante el año 2018, ocupó el primer lugar entre los estados 
más violentos en Venezuela, registrando una tasa global de 167,9 
muertes violentas por cada cien mil habitantes, duplicando la tasa 
global del país. “De los 18 municipios que conforman el estado, 
solo uno tiene una tasa inferior a la nacional: el municipio Martín 
Tovar y Tovar, todos los demás tienen tasas muy altas” (Briceño-
León, Camardiel y Perdomo 2019, p. 398). 

Al analizar la tendencia de la evolución de la tasa global de 
muertes violentas del estado Aragua durante el período 2018-2020, 
se observa una tendencia al descenso, al disminuir desde una tasa 
de 167,9 muertes por cada cien mil habitantes en el año 2018, a 
una tasa de 82 en el 2019 y de 61 muertes violentas por cien mil 
habitantes para el 2020 (OVV Aragua, 2020). Entre estas muer-
tes se incluyen las que resultan de las acciones de los cuerpos de 
seguridad. Esto se evidenció durante el primer semestre del 2018, 
cuando la violencia delincuencial dominaba los reportes de muer-
tes en el estado, teniendo como móvil principal el robo y el ajuste 
de cuentas, “pero desde el mes de julio, la violencia delincuencial 
fue superada progresivamente en el estado por la violencia poli-
cial, convirtiéndose la resistencia a la autoridad en el móvil más 
frecuente de los homicidios” (OVV Aragua, 2019).

En el devenir de los meses y según se desarrollan los aconte-
cimientos en el país, el horario en que ocurren los homicidios por 
“resistencia a la autoridad” se ha visto modi0cado. Además, se ha 
observado que no existe un patrón de0nido en el estado de cuáles 
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son los municipios más violentos; esto es muy variable y depen-
de de la actuación de los cuerpos de seguridad. La mayoría ocu-
rría durante los 0nes de semana en horario nocturno, en la calle 
y distante de las viviendas de las víctimas, lo que indicaba que las 
defunciones eran producto de la violencia delincuencial. 

Este patrón cambió y ahora ocurren entre semana, en horario 
diurno (en horario de trabajo policial) y en las viviendas de las víc-
timas o cerca de ellas, lo que sugiere que son producto de la violen-
cia policial como resultado de la llamada “Operación Madriguera”. 

Todos estos acontecimientos hacen que el estado Aragua se 
haya mantenido en el primer lugar entre los estados con mayor tasa 
de muertes por resistencia a la autoridad del país durante el perío-
do 2018-2020, mostrando para el año 2018 una tasa de muertes 
por resistencia a la autoridad de 73, que era 2,7 veces mayor que 
la tasa del país (OVV Aragua, 2019). Mientras que, para el año 
2019, presenta una tasa de 37 muertes por resistencia a la autori-
dad por cada cien mil habitantes, siendo 1,9 veces mayor a la tasa 
del país correspondiente al 2019; y, para el año 2020, presenta 
una tasa de 26 muertes por resistencia a la autoridad por cada cien 
mil habitantes, que es 1,6 veces mayor que la tasa del país (OVV 
Aragua, 2020).

En virtud de lo anterior y con el 0n de comprender este 
fenómeno social, se realizaron dos grupos focales y cuatro entrevis-
tas con el propósito de recabar información sobre los homicidios 
cometidos por los organismos de seguridad del Estado y de apro-
ximarnos a la comprensión de las dinámicas y circunstancias que 
intervienen en la ejecución de este tipo de homicidio, que común-
mente es cali0cado como resistencia a la autoridad. Se organizaron 
dos (02) grupos focales (GF) y se realizaron cuatro (04) entrevistas 
a familiares de víctimas de letalidad policial. Los resultados fueron 
analizados individual y colectivamente con el 0n de identi0car las 
categorías de análisis que orientarán la discusión.

Para seleccionar los GF, fueron considerados criterios de 
inclusión y exclusión de los participantes en la investigación. 
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Como criterios de inclusión para el primer GF, fueron escogi-
das personas que habitan en comunidades donde han ocurrido 
casos de muertes extrajudiciales. Los criterios establecidos para el 
segundo GF fueron personas que tienen conocimiento de casos de 
muertes extrajudiciales fuera de su comunidad, pero no ha ocurri-
do ningún caso en el entorno donde reside. Fueron excluidos del 
estudio los participantes que no atendieron a los criterios ante-
riormente establecidos.

Los participantes de los grupos focales fueron codi0cados con 
las letras: P y G, indicando la letra P el número con que se iden-
ti0có al participante dentro del grupo (1 al 9) y la letra G al gru-
po focal al cual pertenece (1 o 2). Los familiares de las víctimas de 
violencia y letalidad policial que fueron entrevistados fueron codi-
0cados con la letra E, numerados del 1 al 4, según el orden en que 
se realizaron las entrevistas en profundidad.

El contexto aragüeño actual: 
¿Apología de un Estado social de derecho 
o de un estado de excepción?

Según el artículo 2 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela (CRBV, 1999), estamos constituidos en 
un Estado democrático y social de derecho y justicia que, entre 
otras cosas, garantiza la preeminencia de los derechos humanos, 
la ética y el pluralismo político. Sin embargo, durante los 10 pri-
meros años de la República Bolivariana de Venezuela, se gobernó 
mediante leyes habilitantes, propiciando esta práctica autocrática de 
gobierno. A partir del primer quinquenio de la revolución boliva-
riana, esta visión de país, de0nida en la carta magna, ha ido trans-
formándose paulatina y luego drásticamente de un Estado social 
de derecho y justicia hacia un estado de excepción.

Después del paro petrolero del 2002-2003, el gobierno de 
Hugo Chávez Frías comenzó a implementar, bajo el amparo de un 
hábil discurso populista segregador, estrategias políticas destinadas 
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a acabar literalmente con todo aquel que comulgara con ideas con-
trarias a la visión ególatra del carismático mandatario. De tal for-
ma que, en medio del mayor auge histórico de ingresos petroleros 
del país, se dieron los despidos masivos y la persecución política del 
personal altamente cali0cado de PDVSA, tras ser acusados como 
traidores a la patria. También fueron perseguidos y diezmados los 
miembros de las Fuerzas Armadas que eran leales a la patria y no 
incondicionales del gobernante.

Al mismo tiempo, se inició el desmantelamiento de la insti-
tucionalidad pública, creando instituciones paralelas de muy bajo 
rendimiento que absorbían la mayor parte del 0nanciamiento públi-
co y, por otra parte, mediante un masivo populismo nepótico que 
se impuso en la red de instituciones públicas tradicionales, mal-
tratando y acosando psicológicamente a los funcionarios públicos 
capacitados para que se fueran de la institución.

Posteriormente, a partir del año 2013, cuando fallece Hugo 
Chávez y asume Nicolás Maduro como presidente de la República, 
la prioridad del gobierno se enfoca en implementar estrategias polí-
ticas para oprimir a los sectores opositores y mantener el poder, fun-
damentadas en un permanente estado de excepción que, a partir 
del año 2015, se hipertro0a y se hace visible mediante el creciente 
protagonismo que ha tenido la violencia y letalidad policial, par-
ticularmente en el estado Aragua, cuyo comportamiento y carac-
terización constituyen el tema central de este capítulo.

La caracterización de las dinámicas de la violencia 
y letalidad policial en el estado Aragua

Producto del análisis colectivo de las categorías que emer-
gieron de las diferentes fuentes de información, se develaron siete 
categorías integradoras a partir de las cuales fue posible organi-
zar la información para acercarnos a una primera aproximación a 
la caracterización de las dinámicas de la violencia y letalidad poli-
cial en el estado Aragua, las cuales se mencionan a continuación:
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La violación sistemática de los derechos humanos

Es la categoría que se valida con más fuerza en el testimonio 
de las participantes al relatar los diversos hechos, amenazas y cir-
cunstancias a los que se exponen los familiares de las víctimas de 
la letalidad policial una vez que se consuma la ejecución extraju-
dicial. En este sentido las participantes expresan, en primer lugar, 
un sentimiento de vulnerabilidad de sus derechos, especialmente 
a la integridad física y seguridad, así como a la libertad y derecho 
a un juicio justo, como lo expresado en el siguiente comentario:

Esos casos son como que se los lleva el viento, eso, los familiares 
no pueden moverse ni nada, […] ellos no se atreven a hacer denuncia 
porque entonces pueden tomar represalias hacia familiares… (P7G1).

Otro aspecto que se valida en el ámbito de la violación sis-
temática de los derechos humanos es la pérdida, en los funciona-
rios y en la institucionalidad policial, de la noción del concepto 
de dignidad humana. En este sentido, los familiares y dolientes de 
las víctimas de la letalidad policial son sometidos a una serie de 
humillaciones y vejaciones que irrespetan la dignidad de los fami-
liares y de la víctima en su condición irrenunciable de ser humano. 

Explican los entrevistados que, cuando la muerte es produc-
to de un operativo policial, en la morgue no les entregan el cadáver 
sino hasta que está en avanzado estado de descomposición, lo que no 
permite realizar el velatorio y el sepelio, violentando la dignidad 
del difunto y sus deudos. Por el contrario, los cadáveres son cosi-
0cados como mercancía por parte de los funcionarios policiales, 
exigiéndoles a los familiares como requisito, para la entrega de su 
deudo, el pago de una tarifa en dólares. En caso de no poder pagar, 
los familiares denuncian que no tienen oportunidad de enterrarlos 
y darles cristiana sepultura, sino que los entierran en fosas comunes
(cadáveres desnudos en una misma fosa) y nada más pueden asis-
tir los padres.
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También se evidencia la violación sistemática del derecho a 
la vida, a la seguridad e integridad personal y a la igualdad de dere-
chos. Esto se observa especialmente en los casos de estigmatización 
de los exconvictos que cumplen su condena y salen con libertad 
plena y, sin embargo, son víctimas de discriminación por parte del 
criterio policial en relación con la igualdad del derecho a la vida. 
En este sentido, las participantes coinciden en comentar que pare-
ce que hubiese pena de muerte en el país porque, apenas salen en 
libertad plena los jóvenes exconvictos, en el primer operativo policial 
que ocurra los matan así estén tranquilos en su casa, o sea que son 
víctimas de una letal estigmatización social por parte de los cuer-
pos policiales, quienes extrajudicialmente se encargan de cumplirla.

En Aragua ocurre una victimización implacable de los fami-
liares del presunto delincuente asesinado, ya que las ejecuciones 
extrajudiciales son realizadas públicamente dentro de las casas, en pre-
sencia de familiares y vecinos, sin ningún tipo de consideración por la 
edad y sexo de los presentes y, no conforme con eso, son extorsionados y 
violentados en su dignidad humana, al impedirles el derecho de cum-
plir con los ritos funerarios tradicionales, que les corresponde por su 
condición de seres humanos, a sus seres queridos independiente-
mente de su situación ante la ley.

Desde el punto de vista de la salud mental, este procedimiento 
policial genera un desarrollo inapropiado del proceso de duelo que 
viven todos los seres humanos al sufrir una pérdida. El duelo es un 
proceso de adaptación que resulta especialmente relevante cuan-
do se pierde a alguien muy importante, como: hijo, padres, pare-
ja, hermano. Más aún cuando los fallos legales que declaran a los 
victimarios como inocentes frustran a los dolientes y estos suelen 
quedar insatisfechos y sin alivio. Son circunstancias que atormen-
tan y suelen estar acompañadas de intenso deseo de hacer justicia 
por su propia mano, especialmente en los adolescentes. 

Otra situación que emerge a la vista es la violación sistemá-
tica y 1agrante de los derechos de la mujer, mediante el amedren-
tamiento policial a la comunidad y el maltrato físico a la mujer 
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por parte de funcionarias femeninas para evadir la protección que 
les con0ere la ley. 

Una consecuencia de esta violación sistemática de los dere-
chos humanos es la naturalización de las muertes violentas que exis-
te en el imaginario colectivo de las participantes, quienes dan por 
sentado que es normal que el gobierno le ordene a la policía lle-
gar a los barrios a exterminar gente como estrategia para comba-
tir la delincuencia. Asimismo, tienen integrada en su cotidianidad 
la posibilidad de que, en el seno de una familia, mueran impu-
nemente varios jóvenes masculinos por causa de la violencia y la 
letalidad policial.

También se devela la violación de los derechos: al libre pensa-
miento, a la libertad de comunicación y a la seguridad e integridad 
personales cuando sistemáticamente amedrentan a las comunida-
des y se aprovechan de los operativos policiales de exterminio para 
fomentar una matriz de opinión pública negativa hacia la oposición 
política. Es decir, que se utiliza la letalidad policial como medio 
para desacreditar políticamente a los opositores, tal como se deve-
la en el siguiente comentario de P7G1, quien a0rma con convic-
ción que las FAES llegaron a la cola del gas y les dijeron: “Bueno, 
aquí llegó la muerte, vamos a matar a todos los chavistas. ¿Usted 
es chavista? Lo voy a matar”. 

Por otra parte, los líderes comunitarios o0cialistas también 
se aprovechan de este terror y frustración que genera la violencia 
y letalidad policial en las comunidades para vulnerar el derecho 
al libre pensamiento, así como el ejercicio de los derechos políti-
cos de los(as) ciudadanos(as), cuando intencionalmente recurren, 
como estrategia política, al desprestigio y sometimiento al escar-
nio público de los líderes comunitarios de la oposición. En este 
caso, a E2 le vulneran el derecho a la vida, en virtud de que reci-
bió una amenaza de muerte por una campaña de desprestigio lle-
vada a cabo impunemente por la dirigencia comunitaria chavista.
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Yo estoy amenazada de muerte desde hace 5 años. Eso me lo hizo 
fulana, ¿te acuerdas de fulana? Ella anda en su mundo de su chavis-
mo, verdad, pero entonces, por la forma de yo hablar, de yo pensar, 
de yo expresarme y porque no estoy de acuerdo que yo tenga que 
rendirles pleitesía, ¿me entiendes? (E2). 

Otro aspecto develado en los testimonios es que se mencio-
nan casos donde se observa claramente la violación de los derechos: 
a la libertad, a la seguridad e integridad física y al derecho de las 
líderes comunitarias a ejercer sus funciones dentro de la estructura 
de la participación popular. Del mismo modo, se evidencia tam-
bién la violación 1agrante y sistemática de los derechos de la mujer 
cuando, premeditadamente, se utiliza a las funcionarias policiales 
femeninas para maltratar y torturar a las mujeres y de esa manera 
evadir la protección que con0ere la Ley Orgánica del Derecho de 
la Mujer a tener una vida libre de violencia, tal como a continua-
ción lo denuncia el siguiente testimonio:

Ya estamos amenazadas por el FAES… Todas las voceras de la 
calle deben saber dónde están todas las personas que viven en esta 
calle, si no le agarran los hijos de uno a cocazos o le meten los dedos 
en la licuadora. Eso pasó. Una fémina (mujer policía) le metió los 
dedos en una licuadora encendida [como forma de amenaza extre-
ma, sin llegar a mutilarla] a una señora que le andaban buscando 
el esposo (P7G1).

Otros testimonios, como el de P2G1, muestran cómo el aco-
so policial al que están sometidos los líderes comunitarios vulnera 
incluso el derecho a la alimentación de la población de las comu-
nidades populares:

Allá en mi comunidad llegó el FAES pidiendo la lista de los 
malandros a la vocera del CLAP y la vocera les decía: tengo censa-
dos solo jefes de casa, niños; y se le llevaron las 62 cajas de CLAP 
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hasta que no entregara la lista de malandros que vivían en ese lugar. 
Sí, se las regresaron porque ella habló con el gobernador y este con 
la alcaldesa y se las devolvieron. Eso sí, una que otra completa y la 
mayoría incompleta (P2G2).

A través de estos testimonios, se identi0ca también el siste-
mático abuso policial y la violación 1agrante de la Lopnna que se 
evidencia claramente, en primer lugar, por el hecho de que las eje-
cuciones extrajudiciales son realizadas a pleno día, en presencia de 
niños, ocasionándoles un inmensurable daño psicológico y emo-
cional al generar una distorsión y/o inversión de valores donde se 
privilegia la cultura de la violencia y la barbarie ante la opción civi-
lizatoria de la cultura de la tolerancia y la paz, tal como lo descri-
be el triste relato que tenemos a continuación:

A pleno día, que lo vio grande, chiquito y así niños de todos tama-
ños. Tanto es así que, ahorita un niño vecinito, que va a cumplir 2 
años, presenció cuando remataron a H.J. al frente del CDI. Ahora 
ese niño cuando te ve te hace así “¡pum! ¡pum! Te voy a matar”. Y 
hay niños, en otras partes, que tú estás haciendo cualquier cosa, te 
dicen: “Te voy a acusar con el fulanito pa que te maten”. Otros lo 
imitan y cuando le preguntan: ¿Quién eres tú? dicen: “Yo soy fula-
nito. Te voy a matá” (E2).

En otras palabras, que la exposición de los niños a ser testi-
gos directos o indirectos de la impunidad, del abuso y la barbarie 
de la letalidad policial genera modelos negativos de vida, además 
de sentimientos de impotencia y odio. Sentimientos que probable-
mente contribuyan a explicar la espiral de crueldad que actualmen-
te muestran los niños y adolescentes que han asumido el control 
de algunas bandas delictivas de la región, por ejemplo, los niños 
que conforman el tristemente famoso “Tren del Sur”. 

Por otra parte, no solo se evidencia la violación sistemáti-
ca y 1agrante de la Lopnna, sino también de la Ley Orgánica del 
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Derecho a la Mujer a una vida libre de violencia, en virtud de que 
los propios niños, al igual que sus madres, también son víctimas 
del maltrato policial que ocurre durante los operativos policia-
les de exterminio. Como se aprecia en los siguientes testimonios:

Así como cuando agarraron a golpes a la vocera en mi comuni-
dad, esa lloró, renunció al CLAP. La tenían dándoles golpes a los 
niños para que hablara, porque ella sabía. Están pequeños todavía, 
tenían como ocho o nueve años. Les halaron el cabello, sí, para que 
ella hablara. Eso fue el año pasado (P8G1).

Y vino la mujer policía y esa le dio de golpe y patada a esa pobre 
mujer, ella fue a 0scalía, fue a Caracas, dónde no fue esa mujer, a 
ella nadie la defendió (P2G1).

Otros testimonios analizados son claros ejemplos de viola-
ción a los derechos: al libre tránsito y a la libertad de expresión de 
las personas que viven en comunidades ubicadas en las denomi-
nadas zonas de paz, a quienes les prohíben el paso a su casa, por 
períodos de hasta aproximadamente 12 horas, cuando estas que-
dan en el perímetro donde haya ocurrido un hecho domiciliario 
de violencia y letalidad policial.

La letalidad policial: Un modus operandi común

Llama la atención el hecho de que, al analizar todos los casos 
de letalidad policial que fueron relatados por cada una de las ocho 
participantes, se develó que, a pesar de ser las comunidades distan-
tes y pertenecer a diferentes municipios, relatan un mismo patrón 
de actuaciones durante la realización de los operativos policiales 
donde presuntamente ocurrieron los ajusticiamientos extrajudi-
ciales, incluso en aquellos que ocurrieron en comunidades don-
de todavía no han llegado las “zonas de paz” ni están bajo estricto 
control policial.
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En primer lugar, según los testimonios, se evidencia que hay 
una sistematización en el modus operandi de los operativos policia-
les, que se caracteriza por las siguientes fases:

a) Derriban la puerta de las viviendas a patadas sin mostrar nin-
gún tipo de orden judicial.

b) Separan a los familiares de la víctima, generalmente desarma-
da, y proceden a ajusticiarla dentro de la casa.

c) Disparan de adentro hacia afuera de la casa para simular un 
enfrentamiento que es desmentido totalmente por los fami-
liares y testigos.

d) Limpian, desmontan o alteran la escena del crimen, la cual no 
es veri"cada por ningún otro organismo de seguridad, sino que 
es reportada por los mismos funcionarios que realizaron la 
ejecución (son juez y parte a la vez). 

e) Amedrentan de modo sistemático a los familiares y testigos con 
amenazas de muerte hacia ellos y sus familiares que, inclu-
so, pueden llegar hasta la siembra de drogas y armamento de 
guerra cuando estos se resisten ante el abuso policial, neu-
tralizándolos mediante el encarcelamiento para evitar que 
denuncien, al colocarlos en categoría de delincuentes priva-
dos de libertad cuyo testimonio no tiene peso alguno para 
desvirtuar la versión o0cial de los funcionarios. 

A partir del testimonio de E2, se precisa que en la violencia 
y la letalidad policial ejercida por las FAES existe una sistemati-
zación en la forma como abordan las comunidades y en la aleato-
rización de la letalidad en la población de las comunidades de las 
zonas de paz, donde intervienen regularmente:

Sí, y de paso son carros que no… son carros muy diferentes. 
Cuando pasa el negro, el rojo, el verde y el azul, está el FAES. Sí, en 
carro de civil y llegan así de repente, llegan a cualquier comunidad, 
vienen a matar a todos los que consigan en la calle (E2).
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Por otra parte, también se devela que existe un patrón tipo 
ritual de inicio, que activa el terror que infunden las FAES en las 
personas, que se sienten absolutamente vulnerables ante el cinis-
mo de su presencia durante el desarrollo de sus operativos. En este 
sentido, E2 explica:

Cuando él (comandante de las FAES) se baja de la patrulla, 
siempre hace el mismo procedimiento. Se pone el fusil en el hom-
bro y se pasea cantando la misma canción: “Llegó la muerte, anda-
ba de parranda…”. Esa es su canción… ¡y después comienza la 
matanza! (E2)

Todo lo hasta ahora descrito nos permite a0rmar que, por 
lo menos en el estado Aragua, se evidencia que la violencia y leta-
lidad policial es una estrategia de dominación que obedece a una 
política de seguridad del Estado venezolano, dirigida a controlar a 
las comunidades pobres y predominantemente o0cialistas. 

La violación 1agrante de los derechos humanos de los ciu-
dadanos y el asumir a la violencia y letalidad como lineamiento 
político del Estado obedece en primer lugar a que, contrario a lo 
que reza la CRBV, durante la mayor parte del período del gobier-
no revolucionario no hemos vivido en un Estado democrático de 
Derecho y Justicia, sino que hemos estado viviendo en un per-
manente estado de excepción que, según Agamben (2005), es la 
herramienta que usan los totalitarismos para instaurar una gue-
rra civil legal. 

De la corrupción a la delincuencia policial 

Esta nueva categoría emergente identi0ca y describe los dife-
rentes delitos cometidos por los funcionarios policiales, que son 
visibilizados en el testimonio de las participantes y que estaban bana-
lizados detrás de la categoría “corrupción generalizada de los cuer-
pos policiales”. Entre estos tenemos los relatos que hacen referencia 
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a la impunidad de las ejecuciones extrajudiciales, realizadas en pre-
sencia de los familiares, donde los funcionarios involucrados lim-
pian la escena del crimen, amedrentan, siembran y neutralizan a 
los testigos, para 0nalmente simular y difundir la versión o0cial 
del supuesto enfrentamiento.  

Estaba vivo cuando lo montan en la patrulla para llevarlo para 
el CDI. El funcionario del FAES que estaba a cargo del operati-
vo fue hasta allá y le metió 3 tiros más y lo mató. ¡Eso es demasia-
do horrible! ¡A pleno día, que lo vio grande, chiquito y así niños de 
todos tamaños! (E2).

El de la otra señora que le mataron los dos hijos dentro de la 
casa y ella no pudo denunciar ni nada porque a ella la sembraron, 
a ella le metieron un maletín de drogas y todavía está presa por eso 
(P2G1 caso1).

Por otra parte, entra dentro de esta categoría de delincuencia 
policial la complicidad institucional en relación con el productivo 
negocio que se ha creado en torno a los trámites que tienen que 
hacer los familiares para reclamar los cadáveres de las víctimas de 
la violencia policial. En este sentido, P8G1 comenta:

Hace seis meses a un muchacho de 16 años lo enterró la PTJ. 
Ni siquiera esperaron que la mamá llegara, le pidieron dólares, ella 
los pagó y no la esperaron para ver a su hijo (P8G1).

Otro de los delitos identi0cados en el relato de las participan-
tes es la modalidad de “secuestro exprés”, el cual se caracteriza por 
el hecho de que la víctima permanece poco tiempo retenida, gene-
ralmente dentro de un vehículo que permanece en movimiento, 
mientras el secuestrador negocia con los familiares el pago del res-
cate. En este tipo de casos, el mismo suele ser consumado por los 
propios funcionarios policiales, quienes pueden simular un puesto 
de control u otras veces realizan un allanamiento arbitrario y, sin 
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motivo real, se llevan detenida a la víctima, pero nunca la llevan a 
ningún comando, sino que se comunican con los familiares y les 
exigen rescate en dólares, el cual debe ser entregado en las zonas 
de liberación. De no ocurrir el pago del rescate, la víctima apare-
ce muerta en la misma zona. 

El abuso y la delincuencia policial fortalecen el despresti-
gio y rechazo de esta población hacia los cuerpos de seguridad del 
Estado, así como una paradójica idealización reactiva hacia los “líde-
res negativos” que controlan las zonas de paz, quienes, a pesar de 
la cruenta violencia que son capaces de generar cuando la pobla-
ción “se come la luz” con respecto a las normas que estos impo-
nen, la gente se siente más segura con ellos, porque re0eren que 
estos cumplen su palabra y les dan protección a quienes cumplen 
con las normas establecidas, mientras que los funcionarios poli-
ciales están profundamente desprestigiados y no gozan de credi-
bilidad ni con0anza en la población, ya que estos actúan de una 
manera caprichosa y aleatoria, “siembran” a las personas inocentes 
para forjarles evidencia, asesinan impunemente e irrespetan con-
tinuamente sus derechos y su dignidad humana, manteniéndolos 
muchas veces aterrorizados ante los cruentos operativos policiales, 
caracterizados por: desprecio, burla, saña y cinismo de los funcio-
narios hacia la condición humana de la población.

Decadencia de la institucionalidad pública 

Esta categoría de análisis comprende las diferentes mani-
festaciones que demuestran la pérdida del sentido del rol y de la 
misión de las diversas estructuras de la institucionalidad pública. 
Este comportamiento es consecuencia tardía del complejo pro-
ceso de burocratización de la gestión pública que empezó a visi-
bilizarse en los años setenta, como respuesta a políticas laborales 
populistas, orientadas a satisfacer el clientelismo político que se 
generó en el marco del auge petrolero del primer gobierno de 
Carlos Andrés Pérez. 
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Seguidamente, en el año 2003, a partir del paro petrolero, el 
presidente Hugo Chávez, con asesoría del gobierno de Cuba, des-
virtúa la función pública y le da carácter de objetivo estratégico-po-
lítico, instaurando un proceso paulatino de desmantelamiento de 
la institucionalidad pública a partir del acorralamiento de los fun-
cionarios profesionales formados, con experticia y criterio propio, 
sustituyéndolos por personal sin formación en el área, sin criterio 
técnico, pero que sabe cumplir órdenes. Es decir, se militariza la 
institucionalidad pública y con ello se abona el terreno para la ins-
tauración de la corrupción a gran escala, reproductora de un sec-
tor público cada vez más ine0ciente e improductivo. 

Las consecuencias actuales de todo este proceso histórico 
político se re1ejan en el testimonio de los participantes del segun-
do grupo focal, quienes nos develan en sus comentarios los dife-
rentes rostros de esta decadencia de la institucionalidad pública, 
que contribuye en gran parte con la profunda crisis en la que esta-
mos sumidos. 

La primera dimensión que emerge en la discusión es la deca-
dencia política, que se devela por las acciones ilícitas y delictivas que 
implican violación de derechos humanos y que se dan a nivel de 
algunos gobiernos locales y donde están involucrados el liderazgo 
político municipal, así como los organismos de seguridad del Estado. 

Otro de los rostros visibles es la decadencia de la dimensión 
ética institucional, que se evidencia en el establecimiento de tarifas 
para el cobro de comisión por parte de los funcionarios públicos de 
todos los niveles, donde la misión institucional es desplazada por 
el interés del provecho individual que pueda sacar el funcionario, 
independientemente del impacto que esta negociación ilícita pue-
da tener en los alcances de la función institucional. 

La tercera de las dimensiones evidenciadas es el desprestigio 
institucional que prevalece en la matriz de opinión de la pobla-
ción. Asimismo, se evidencia la naturalización de la corrupción de 
las instituciones, que se visibiliza en la cotidianidad de las manifes-
taciones de maltrato y abuso de poder por parte de funcionarios, 
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así como de la extorsión y de la frecuente búsqueda de “padrinos” 
como estrategia de las víctimas para evadir, eliminar y/o aminorar 
el impacto económico de la extorsión, así como la tácita compli-
cidad entre las diversas instancias de la institucionalidad pública. 
Esto se observa en los siguientes relatos de P2G2, que nos ilus-
tra con un caso de abuso policial, apadrinamiento y complicidad 
institucional: 

Aparte de eso, una de las 0scales, amiga mía, me llamó en ese 
momento y le comenté: Mire doctora estoy detenido o secuestrado 
en la comisaría del centro. “¿Cómo es eso?”. No, y que yo atraqué 
a una señora. Me dijo: “No se preocupe que ya vamos a solucio-
nar eso”. El policía me dijo: “Buena vaina que nos echaste” […] 
Entonces voy a la Fiscalía para poner la denuncia y me dice la 0s-
cal: “No te voy a aceptar la denuncia porque tú eres amigo mío y si 
pones la denuncia la voy a archivar, no vamos a averiguar nada, así 
que quédate tranquilo … porque si pones la denuncia te van a sem-
brar droga” (P2G2, caso 2).

Por otra parte, se evidencia el notable deterioro de la calidad 
de servicio actual de las instituciones públicas venezolanas, donde 
los ciudadanos que han sido víctimas de delincuencia tienen que 
llevar hasta el papel con el que le van a tomar la denuncia, trasla-
dar a funcionarios para que se movilicen e incluso pagarles viáti-
cos para que cumplan con su labor.

En el siguiente comentario de P1G1 se develan dos hechos 
de corrupción policial que están implícitos en el testimonio. En 
primer lugar, la primera frase expresa entre líneas que, si la gente 
puede pagar las tarifas que establecen los cuerpos policiales, puede 
obtener libertad plena, porque se borran los expedientes. Mientras 
que la segunda frase pone en evidencia la ocurrencia de un posi-
ble sicariato por parte de los mismos cuerpos policiales. Es decir, 
que cobran por dejarlo en libertad y simultáneamente cobran tam-
bién por asesinarlos.
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El muchacho pagó, no se sabe cuánto, pero pagó y salió en liber-
tad plena y regresó al barrio y estaba en la casa de la abuela […] 
Según ellos bajaron buscando a otro y resultó muerto el muchacho 
que había estado preso (P1G1, caso 1).

Por otra parte, se evidencia una inversión de valores en el 
imaginario colectivo de la población cuando existe un profundo 
rechazo hacia los cuerpos policiales, mientras, simultáneamente, se 
aprecia una idealización de los líderes negativos de las comunidades.

El “pran” [o cabecilla delictivo] lo primero que te hace es esto: 
Vamos a suponer que el muchacho está comenzando, se te está des-
viando. Yo lo he oído, yo he oído eso: “Coño, chamo, tú estás estu-
diando”. […] y dice: “Coño, yo les voy a decir algo a ustedes, yo 
estoy en mi mundo, yo no me meto en la vida de nadie, pero yo les 
voy a dar un consejo a todas esas madres: si ese niño, a todas esas 
madres, cuando el hijo se le esté desviando y quieran venirse conmi-
go, no me echen la culpa a mí. Es por culpa de ustedes. ¡Ojo! Que 
ustedes no están pendientes de sus chamos, ustedes no están pen-
dientes de qué están haciendo, ni para dónde van”. Más bien, da 
consejos a ese niño (E2).

Bueno, por allá por donde yo vivo había un grupo de policías 
que se la pasaban martillando a los negocios de venta de cerveza, a 
las bodegas. Entonces, de la noche a la mañana apareció un mucha-
cho de por allá mismo que dijo que, de ahora en adelante, él era el 
“pran” del barrio. El muchacho en realidad empezó a poner las cosas 
en orden. Se acabaron los robos y los atracos, ya uno podía salir a 
la hora que fuera y todo tranquilo […] Lo mataron en marzo y, de 
hecho, ya en el barrio volvió a empezar la robadera, la policía se la 
pasa otra vez martillando a los negocios y ya todo se echó a perder, 
nada que ver como cuando él estaba (P2G1, caso 3).

En estos dos últimos testimonios no solo se aprecia la evi-
dente inversión de valores comentada anteriormente, sino que se 
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deja ver una paradójica función disciplinadora de los líderes nega-
tivos en las comunidades, que supuestamente ofrecen “orden, segu-
ridad y protección” a cambio del cumplimiento de un código de 
normas absolutamente arbitrarias e implacables, cuya desobedien-
cia puede implicar hasta una sentencia de muerte. 

Es decir, por un lado, los cuerpos policiales actúan extralimi-
tándose del marco de la soberanía nominal del Estado, al segregar 
a la población a nivel local y decidir continuamente quién puede 
vivir y quién debe morir, mientras el control efectivo de los pra-
nes persigue el principio panóptico de domesticar a la población, 
lo que nos lleva a re1exionar en torno al trasfondo de la verdadera 
función política punitiva de ambos extremos de la violencia. Todo 
esto viene a corroborar y ampliar lo planteado en investigaciones 
anteriores de Lacso sobre una “institucionalidad paralela o emer-
gente” (p. ej., en Carrillo, Herrera y Ortega, 2016).

Indefensión de las comunidades ante el abuso 
y la impunidad policial

La categoría integradora que emerge a continuación es el esta-
do de amedrentamiento e indefensión en que se sienten las parti-
cipantes de las comunidades violentas y especialmente de las que 
viven en “zonas de paz” del estado. En este sentido, se pudo per-
cibir que esto se hace presente a través del lenguaje no verbal que 
manifestaron las participantes, develando que existe un profun-
do miedo, en cuatro de las ocho entrevistadas, de hablar pública-
mente del tema, especialmente las participantes P1G1 (habitante 
de una ciudadela socialista) y de P6G1, P7G1 y P8G1 (habitan-
tes de zonas de paz). 

Se hace evidente, en el relato y en la actitud de las participan-
tes de las comunidades con mayor grado de control social, que estas 
temen cometer una imprudencia en la cotidianidad de sus conver-
saciones y ser blanco de represalias de cualquiera de los dos ban-
dos. En virtud de esto, desarrollan mecanismos de defensa como 
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la autocensura permanente, evitando hablar del tema en público 
y aun dentro de sus casas, como lo mani0estan verbal y gestual-
mente P6, P7 y P8. También expresan inconscientemente lo que se 
conoce como elementos paralingüísticos o paralenguajes. Muestra 
de ello es la forma de hablar de P1G1, que baja automáticamente 
el tono de la voz cuando va a comentar cualquier tema que con-
sidere “delicado”, incluso cuando se encuentra fuera del contexto 
de su comunidad. 

Estas actitudes coinciden plenamente con el efecto psico-
lógico de subordinación al poder que imprimen las sociedades 
panópticas como estrategia de control social. En este caso, las parti-
cipantes que viven en comunidades que están controladas, bien sea 
por los grupos de exterminio de la policía o por los pranes o líde-
res negativos de las llamadas zonas de paz, se sienten vulnerables, 
vigiladas e indefensas. Temen por su vida y por la de sus hijos, no 
confían en nadie dentro de su comunidad, porque el menos pen-
sado podría ser un “sapo” o “soplón” de la policía y/o “informan-
te” o “vigilante” de los pranes. 

Por otra parte, se evidencia también otro de los mecanismos 
que generan estado de amedrentamiento e indefensión, como es la 
violencia física, psicológica y estructural que viven las familias de 
las comunidades populares ante la impunidad policial y los abusos 
de los organismos de seguridad del Estado a los que están expues-
tos en el día a día. 

En este sentido, el relato de P2G1 nos ilustra claramente esta 
situación al comentar sus experiencias, donde describe un caso de 
amedrentamiento extremo a la madre de una víctima de letalidad 
policial, con el 0n de silenciar la posible denuncia y neutralizar a 
los familiares que se resisten ante el ajusticiamiento extrajudicial 
del que fueron testigos, tal como se expresa en el siguiente párrafo:

A la muchacha se la llevan presa, a la mamá del muchacho… 
Ellos limpiaron la casa, se llevaron los cuadros, se llevaron al cadá-
ver, se llevaron hasta la ropa del muchacho, se llevaron también los 
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corotos de la casa. Entonces acusaron a la señora y que de tener un 
cargamento de droga, lo cual es falso. La policía la sembró y la tuvie-
ron tres meses presa en Tocorón y ahora esta presa en su casa y eso 
se quedó así y eso ha pasado uuu2f… (P2G1 caso 1).

Otro aspecto que emerge del análisis de testimonios rela-
tados en el grupo focal es la intimidación sistemática que ejercen 
algunos organismos de seguridad, en este caso las FAES, sobre los 
vecinos y algunos líderes y/o promotores comunitarios, quienes 
son maltratados física y psicológicamente con el 0n de utilizarlos 
e involucrarlos de manera cruenta y abusiva en los ajusticiamien-
tos extrajudiciales, tal como lo describe crudamente el siguiente 
comentario de P1G1: 

Sacaron a mis dos hijas, también las maltrataron y las sacaron 
con las dos niñas para afuera y al muchacho lo mataron dentro de 
mi apartamento, en la entrada, para que no pudieran ver desde los 
otros edi0cios (P1G1 caso 2).

O como lo explica P7G1 cuando comenta con impotencia:

Bueno, por allá estaba una señora que la agarraron en su casa y 
le metieron los dedos en la licuadora para que delatara a una per-
sona que ellos estaban buscando y, como no lo hizo, le dieron una 
golpiza, la pusieron morada y le dijeron: “Ah, como tú dices que esa 
persona no vive aquí, bueno, entonces te vamos a matar a la fami-
lia, a todos”. Bueno, esa señora, que era una persona que trabajaba 
por la comunidad, se tuvo que mudar de la comunidad, porque no 
solo la maltrataron, sino que la amenazaron de muerte a ella y a su 
familia. ¡Eso lo hizo el FAES allá! (P7G1, caso 1).



196

La política carcelaria en Venezuela

En este sentido, se devela que en el estado Aragua funcio-
na una so0sticada y subliminal estructura panóptica del poder 
que trasciende la función tradicional de las cárceles, de dominar 
y domesticar a los convictos mediante un so0sticado proceso de 
“aislamiento y disciplina” (Foucault, 2002).

El Centro Penitenciario de Aragua o el Penal de Tocorón, 
como se le conoce popularmente, dejó de ser un centro de reclu-
sión para convertirse metafóricamente en la torre de vigilancia del 
sistema panóptico donde se concentra el máximo poder delincuen-
cial y las celdas de aislamiento fueron desplazadas por las comuni-
dades controladas por los “luceros” o mandaderos del pran mayor, 
que garantiza el disciplinamiento y control de todas las zonas de 
paz de la región, desde la seguridad y comodidad del so0sticado 
búnker en el que se ha transformado este centro penitenciario.

El origen de la violencia y letalidad policial

Posteriormente, al analizar los testimonios de las participan-
tes en relación con el origen de la violencia y letalidad policial, la 
respuesta es controvertida o hasta contradictoria, como es el caso 
con P1G1, que mani0esta no creer que los funcionarios reciban 
órdenes superiores, aunque en la primera sección ella misma relata 
que una funcionaria le había advertido, días antes, que tuviese pre-
visiones con un muchacho vecino, porque en cualquier momento 
vendrían a matarlo. Por otra parte, P2G1 opina que es por cade-
nas de venganza, mientras P3G1, P7G1 y E2 expresan, cada una 
a su manera, estar convencidas de que es por órdenes superiores, 
que son órdenes del gobierno:

Tengo entendido que el gobierno mandó a exterminar gente, 
porque por lo menos, ellos entran a las casas sin una orden y eso 
está prohibido (P7G1).
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Sí. A él lo mandaron a limpiar el estado Aragua. Y si lo ponen 
en el FAES, coordinador regional del FAES, quiere decir que va a 
estar en todo el estado Aragua (E2).

El trasfondo de esta realidad es explicado por la hipótesis de 
la necropolítica (Mbembe, 2011), la cual plantea que la expresión 
de soberanía reside ampliamente en el poder y la capacidad de deci-
dir quién puede vivir y quién debe morir. En este sentido, el patrón 
de la violencia y letalidad policial persigue sembrar el terror en las 
poblaciones de mayor vulnerabilidad social y económica y de esta 
manera minimizar las posibilidades de una rebelión de masas ante 
la profunda crisis económica, social y política que atraviesa el país.

La percepción de un Estado delincuente

Producto de la profunda y prolongada crisis de valores en que 
está sumergida la ética y la mística de la institucionalidad públi-
ca venezolana, y como consecuencia de la reiterada exposición de 
los venezolanos a situaciones de violación de sus derechos civi-
les, políticos y sociales por parte de los organismos policiales, que 
actúan bajo la sombra de la complicidad de una institucionalidad 
pública corrupta e ine0caz, la población se siente psicológicamen-
te deprimida, vulnerable e indefensa ante los abusos y la impuni-
dad de la violencia policial. 

Por otra parte, las participantes, al re1exionar sobre la profun-
da crisis institucional que se devela detrás de las diversas experien-
cias referidas durante la discusión, asumen una actitud autocrítica 
y señalan la responsabilidad colectiva que tenemos los ciudadanos 
por ser cómplices, de una u otra manera, de permitir que la situa-
ción haya llegado hasta tan crítico nivel. En este sentido, comparten 
sus puntos de vista, tratando de sensibilizar en cuanto a la mag-
nitud de la problemática social que estamos viviendo: ¿qué hacer 
para encontrar la luz al 0nal del túnel?
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Finalmente, al indagar entre los participantes sobre las posi-
bles alternativas para aproximarnos al diseño de estrategias integra-
les orientadas a solventar esta compleja problemática, las propuestas 
de solución aportadas por los participantes se resumen en una nueva 
categoría integradora: la recuperación de los valores y el relanzamiento 
de la institucionalidad pública y privada. Esta estrategia engloba los 
aspectos claves para emprender la titánica tarea de recuperar las con-
diciones éticas y humanas necesarias para la reconstrucción del país 
y recuperar la democracia y la calidad de vida de los venezolanos. 

A manera de conclusión

La violencia y letalidad policial es una patología social que 
devela la profunda y prolongada crisis civilizatoria en que está 
sumergida la ética y la mística de la institucionalidad pública vene-
zolana. Se retroalimenta de la arraigada inversión de valores que 
rige el imaginario colectivo de nuestra sociedad que, gracias a la 
impunidad crónica del abuso y la delincuencia policial, ha gene-
rado una paradójica idealización de los líderes de la delincuencia 
organizada que ejercen el control social de las zonas de paz. En 
efecto, las comunidades los pre0eren a ellos antes que a los orga-
nismos de seguridad del Estado, porque dicen que la palabra de 
los delincuentes es mucho más seria y con0able que la de un poli-
cía, en virtud de la vulnerabilidad que sienten los ciudadanos al ser 
sometidos aleatoriamente a situaciones asimétricas que implican 
la violación de sus derechos y la vejación de su dignidad humana.

Finalmente, de acuerdo con los testimonios recabados, toda 
esta dramática situación de abuso y letalidad policial ocurre en el 
marco de una complicidad institucional que eleva el abuso hacia 
un nivel de delincuencia policial, donde las instituciones no solo se 
cierran a recibir e investigar las denuncias de los familiares de las 
víctimas de la violencia y letalidad policial, sino que participan acti-
vamente en la comisión de delitos en combinación con los fun-
cionarios e incluso con los mismos delincuentes, fortaleciendo un 
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círculo vicioso que retroalimenta la espiral de reproducción de la 
violencia en el estado Aragua. Es decir, que a0anza continuamente 
la percepción de la existencia de un Estado delincuente, que día a día 
se a0anza más en el imaginario colectivo de la población aragüeña.

La propuesta colectiva para emprender la titánica tarea de 
recuperar las condiciones éticas y humanas necesarias para la recons-
trucción del país y para recuperar la democracia y la calidad de vida 
de los venezolanos se sintetiza en la recuperación de los valores 
humanos y el relanzamiento de la institucionalidad social, públi-
ca y privada.
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Caracas: Resistencia a la autoridad 
e impacto de las FAES

IRIS AMELIA ROSAS 
PEDRO RENGIFO 
CARMENOFELIA MACHADO

Introducción

Vestidos de negro y encapuchados, funcionarios de las FAES 
llegaron de noche a una casa en un barrio caraqueño. Golpeando 
ventanas y rejas, amenazaban con tumbarlas. Perseguían a un 
supuesto sospechoso diciendo que había entrado en la morada 
donde vivía William con su madre. El estruendo en la puerta cau-
sado por los policías sobresaltó al joven, que se despertó; él mis-
mo pidió que los dejaran pasar y el funcionario pregunta: “¿Tú 
eres William?”. “Sí, yo soy William”… “Vamos a entrar, que te 
voy a hacer unas preguntas”. El joven fue torturado y le dispara-
ron dentro de su casa. De inmediato 0ngieron el enfrentamiento, 
se lo llevaron del barrio y, horas después, lo dejaron en el Hospital 
Vargas. Relata la madre: 

… nos encierran en el cuarto… todo quedó en silencio… lo que 
pude escuchar así es que él estaba como vomitando… cuando a las 
11:40 exactamente suena un tiro, en cuestión de segundos empiezan 
a lanzar tiros al aire, y a gritar: “Se escapó, se escapó, se está escapan-
do, nos están atacando”… Yo sabía que no los estaban atacando. Me 
asomé a la ventana y veo que no hay nadie disparando… sentimos 
un movimiento de caminatas, como eso es platabanda… se sienten 
los pasos. A eso de las 12:00 a.m.… yo escuché cuando uno de ellos 
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le preguntó: “¿Dónde lo dejaste?”. Y él llega y dice: “En el Vargas”. 
Entonces estuvimos buscándolo a él por muchas partes durante 
toda esa noche hasta las 5:00 a.m., que decidimos volver al Vargas.

Este caso pone en evidencia a las llamadas operaciones de 
seguridad emprendidas por este cuerpo de seguridad, las Fuerzas 
de Acciones Especiales de la Policía Nacional Bolivariana (FAES), 
cuyas acciones muestran un tratamiento abusivo y letal de la policía.

En Venezuela, el gobierno comenzó a implementar estas ope-
raciones de seguridad bajo la política de mano dura contra el cri-
men, creando a mediados de julio de 2015 la llamada Operación de 
Liberación del Pueblo (OLP). A 0nales de 2016, fueron relanzadas 
como Operación de Liberación Humanitaria del Pueblo (OLHP). 
De estos operativos continuaron encargadas las diferentes fuerzas 
policiales en conjunto con la Guardia Nacional Bolivariana (GNB). 
Estas acciones fueron destacadas por el gobierno como una manera 
e0caz de enfrentar la criminalidad, pero en realidad se han conver-
tido en letalidad policial, cuyas muertes violentas han sido catalo-
gadas por los entes judiciales de “resistencia a la autoridad”. Estas 
acciones policiales fueron denunciadas y criticadas por defensores 
de los derechos humanos como Provea (2017) por violación de la 
Constitución venezolana, que prohíbe la pena de muerte en el país. 
En la Región Capital, el carácter letal de estos operativos de segu-
ridad se incrementó, coincidiendo con el período de actuación de 
la OLP y continuó a partir de 2017, con el a0anzamiento y recru-
decimiento de las acciones sucedidas por las FAES.

Las acciones policiales violatorias de los derechos humanos se 
han conocido a través de las declaraciones de familiares de las víc-
timas, de los reportajes en algunos medios de comunicación y de 
los registros que llevan algunas organizaciones no gubernamenta-
les. Ante la falta de información o0cial de acceso público sobre las 
acciones ejecutadas por los cuerpos policiales, y desde el año 2017 
por las FAES, acerca de los hechos ocurridos en Caracas, este estu-
dio tiene por objeto profundizar en el conocimiento de los casos, 
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con las familias de las víctimas y vecinos que sepan de la situación 
en sus comunidades, y conocer sus percepciones sobre los casos de 
resistencia a la autoridad. La aproximación cualitativa fue empren-
dida a través de entrevistas a personas allegadas a las víctimas, y en 
grupos focales a personas que supieran de estos hechos. La utiliza-
ción de estas dos herramientas metodológicas fue guiada por una 
serie de preguntas y respuestas en torno a: la caracterización de las 
víctimas, de los sucesos y el modus operandi, las reacciones de los 
familiares y testigos en caso de haberlos, la actuación y justi0ca-
ción de los funcionarios policiales, los responsables del hecho, las 
opiniones de los entrevistados acerca de si estos tienen o no dere-
cho a cometer los asesinatos, si la policía actúa por cuenta propia 
o dirigida, cómo impedir estas acciones letales y qué hacer para 
evitar este tipo de situaciones. 

Este estudio busca visibilizar, en el contexto de la ciudad de 
Caracas, las operaciones de seguridad policial, en particular de las 
FAES, y su impacto en las comunidades de los sectores populares. 
Además de la metodología utilizada, el capítulo comprende cuatro 
partes.  La primera sitúa el contexto de violencia en el país, y en 
particular en la región capital, resultante de las acciones violentas 
de los cuerpos de seguridad del Estado. Adicionalmente, se resal-
tan las di0cultades para el acceso a la información en Venezuela 
y el trabajo que se realiza desde el Observatorio de Prensa de la 
Región Capital para registrar y analizar la información publicada 
en dos medios de comunicación. 

Una segunda parte está dirigida a mostrar la narrativa de los 
familiares de las víctimas, quienes, siendo declarantes de la letali-
dad policial, hablan del alcance de los abusos y las muertes cometi-
das por la autoridad contra las víctimas en las llamadas operaciones 
de seguridad. 

En la tercera parte, se destaca el impacto de la violencia en 
el territorio, a consecuencia del despliegue de estos operativos de 
seguridad en los barrios, con allanamiento de las casas, aunado a 
los enfrentamientos en las “zonas de paz”. 
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Una cuarta parte asienta las huellas y heridas por sanar de los 
familiares de las víctimas y de la comunidad, cuyas voces y denun-
cias muchas veces no son escuchadas ni encaminadas por los entes 
judiciales. Por el contrario, son desestimadas con amenazas cuan-
do estos denuncian los hechos violentos.  

Finalmente, las conclusiones enfatizan en el deber ser y qué 
hacer ante el gran reto que presenta para los organismos de segu-
ridad minimizar la violencia, recuperar la con0anza en los cuer-
pos de seguridad y rescatar la gobernabilidad en el territorio y la 
ciudadanía.

Metodología

Fueron empleadas en este estudio dos herramientas esen-
ciales de la investigación cualitativa: las entrevistas a familiares de 
las víctimas y los grupos focales conformados por vecinos y testi-
gos de casos de muertes por resistencia a la autoridad en el Área 
Metropolitana de Caracas (AMC), buscando conocer las versio-
nes de los familiares o vecinos de las personas fallecidas en las ope-
raciones de los cuerpos de seguridad.

 La selección para las entrevistas se hizo convocando a resi-
dentes en barrios y urbanizaciones populares, convocatoria logra-
da con el apoyo de gente conocida para establecer contacto y la 
con0anza con familiares de víctimas de muerte por la policía. Se 
hicieron siete entrevistas: cuatro de estas en un mismo barrio, acom-
pañados y en presencia de la persona conocida que hizo el contac-
to, mientras que tres se hicieron en una o0cina fuera del barrio por 
razones de seguridad. Sabemos que hay di0cultades que surgen en 
el momento de hacer este tipo de entrevistas en el barrio. En una 
entrevista realizada en el barrio El Guarataro, por ejemplo, el temor 
de las familias no escapa a los enfrentamientos ocurridos entre la 
policía y las bandas armadas, pues casualmente una banda velaba 
uno de sus muertos disparando al aire, en exhibición de fuerza y 
poderío. Por tal motivo, fue necesario suspender la entrevista por 
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un buen rato y se retomó cuando la entrevistada logró calmarse. 
Cinco fueron las mujeres entrevistadas, dos de ellas madres de las 
víctimas, las otras fueron: una tía, una hermana y una cuñada. Los 
hombres entrevistados fueron un tío y un primo de los fallecidos. 

Los casos narrados en las entrevistas ocurrieron en distin-
tas zonas populares del AMC: barrios El Guarataro y Quebrada 
Anauco, ubicados en las parroquias San Juan y San José; un barrio 
en Las Adjuntas, parroquia Macarao, todos estos en el munici-
pio Libertador; la Zona 1 de la urbanización Palo Verde, parro-
quia Petare, municipio Sucre; y un barrio en Aragüita, municipio 
Acevedo, estado Miranda, siendo este un caso ocurrido en barrios 
de extensiones fuera del área metropolitana.

Los participantes de los grupos focales fueron vecinos y tes-
tigos de la violencia policial en distintas comunidades de barrios y 
urbanizaciones populares contactados a través de personas cono-
cidas. En total, se hicieron tres grupos focales y asistieron cator-
ce personas, cinco en dos grupos y cuatro en el otro grupo, con 
edades comprendidas entre 19 y 49 años, cuyos o0cios son: un 
personal de seguridad, dos estudiantes, una educadora, un admi-
nistrador, un gerente comercial, tres comerciantes, dos percusio-
nistas, un albañil y un obrero. Estos participantes residen en: Santa 
Rosalía, sector Las Barras en Propatria, El Paraíso, 23 de Enero, El 
Silencio, sector Nueva Caracas en Catia, barrios de la Cota 905, 
y la mitad son residentes de los barrios de Petare. En todas estas 
zonas se han implementado las ejecuciones extrajudiciales por las 
OLP y las FAES; los participantes han sido testigos en sus comu-
nidades y conocen también casos de muertes por resistencia a la 
autoridad en otras zonas del AMC. 

De acuerdo con la metodología del Observatorio Venezolano 
de Violencia (OVV), se solicitó el consentimiento informado de 
los entrevistados y de los participantes en los grupos focales, garan-
tizándoles la debida con0dencialidad. Por ello, en la narración 
de los casos, los nombres se omiten o han sido modi0cados. Las 
entrevistas y los grupos fueron guiados por una serie de preguntas, 
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siguiendo una estructura lógica para obtener una data similar en 
el registro y procesamiento de todos los casos. Para la recolección 
de información y el empleo de la data facilitada, se hicieron gra-
baciones de las entrevistas y de los grupos focales; luego se trans-
cribieron los testimonios para facilitar el procesamiento y análisis 
de los datos siguiendo las categorías tratadas en la guía de entre-
vista y de grupo focal. 

Situación de la violencia policial 
en la región capital 

Una de las aristas del problema de la violencia en la Región 
Capital, como en el resto de Venezuela, es la falta de información 
o0cial que permita comprender la situación, analizarla e imple-
mentar políticas públicas que conduzcan a soluciones. 

Lo resalta el Informe Anual 2017 del Observatorio Venezolano 
de Violencia (OVV, 2017), que hacía mención en ese momento a 
“doce años de censura o0cial” y a la opacidad de las cifras de vio-
lencia en el país. También el Monitor del Uso de la Fuerza Letal —
estudio llevado por universidades en Brasil, Colombia, El Salvador, 
México y Venezuela para comparar y evaluar el uso y abuso de la 
fuerza letal en esos cinco países— señala que la falta de acceso a la 
información o0cial “sucede en distintas áreas de la política públi-
ca en Venezuela” (Ávila et al., 2019, p. 145). 

En la Región Capital se replica la opacidad y la censura del 
gobierno nacional. Las cifras emanadas de los organismos policia-
les se conocen de forma extrao0cial, como fue un Informe de la 
Policía Nacional Bolivariana (PNB) publicado en mayo de 2019. 
Por su parte, las Alcaldías de los cinco municipios que compo-
nen el AMC tampoco ofrecen cifras de manera sistemática y regu-
lar; algunas se dan en eventos de los municipios Baruta, Chacao 
y El Hatillo (El Estímulo, 2019; El Pitazo, 2019). La rendición de 
cuentas luce como una suerte de concesión antes de ser garantía 
del derecho ciudadano, como lo reivindica el Informe de la Alta 
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Comisionada para los Derechos Humanos de la ONU, al estable-
cer entre sus recomendaciones “autorizar el libre acceso a la infor-
mación de interés público” (Acnudh, 2019).

Sin la divulgación de cifras o0ciales de violencia desde 2003, 
organizaciones no gubernamentales, organismos internacionales y 
medios de comunicación han cubierto el dé0cit de información 
sobre el tema de violencia e inseguridad en Venezuela y, por ende, 
en la región capital. Aun cuando la prensa de sucesos ha logrado 
brindar información, muchas veces ocultada desde la esfera guber-
namental, el Estado también censura, incentiva la autocensura y 
di0culta la operatividad de los medios de comunicación críticos a 
su gestión hasta cerrarlos. 

Son más de 200 medios cerrados en Venezuela desde 2004 
(El Venezolano TV, 2020). Además, el Instituto Prensa y Sociedad 
de Venezuela (IPYS) aseguró en su Informe Anual de 2019 que ese 
año había sido hasta el momento “el peor año para el periodismo 
en Venezuela”, contabilizando más de 500 denuncias de ataques a 
periodistas y 1032 denuncias de violaciones de los derechos de liber-
tad de expresión de los ciudadanos (Crónica Uno, 2020). A su vez, 
la organización no gubernamental Freedom House, en su estudio 
sobre libertad de conexión y expresión en internet, en el marco de 
la pandemia del COVID-19 denunció que Venezuela se ubica en 
el primer lugar entre 65 países estudiados que han evidenciado la 
mayor disminución en la libertad de internet desde 2016 a 2020 
en 12 puntos, pasando de 40% a 28% (Voz de América, 2020). 

En este contexto, el Observatorio Venezolano de Violencia 
Región Capital, como los ocho observatorios que se tienen en dis-
tintas regiones del país, continúa la labor de monitorear la prensa 
y levantar cifras de la situación de violencia en los medios impre-
sos y digitales que cubren estos sucesos. 

De la Región Capital, mensualmente se hace el monitoreo 
y análisis de los sucesos publicados en la página web del diario El 
Nacional y el portal Crónica Uno. La cobertura de la letalidad poli-
cial en Caracas en estos medios de prensa ha sido fundamental para 
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conocer no solo los hechos ocurridos, sino también para poder con-
trastar las versiones de los organismos de seguridad con los testi-
monios de los familiares de las víctimas de esta violencia.

Números de una letalidad creciente 

Las cifras recabadas por el Monitor de Víctimas en 2019 
—una iniciativa periodística orientada a la recolección de datos 
sobre los homicidios en Caracas— indican que la violencia dejó 
como secuela 898 homicidios. De ese número, 38% de las víctimas 
murieron en ejecuciones extrajudiciales o en situaciones de resis-
tencia a la autoridad (Mozo, 2020a). Esto signi0ca que al menos 
340 personas murieron por la acción de los organismos de segu-
ridad del Estado y, de ese número de homicidios, 232 muertes se 
atribuyen a las FAES, lo que representa 68% de los casos por leta-
lidad policial (Mozo, 2020b).

En mayo de ese mismo año, se conocieron cifras de la Policía 
Nacional Bolivariana (PNB) que indicaron 81 delitos de homici-
dios en la Región Capital. Entre estos, 55 ocurrieron por resistencia 
a la autoridad, con un peso relativo de 44% (El Nacional, 2019).

Si bien los operativos policiales y las ejecuciones extrajudi-
ciales no son nuevos, debido a las OLP en 2015, rebautizadas en 
2016 como OLHP (Lucena, 2017), las cuales asesinaron a 500 
venezolanos (Diario Las Américas, 2017), con las FAES se exacer-
ban los excesos policiales, lo que indica una nueva fase de la leta-
lidad policial en Caracas (Briceño-León, Camardiel y Perdomo, 
2019).

Desde el año 2017, las ejecuciones extrajudiciales comen-
zaron a ocupar un espacio considerable en los sucesos reportados 
por la prensa e indicaron que un tercio de los mismos eran muer-
tes violentas ocasionadas por la acción policial. Para 2018, los datos 
del Observatorio de Prensa de la Región Capital indicaban que los 
funcionarios de organismos de seguridad cometieron en promedio 
29,2% de los delitos más graves en los sucesos, lo que representó 
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un aumento de casi 5% respecto al año anterior. Esta tendencia 
se acentuó en los meses de junio, julio y agosto, alcanzando valo-
res entre 45% y 53%. 

En el año 2019, el análisis de los registros de la prensa de 
sucesos determinó que los funcionarios de los cuerpos de seguri-
dad del Estado fueron los victimarios de por lo menos 34,6% de 
los delitos cometidos en Caracas, por lo que el porcentaje creció 
casi 6% respecto al año anterior. No obstante, durante 2020, ha 
venido experimentándose un descenso en la participación de poli-
cías y militares en delitos, puesto que solo en 19,5% de los artí-
culos de prensa los victimarios fueron integrantes de organismos 
de seguridad. 

Cuadro 1

Porcentaje de delitos cometidos por funcionarios de organismos 

de seguridad, registrados en la prensa en el AMC

2017 2018 2019 2020 (hasta octubre)

24,8% 29,2% 34,6% 19,52%

Fuente: OVV Región Capital

El avance de las ejecuciones extrajudiciales ha sido con0rma-
do con el registro del móvil del suceso. La categoría “resistencia a 
la autoridad” aparece como la causa de las muertes en 14% de los 
sucesos informados por la prensa en 2017, cifra que aumentó a 
26% en 2018. En 2019, el móvil de resistencia a la autoridad pro-
medió 24% de los casos registrados, un descenso que podría ori-
ginarse debido a la publicación irregular de las noticias de sucesos 
en los medios estudiados ese año. Para octubre de 2020, 15% de 
los delitos cometidos en la Región Capital tuvieron como móvil 
la resistencia a la autoridad. 
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Por su parte, las cifras nacionales proporcionadas por el 
Monitor del Uso de la Fuerza Letal expresaron 19.387 homici-
dios en Venezuela en 2017, y según información o0cial, “4998 
fueron ocasionados por la fuerza pública, es decir, un 25,8% de 
los homicidios ocurridos en el país se deben a la intervención esta-
tal” (Ávila et al., 2019, p. 149).  

En el caso de la región capital, el Monitor de Víctimas en 
su primer reporte de mayo a diciembre de 2017 mencionó que 
46% del total de homicidios correspondieron a casos de resisten-
cia a la autoridad y ejecuciones extrajudiciales, por encima de la 
cifra nacional dada ese mismo año por el Monitor del Uso de la 
Fuerza Letal (Crisci, 2018). Posteriormente, con ocasión de su 
informe de 2018, indicó que, durante dicho año, “… las ejecucio-
nes extrajudiciales fueron el móvil más reportado, en que las eje-
cuciones y los casos de resistencia a la autoridad comprendieron 
el 44% de los homicidios”, por lo que, las fuerzas de seguridad del 
Estado cada vez cobran más protagonismo en la violencia homi-
cida caraqueña. Las FAES, grupo comando de la Policía Nacional 
Bolivariana, se han convertido, de esta manera, en el organismo 
policial más letal, pues concentran 52% de las ejecuciones extra-
judiciales (Galaviz, 2019a). 

De acuerdo con las fuentes de información mencionadas, la 
tendencia es similar: las ejecuciones extrajudiciales a manos de las 
fuerzas de seguridad del Estado en la región capital se han incre-
mentado, y este móvil comienza a ser preponderante de la violen-
cia en Caracas. Ya no son solo el hampa común, la delincuencia 
organizada o la violencia intrafamiliar las causas de hechos violen-
tos; ahora quienes están llamados a garantizar la paz y la justicia 
están trayendo más violencia, desafueros y violaciones de derechos 
humanos a una de las ciudades más violentas del país y del mun-
do (Rosas, Rengifo y Molina, 2019). 
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Testigos de la letalidad 

Los testimonios indican mayor frecuencia de los homici-
dios y aseguran que, desde la aparición de las FAES, estos delitos 
han aumentado: 

Son muy frecuentes, todos los días el mismo FAES y la Guardia se 
meten por esos barrios, pa Maca, esos son todos los santos días tres, 
cuatro, cinco personas muertas, ajusticiados por la FAES… y bueno, 
en Barlovento más que todo ya eso allá es una costumbre también, 
desde que salió el FAES pa la calle lo que ha hecho es matá gente.

Esta percepción concuerda, además, con las cifras del moni-
toreo de prensa del OVV Región Capital arriba señaladas.

Según los testimonios recabados, en todos los casos estudia-
dos las acciones de los cuerpos de seguridad se realizaron en cir-
cunstancias completamente arbitrarias e irregulares hasta llegar a 
la letalidad. 

En dos de los casos, los funcionarios mataron a dos jóve-
nes dentro de las casas allanadas. Otro joven, arrestado en la esca-
lera pública, fue llevado a un lugar desconocido para matarlo, lo 
arrodillaron en el piso y le dispararon dos veces en presencia de 
un amigo, que también fue detenido sin dar razones de su deten-
ción. Cuando los familiares llegaron al hospital a buscar el cuerpo 
de la víctima, con la mayor crueldad ante este hecho, el funciona-
rio a cargo del operativo dijo a la madre de la víctima: “Te maté 
a tu hijo”. En el caso de un mototaxista detenido en una alcabala 
donde le solicitaron sus documentos, el procedimiento fue insó-
lito, violento e inmediato: extorsionado por no tener un papel ni 
cómo pagar, fue asesinado por la espalda por este funcionario a 
pocos metros después de liberarlo. Según el relato de la entrevis-
tada sobre este caso, el hecho luego fue reportado como resisten-
cia a la autoridad. 



212

Otro de los casos destaca la muerte de un joven que, al pare-
cer, no tenía vinculación con dos personas que la policía estaba 
persiguiendo, las cuales entraron y huyeron de la casa donde vivía 
la víctima con su esposa embarazada. Los funcionarios también 
entraron, se llevaron en un carro a la mujer y al joven lo arrodi-
llaron; luego se escucharon varios disparos dentro de la vivienda. 
Pudo haber sido una confusión, pero los funcionarios lo mata-
ron, después lo envolvieron en una sábana, lo subieron por el 
cerro detrás de la casa para simular una persecución a la víctima 
que trataba de huir y se lo llevaron en una camioneta. Aunque no 
se les permitió intervenir en el hecho, los vecinos se enteraron; 
conocían al joven por buen comportamiento y salieron a lanzar 
piedras a los funcionarios; estos se detuvieron con intención de 
disparar y uno de ellos, que estaba más arriba, soltó una ráfaga de 
tiros contra la gente.

En todos los casos, los familiares y vecinos se percatan de 
que han matado a estos jóvenes y en algunos casos el hecho ocu-
rre en su presencia: 

Lo mataron como a cincuenta metros de su casa y obviamente 
estaban las primas, estaba la mamá del muchacho y la señora, por 
más que gritaba y decía que no lo fueran a matar, que no era ningún 
delincuente, nada, los funcionarios de igual manera lo mataron, pues.

La madre y la esposa, en este caso, gritaban clemencia para 
evitar la muerte del joven. En otros casos, las madres de las víc-
timas se resisten al arresto intempestivo de sus hijos, solicitando 
razones sin obtener respuesta; sufren atropellos, son amenazadas, 
silenciadas y custodiadas por los funcionarios policiales. Pasado el 
hecho y cuando la policía se ha llevado a la víctima, comienza un 
peregrinar, muchas veces de madrugada, por los hospitales, bus-
cando a sus hijos. Los vecinos movilizados que dan apoyo también 
son amenazados e impedidos de protestar contra los atropellos y 
amenazas de la policía.
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Los familiares se indignan porque los cuerpos de seguridad 
tratan de justi0car estos actos de crueldad como resistencia a la auto-
ridad: “Si hubiese habido un enfrentamiento a mí también me lle-
van por el medio; además, el policía lo agarra y lo mete a él para la 
casa a conversar con él y afuera hay siete funcionarios. Él no esta-
ba armado y no hubo resistencia de parte de él”. Por su parte, los 
policías señalan que se trató de un enfrentamiento con estos jóve-
nes de mala conducta, mientras que los familiares y vecinos des-
mienten tales versiones. 

En las ejecuciones extrajudiciales señaladas por los entre-
vistados, participaron la GNB, la PNB y las FAES, que han sido 
caracterizadas por el ejercicio cotidiano del uso de la fuerza letal, 
en respuesta inmediata a la política de mano dura para enfrentar 
y combatir el crimen organizado.

En las comunidades populares, antes de actuar, las FAES se 
aseguran de tener informantes; lo hacen para saber a dónde llegar. 
Las personas entrevistadas señalaron que tales informantes son inte-
grantes de “colectivos”, que son grupos defensores del régimen en 
Venezuela; incluso algunos están armados. Los vecinos saben y los 
conocen porque los han visto en los allanamientos. El modus ope-
randi de las FAES implica allanamientos y muerte de jóvenes iden-
ti0cados por ellos como delincuentes, y aunque la víctima pudiera 
resultar inocente, se aplica igualmente, tal vez evitando la frustra-
ción o 0ngiendo efectividad. Finalmente, rematan la acción con 
la recolección, retiro y traslado de los cadáveres. Llegan a las casas 
sin una orden judicial de allanamiento y sin credenciales, sacan a 
las mujeres y los niños, se quedan dentro y matan a los hombres 
jóvenes; luego cuadran la escena del crimen simulando un enfren-
tamiento de estos agentes de seguridad con delincuentes. 

Las autoridades del poder judicial muestran cifras de estas 
muertes, que representan ejecuciones extrajudiciales, cali0cándolas 
de resistencia a la autoridad, en tanto que los testigos de esta leta-
lidad y sus numerosas denuncias hablan de ajusticiamientos. Los 
hechos narrados muestran que hubo mayor letalidad por los abusos 
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y excesos cometidos en estas ejecuciones, que violan el debido pro-
ceso y el derecho a la vida señalado en la Constitución venezolana.  

Barrios y casas vulnerados

Los espacios de las llamadas “operaciones de seguridad” sobre 
los cuales hemos recogido relatos de ejecuciones extrajudiciales 
incluyen los barrios El Guarataro y Quebrada Anauco en la parro-
quia San Juan, Cota 905 en la parroquia El Paraíso, Barrio Unión-
sector La Ceiba y La Cruz en el municipio Libertador, y José Félix 
Ribas en el municipio Sucre.

Estos barrios no han sido los únicos sitios afectados en el 
AMC. El Monitor de Víctimas ha registrado casos además en barrios 
de: El Valle, El Cementerio, La Vega, Antímano, Propatria, Petare 
Norte; todas estas zonas han sido blanco de estas operaciones que 
aún se mantienen. La presencia de las FAES es muy frecuente en 
estos territorios. Por ejemplo, en Maca, Petare, las personas entre-
vistadas dijeron que todos los días hay tres, cuatro o cinco muer-
tos por las FAES.

De renombre en los medios de comunicación por su leta-
lidad han sido los barrios de la Cota 905 unidos con los barrios 
de El Cementerio, una gran zona que ocupa más de cien hectá-
reas. Estas fueron de0nidas como “zonas de paz” en 2013 por el 
Viceministerio de Política Interior, bajo una lógica que considera-
ba en aquel entonces que el retiro de la fuerza policial y militar en 
esas zonas podía desmovilizar a los integrantes de las bandas cri-
minales; esto soportado por un programa dentro de una estructu-
ra institucional dirigida a disminuir la violencia en esos territorios. 

Se inició una delimitación en zonas donde los cuerpos de 
seguridad no podían entrar. Esta perspectiva inicial de las zonas 
de paz no dio resultado porque la delincuencia, lejos de bajar, fue 
aumentando y, a partir de 2015, se impone la política de mano 
dura contra el crimen con acciones mucho más violentas en las lla-
madas OLP y luego las FAES. 



215

En la Cota 905, la situación de inseguridad es peor que 
antes, porque ahora la gente se ve obligada a coexistir, además de 
con las bandas del crimen organizado, con las FAES, y ven que las 
acciones son más violentas entre ambos, más visibles y evidentes. 
Adrián vive en el sector Las Luces de la Cota 905 y así lo percibe: 
“Tú subes al cerro, subes las escaleras del cerro y tú ves al malan-
dro así con la pistola en la mano, viendo hacia abajo, o sea con un 
radio; tienen dron, tienen de todo y los policías saben eso, pero 
¿qué pasa? Es zona de paz, o sea, los de arriba hablan con los de 
abajo, con los policías”. 

Los cuerpos policiales están apostados en la Cota 905 y los 
integrantes de las bandas caminan libremente por todos estos cerros, 
exhibiendo sus pistolas y granadas colgadas del cuello como colla-
res; otros se quedan custodiando calles y escaleras, como garitas 
para controlar el paso de la gente. Los grupos policiales se alia-
ron con algunos integrantes de las bandas del crimen organizado 
que viven en los barrios y controlan la Cota 905 y El Cementerio, 
para cometer varios delitos: cobro de vacunas, robos, extorsiones, 
secuestros, asesinatos, sin que alguien pueda mediar, todo esto 
bajo la mirada indiferente y complaciente del gobierno. Al res-
pecto narra un entrevistado: “La policía cobra la vacuna, el FAES, 
Policía Nacional, pero la que sube para allá es el FAES. Alguien lla-
ma porque hay un radio que tiene conexión con la policía y dicen: 
‘Nos vamos a meter para allá arriba porque se comieron la luz’. 
Entonces la policía comienza a subir el cerro y ocurren los enfren-
tamientos entre ambos grupos”. Es la represalia a la banda por las 
FAES porque no recibieron la vacuna. Las consecuencias de estos 
combates las ha vivido Adrián: 

Hace como un mes, yo fui con mi hija a un sector que se llama 
Altamira. Es un sector de ahí mismo de El Cementerio, de la Cota, 
y estábamos en una 0estica de niños… y estamos escuchando “Nos 
vamos a meter, porque ustedes no han pagado”, hablando así como 
hablan ellos… “No se metan para acá arriba… porque los vamos a 
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tronear”. Pasó un rato en la 0estica, los niños jugando… y se empe-
zó a escuchar como si fuera la guerra: “Runnnn tututututu runnn-
nnn”… es demasiado… y bajó el Coqui, ¿sabes?… es el pran más 
fuerte de allá arriba en la zona, el más respetado. 

Los funcionarios de las FAES subieron ese día al barrio, lle-
garon a cierto límite del sector Altamira, donde fueron acorralados 
por la banda, que hirió a un policía. Adrián no vio exactamente 
este suceso, pero sí escuchó durante más de dos horas lo ocurrido, 
resguardándose en el piso de una casa: 

A un policía lo hirieron… Eso dice la gente. Yo no lo vi, yo esta-
ba tirado en el piso con mi hija; y le dispararon no sé cuántas veces 
y lo arrastraron con todo y moto, porque ellos suben en motos. Y 
los malandros se vinieron todos del cerro hacia abajo… dándose plo-
mo, pa’ llá y pa’ cá, con granadas… desde las 6 empezó hasta las 9 
de la noche. Dejaron de tirar tiros; se fueron porque no había luz; 
no sabían a quién le disparaban. 

Las casas y vehículos en el barrio fueron afectados por los 
tiroteos durante esta contienda de las FAES con los malandros 
que bajaron del cerro y, sin importar nada, los malandros dieron 
demostraciones de su poderío: rompieron los bombillos y dejaron 
las calles a oscuras, obligando a la policía a retirarse. Esto signi0ca 
que tanto los espacios públicos como las casas quedan completa-
mente vulnerados, tanto por la delincuencia como por los cuer-
pos de seguridad. 

Adrián también ha vivido los atropellos y robos de las FAES 
en el despliegue que estos hacen por las calles del barrio:

 A mí me pasó en la noche. Como a una cuadra de mi casa, lle-
gó un carro… se paró de golpe, este, dijeron: “¡Todos a la pared!… 
¡Los teléfonos! Pónganlos en el piso; las carteras, todo en el piso, 
¡voltéense!”. Se ponen detrás de ti porque tú confías, porque es un 
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cuerpo policial. Te roban, se desaparecen, se van en carro porque ya 
no tienen placas, sus uniformes no tienen nombres, solo dicen FAES. 

La situación de impunidad y corrupción es propiciada con 
acuerdos para el reparto y control de las calles donde la extorsión, 
tanto por las bandas en el cerro como por la policía en la avenida 
principal de El Cementerio, somete sin opciones a comerciantes 
formales e informales, obligados a pagar por su seguridad y para 
que los dejen trabajar, o de lo contrario son amenazados y les qui-
tan las mercancías. 

En otras zonas de paz, como José Félix Ribas en Petare, los 
hechos violentos se repiten y se han incrementado. Por ejemplo, 
un hecho ocurrido durante un operativo de las FAES y Polisucre 
fue la muerte de siete jóvenes que llegaban a sus casas en dos secto-
res de este barrio (Marra, 2019). Familiares de las víctimas de esta 
masacre denuncian patrones semejantes a los arriba mencionados. 

Los testimonios de los informantes, como otros proporciona-
dos en los medios, ponen en evidencia que las zonas de paz consti-
tuyen territorios vulnerados por el recrudecimiento del crimen y la 
violencia policial en las calles. Esto signi0ca que pasan a ser zonas 
de mayores con1ictos, marcadas por esta nueva fase de violencia.

Allanamientos y muertes en las casas

Las casas en los barrios se han convertido en blanco de los 
disparos “perdidos” entre bandas armadas y las FAES, impactando 
en sus paredes y ventanas y también generando nuevos fallecidos. 

La vulneración del espacio privado es similar en todos los 
casos estudiados. Los funcionarios que participan del allanamiento 
de una casa llegan en varias unidades y cercan el sitio. Los vecinos 
escuchan y miran con temor desde sus ventanas cuando irrumpen 
en la vivienda marcada y amenazan con derrumbar la puerta. Los 
funcionarios entran, someten y desalojan a sus moradores, hacién-
dolos víctimas de violencia verbal, amenazas y secuestro, además 
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de robar sus pertenencias y enseres: celulares, televisores, módems, 
zapatos, ropa, comida, entre otros. 

Dentro de la casa y a solas con la víctima, los funcionarios 
la torturan y la matan. Luego las acciones para aparentar la resis-
tencia de la víctima ocurren en un lugar abierto: patio, azotea o 
parte trasera, para que así los vecinos oigan las ráfagas de detona-
ciones que simulan un enfrentamiento con la policía. A la madre 
de William se la llevaron a la casa contigua donde viven sus dos 
hermanos, y allí, atemorizados, los mantuvieron secuestrados por 
unas cuatro horas, mientras los funcionarios revisaban las dos casas. 
Dos veces intentaron asomarse a la ventana, sin poder ver exacta-
mente lo que hicieron los funcionarios, pero sí escucharon todo lo 
que estaba pasando. Así se entera la gente de la muerte del familiar 
o del vecino, y la violencia trasciende a la víctima, dejando huellas 
e impactando en el entorno.

Las azoteas de las casas, que tradicionalmente habían sido el 
desahogo de la familia y lugar de juego de los niños, han sido tam-
bién vulneradas. En una entrevista realizada por el Observatorio 
Venezolano de Violencia Región Capital a una maestra el 11 de 
octubre 2019, ella comentaba cómo las azoteas de las casas alrede-
dor de su escuela en el barrio Julián Blanco de Petare habían sido 
tomadas por las FAES para realizar detonaciones hacia los cerros 
del frente en horario escolar, mientras niños y maestras permane-
cían en el piso durante el tiroteo.

Secuelas del uso desmedido de la fuerza

En las comunidades populares, la violencia se ha converti-
do en un fenómeno urbano cotidiano que ha afectado las relacio-
nes entre vecinos. La gente en los barrios convive con las bandas 
delincuenciales y también con la violencia que acontece por parte 
de los cuerpos de seguridad del Estado en lo que han sido las ejecu-
ciones extrajudiciales, particularmente hacia los hombres jóvenes, 
quebrantando directamente el derecho a la vida e indirectamente 
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los derechos sociales del entorno familiar y comunitario, dejando 
en estos profundas heridas. 

La gente siente el terror que representa la acción de estos 
funcionarios en la zona: “Ya eso allá es una costumbre también; 
desde que salió el FAES para la calle lo que ha hecho es matar gen-
te”. Una de las consecuencias de esta situación ha sido la cantidad 
de niños y niñas que quedaron huérfanos debido a la acción de 
los cuerpos de seguridad. Según datos del Monitor de Víctimas, 
entre mayo de 2017 y abril de 2018, fueron 349 los menores que 
quedaron sin el amparo del padre. Además, menores de edad se 
han convertido también en víctimas directas de la violencia, con 
una cifra de 28 menores asesinados por funcionarios adscritos a 
los cuerpos de seguridad: “19 de ellos en casos de presuntas eje-
cuciones extrajudiciales y 9 en presuntas resistencias a la autori-
dad” (D’Hoy, 2018). 

Las consecuencias de esta violencia para los familiares entre-
vistados son devastadoras. Tras las muertes de sus víctimas, está la 
pérdida y el trauma de las madres, la pareja —una de ellas embara-
zada— y los hijos pequeños de los hombres fallecidos. También la 
comunidad y los vecinos se ven sometidos y amenazados sin posi-
bilidad de impedir tales atrocidades.  

Los familiares coinciden en que sus víctimas no merecían el 
trato cruel propinado por los funcionarios, que la muerte era inne-
cesaria; igualmente el trato inhumano e injusto en estas ejecucio-
nes, porque estos jóvenes no ofrecieron resistencia y mucho menos 
se enfrentaron con armas a los cuerpos policiales.

Cabe destacar que los familiares y las personas que han sido 
testigos del hecho en ese momento se sienten confundidos, asom-
brados e impotentes por no poder hacer nada para salvar a las víc-
timas ni poder enfrentar los niveles de violencia y letalidad de los 
funcionarios policiales. Las madres quieren saber por qué sus hijos 
son buscados. Durante el hecho, ellas también son víctimas de mal-
trato, de secuestro. Tal como lo ocurrido con la madre de William: 
“Una funcionaria me agarra por el brazo, me jala y me dice: ‘Tú 
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no puedes estar presente’. Me sacan de la casa, yo estaba en pija-
mas, y me tiran al piso”. 

La intensi0cación en el uso y abuso de la fuerza letal de los 
cuerpos de seguridad del Estado venezolano ha trastocado cien-
tos de familias en las zonas populares de Caracas, como El Valle, 
Coche, Antímano, La Vega, Catia y Macarao, lugares donde más 
ocurren estos delitos (Galaviz, 2019b). No es solamente el accio-
nar desmesurado de los victimarios y el sentimiento de injusticia 
por la ausencia del debido proceso judicial, sino también las heridas 
de la familia que pierde a su principal sustento, niños que quedan 
huérfanos. Hay desplazamiento forzoso y, en efecto, la descon0an-
za hacia los cuerpos de seguridad que conlleva a la indefensión de 
los pobres que viven en los barrios urbanos.

En las entrevistas se preguntó: “¿Qué cree usted se puede 
hacer para que las acciones violentas disminuyan en sus comuni-
dades o en otras?”, y una expectativa surgió ante el anhelo de pre-
venir la violencia: “Creo que culturizar… hacer actividades en las 
comunidades para los chicos y tener una comunidad activa de cero 
violencias. Hacer cosas recreativas hace que la comunidad com-
parta más… los adolescentes hacer más deportes, debería ser así”.

Conclusiones

Los testimonios de los entrevistados y participantes en los 
grupos focales revelan la grave crisis de la seguridad y la justicia 
en el país: ejecuciones catalogadas por la policía como resistencia 
a la autoridad, amenazas a los testigos, modi0cación de la escena 
del crimen por las FAES, intervención y retardo en la entrega del 
cadáver, patrones de torturas y otros tratos crueles e inhumanos o 
degradantes que atraviesa la víctima antes de ser asesinada, además 
de las secuelas aciagas de estos hechos a los familiares y las comu-
nidades en los barrios.

En cuanto a las razones de la acción de los policías, no existe 
razón de peso que justi0que tales niveles de violencia. Sin embargo, 
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los informantes perciben que, para los funcionarios, estas accio-
nes se convierten en algo natural y cotidiano, porque eso hacen en 
toda Caracas y en el país. Unidas a la descon0anza hacia los cuer-
pos policiales, las acciones de los familiares que hacen las denun-
cias parecen agotarse porque no reciben la atención o respuesta 
adecuada de los organismos judiciales. 

Un patrón que representa uno de los principales obstácu-
los respecto al acceso a la justicia es la alteración del testimonio 
de los familiares de las víctimas, acompañado de ausencia o retar-
do de la 0rma de los 0scales, o de cambios frecuentes de los 0sca-
les encargados, lo cual exige la reiteración de la misma denuncia 
y ocasiona desde retardos muy prolongados hasta la invalidación 
de la investigación. En este sentido, tal como fue presentado en el 
Informe de la Acnudh: 

Las instituciones responsables de la protección de la seguridad y 
de los derechos humanos, como la Fiscalía General y la Defensoría 
del Pueblo, generalmente no llevan a cabo investigaciones prontas, 
efectivas, exhaustivas, independientes, imparciales y transparentes 
sobre violaciones de derechos humanos y otros crímenes cometidos 
por actores estatales, no llevan a las personas responsables ante la 
justicia, ni protegen a personas (Acnudh, 2019, §33).

El relato de los hechos por los familiares de las víctimas y 
vecinos de las comunidades de los barrios obtenido a través de las 
entrevistas aportó información esencial para revelar que los patro-
nes que se describen constituyen ejecuciones extrajudiciales y vio-
laciones de los derechos humanos. Esto signi0ca que el derecho 
a la justicia en Venezuela está en una situación exigua, unido a la 
violación de otros derechos fundamentales que el gobierno dejó 
de garantizar, como son: alimentación, salud, educación, movili-
dad, comunicación e información.

Se desprende de este estudio una realidad de lo que está ocu-
rriendo en el área metropolitana de Caracas con el uso excesivo de 
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la fuerza y las muertes causadas en el contexto de operaciones de 
seguridad implementadas por el gobierno. Respecto a la actuación 
de los cuerpos de seguridad, el director del Observatorio Venezolano 
de Violencia, Roberto Briceño-León, dice: “Estas acciones son 
violatorias de la Constitución y leyes de Venezuela y de los dere-
chos humanos, e implican un manejo equivocado del control de 
la criminalidad, pues en lugar de paci0car la sociedad y fomentar 
la institucionalidad, lo que hacen es atizar la violencia” (Briceño-
León, Camardiel y Perdomo, 2019). Así es como las FAES repre-
sentan los nuevos rostros del crimen y con esto han incitado cada 
vez mayor nivel de violencia y amedrentamiento. 

Por su parte, el informe de la Acnudh concuerda, sin duda, 
con los resultados obtenidos a través de los grupos focales y las per-
sonas entrevistadas cuando señala: 

… La GNB y la PNB han sido responsables del uso excesivo de 
la fuerza en manifestaciones al menos desde 2014. Las FAES, una 
unidad de respuesta rápida creada en 2017 para combatir el crimen 
organizado, han sido presuntamente responsables de numerosas eje-
cuciones extrajudiciales en operaciones de seguridad, al igual que el 
CICPC (Acnudh, 2019, §32). 

En su actualización de 2020, la o0cina de la Alta Comisionada 
para los Derechos Humanos de la ONU registró 711 muertes resul-
tantes de operativos de seguridad entre los meses de junio y agos-
to en Venezuela, llegando a más de 2000 muertes desde enero de 
2020 (Noticias ONU, 2020). 

No hay ni interés ni intención de mejorar la seguridad del 
ciudadano ni de bajar las muertes violentas que incluyen las come-
tidas por los propios cuerpos de seguridad. Por el contrario, la e0-
cacia de estas operaciones del gobierno se mide por la cantidad de 
muertes en ejecuciones extrajudiciales justi0cada con la elimina-
ción o exterminio de delincuentes.  
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Ante los desafíos que representa enfrentar las consecuencias 
de la letalidad policial, coincidimos con el coordinador del Monitor 
de Víctimas, Manuel Parejo, en la necesidad de atender los daños 
colaterales en las zonas más afectadas por las ejecuciones extraju-
diciales y las muertes por resistencia a la autoridad. En este senti-
do, el especialista sugiere la atención inmediata a las secuelas de la 
violencia policial sobre las comunidades y grupos familiares afec-
tados: “Si hay algo que hay que comenzar a atender es a esas fami-
lias y víctimas colaterales de esta represión brutal y este terror que 
ha sembrado el Estado en los últimos años, sobre todo en los sec-
tores populares” (Parejo, M., comunicación personal). 

Consideramos que una forma de disminuir la letalidad poli-
cial es la educación y la cultura como una vía para la prevención 
de la violencia, con la construcción de equipamientos e infraes-
tructura para su desenvolvimiento y el fortalecimiento del tejido 
social en los barrios de Caracas. 

Son políticas públicas de prevención de la violencia y de crea-
ción de condiciones requeridas para implementar educación y cul-
tura lo que haría posible enfrentar el desafío de sanar las heridas y 
renovar la con0anza ciudadana entre vecinos y hacia los cuerpos 
de seguridad, toda vez que se requiere plani0car el entorno físico 
y ejecutar obras de equipamientos y servicios urbanos que brin-
den condiciones básicas para el desempeño de las instituciones que 
llevarán a cabo los programas y acciones de reconstrucción de la 
trama social, con miras al desarrollo y formación ciudadana, cen-
trados en el ser humano, con valores de progreso y superación. Se 
trata, a través de la cultura y educación, de redireccionar los recur-
sos del Estado para atender a las familias y las comunidades afec-
tadas por la violencia policial, con base en la reconciliación y la 
reconstrucción de una sociedad con seguridad y convivencia ciu-
dadana para la paz.
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Sucre: Vidas truncadas, o asesinatos a manos 
de cuerpos de seguridad del Estado

JESÚS JOSÉ SUBERO MARÍN
CARMEN JULIA III AMUNDARAIN ORTIZ
MAYBER MÁRQUEZ ZAMBRANO

Introducción

La zona oriental del país, y particularmente el estado Sucre, 
el cual, por sus condiciones naturales, atractivos turísticos y poten-
cialidad pesquera, entre otros aspectos, es visitado por propios y 
foráneos para el disfrute del descanso y la distracción, ha registrado 
con frecuencia sucesos de violencia que alteran de manera negati-
va su desarrollo. Sus playas, carreteras, ciudades y poblaciones han 
sido tomadas por bandas delictivas criminales que, con sus accio-
nes, han generado un cambio en la calidad de vida, seguridad per-
sonal y calma de la población.

Estos hechos se corroboran con los indicadores de sucesos 
violentos que desde 2016 monitorea el Observatorio Venezolano 
de Violencia OVV Sucre, cuyas estadísticas, expresadas mediante la 
tasa de mortalidad por cada cien mil habitantes, ubicaron al esta-
do entre las entidades más violentas del país: séptima posición en 
2017, quinta en 2018, sexta en 2019 y tercera en 2020. Esta pro-
blemática ha generado gran preocupación en los distintos sectores 
sociales, profesionales, estudiantiles, y en la población en general.
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Como parte de la situación de violencia criminal que vive 
Venezuela, se ha presentado un escenario donde destacan acciones 
violentas por parte de los representantes de los cuerpos de seguri-
dad del Estado, producto de los operativos que se ejecutan en las 
distintas poblaciones y barriadas populares. 

Entre las acciones de los cuerpos de seguridad, se desarrolló 
la denominada Operación de Liberación del Pueblo (OLP), en la 
que participaron la Guardia Nacional Bolivariana (GNB), la Policía 
Nacional Bolivariana (PNB), las Policías estadales y municipales, 
el Cuerpo de Investigaciones Cientí0cas, Penales y Criminalísticas 
(CICPC) y una institución adscrita a la Policía Nacional Bolivariana 
(PNB) muy señalada por su prontuario de víctimas en sus accio-
nes de intervención, denominada Fuerzas de Acciones Especiales 
(FAES).

Desde el año 2016, se produjo un incremento considerable 
en la aplicación de estos operativos, no solo en términos numéri-
cos, sino también por sus notorias expresiones criminales, puesto 
que las víctimas presentaron en su mayoría impactos de bala en la 
espalda y la cabeza, además de señales de tortura, con evidencias 
de que los occisos no portaban armas de fuego y de que las bajas 
se producían de un solo lado, o sea, el de los que enfrentaban a las 
fuerzas de seguridad gubernamental.

Este tipo de hechos han sido catalogados como “enfrenta-
mientos” y se registran como sucesos de “resistencia a la autori-
dad”, pero hay fundadas razones para considerar que, más allá de la 
denominación que se les pretende dar, no son más que acciones de 
letalidad policial o ejecuciones extrajudiciales y, como tales, repre-
sentan una grave y constante violación de los derechos humanos. 
En la tabla 1, se pueden observar las tendencias registradas duran-
te los últimos años en el estado Sucre, estado que, para 2020, ocu-
pó la tercera posición entre las entidades más violentas del país. 
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Tabla 1

Muertes violentas en el estado Sucre (en tasas por cien mil hab.)

Año Tasa de 
muertes 
violentas

Tasa de 
homicidios

Tasa de 
muertes por 
resistencia a la 
autoridad

Tasa de 
muertes en 
averiguación

2018 97 50 26 22

2019 61 31 23  8

2020 61 25 19 18

Fuente: OVV Sucre

Más allá de las frías cifras, es posible señalar algunos casos de 
letalidad policial que dejaron cicatrices en la entidad oriental, como 
la llamada “Masacre de Cariaco”, ocurrida en la población de El 
Porvenir, municipio Ribero, el 11 de noviembre de 2016, cuando 
nueve pescadores (seis de ellos miembros de una misma familia) 
fueron asesinados y en el hecho estuvieron involucrados funcio-
narios del Comando Nacional Antiextorsión y Secuestro (Conas) 
(González, 2016). Se registró, además, la ejecución extrajudicial 
de dos hombres y un adolescente de 16 años, ocurrida la maña-
na del 5 de julio de 2018 en el sector El Realengo del municipio 
Sucre, de Cumaná, tras conatos de saqueos en el mercado muni-
cipal (“Versiones encontradas”, 2018).

La desinformación ha sido un factor clave para los abusos 
de autoridad cometidos por los cuerpos de seguridad del Estado, 
pues los familiares de las víctimas no cuentan con prensa escrita 
en la entidad sucrense para denunciar públicamente los hechos 
y el panorama es propicio para la manipulación por parte de las 
autoridades gubernamentales, tal como ocurrió, por ejemplo, con 
el presunto enfrentamiento entre bandas registrado en las parro-
quias San Juan de Unare y San Juan de Las Galdonas del muni-
cipio Arismendi del estado Sucre, durante los días 25 y 26 de 
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septiembre de 2018, cuando el gobernador Edwin Rojas con0r-
mó el registro de 21 fallecidos, pero los habitantes de Río Caribe, 
capital del municipio, advertían acerca de más de 100 muertes vio-
lentas (“Dos parroquias”, 2018).

Los casos de ajusticiamiento y letalidad en territorio sucren-
se se han convertido en una constante difícil de documentar por 
los factores mencionados, así como por las di0cultades de comu-
nicación, que retrasan el desarrollo de la entidad y son aprovecha-
dos por la delincuencia que se ha desplazado desde el centro del 
país para utilizar las poblaciones sucrenses como refugio y ejercer 
el control del territorio a 0n de cometer delitos como el trá0co de 
drogas, combustible, personas y cacao.

Las arbitrariedades no han cesado y, por el contrario, se han 
evidenciado hechos como el registrado el 30 de septiembre de 2020, 
cuando un ciudadano falleció y un policía resultó herido durante 
una situación irregular registrada en el sector El Porvenir del muni-
cipio Ribero (Guevara, 2020). Durante el enfrentamiento, el ciu-
dadano Víctor Rivero, de 20 años, recibió un impacto de bala en 
el abdomen y falleció en el Hospital Santos Aníbal Dominicci de 
Carúpano, municipio Bermúdez, a pocas horas de su ingreso a la 
emergencia, mientras el funcionario policial Wilfredo Navarro, 
de 24 años, fue herido en la zona intercostal, el brazo y la mano 
derecha.

Aunque el caso fue denunciado o0cialmente como un conato 
de saqueo para justi0car la acción policial, los vecinos denunciaron 
que el hecho ocurrió en medio de una protesta para exigir suminis-
tro de alimentos a través de los Comités Locales de Abastecimiento 
y Producción (CLAP). En días consecutivos, los habitantes del 
municipio Ribero realizaron una serie de manifestaciones de calle 
para exigir justicia por este hecho.

Durante la cuarentena producto de la COVID-19, tam-
bién se registraron casos como el del 15 de abril del 2020, cuando 
Jesús Miguel Carrillo Betancourt, de 28 años, fue asesinado por 
la Guardia Nacional (GNB) en medio de un intento de saqueo 
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(asalto) en el sector El Chúpere, ubicado entre los municipios 
Ribero y Mejía. Carrillo, al parecer, salía de una 0nca donde tra-
baja su padre, cuando se encontró con el intento de saqueo, el cual 
fue repelido por la GNB, que escoltaba la caravana de camiones 
de carga de alimentos. Los uniformados no utilizaron perdigones 
sino balas. La víctima fue trasladada al hospital de San Antonio 
del Golfo, pero ya no tenía signos vitales. Dejó cuatro niños huér-
fanos y una viuda. El teniente Medina, de la GNB, se presentó al 
hospital y trasladó el cadáver hasta la morgue de Cumaná, pese a 
que los familiares exigieron esperar a la comisión del Cuerpo de 
Investigaciones Cientí0cas, Penales y Criminalísticas (CICPC). 
El funcionario respondió que el CICPC no tenía nada que ver y 
que el caso lo manejaría la GNB, mientras un tío del occiso fue 
golpeado y detenido por oponerse a la decisión. La familia asegu-
ró que el expediente fue forjado, porque el mismo indica que en 
el hecho hubo intercambio de disparos, pero solo la GNB dispa-
ró contra la población desarmada.

Las acciones de letalidad policial en el estado Sucre no solo 
han sido utilizadas para justi0car la represión en medio de mani-
festaciones ciudadanas, sino también para “controlar las acciones 
delictivas”. Es así como el 3 de agosto del 2020, 6 sujetos pertene-
cientes a la banda delictiva de “El Curí” fueron abatidos, un fun-
cionario también falleció y otro resultó herido en una pierna (“Seis 
miembros”, 2020). El hecho ocurrió en el sector Caño Cruz, del 
municipio Andrés Eloy Blanco. En la operación conjunta, partici-
paron más de 80 funcionarios pertenecientes a la Región de Defensa 
Integral (REDI), Zonas Operativas de Defensa Integral (ZODI) 
51, 53 y el Grupo Antiextorsión y Secuestro (GAES), como par-
te de la Operación Escudo Bolivariano 2020. Dos de las personas 
fallecidas eran mujeres. 

Asimismo, el 29 de mayo de 2020, un hombre conocido 
bajo el alias de “El Hacho” fue asesinado por la Guardia Nacional 
Bolivariana (GNB) en el sector “Costilla de Vaca”, de la carretera 
Casanay, municipio Andrés Eloy Blanco del estado Sucre y Caripito, 
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estado Monagas. El sujeto presuntamente asesinaba y descuartizaba 
a sus víctimas (González, 2020). El occiso era el segundo cabeci-
lla de la banda de “El Curí”, señalada de atracar a los conductores 
en plena carretera nacional (Troncal 10).

Con el objetivo de obtener la opinión de la población sobre 
los hechos conocidos como “resistencia a la autoridad” (cuando un 
funcionario perteneciente a un organismo de seguridad dispara a 
la víctima con el objetivo de causar intencionalmente la muerte), 
el equipo de trabajo dio inicio a la convocatoria de participantes 
en grupos focales y entrevistas.

Durante el desarrollo del estudio se presentaron algunos 
obstáculos, siendo el principal que los familiares de las víctimas 
se mostraban reticentes a tomar parte en él por temor a las repre-
salias que los cuerpos de seguridad podrían ejercer sobre ellos y el 
posible retraso en el manejo de los trámites de las denuncias de los 
casos de sus familiares. Sin embargo, una vez explicada la natu-
raleza con0dencial de sus opiniones y las garantías previstas para 
ello, fue posible llevar a cabo dos grupos focales y tres entrevistas, 
las cuales permitieron obtener informaciones directas de familia-
res de cinco víctimas, con la particularidad de que dos de los entre-
vistados perdieron dos hijos cada uno, fallecidos en incidentes de 
letalidad policial.

La selección de los informantes se llevó a cabo en los muni-
cipios Sucre y Cruz Salmerón Acosta del estado Sucre, experiencia 
que implicó algunas di0cultades para el abordaje de los hallazgos 
obtenidos en el desarrollo de esta investigación, pero que se reali-
zó como un aporte del OVV Sucre frente a la opacidad que pro-
picia el gobierno nacional sobre el conocimiento de los sucesos de 
letalidad policial y la falta de medios de comunicación e informa-
ción (prensa escrita) en la entidad.

En este sentido, vale señalar la motivación orientadora del 
equipo de trabajo del OVV Sucre para la realización de esta investi-
gación, siempre enmarcada en el considerable impacto de esta pro-
blemática social y la gran angustia que vive la población vulnerable. 
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Es claro que la violencia criminal y la inseguridad generalizada se 
han convertido, para el venezolano, en problemas muy agudos y 
factores de peso para el proceso migratorio que se ha intensi0cado 
tanto a nivel regional como internacional. Es decir, que gran núme-
ro de ciudadanos razona: “Me mudo de ciudad, o me voy del país, 
para estar más protegido”. También, en este sentido, a un crecien-
te número de nuestros ciudadanos se les truncó la vida.

Metodología

Para la recolección de opiniones e información sobre letali-
dad policial o resistencia a la autoridad, se realizaron dos grupos 
focales y tres entrevistas en profundidad.

En la selección de los participantes en los grupos focales se 
tomaron en cuenta tres variables: (a) personas con residencia en 
zonas donde ocurrieron acciones de letalidad policial; (b) perso-
nas que viven en zonas donde no han ocurrido estas situaciones; 
(c) personas afectadas directamente por muerte de un familiar, lo 
cual permitió diversi0car la información y pulsar la opinión de ciu-
dadanos afectados y no afectados sobre el tema.

La conformación de los dos grupos focales contó con la par-
ticipación de dieciséis personas (ocho en cada uno). En líneas gene-
rales, la constitución fue heterogénea: miembros de organizaciones 
sociales con interés en derechos humanos, periodistas, estudiantes 
universitarios, trabajadores públicos, obreros y miembros de gru-
pos culturales; todos conocedores de las realidades propias de sus 
comunidades. 

El manejo de la con0dencialidad fue un factor favorable para 
generar seguridad y con0anza en los participantes de la investiga-
ción, pues sus identidades y locaciones fueron remplazadas por 
nombres 0cticios para el desarrollo de este capítulo. Además, se 
contó con el respaldo tanto de la Universidad de Oriente (UDO) 
como del OVV Sucre para superar los temores iniciales de los par-
ticipantes, por tratarse de un tema delicado y comprometedor.
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La dinámica propició la visión de una investigación acadé-
mica sin sesgo político. Se buscó la 1uidez y el intercambio de opi-
niones sobre la información de los casos expuestos, con énfasis en 
la importancia de la horizontalidad del valor de las opiniones pro-
pias de los participantes y las distintas apreciaciones que el grupo 
tenía acerca del tema. Así se obtuvo de manera directa la informa-
ción de casos referenciales planteados, siempre sobre la base de la 
constatación de los criterios de cumplimiento de los protocolos del 
proceso de letalidad policial y de derechos humanos.

El otro componente del método fue la concreción de tres 
entrevistas en profundidad que recopilaron datos especí0cos entre 
el actor clave y el entrevistador. Estos diálogos se desarrollaron en 
un clima cordial y de con0dencialidad, con una conversación soli-
daria en la que se destacó la importancia de sus opiniones y res-
puestas al cuestionario aplicado a padres de siete víctimas.

La aplicación de una estrategia de acercamiento, la 1exibili-
dad para adaptarse al vocabulario de los entrevistados, la veri0ca-
ción de sus respuestas, la apertura y disposición para escucharlos 
permitió un encuentro valioso para los entrevistados y los entre-
vistadores, como receptores de una historia de dolor y angustia 
por la pérdida de un ser querido, más allá de su posible condición 
delincuencial.

Resultados de los grupos focales

Dentro del desarrollo de los grupos focales realizados (a los 
que, para abreviar, nos referiremos como GF1 y GF2), se expresó 
en forma generalizada que la actuación de los cuerpos de seguri-
dad está fuera de la ley al no ajustarse a la normativa de los proce-
dimientos judiciales, violar el debido proceso, el Estado de derecho 
y, por tanto, los derechos humanos, produciéndose además la pér-
dida de vida de las víctimas. Tal como lo expresó uno de los par-
ticipantes: “Yo creo que nadie merece morir de forma violenta o 
torturado” (GF1, p. 20).
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En algunos casos, las opiniones de los participantes sobre 
las víctimas se centraron en que pertenecían a la acción delictiva, 
pues presentaban antecedentes penales. En otros, a0rmaron que el 
asesinato ocurrió por equivocación, como parte del abuso policial. 
Pero, en cualquier caso, los miembros de los grupos focales con-
sideraron que la acción letal de las fuerzas policiales niega la posi-
bilidad de la aplicación de un proceso judicial justo a las víctimas.

Cuando hay una consecuencia de la acción de la policía, un abu-
so de autoridad, cuando extermina al delincuente se genera el resen-
timiento, y como hay impunidad, no hay justicia efectivamente, no 
hay el ejercicio de la justicia… y los familiares quedan con un resen-
timiento, y un resentimiento es una potencial violencia. Donde no 
hay justicia, no hay cura (GF2, p. 20).

Es notorio el impacto psicosocial que este tipo de acciones 
policiales genera no solo en la víctima por pérdida de la vida, sino 
en familiares, amigos y vecinos, que perciben en estos procedimien-
tos mucha agresión y violencia criminal.

Quien crece en un barrio viendo cómo matan a diestra y siniestra 
a los amigos, vecinos, a sus primos, a los padres, ¿qué va a aprender? 
Pues la venganza. Dice: me tengo que cobrar eso que me hicieron, 
me tengo que vengar eso que le hicieron a mi familia, o si yo no sal-
go a robar o salgo a matar, me va a pasar a mí (GF2, pp. 19-20).

Los grupos focales cali0caron de manera tajante como muy 
negativa la actuación de los funcionarios ejecutores, los cuales, 
según los participantes, siempre actúan con violencia y desde el 
irrespeto para con las víctimas y sus familiares, para vulnerar de 
forma expresa y continua el protocolo establecido por ley para el 
manejo de este tipo de acciones.
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Entraron a una vivienda y mataron a una persona, también mata-
ron a un muchacho en su moto a tiros por la espalda. Ahí no hay 
caso de resistencia a la autoridad sino un caso violatorio de derechos 
humanos y de abuso extrajudicial (GF2, p. 8).

Con respecto a si los funcionarios actúan por cuenta propia 
o para cumplir órdenes en las acciones letales, algunos participan-
tes de los grupos focales coincidieron en que “los agentes de seguri-
dad actúan por su cuenta cuando responden a venganzas personales 
o de0enden los intereses de bandas criminales en algunas zonas”. 
Por ejemplo, uno de sus participantes manifestó:

En particular, a mí lo que me produce es una sensación de vulne-
rabilidad como persona, lo que veo, lo que siento. Así como están los 
delincuentes también hay unos organismos de seguridad que están 
plenamente conscientes de que no van a ser sometidos a ningún tipo 
de control. Ellos se creen los dueños del territorio porque tienen el 
poder, pero están controlados por los mismos delincuentes, así que 
esa gente que iba al barrio donde yo vivía y tomaba la calle y se echa-
ba tiros con el montón de malandros no era la autoridad echándo-
se tiros con los malandros, eran unos malandros uniformados para 
cuidar a una parte de la banda por órdenes de alguien que los había 
mandado a eliminar a otros, por la misma situación de narcotrá0co 
y la cantidad de males que estaban conectados con el barrio donde 
yo vivía, en San Luis en Cumaná (GF2, p. 12).

Otros consideraron que no se entienden estas acciones si no 
cuentan con la aprobación o la tolerancia de sus superiores. “Ellos 
actúan de esa manera porque reciben una orden. Cuando se trata 
de abuso de poder y asesinan es por órdenes de arriba” a0rmó uno 
de los participantes (GF1, p. 27). También se destacó que, para 
que estas acciones se cumplan con impunidad, es necesario con-
tar con una red de complicidades mayor que la de los simples poli-
cías: jefes, 0scales, jueces y forenses.
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En general, se percibe la letalidad policial (y especí0camen-
te las ejecuciones extrajudiciales) como una política de Estado que 
busca a0anzar el control social de la población y, aparentemente, 
disminuir las acciones delictivas violentas. 

Resultados de las entrevistas en profundidad

Las dinámicas grupales que acabamos de describir concuer-
dan en varios sentidos importantes con las declaraciones obtenidas 
mediante las entrevistas en profundidad, de las cuales, a continua-
ción, se destacan tres relatos.

Caso 1: La muerte de Carlos

“Dolor, angustia y desesperación sentí al retirar a mi hijo 
en la morgue del hospital de Cumaná” dijo Faustina, madre de 
una víctima. Según lo relatado, Carlos tenía 24 años de edad; era 
un muchacho tranquilo, sano, bachiller, de o0cio pescador, que 
se ganaba la vida en faenas diarias en el mar; tenía pareja, pero no 
dejó hijos; no tenía antecedentes penales y en un operativo se lo lle-
varon detenido junto a su primo. A dos horas de iniciarse su bús-
queda, aparecieron los dos cadáveres en Araya, municipio Cruz 
Salmerón Acosta del estado Sucre. Según lo relatado por los fami-
liares, Carlos y su primo fueron asesinados por una comisión con-
junta entre la GNB y la Policía estadal.

Asesinado de dos disparos, ambos en el pecho. Su madre 
contó con mucha fortaleza los hechos y recordó con indignación 
la actuación de los funcionarios, quienes 0ngieron ante la opinión 
pública que la muerte ocurrió en medio de un operativo. Situaciones 
como la relatada por la madre de la víctima se repiten en los últi-
mos meses en el estado Sucre. 
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La detención: ¿qué cuentan familiares y vecinos? 

Su pareja, cuñada y amigos le contaron a la madre cómo 
habían sucedido los hechos. Carlos había asistido a un velorio cer-
ca de donde vivía en Punta Araya, y a las 09:00 p.m. llegaron fun-
cionarios de la Guardia y la Policía en un operativo quienes, sin 
mediar palabras, lo arrestaron junto a un primo. 

Familiares y amigos, presentes en el velorio, reaccionaron 
inmediatamente ante tal acción y, entre forcejeos y alteraciones, 
al preguntar por qué se lo llevaban detenido, funcionarios de la 
GNB y Policía estadal solo indicaron que era un procedimiento 
en medio de un operativo.

“Allí no hubo enfrentamiento ni persecución. A él lo mon-
taron en la patrulla, se lo llevaron tranquilo” expresó la madre. 
Sin embargo, los familiares aseguraron que la GNB fue agresiva 
con ellos.

Lo buscaron por todos los comandos de la GNB y la Policía 
estadal en la península de Araya y no lo encontraron. A las dos 
horas de haber ocurrido el suceso, les noti0caron que en el hospi-
tal de Araya yacían dos cadáveres con características parecidas a las 
que ellos indicaban en la búsqueda.

Evidencias físicas frente a informe oficial

“A mi hijo lo detuvieron en Punta Araya y lo mataron en 
Araya” dijo la madre, mientras mostraba los papeles y el acta de 
defunción de su hijo.

El cadáver fue trasladado a la morgue general del Hospital 
Universitario Antonio Patricio de Alcalá (HUAPA), en Cumaná, 
municipio Sucre, capital del estado. Su hijo presentaba dos tiros 
en el pecho, sin signos visibles de tortura. Los padres presentaron 
una carta de bajos recursos, lo que permitió les agilizaran los trá-
mites en la morgue, en abril de 2019. Su acta de defunción indi-
có muerte por enfrentamiento con las autoridades. Sin embargo, 
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el primo de Carlos, que fue detenido junto a él, fue torturado y 
des0gurado: “Le sacaron un ojo, le partieron la mandíbula. A él le 
dieron cuatro tiros”.

La lucha contra la impunidad 

y la posibilidad de hacer justicia

“Nosotros estamos en estos momentos denunciando” expre-
só la madre.

Recordó que, hasta la fecha en que se produjo la entrevista, 
habían presentado las denuncias ante la Fiscalía de Cumaná, por-
que ya han identi0cado a los miembros de la GNB y de la Policía 
estadal que participaron en el hecho y esperan que los citen para 
seguir los trámites administrativos.

La madre y los familiares coinciden en decir que la policía 
no muestra autorizaciones escritas en los debidos procesos u ope-
rativos; denuncian la fabricación de pruebas para culpar a las víc-
timas y de esa manera justi0car sus acciones, y advirtieron que han 
sido amenazados por los organismos o0ciales para que retiren la 
denuncia realizada ante la Fiscalía.

Caso 2: La moto aparentemente los confundió

El padre de Aníbal y de Darwin no acepta la muerte de sus 
dos hijos a manos de la Policía Nacional Bolivariana (PNB) y el 
Cuerpo de Investigaciones Cientí0cas, Penales y Criminalísticas 
(CICPC) del estado Sucre. Se trató de dos jóvenes, de 22 y 19 
años respectivamente, asesinados en un corto período de tiempo.

Me mataron al muchacho 

El hijo mayor, Aníbal, trabajaba con un cuñado de su papá 
en una venta de repuestos de la ciudad de Cumaná y hacía otras 
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actividades en refrigeración para sostener a su familia, ya que tenía 
pareja y tres hijos.

Los acontecimientos se iniciaron a las 10:00 a.m. del 8 de 
junio del año 2017, cerca de su lugar de trabajo. No hubo un 
operativo o enfrentamiento. La víctima llegó en su moto, mismo 
medio de transporte que utilizaba su hermano Darwin, y la PNB 
pensó que era la persona solicitada; dieron la voz de alto pero, al 
no tener respuesta, le dispararon por la espalda y murió al instante.

Los vecinos reaccionaron ante el hecho; estaban consternados 
al ver lo ocurrido y llamaron por teléfono al padre, quien, al escu-
char la noticia, se imaginó que era su hijo menor y no Aníbal. Al 
llegar al lugar de los hechos, encontró su cuerpo en el pavimento.

“Por estar buscando a Darwin consiguieron al otro y lo mata-
ron” relató Suárez, el padre. No hubo denuncias ni procesos judi-
ciales para resolver su muerte.

Tres meses más tarde, mataron al hermano por encargo

El hijo menor, Darwin, tenía 19 años de edad, no trabaja-
ba y había vivido con la madre en la Gran Sabana, estado Bolívar; 
luego regresó a Cumaná a vivir en casa de la abuela materna. Este 
joven poseía antecedentes penales, estaba solicitado por estar invo-
lucrado en un caso de robo y violación de la esposa de un inspector 
del CICPC, quien “encargó” su muerte, según manifestó el padre.

Tres meses después de la muerte de Aníbal, la PNB y el 
CICPC irrumpieron en el hogar de la abuela de Darwin. Los fun-
cionarios se metieron por el fondo de la casa, que está en cons-
trucción. Al joven lo sacaron de la habitación donde estaba y le 
encontraron un arma, un ri1e que estaba involucrado en el caso 
por el cual estaba solicitado policialmente y, entre forcejeos y dis-
cusiones, la PNB disparó al pecho del joven, indicando luego que 
fue un enfrentamiento. “Todo pasó muy rápido. Entre gritos y des-
esperación de la abuela, familiares, amigos y vecinos presenciaron 
cómo mataron a mi hijo”.
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Entre las personas presentes, vecinos, allegados al lugar 
comentaron “que el PNB que mató a Darwin tenía negocios con 
él, que le pagaba vacunas por droga”. Su padre a0rmó que “todo 
comentario es mentira, toda esa gente sabe que me lo mataron ino-
centemente” dijo.

Caso 3: La policía asesinó a mis hijos

“En el año 2012, la Policía estadal asesinó a mi hijo Robert y, 
en el año 2018, la Policía Municipal de Cumaná mató a mi segun-
do hijo, Deivy”. Así inició el relato García, padre de las víctimas, 
quien entre llantos y gemidos expuso todo lo ocurrido.

A Robert lo mataron delante de nosotros, 

pero no pudimos hacer nada 

Robert, de 23 años, trabajaba la mueblería; era un mucha-
cho laborioso. Poseía antecedentes penales, porque estuvo preso por 
un caso de homicidio, fue juzgado y cumplió su condena. Estaba 
libre desde hacía algún tiempo y vivía con su pareja en casa de su 
padre y dos hijos menores de edad.

El hecho ocurrió a las 11:00 a.m. del 14 de febrero de 2012. 
“Llegaron violentos, le dieron golpes a todo el mundo y a mi espo-
sa casi la arrastran por todo el piso de la casa; ni los familiares, ni 
vecinos, ni amigos pudieron hacer nada” comentó el padre, quien 
también estuvo presente.

Cuando tres policías se presentaron en la casa de la víctima,
especi0caron que buscaban a Robert, quien se disponía a hacer una 
parrilla con unos amigos, los hijos y los hermanos. Todo ocurrió 
dentro del hogar de la víctima, y las hermanas, junto a la madre, 
gritaron, forcejearon y reclamaron pero, al no conseguir ninguna 
reacción favorable, abrazaron y aguantaron a Robert por la cintu-
ra para que no se lo llevaran.
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Ante esta reacción, la policía comenzó a forcejear y a golpear 
a las mujeres en las manos para que lo soltaran. “Se lo llevaron al 
patio, en el fondo de la casa, cerca de una mata de limón. Allí le 
levantaron los brazos y, entre gritos y luchas, le dispararon por las 
costillas. Hubo un silencio total al momento y luego mucho llan-
to” contó el padre.

“Todos en casa reaccionaron y, al ver que Robert todavía 
estaba vivo, lo sacaron de la casa y lo montaron en una camione-
ta donde se trasladaban los o0ciales, para ver si le podían salvar la 
vida… pero el muchacho falleció a los pocos minutos” indicó el 
padre aún dolido y con rabia.

Este caso fue denunciado ante las instancias judiciales de 
Cumaná. Los vecinos, amigos y familiares fueron los principales 
testigos del hecho. Llegaron a enjuiciar a los policías involucrados, 
les dieron sentencia por más de 17 años por el delito de homici-
dio. Sin embargo, antes de cumplir los ocho años de condena, ya 
estaban libres.

“Lo que me sucedió a mí no quiero que le suceda a más nin-
guna familia… a nadie… Mi hijo no merecía morir así… todos 
tenemos derecho a la vida” relató el padre de Robert.

A Deivy se lo llevaron, lo torturaron y lo mataron 

Deivy era el hermano menor, de 21 años; trabajaba de cerra-
jero. “Tenía pareja y una niña pequeña, fue detenido en medio de 
un operativo policial. Él estaba parado junto a un amigo en la mati-
ca frente a la cárcel de Cumaná, por la cancha” comentó su padre. 
El operativo lo realizó la policía municipal de Cumaná en el mes 
de febrero de 2018, a las 07:00 p.m.

En ningún momento hubo enfrentamiento ni persecución. 
Lo detuvieron junto a otro compañero, conocido por un apodo, 
con el cual conversaba, y se los llevaron en unas motos. La vícti-
ma logró decirles a dos primas que le avisaran a su madre que lo 
habían detenido.
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El padre, al enterarse del suceso, empezó a buscarlo para 
saber dónde lo tenían recluido. Sin tener resultados, una hora des-
pués, recibió una llamada telefónica de un primo que trabaja en 
la policía, para indicarle que su hijo habría fallecido en medio de 
un enfrentamiento.

El padre relató que todo sucedió por el cerro Los Chivos, 
una zona retirada de la ciudad de Cumaná, cerca de playa San 
Luis. Según él, Deivy fue ajusticiado, presentó signos de tortura y 
golpes en la cara. Tenía la ropa mojada de agua salada, como si lo 
hubieran metido a la playa, al igual que el compañero con el cual 
lo arrestaron. Ante tanta barbarie, sus padres realizaron la denun-
cia en Fiscalía y, a un año del suceso, no habían citado a ningún 
policía responsable del hecho. El caso sigue en proceso.

Discusión

La situación de descomposición social e institucional que 
vive Venezuela tiene en la inseguridad y violencia delincuencial 
un referente destacado. Esta situación ubica al país como uno de 
los más violentos de América, con una tasa de muertes violentas 
para el 2020 de 45,6 por cada cien mil habitantes. Al mismo tiem-
po, la ausencia de políticas públicas de prevención del delito deja 
a los ciudadanos sin los mecanismos jurídicos y sociales apropia-
dos para solventar la situación de violencia criminal que se produ-
ce en todos los sectores sociales.

Pareciera que, desde el Estado, la única respuesta a esta situa-
ción crítica de violencia criminal fueran las actuaciones excesivas y 
también criminales de las FAES y de la GNB, a través de progra-
mas de seguridad como la OLP, que han generado un incremento 
en el número de muertes que se consideran como letalidad poli-
cial. Esta situación se genera principalmente en los sectores popu-
lares y menos favorecidos del territorio nacional. 

La mayoría de estas muertes son reseñadas en los informes 
o0ciales como “enfrentamientos” y “resistencia a la autoridad”, 
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pero las múltiples denuncias periodísticas y de organizaciones espe-
cializadas, presentadas ante instancias o0ciales, señalan que tales 
enfrentamientos son 0cticios y que se trata en realidad de ejecu-
ciones extrajudiciales. 

Tal como lo aprecia Keimer Ávila (2019: 2), investigador y 
profesor de Criminología, una corroboración contundente de lo 
anterior la ha proporcionado el Informe de la O0cina de la Alta 
Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(Acnudh) sobre Venezuela. Gracias a dicho informe, presentado 
por Michelle Bachelet, quedó al descubierto ante el mundo la mag-
nitud de las cifras de homicidios y muertes a manos de las fuerzas 
de seguridad del Estado que, para el año 2018, eran desconocidas.

Cabe destacar que, para los años 2017 y 2018, omitir las 
muertes a manos de las fuerzas de seguridad del Estado traía como 
consecuencia una seria distorsión o subestimación de las cifras tota-
les de homicidios, así como de la gravedad de las violaciones de 
derechos implicadas. 

El gobierno venezolano informó un total de 10.598 homicidios 
durante el año 2018. Esta cifra, al igual que la de 2017, no incluye 
los casos de muertes en manos de las fuerzas de seguridad del Estado 
(considerados como “resistencia a la autoridad”). Esta exclusión trae 
como consecuencia que la cifra de homicidios presentada sea un ter-
cio menor de la total. Omitir las muertes en manos de las fuerzas 
de seguridad no solamente es un maquillaje de las cifras totales; es 
también un ocultamiento y una naturalización de graves violacio-
nes a los derechos humanos. Cuando se incorporan a la cuenta las 
muertes que resultan de la intervención de las fuerzas de seguridad 
estadales, que suman 5.287, el total de homicidios según estas cifras 
o0ciales asciende a 15.885 (Ávila, 2019, p. 3).

Aunque lo anterior re1eje un comportamiento nacional, en 
el caso particular de la investigación realizada por el OVV Sucre, 
las víctimas en muchos casos no corresponden a acciones ejecutadas 
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en el marco de una OLP o de las FAES, sino a operaciones especí-
0cas, selectivas, a veces difíciles de determinar, pues estas organiza-
ciones no habían tenido presencia activa en la entidad. Fue a partir 
del mes de agosto de 2019, cuando la sección de las FAES Sucre 
inició sus operaciones en esta entidad, y en el 2020 con acciones 
de intervenciones particulares en poblaciones donde se producen 
frecuentemente acciones delictivas violentas.

Los casos estudiados en esta investigación están todos inclui-
dos como letalidad policial, pues sus resultados se concretan con 
las violaciones a los derechos humanos de las víctimas, aunque con 
matices particulares. A Carlos y a Deivy, por ejemplo, se los llevó 
una comisión policial y luego los abandonaron muertos en sitios 
distantes de sus residencias.

En los casos de Darwin y Robert, sus residencias fueron el 
lugar de los sucesos, asaltadas policialmente, sin órdenes judicia-
les, donde Darwin y Robert fueron luego asesinados en presen-
cia de familiares, a los cuales agredieron de manera brutal. Aníbal 
fue asesinado de varios disparos en la espalda en plena vía pública, 
al ser confundido con su hermano, pues ambos usaban la misma 
motocicleta para desplazarse. Según los informantes, ninguna de 
las víctimas portaba armas de fuego al momento de sus ejecucio-
nes, cuatro de ellas poseían antecedentes penales y Darwin estaba 
solicitado por CICPC, implicado en un atentado y violación con-
tra la esposa de un inspector de este cuerpo policial. 

Resulta evidente que estas acciones letales de las fuerzas de 
seguridad no han traído una disminución de la actividad y la vio-
lencia criminal, sino la acción desdibujada de la aplicación de la 
justicia.

En estos casos ya mencionados y en los presentados en gru-
pos focales, los participantes se referían a los cuerpos de seguridad 
como “los que mandan, con el poder que les dan las pistolas”, que 
actúan por venganza o ajuste de cuentas, para defender la territo-
rialidad e intereses de bandas delincuenciales o policiales involucra-
das en actos delictivos, siempre arraigados en el amedrentamiento 
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al ciudadano y no en el cumplimiento del deber de garantizar la 
seguridad y los derechos de la colectividad. A juzgar por estos rela-
tos, más allá de no estar ajustados al debido proceso, pareciera que 
su último 0n es la concreción de la letalidad policial como meca-
nismo común de estos cuerpos de seguridad, bien sea por conexión 
con bandas delictivas o de conveniencias de organizaciones crimi-
nales establecidas dentro de los cuerpos policiales, o por la posibi-
lidad de que estas actuaciones respondan a una dirección superior 
como política de Estado, ejecutadas por los cuerpos de seguridad.

A esta situación de indefensión de las víctimas (quienes son 
detenidas, torturadas y asesinadas sin que medie ningún procedi-
miento judicial), se añaden las circunstancias de familiares y testigos, 
quienes sufren persecuciones, amenazas e intentos de amedrenta-
miento para evitar la concreción de las denuncias necesarias den-
tro de las normas del proceso judicial. 

También cabe destacar el notorio aumento del número de 
víctimas por letalidad policial durante los últimos años:  

Entre los años 2016 y 2018, se pudo observar un aumento en 
la violencia ejercida por el Estado para la represión de los presuntos 
delincuentes, así como para la represión de la protesta social y política.

El aumento de las víctimas que las autoridades conceptuaron 
como “dadas de baja” por resistir a la autoridad, y que según las 
denuncias de muchas familias y de la 0scal general de la República 
pueden ser cali0cadas como ejecuciones extrajudiciales de las fuerzas 
policiales y militares, como acciones de “exterminio” y no como uso 
legítimo de la fuerza constituye un aspecto preocupante de la violen-
cia en el país (Briceño-León, Camardiel y Perdomo, 2019, p. 380).

Una línea de acción común es la letalidad, la sistemática vio-
lación de los procesos judiciales y el amedrentamiento de familia-
res, muchos de los cuales ceden al miedo y a las amenazas. Con 
ello, hay que destacar que una parte de estas muertes (o las deten-
ciones previas) se producen en presencia de testigos, según los 
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testimonios recogidos, lo que no parece ser un obstáculo para los 
funcionarios involucrados, tal vez porque cuentan de antemano 
con que sus actuaciones contarán con impunidad.

Aunque esto último es una hipótesis, la impunidad es demos-
trable en la ausencia de castigo a los ejecutores o en el retraso pro-
cesal cuando los casos llegan a tribunales, lo cual se percibe como 
una estrategia para que los familiares de las víctimas desistan de la 
acción judicial.

En este sentido, se presentan una serie de situaciones que afec-
tan la realización del proceso normal de administración de justicia, 
entre ellas la falta de información sobre los derechos humanos. Este 
factor se convierte en generador de acciones extrajudiciales, más allá 
de que las víctimas estén involucradas o no en actividades delicti-
vas, pues las acciones de las fuerzas públicas evidencian la ausen-
cia de los protocolos propios de la correcta aplicación de la justicia.

Conclusiones

El proceso de investigación realizado por el OVV Sucre sobre 
la letalidad policial tuvo como objetivos recopilar información 
empírica, de naturaleza cualitativa, sobre el tema, examinando 
el cumplimiento del protocolo judicial establecido más allá de la 
aplicación de mecanismos de ejecución extrajudicial por parte de 
los cuerpos de seguridad. Esta práctica se aborda bajo la denomi-
nación de “resistencia a la autoridad”, expresión utilizada por las 
autoridades gubernamentales para justi0car el incremento de las 
víctimas generadas por los cuerpos policiales y militares. 

Ambos grupos consultados (entrevistados y grupos focales) 
expresaron que los procedimientos policiales violan las normas 
jurídicas que deberían aplicarse en estos casos, despojando a las 
víctimas, delincuentes o no, de sus derechos, incluido el derecho 
a la vida, puesto que su deber es buscar a las personas solicitadas 
para someterlas a la administración de justicia y no para aplicar-
les una pena de muerte no contemplada en nuestro ordenamiento 
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jurídico. Al mismo tiempo, los testigos y familiares son sometidos 
a amenazas para que no denuncien la acción irregular de las fuer-
zas policiales, lo que constituye un cuadro grave de violación de 
derechos humanos.

Con base en los procedimientos realizados, cada uno de 
estos casos estudiados estuvo presumiblemente fuera del orden, 
de los protocolos de los derechos humanos y del debido proceso. 
Los relatos obtenidos arrojan un conjunto de indicios o eviden-
cias sobre la detención de personas sin orden judicial ni solicitud 
por delitos, allanamientos de residencias de víctimas sin las órde-
nes requeridas, aplicación de torturas al detenido, intimidación 
y agresión a familiares o testigos de los hechos, obstrucción de 
los mecanismos para la formulación de las denuncias y presuntos 
enfrentamientos sin que la víctima portara armas. Este conjunto 
de factores constituye un espacio propicio para la ejecución de la 
letalidad policial.

En tal sentido, la sumatoria de este tipo de testimonios per-
mite a0rmar que el resultado de mayor relevancia es la violación al 
derecho a la vida, evidenciada en los casos referidos en este capítu-
lo como propios de la de0nición de letalidad policial. 

Además, los informantes claves de la investigación expre-
saron la ausencia de políticas de prevención del delito, tanto de 
carácter regional como nacional, que contribuyan a disminuir la 
acción de la violencia criminal en el estado. Con ello manifesta-
ron que no hay respeto por la vida ni por la seguridad de la comu-
nidad. La letalidad policial es percibida como elemento integrante 
de la espiral de violencia en la sociedad sucrense, al generar resen-
timiento y deseos de venganza y, por tanto, más violencia en los 
familiares de las víctimas. 

Los actores participantes de la investigación indicaron que 
la educación es el factor clave para propiciar el rescate del orden 
social ante la mani0esta descomposición institucional. Esta acción 
educativa debe abarcar a los individuos, a las comunidades y a las 
fuerzas policiales.
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En términos generales, es posible a0rmar que la letalidad 
policial —tanto en el contexto nacional como local— constituye 
una práctica que vulnera el Estado de derecho y coloca a los ciu-
dadanos en una condición de indefensión pues, al instituirse como 
norma no escrita para enfrentar la violencia delincuencial, abre la 
puerta para todo tipo de abusos y delitos cometidos por las fuer-
zas de seguridad.
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Bolívar: Letalidad policial en el nuevo El Dorado

EUMELIS MOYA
MARÍA VIRGINIA ALARCÓN

Bolívar, ubicado al sur del país, es el estado más extenso del 
territorio nacional y el sexto más poblado. Además de poseer una 
gran riqueza y diversidad de recursos naturales y minerales, cuen-
ta con linderos estratégicos para el desarrollo e intercambio eco-
nómico y social, pues limita al norte con los estados Anzoátegui, 
Monagas, Guárico y Delta Amacuro; al este, con Guyana; al sur, 
con Amazonas y Brasil; y al oeste, con Apure y Colombia. 

Desde cánticos y tradiciones del estado Bolívar, se le cuen-
tan al mundo las bondades de esta tierra. No obstante, atrás han 
quedado aquellos días de sapoara, calipso y tepuyes. En la actua-
lidad se ha convertido en el foco de atención, a raíz de la creación 
del Arco Minero del Orinoco y, con este, “la 0ebre del oro”, hasta 
el punto de representar en cierta forma la resurrección de la leyen-
da de El Dorado.

Cientos de personas han migrado al estado en la búsqueda del 
preciado material aurífero, a la par que en la región se ha instaura-
do un sistema biopsicosocial signado por la anarquía. Explotación 
legal e ilegal de minerales como oro, bauxita, hierro, diamantes y 
cobalto asociadas a dinámicas delincuenciales; incursiones de gru-
pos paramilitares y enfrentamientos entre grupos irregulares por el 
control de las minas y territorios; desplazamiento de pueblos ori-
ginarios, invasiones, trata y trá0co ilegal de personas; trabajos en 
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condiciones de servidumbre, depredación de los recursos naturales 
(selva y ríos) y un incremento de muertes violentas y desaparicio-
nes, como las ocurridas en el 2016 en Tumeremo, o las ocurridas 
en Guasipati por una incursión del ELN en el 2018, ante la indi-
ferencia e ine0cacia de las autoridades regionales, se han converti-
do en el día a día de propios y foráneos.

En el estado se vive una violencia estructural que socava las 
bases en todos los niveles de todas las estructuras sociales. Bolívar 
se ha convertido en referencia obligada en materia de violencia; 
durante los últimos años se ha ubicado entre los primeros luga-
res de los estados más violentos de Venezuela y no solo como enti-
dad estadal, ya que algunos de sus municipios siempre repuntan 
entre los más 1agelados, aun por encima de otros estados enteros.

En ese sentido, tal como se puede apreciar en la figura 
número 1, a pesar de un descenso en las tasas de muertes violen-
tas, durante los últimos años la situación del estado Bolívar ha 
empeorado en relación con el resto del país. Así, mientras que para 
2016 ocupaba el sexto lugar en la lista de estados más violentos a 
nivel nacional, para 2019 ocupaba el tercer lugar (colocándose por 
encima del Distrito Capital y de Guárico).

Figura 1

Evolución reciente de las muertes violentas en el estado Bolívar

Año Lugar entre los estados    
más violentos

Tasa por 100.000 
habitantes

2016 6.º 115

2017 4.º 113

2018 3.º 109

2019 3.º  84

En cuanto a municipios, los dos más violentos se ubican al 
sur del estado, El Callao y Roscio, con unas tasas de muertes vio-
lentas de 368 y 221, respectivamente. 
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Los municipios del norte de Bolívar merecen una especial 
atención, ya que poseen un porcentaje poblacional signi0cativo 
y concentran la actividad industrial del estado. Aunque, al igual 
que la actividad agropecuaria de la zona, la industrial también ha 
sido desplazada por la minera, este cuadrante de la región recibe 
los efectos colaterales de lo que sucede en el sur; en este sentido, 
vemos cómo la in1ación, que vapulea al país en general, se triplica 
en dicho lugar, pues los precios de ropa, comida y demás artícu-
los de primera necesidad 1uctúan y se cotizan en función del oro 
y este, a su vez, a la par del dólar. Es común observar en estableci-
mientos comerciales de diversa índole cómo se cancelan los impor-
tes con el material aurífero traído directamente de las minas o en 
divisas que son obtenidas por la venta del mismo. 

Dado que han sido desterrados por grupos irregulares auto-
denominados “paramilitares”, pranes y líderes de bandas delictivas 
han migrado a los municipios del norte de la entidad para instau-
rar en sus municipios sus propios regímenes de control. 

A tan cruenta situación se une la ine0ciencia de políticas 
públicas en su más lata dimensión: escasez de alimentos y medici-
nas, carencia de servicios públicos básicos, propagación de enferme-
dades endémicas, deterioro de los pocos centros de salud existentes, 
desplazamiento forzado de la población y ausencia de planes de 
seguridad y de prevención de violencia; todo ello una violación sis-
temática y permanente de los derechos humanos que nos subsu-
me en una emergencia humanitaria compleja. 

Letalidad policial en el estado Bolívar

Todo Estado, como 0gura jurídica, tiene dos formas de hacer-
se tangible; una a través de su estructura político-administrativa 
y, otra, mediante la misión y visión de país que se gesta para sí. 
Ambas nociones se agrupan y se hacen imperantes, toda vez que 
se articulan e incorporan a compendios normativos. En el caso de 
Venezuela, que atiende a una estructura normativa jerárquica, la 
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Constitución se convierte en el estamento legal guía para la con-
ducción de la nación. 

Así, además de una visión orgánica, mediante la autocon-
cepción 0losó0ca estatal, la carta magna establece como princi-
pios fundamentales la justicia social y el Estado de derecho, en el 
cual el respeto a la dignidad humana está respaldado por un con-
junto de prerrogativas establecidas a tal 0n: el hombre y su bien-
estar supremo como eje fundamental del accionar gubernamental.  

En ese sentido, se hace necesario aludir a los derechos aso-
ciados a la esencia humana primaria: la vida y su integridad física, 
psicológica, moral y patrimonial, tal como se expresa en el artícu-
lo 55 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
(CRBV, 2000) según el cual:

Toda persona tiene derecho a la protección por parte del Estado 
a través de los órganos de seguridad ciudadana regulados por la ley, 
frente a situaciones que constituyan amenazas, vulnerabilidad o ries-
go para la integridad física de las personas, sus propiedades o el dis-
frute de sus derechos y cumplimiento de sus deberes.

A partir de dicho artículo, entra en la noción de protección 
uno de sus elementos más fundamentales: ¿cómo o a través de 
quién garantiza el Estado dicho mandato? Tal como se desprende 
del artículo antes mencionado, a través de los órganos de seguri-
dad del Estado. 

Entonces, en función de su concepción jurídica, los cuerpos 
de seguridad del Estado tienen como eje transversal el resguardo 
de la integridad de la nación y sus habitantes, por lo que, más allá 
de su creación, resulta necesaria la regulación, organización y per-
manencia de los mismos dentro de la estructura gubernamental, 
no solo a nivel nacional, sino en los tres niveles del Poder Público 
territorial. 

Respecto a su razón de ser y atribuciones, Gabaldón y 
Antillano (2007) expresan: 
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La disposición de una fuerza organizada para el mantenimien-
to del orden público mediante la vigilancia (aspecto preventivo) y 
la aprehensión de infractores a 0nes de imposición de una sanción 
(aspecto represivo), sanción a cargo de la propia instancia policial, 
de otras dependencias administrativas o de una instancia jurisdic-
cional (p. 21).

De acuerdo con la Ley Orgánica del Servicio de Policía y 
del Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana, la naturaleza del ser-
vicio de policía es preventiva, se estima su intervención sobre fac-
tores que favorecen o promueven el delito; además, se anuncia su 
carácter civil y profesional.

El Estado, a diferencia de otro tipo de instituciones, es el 
único que cuenta con el monopolio legítimo de la fuerza y se sirve 
de leyes, funcionarios públicos y otros organismos para ejercer la 
coacción en pro de garantizar el orden y seguridad de los ciudada-
nos única y exclusivamente, entendiéndose que la ejecución des-
pótica del propio derecho es un delito en sí mismo. 

En el estado Bolívar, especí0camente, comparten funcio-
nes de protección ciudadana e investigación la Guardia Nacional 
Bolivariana, la Policía Nacional Bolivariana, la Policía del esta-
do Bolívar, el Cuerpo de Investigaciones Cientí0cas, Penales y 
Criminalísticas, la Fuerza Armada de Venezuela o Fuerza Armada 
Nacional Bolivariana, Protección Civil, el cuerpo de Bomberos, la 
Milicia Bolivariana, el Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional 
y la Dirección General de Contrainteligencia Militar, entre otros.

“Todo por la Patria”, “Honor” y “Servidores de la Patria para 
la Paz y la Vida” son lemas que signan la razón y ser de su desem-
peño profesional, tal como se expresa en cada una de sus 0loso-
fías de gestión. 

No obstante, en el acontecer nacional se registran sucesos 
fatales, perpetrados por funcionarios pertenecientes a dichos orga-
nismos, que desdicen y desvirtúan la axiología de su misión, cons-
tituyéndose en gravísimas violaciones de derechos humanos. 
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Lo mismo sucede con los organismos de corte policial o 
parapolicial: la Operación de Liberación del Pueblo (OLP), las 
Fuerzas de Acciones Especiales (FAES) y el Comando Nacional 
Antiextorsión y Secuestro (Conas); que fueron creados por el Estado 
bajo la necesidad de contrarrestar el aumento exponencial de la vio-
lencia vivido en el país durante los últimos 7 años. 

Según el Informe Anual de Violencia 2019, realizado por 
OVV-Lacso, ese año se registraron a nivel nacional 5286 casos de 
personas que fallecieron a manos de cuerpos policiales, datos que 
se totalizan en una tasa de 19 muertes por cada cien mil habitantes.

A partir de este acrecentamiento, expertos a0rman que se tra-
ta de prácticas abusivas y transgresoras, solapadas bajo pretextos de 
seguridad, instauradas por el Estado venezolano. Este hecho pre-
ocupa y ocupa tanto a la academia como a organizaciones encar-
gadas de hacer seguimiento y estudiar estos hechos. Al respecto, 
el Informe de la O0cina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos (ONU, 2018) sostiene: 

Desde julio de 2015, las autoridades estatales se han servido de 
las llamadas “Operaciones de Liberación del Pueblo (OLP)” como 
instrumento para demostrar sus pretendidos éxitos en materia de 
reducción de la criminalidad. El ACNUDH comprobó que existía 
un patrón de uso desproporcionado e innecesario de la fuerza por 
parte de los órganos de seguridad en dichas operaciones, las cuales 
se saldaron con un gran número de muertes que podrían constituir 
ejecuciones extrajudiciales.

Recientemente, en el Informe de la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos 
(ONU, 2020) se destaca que durante operaciones de seguridad 
han muerto violentamente 1324 personas, de las cuales son res-
ponsables las Fuerzas de Acciones Especiales (FAES), el Cuerpo de 
Investigaciones Cientí0cas, Penales y Criminalísticas (CICPC), la 
Guardia Nacional Bolivariana y las fuerzas de policía del estado Zulia.
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En relación con los malos tratos y tortura, como modo de 
violación al derecho a la integridad física moral, señala el informe:

Durante el período que abarca el presente informe, el ACNUDH 
recibió denuncias de tortura y malos tratos. El ACNUDH observó 
que las personas privadas de libertad eran interrogadas por los ser-
vicios de inteligencia después de su detención tanto en las instala-
ciones de la DGCIM como en lugares no o0ciales y desconocidos. 
Durante ese tiempo, las víctimas habrían sido objeto de malos tratos 
y, en algunos casos, de torturas. Según los relatos recopilados por el 
ACNUDH, tales actos tienen por objeto intimidar y castigar a las 
personas detenidas, y arrancar confesiones o incriminar a terceros 
mediante videos o declaraciones escritas (ONU, 2020).

Al referir estas situaciones de violencia policial, se entiende 
que nos encontramos ante un 1agelo que lesiona el orden cons-
titucional y vulnera las libertades primarias y demás derechos 
fundamentales. 

En ese sentido, la presente investigación pretende recabar y 
exponer la opinión que tiene el ciudadano común en cuanto al des-
empeño de los cuerpos de seguridad que hacen vida en la región, 
prestando especial atención al relato de hechos o descripción de 
patrones de actuación que pudiesen representar casos de letalidad 
policial u otras formas de abuso o violación de derechos por par-
te del Estado. Todo ello, claro está, a 0n de contribuir con la com-
prensión teórica y posibles soluciones de esta problemática. 

Metodología

Con el propósito de cumplir los objetivos planteados bajo un 
enfoque cualitativo, la información se recabó mediante dos méto-
dos de recolección: grupos focales y entrevistas. El criterio para la 
selección de los participantes fue el conocimiento o experiencia 
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vivida de situaciones que involucraran abuso, violencia o letali-
dad policial. 

Los mecanismos de recolección se estructuraron y desarro-
llaron conforme a un esquema sugerido por el equipo central: tres 
entrevistas individuales a familiares de víctimas de hechos cono-
cidos como “resistencia a la autoridad” y dos grupos focales, uno 
conformado por 8 personas y otro por 12, de diferentes edades, 
ocupaciones y procedencias. 

Los grupos focales, con una duración promedio de una hora, 
se realizaron en diferentes sectores del municipio; un grupo en la 
comunidad “Brisas del Sur” de la parroquia Chirica y otro grupo 
en “Bella Vista”, perteneciente a la parroquia Once de Abril, zonas 
caracterizadas por ocupar los primeros lugares de criminalidad en 
el estado. Bajo la conducción de miembros del OVVB y previa 
explicación de la naturaleza académica y con0dencial del estudio, 
se realizaron preguntas que impulsaran el intercambio de expe-
riencias que integrarían la base de información por sistematizar. 

Por su parte, las entrevistas se realizaron en la sede de la 
Universidad Católica Andrés Bello, extensión Guayana, en un 
ambiente propicio para abordar una temática con implicacio-
nes sensibles. Es importante destacar que hubo disposición de los 
participantes a contar detalladamente sus historias; sin embargo, 
pidieron no ser fotogra0ados y el resguardo del nombre para evitar 
posibles represalias, razón por la cual usaremos seudónimos para 
el relato de las historias. 

Resultados: Al servicio del terror y la muerte

“Yo pre0ero que se me acerque un malandro y no un policía” 
es una frase recurrente a lo largo de los distintos relatos que compo-
nen este estudio. Son declaraciones que re1ejan el temor fundado 
en la cultura de intimidación y muerte instaurada por cuerpos de 
seguridad que cambiaron su rol de defensores por el de victimarios. 
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“Resistencia a la autoridad” o “enfrentamientos” son las 0gu-
ras bajo las que organismos del Estado justi0can dar muerte a pre-
suntos delincuentes obviando los principios y garantías establecidos 
en la norma. A continuación, algunos testimonios (a 0n de abre-
viar, nos referiremos al informe de la entrevista 1 como E-1, al del 
grupo focal 1 como GF-1 y así sucesivamente):

Entraron sin decir nada y mataron 
a un muchacho que no era 

En el sector Villa Verde de Upata, el CICPC llegó a una 
casa, irrumpiendo violentamente. Sin dar ninguna explicación ni 
hacer ninguna pregunta, agredieron a la familia, incluyendo a un 
niño de 5 años, y propinaron varios disparos a un muchacho que 
supuestamente era un malandro llamado “el Nacho”, pero que, 
según los testimonios de los familiares y vecinos, no era quien esta-
ban buscando. 

El CICPC llegó a una casa y entraron tumbando la puerta con 
una mandarria; entraron sin decir nada, agredieron a la familia… y 
ocasionaron unos disparos a un muchacho que supuestamente era 
un malandro llamado “el Nacho” y no era ningún “Nacho”… se 
equivocaron” (GF-2).

Los efectivos del CICPC se habrían equivocado: “ellos al 
entrar al cuarto hicieron el disparo sin cerciorarse si era la persona 
que estaban buscando”. La pareja del joven, al tratar de conversar 
con el funcionario, fue golpeada junto a su hijo, y los funciona-
rios dejaron el cuerpo en el suelo sin decir palabra alguna. “Todos 
los vecinos salimos corriendo para ver lo que estaba pasando y no 
nos dejaron acercar”. O sea, entraron a la fuerza sin ver si era él o 
no era él, entraron, cometieron el asesinato y nada más. Cuando 
vieron que no era, ya no podían hacer nada, ya era tarde.
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Lo acribillaron delante de mis hijas

Relata Elena que su vecino no era una persona reconocida 
por tener buena conducta; sin embargo, opina que no era la forma 
de morir, pues fue acribillado por funcionarios del CICPC mien-
tras compartía con ella y otros vecinos frente a su casa. “Él estaba 
sentado con nosotros, mis vecinos; mis hijas estaban jugando y de 
repente llegaron y lo acribillaron… allí delante de mis hijas, delan-
te de mi persona y prácticamente no supimos qué hacer porque lo 
acribillaron así sin saber por qué”. Los hechos ocurrieron frente a 
niñas menores de edad, sin que los vecinos pudieran hacer nada para 
impedirlos; los efectivos llegaron de manera sorpresiva, se bajaron 
del vehículo, le dispararon y se retiraron sin ofrecer mayor expli-
cación o mediar palabras con la víctima o los presentes. El cuerpo 
fue dejado allí hasta que los familiares realizaron los trámites para 
el levantamiento del cadáver. Concluye la participante: “yo creo 
que no es la manera y mucho menos si hay personas inocentes y 
niños por el medio. Una de mis hijas se tragó prácticamente todo 
el polvo de las balas que echaron” (GF-2).

A los tres días los entregaron todos desfigurados

A los ciudadanos los preocupa no solo el hecho de que los 
funcionarios actúen bajo procedimientos cuestionables a la hora 
de practicar detenciones o allanamientos, sino que bajo esos pro-
cedimientos realizan otros actos que atentan contra la dignidad 
y violentan cualquier derecho humano. Tal es el caso que relata 
María que habría ocurrido en un sector de San Félix, después de 
una 0esta. Bajo un modus operandi similar al de los casos anterio-
res, llegaron a la vivienda tres vehículos con funcionarios del Sebin, 
entraron tras forzar la puerta, consiguiendo a unos hombres dor-
midos en unas sillas de extensión, y a otros consumiendo bebidas 
alcohólicas, y comenzaron a propinar disparos. Tres de los presen-
tes lograron salir huyendo, pero los otros dos no corrieron con la 
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misma suerte y fueron lanzados en la parte trasera de una camio-
neta, en la que se los llevaron. Luego lograron agarrar a uno de 
los que se habían escapado. “Y a los tres días los entregaron, pero 
todos des0gurados, les cortaron los dedos, a uno supuestamente 
le cortaron la lengua después de los interrogatorios”. Nuevamente, 
no existió una comunicación ni con familiares ni presentes en el 
lugar y, como parece ser costumbre, los vecinos no reaccionaron 
por temor a las represalias. “Los vecinos salieron, pero nadie hizo 
nada, todo el mundo se quedó paralizado para no meterse en pro-
blemas con el Sebin” (GF-2).

Iba gritando: “No me maten, no me maten”

Así narra Hortensia cómo la policía del estado Bolívar dio 
muerte a su hijo luego de haber implorado por su vida. Explica 
la madre que el joven, junto a dos amigos, se desplazaba por una 
conocida avenida de la ciudad a bordo de un vehículo reportado 
como robado. Al identi0carlo, los policías dieron la voz de alto y, 
al no ser obedecidos, iniciaron la persecución; luego, cuando los 
delincuentes no pudieron avanzar más, se bajaron del vehículo 
y salieron corriendo. El hijo de Hortensia ingresó a la urbaniza-
ción donde residía pidiendo a gritos que no lo mataran, mientras 
levantaba sus brazos en señal de rendición, según testimonio de 
los vecinos del sector. “Él iba gritando, todos los vecinos dicen 
que él iba gritando ‘No me maten, no me maten’… Iba con los 
brazos en alto y corriendo y gritaba que no lo mataran”. Los efec-
tivos policiales se llevaron al joven a una zona de la urbanización 
de poco tránsito, “una calle cerrada hacia la avenida… se escucha-
ban los gritos… hasta que se escucharon las detonaciones” (E-3). 
Los hechos ocurrieron a las cinco de la tarde; sin embargo, no es 
hasta las ocho de la noche cuando los familiares reciben la noti-
cia de que el joven había muerto tras un enfrentamiento con los 
funcionarios.
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Lo mataron hace 9 meses y aún no dan con el cuerpo

En muchos de los relatos e historias contadas, además de la 
repetición de patrones de prácticas policiales indebidas, predomina 
la descon0anza hacia los organismos de seguridad antes, durante y 
después de los sucesos. No obstante, algunas de estas historias des-
entrañan mayor grado de crueldad que otras, a veces la saña es des-
medida. Tal es el caso de un “chatarrero” asesinado por la Guardia 
Nacional (GNB). La víctima ingresó en el perímetro de la represa 
Macagua acompañado de un amigo; se encontraba en una mata de 
mango y, al ver que se acerca la Guardia Nacional, se baja y corre. 
Recibe la voz de alto. Su acompañante logra esconderse, pero él no 
corre con la misma suerte; al ser interrogado, explica el porqué de 
su presencia en el lugar. Tras dar respuesta a los efectivos castrenses, 
estos le realizan un disparo en el pie para inmovilizarlo. Su acom-
pañante, al observar los hechos, escapa y le comenta a la familia del 
hombre, quienes empiezan las labores de búsqueda, transcurrien-
do casi dos meses sin obtener respuesta alguna de las autoridades. 
Según la versión del participante, los familiares contactaron a un 
funcionario militar en la capital de la república, quien se traslada 
a la zona e inicia las averiguaciones. Tras interrogar a los funciona-
rios involucrados, estos con0esan. “Al muchacho lo mataron y lo 
desmembraron todo… lo enterraron ahí mismo en Macagua, ya 
de eso hace 9 meses y aún no dan con el cuerpo” (GF-1). 

Pautas comunes

Estas son algunas de las historias más estremecedoras, en las 
que se evidencia el uso excesivo de la fuerza, así como la omisión 
de las prácticas debidas por parte de los organismos de seguridad. 
Como estas, otras 19 con desenlace fatal en similares circunstancias, 
además de 4 casos que hablan de intimidación, extorsión, abuso y 
lesión. A los efectos de establecer algunos patrones de comporta-
miento mediante la información recabada a través de entrevistas 
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y grupos focales, se pudo evidenciar que las autoridades procuran 
justi0car sus actuaciones alegando “resistencia a la autoridad” o 
presuntos “enfrentamientos”; de estos, la mayoría son ejecutados 
principalmente por el CICPC, seguido de la policía estadal/muni-
cipal y la Guardia Nacional. 

Este tipo de operativos generalmente son diurnos, realizados 
durante horas tempranas y en días hábiles de la semana (de lunes 
a viernes), la mayoría en la casa de la víctima o cerca de la zona de 
residencia de la misma, lo que implica un conocimiento previo de 
esta. La violencia policial está caracterizada por el uso de armamento 
como un medio de coacción o incapacitación física de la víctima.

 Es evidente para los participantes que las autoridades encar-
gadas de velar por la seguridad de los ciudadanos son también 
causantes de inseguridad. Las zonas donde se suscitan los hechos 
están ubicadas mayoritariamente en el municipio Caroní. En San 
Félix, especí0camente, en las parroquias: Chirica, Vista al Sol y 
11 de Abril. En lo que respecta a Puerto Ordaz, en las parroquias 
Cachamay, Universidad y Unare. 

En casi todos los casos narrados se indica que, en realidad, se 
trató de persecuciones con disparos a la espalda, allanamiento ilegal 
de viviendas, desapariciones y detenciones que encubrían los ajus-
ticiamientos realizados. En este sentido, podemos observar algu-
nos otros comentarios destacados:

1. “No hubo ningún procedimiento previo ni aviso ni nada, 
simplemente le dispararon” (GF-1).

2. “Entraron a su casa en horas de la noche, sacaron a toda la 
gente de su casa, mi amigo estaba durmiendo, llegaron, lo 
mataron acostado sin nada, sacaron a toda su familia, se roba-
ron todo lo que había dentro de la casa” (GF-1).

3. “Como a las 5:30 p.m. iba saliendo con mi hijo para el hos-
pital y todo el sector estaba tomado por el CICPC y empe-
zaron a disparar como locos en todas partes, la gente tuvo 
que guardarse porque ellos dijeron ‘es un procedimiento’, 
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pero en qué se basaba el procedimiento como tal no se sabe. 
Después escuché la muerte de los muchachos que estaban 
durmiendo” (GF-1).

4. “Sin embargo, él quedó en su cuarto con otro primito de 15 
[años] que también estaba durmiendo con él. Cuando a noso-
tros nos sacan de la vivienda, a los 10 minutos escuchamos 
dos detonaciones y al rato escuchamos cuatro más” (E-1).

5. “Fue un ajusticiamiento por algún delito cometido porque 
no le dieron la opción de que él hablara, no lo interrogaron, 
sino que llegaron directo a eso” (E-1).

Valoraciones de los participantes

Este tipo de actuaciones resta credibilidad a los organismos 
de seguridad del Estado, y más aún cuando ello viene acompa-
ñado de amenazas y amedrentamiento hacia familiares, vecinos y 
testigos, los cuales mani0estan temor e imposibilidad de brindar 
ayuda o intervenir en los hechos. En ese sentido, los participan-
tes mani0estan: 

“La gente… le tiene más miedo a la policía que a los malandros, 
porque de alguna manera saben que si dices algo te señalan con tu 
nombre y apellido, o vive en esa casa, pueden atentar contra tu fami-
lia, tu integridad física o las personas que viven contigo” (GF-1).

“Los funcionarios lo que hicieron fue acordonar la zona, tran-
caron como una cuadra hacia la parte derecha donde sucedieron 
los hechos, trancaron la avenida completa de la ruta 2 de esquina a 
esquina, de polo a polo, como quien dice para que nadie entrara, y 
apuntaban a las personas que estaban cerca para que se encerraran en 
sus casas y no salieran, les decían: ‘Miren, pasen porque aquí esto no 
es un circo; pasen y manténganse resguardados en sus casas’” (E-2).

Según la opinión unánime de los consultados, más allá 
de que esas personas sean antisociales, siempre debe mediar el 
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debido proceso, ser llevados ante las instancias correspondientes 
y que sean juzgados y encarcelados, pero nunca “ajusticiados”. 
Por lo tanto, la actuación de las autoridades policiales es valora-
da como excesiva. 

Así, familiares y vecinos de las víctimas son partidarios de la 
justicia y no del ajusticiamiento, independientemente de cuál sea 
el comportamiento e historial delictivo de una persona; en ese sen-
tido, consideran que si una persona actuó mal debe ser responsa-
ble y, por tanto, se le debe aplicar el procedimiento y las sanciones 
de conformidad con lo establecido en nuestras leyes, pues el dere-
cho a la vida es un derecho fundamental.

Ante la interrogante de si la policía tiene derecho a matar a 
los delincuentes, la respuesta es unánime: nadie tiene derecho a 
tomar la justicia por sus propias manos; ante todo se debe respe-
tar el hecho de que todos somos seres humanos y seguir los proce-
dimientos establecidos en las leyes: “Nadie puede tomar el hecho 
de matar a otra persona por sus propias manos, para eso están las 
leyes, los organismos, la Constitución y los documentos para lle-
varlo” (E-1).

En ese orden de ideas, ante la pregunta de si vale la pena 
mantener en la cárcel a un delincuente; la respuesta indica que, a 
pesar de que le cueste bastante dinero al país y de que este no vaya 
a reformarse ni a disminuir la comisión de los delitos, vale la pena 
hacerlo frente a la cultura de la muerte, aunque la situación del 
preso sea muy precaria, porque carecen de los servicios mínimos 
necesarios para su sustento dentro de las cárceles, como agua pota-
ble, comida e instalaciones adecuadas. Consideran que el Estado 
no está invirtiendo su0cientes recursos para mejorar la infraestruc-
tura ni los programas de resocialización o de reinserción social que 
persiguen la humanización de la justicia.

Frente a esto, los cuerpos de seguridad del Estado están lla-
mados a mantener el orden y velar por la seguridad de los ciuda-
danos y la nación. Mas su actuación, lejos de garantizar bienes, se 
constituye en fuente de violencia y terror según la percepción de 
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la comunidad, tal como se evidencia en los testimonios de los par-
ticipantes del estudio realizado.

Discusión

En Venezuela, especí0camente en el estado Bolívar, nos 
encontramos con un Estado transgresor de derechos fundamenta-
les. La violencia y letalidad policial se han convertido en una prác-
tica repudiada por el colectivo y que poco a poco causa menos 
asombro, pues se ha hecho cotidiana; tanto así que, tratándose de 
personas que provienen de distintas parroquias del municipio, son 
capaces de identi0car similitudes en los perpetradores y en los pro-
cedimientos empleados por estos.

Sin embargo, aunque su actuación dista del deber ser, bajo los 
principios de justicia e inclusión resulta necesario revisar la situa-
ción interna de los organismos de seguridad. En Bolívar, el dete-
rioro de estas instituciones resulta muy claro. Sus sedes no cuentan 
con la infraestructura ni condiciones necesarias para el desenvolvi-
miento laboral y los funcionarios mani0estan que sus sueldos son 
bajos y que aun así deben costearse el pago de uniformes, arma-
mento y municiones, pues el ente rector no los dota de lo nece-
sario. Muchos han encontrado en el cobro de “vigilancia privada” 
a comerciantes y empresarios un paliativo a sus necesidades eco-
nómicas. Tampoco cuentan con unidades de transporte su0cien-
tes para el patrullaje. 

Es deber impostergable, por parte del gobierno, garantizar 
que sus efectivos de seguridad sean competentes, estén capacitados 
física, profesional y mentalmente para desempeñar la función que 
tienen encomendada y procurar que estos cumplan con la norma-
tiva nacional e internacional cuando enfrentan la violencia. 

Esto implica hacerles entender que, con independencia de su 
rango o experticia técnica, cuando acuden al resguardo y restitución 
del orden y la paz, el deber es erradicar los factores que quiebren 
la estructura y menoscaben las normas, mas nunca deben ser ellos 
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el foco generador de violencia. En el estudio realizado se eviden-
cia que, si bien los órganos policiales realizan operativos de seguri-
dad, los mismos están viciados, al no respetar el debido proceso ni 
los derechos constitucionales básicos de cada presunto delincuen-
te y mucho menos los derechos humanos.

Esto se ha decantado en una mani0esta y enfática descon-
0anza hacia dichos organismos, razón por la cual los ciudadanos 
se abstienen de hacer las denuncias respectivas. Vale la pena men-
cionar que, en una de las intervenciones, se hizo mención a la fun-
ción de los medios de comunicación en este tipo de casos, dejando 
por sentado que estos suelen re1ejar los sucesos con la información 
suministrada únicamente por los organismos o0ciales. 

La violencia policial se escuda en el “enfrentamiento” con el 
0n de justi0car las muertes en manos de funcionarios policiales, 
quienes hacen un uso excesivo de la fuerza. Esta se debe ejercer de 
forma legítima cuando se requiere controlar a un sospechoso que 
muestra resistencia armada, todo ello con la idea de disminuir la 
amenaza contra las personas presentes, incluyendo el funcionario 
policial; es decir, que la fuerza policial aplicada será proporcional 
a la amenaza recibida y en ese sentido debe culminar una vez con-
trolada la amenaza. 

Respecto a esta situación, el director del Observatorio 
Venezolano de Violencia (OVV), Roberto Briceño-León, consi-
dera que “se está institucionalizando una pena de muerte en un 
país donde no existe legalmente, y aun cuando existiera, debe haber 
un proceso penal, investigación, aprehensión y luego una decisión” 
(OVV-Lacso, 2018a).

Del estudio podemos resaltar que los casos mencionados 
hacen referencia reiterada al uso excesivo de la fuerza policial y 
que, si bien las víctimas —en algunos casos— eran coloquialmen-
te consideradas “mala conducta”, no es necesario llegar al pun-
to de violencia ni justi0carla con un falso enfrentamiento, sobre 
todo cuando las víctimas en el instante en el que son abordadas 
por el funcionario no se encontraban cometiendo actos delictivos 
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ni tampoco generaron amenaza armada que fuese proporcional al 
uso de la fuerza policial, y en algunos casos ni siquiera se trató de 
la persona solicitada. 

El modus operandi es similar en la perpetración de la mayo-
ría de los hechos: las autoridades incurren en estos actos de mane-
ra pública a través de persecuciones, allanamientos u operativos 
policiales. También se hace frecuente la intimidación a los testigos 
a través del cierre de vías públicas, acordonamiento de la zona y 
otro tipo de prácticas policiales, generando inactividad y falta de 
apoyo e intervención por parte de estos. 

Los participantes consideran que los funcionarios actúan en 
algunas oportunidades por órdenes de superiores, por encargo de 
terceros y a veces por cuenta propia, aunque sostienen que en este 
último caso tampoco son sancionados por quienes tienen la com-
petencia. De los 24 casos planteados, solamente en dos se concretó 
la aprensión de los victimarios y, en uno, de dos de los tres funcio-
narios perpetradores.

La violencia policial no solo se observa en los casos de muer-
tes por presuntos enfrentamientos, sino también en casos de exceso 
de uso de la fuerza en las detenciones o en los casos de detenciones 
arbitrarias. En este sentido, podemos resaltar un caso más reciente, 
acaecido en septiembre de 2020, en el cual un reconocido cirujano 
maxilofacial y activista de los derechos humanos, Williams Arrieta, 
fue brutalmente golpeado por una decena de policías por expre-
sar su rechazo a las irregularidades en una 0la para surtir combus-
tible en la estación de servicio Las Américas de Puerto Ordaz. La 
víctima, al ser evaluada en un centro de salud, fue diagnosticada 
con traumatismo craneoencefálico, traumatismo toracoabdominal, 
hemartrosis de la articulación temporomandibular izquierda, frac-
tura de costilla, 0sura nasal y politraumatismo por reclamar que los 
funcionarios dejaban pasar a conductores que no estaban en lista 
ni en 0la. Al ser liberado, tras la celebración de la audiencia en los 
tribunales, Arrieta manifestó: “Los que me agredieron lo hicieron 
por miedo y por resentimiento”. El Tribunal Cuarto de Control le 
dictó libertad sin restricciones después de haber sido golpeado y 
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detenido por funcionarios de la PNB por haber denunciado irre-
gularidades en una cola por gasolina en la avenida Las Américas. 
Tras los acontecimientos, el Ministerio Público dictó orden de cap-
tura contra los funcionarios agresores (“Los que”, 2020). Como 
estas, son muchas las noticias que diariamente se ven re1ejadas en 
los medios de comunicación sobre la violencia e indignación que 
genera la actuación de los funcionarios policiales.

A raíz de la situación país, los habitantes parecen dominar las 
nociones básicas sobre derechos humanos y exigen el debido pro-
ceso. El abuso o letalidad policial no hace distingo de razas, credo, 
edad o condición social. 

Conclusiones

• Los patrones de comportamiento de los órganos de segu-
ridad del Estado en su mayoría están enmarcados en abu-
sos de poder, uso excesivo de la fuerza, muertes ocurridas 
bajo custodia y muertes por torturas o tratos crueles.

• Bajo la 0gura de “enfrentamiento”, son justi0cadas prác-
ticas policiales letales que vienen acompañadas de simula-
ciones de escenas del crimen y siembra de armas de fuego. 

• Los efectivos de seguridad se han transformado en grupos 
de exterminio de la delincuencia común que, en abuso de 
sus funciones, asesinan, desaparecen, lesionan y amena-
zan a civiles, en lugar de seguir los procedimientos ruti-
narios y legalmente establecidos, violentando cualquier 
garantía constitucional. 

• Un número signi0cativo de los casos mencionados duran-
te la actividad tuvieron un desenlace fatal, precedién-
doles como justi0cación supuestos enfrentamientos o 
resistencia a la autoridad; no obstante, la amenaza, la 
intimidación, la violencia física no letal y la extorsión 
también son señaladas como prácticas comunes y fre-
cuentes por parte de los organismos de seguridad. De 
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acuerdo con lo expresado por los participantes, el Cuerpo 
de Investigaciones Cientí0cas Penales y Criminalísticas 
(CICPC) encabeza la lista de organismos menos con-
0ables, seguido de los miembros de la policía regional/
municipal y la Guardia Nacional. 

• Los cuerpos de seguridad del Estado carecen de respeto 
y con0anza por parte de los ciudadanos. La población 
da testimonio de estas irregularidades policiales, mas no 
se atreve a denunciarlas ante los organismos competen-
tes, como la Fiscalía o la Defensoría del Pueblo.

• El rol de los periodistas también fue cuestionado, denun-
ciando la falta de investigación y seguimiento a los casos 
por parte de los medios de comunicación, pues solo publi-
can la versión de los organismos de seguridad sobre los 
sucesos.

• Los organismos policiales presentan debilidad institu-
cional por falta de recursos, de formación y capacita-
ción académica, carencia de patrullas, armas, esposas e 
incluso implementos para realizar labores administrati-
vas, lo que invita a realizar prácticas policiales paralelas.

• A pesar de los múltiples operativos ejecutados por los 
organismos de seguridad en el estado Bolívar, las cifras 
evidencian la incapacidad por parte del Estado para dar 
respuesta a los casos de homicidios y brindar seguridad 
a los ciudadanos por las vías regulares, lo que invita a 
los efectivos policiales y a civiles a generar vías alternas 
de justicia. 

• También podemos observar que los familiares y veci-
nos de las víctimas son partidarios de la justicia y no 
del ajusticiamiento, independientemente de cuál sea el 
comportamiento e historial delictivo de una persona. En 
ese sentido, consideran que, si una persona actuó mal, 
debe ser responsable y, por tanto, se le deben aplicar el 
procedimiento y las sanciones de conformidad con lo 
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establecido en nuestras leyes, pues el derecho a la vida 
es un derecho fundamental. 

• Los organismos de seguridad del Estado practican otras 
formas de violación de derechos humanos, tales como 
agresiones físicas, robo de pertenencias, intimidación 
e inobservancia a las normas y procedimientos legales. 
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Táchira: Neutralización política 
y delincuencia policial

JESSY DANIELA ALETA ANDRADE
ANNA MARÍA RONDÓN TREJO
RINA MAZUERA-ARIAS 
DIOSELI KARLENY GONZÁLEZ

Introducción

Re0riéndose a la muerte de un joven de 22 años que, según 
la versión o0cial, se resistió con armas a las autoridades, su madre 
negó que él se hubiese resistido o portado armas al momento, agre-
gando que todos sus vecinos fueron testigos de ello y, además, com-
partió sus dudas en cuanto al trasfondo de los hechos:  

Él estaba recién salido de la cárcel por unos delitos que a la 0nal 
no se sí él los cometió; estuvo como dos años en el cuartel de la 
Policía (…) y luego le dieron la libertad bajo algunas condiciones, 
pero entre ellas tampoco me enteré de mucho. Cuando le pregunta-
ba, él me dice: “Ay viejita, son cosas entre ellos y yo” (…) Después 
de la muerte de mi hijo yo me enteré que lo habían sacado de la 
cárcel para que le hiciera algunos trabajos sucios al gobierno, pero 
a mí mi hijo jamás me dio alguna señal que estaba en malos pasos 
después de la cárcel. Sí salía mucho, pero según él de comerciante. 
Entonces según los comentarios de unos amigos de mi hijo, era como 
que mi hijo no había completado algunos trabajos. Se los juro, no sé 
de qué trabajos hablaban, si era de matar, robar, ser colectivo, no sé, 
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la verdad no sé, y ya después de muerto mi hijo la verdad poco me 
interesa, poco yo hablo de esto, aún estoy muy herida (entrevista 1). 

No hace falta ser un especialista en derecho para notar que no 
hay en la legislación venezolana ninguna forma de explicar cómo se 
pasa de una especie de libertad condicional a una pena de muerte 
sumaria, ejecutada en plena calle. Pero este es tan solo uno entre 
muchos testimonios que ponen en duda no solo la veracidad de 
las elevadas cifras de “muertes por resistencia a la autoridad” o de 
letalidad policial en general, sino también las motivaciones o polí-
ticas que las han ocasionado. 

Basándonos en los registros de nuestro Observatorio de 
Prensa, se puede a0rmar que la letalidad policial es un fenóme-
no que se incrementó en el estado Táchira conforme tuvo lugar la 
consolidación de la revolución bolivariana y que, con variaciones, 
se ha mantenido entre los móviles más frecuentes de muertes vio-
lentas. Por ejemplo, cuantitativamente, los datos correspondientes 
a 2020 indican que, en Táchira, la “resistencia a la autoridad”, con 
un 21,55%, presentó el mismo porcentaje que el móvil del “robo”; 
en otras palabras, que el número de muertes violentas ocasionado 
por los cuerpos de seguridad es equiparable al número ocasiona-
do por los delincuentes. 

La gravedad del fenómeno es corroborada, entre otras instan-
cias, por Provea, organización que, al denunciar un caso de supues-
to “enfrentamiento” ocurrido en julio de 2020 en la población de 
El Piñal, estado Táchira, explicaba:

El asesinato de Freddy Armando Ramírez Serrano constituye una 
nueva ejecución de los miles que realizan los cuerpos policiales en 
Venezuela. Con frecuencia las personas son detenidas en su casa y 
en ese mismo lugar son asesinadas ya sea en presencia de sus fami-
liares o los familiares logran escuchar las detonaciones de las armas. 
La versión o0cial generalmente es que hubo un enfrentamiento. Los 
policías alteran además la escena del crimen (Provea, 2020).
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En principio, el auge de la letalidad policial se presta a diver-
sas interpretaciones. Algunos sucesos dan a entender que se tra-
ta de una estrategia para mantener el poder político y económico 
mediante una cruenta represión. De hecho, en el Táchira no se han 
registrado protestas contundentes en contra del gobierno nacio-
nal desde 2017, ya que, a partir del primer semestre de ese año, 
el asesinato de líderes estudiantiles disuadió las manifestaciones 
masivas. Otros sucesos sugieren que también podría estar involu-
crada una estrategia gubernamental para contrarrestar la violencia 
delictiva en el país; mientras que otras muertes parecen deberse a 
actuaciones irregulares de los funcionarios de los cuerpos de segu-
ridad más que a estrategias gubernamentales propiamente dichas. 

En cualquier caso, a la luz de toda esta problemática, salta a la 
vista la importancia de abordar la letalidad policial de modos siste-
máticos o rigurosos. La presente investigación tuvo como objetivo 
ahondar, cualitativamente, en los sucesos relacionados con la letali-
dad policial, sus percepciones, signi0cación y posibles explicaciones. 

Método

El estudio fue llevado a cabo por el equipo del OVV Táchira, 
con apoyo de algunos estudiantes de la Universidad Católica del 
Táchira, quienes tenían contactos y conocimientos sobre casos de 
letalidad policial en la región. Ellos hicieron posible el primer con-
tacto con los actores clave de cada actividad realizada y sus rostros 
fueron la garantía de con0anza para los participantes. 

Para el desarrollo de la investigación, se utilizaron dos téc-
nicas de investigación cualitativa, siguiendo las instrucciones y 
lineamientos emanados por el equipo central del OVV. Una fue-
ron entrevistas en profundidad realizadas a tres informantes cla-
ve y dos grupos focales con la participación de quince personas 
de distintos per0les demográ0cos. Al presentar los resultados, las 
entrevistas se abreviarán como E1, E2 y E3, y los grupos focales 
como GF1 y GF2. 
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Entrevistas

Para la realización de las entrevistas, usamos el instrumento 
facilitado por el equipo nacional. Las mismas se llevaron a cabo en 
abril de 2019, dos de ellas en los hogares de los entrevistados y la 
tercera en un lugar que, por mutuo acuerdo, se consideró más neu-
tro o apropiado. Las entrevistas fueron realizadas por Jessy Aleta y 
Anna María Rondón, investigadoras del OVV Táchira.

En cuanto al per0l de los entrevistados, se trata de personas 
de clase media, habitantes de zonas populares y alejadas de la capi-
tal del Táchira (San Cristóbal). De las tres personas entrevistadas, 
una es ama de casa, de 63 años, madre de “Jesús Manuel” [hemos 
alterado los nombres, por razones de con0dencialidad], un joven 
presuntamente asesinado por miembros del CICPC (Cuerpo de 
Investigaciones Cientí0cas, Penales y Criminalísticas); una es estu-
diante, de 25 años y prima de otra víctima; y el tercero, un comer-
ciante de 55 años, padre de un joven presuntamente asesinado a 
golpes por integrantes de la Policía Nacional. 

Grupos focales

Para la realización de los grupos focales se consideró una plu-
ralidad de per0les a 0n de conocer distintas experiencias y puntos 
de vista. Ambos se llevaron a cabo en un salón apropiado, desde 
el punto de vista de la seguridad y con0dencialidad, y se realiza-
ron en abril de 2019. 

En el primer grupo participaron siete personas, seis muje-
res y un hombre, en edades comprendidas entre 18 y 65 años de 
edad. En cuanto a sus ocupaciones, se trató de: un policía, dos 
amas de casa, dos estudiantes, una docente de educación básica 
y una comunicadora social. De los seis participantes, tres tienen 
conocimiento vivencial de casos de letalidad policial, pues fueron 
testigos de los hechos; la comunicadora social tiene conocimien-
to de diversos sucesos, de manera indirecta, por su profesión; y 
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las estudiantes son tesistas de quinto año de Derecho, cuya línea 
de investigación es la “resistencia a la autoridad” y las ejecucio-
nes extrajudiciales.

En el segundo grupo se contó con ocho personas en total, 
cinco mujeres (dos amas de casa, una docente y dos manicuristas) 
y tres hombres (dos estudiantes de Derecho y un abogado con 
carrera política).

En ambos casos las actividades se caracterizaron por la par-
ticipación de todos, así como por la con0anza y sinceridad de los 
participantes para compartir sus experiencias y apreciaciones sobre 
los hechos. 

Resultados

Caracterización de las víctimas

Las víctimas reportadas en las entrevistas fueron jóvenes, un 
menor de edad de 17 años y dos mayores, de 21 años y de 22 años; 
los tres solteros; dos estudiantes y uno recién graduado de bachi-
ller en espera de entrar al sistema de educación superior. Dos de 
ellos no tenían ningún contacto previo con la justicia, uno de los 
mayores sí; de hecho, la madre relató que recién había salido de la 
cárcel y se dedicaba al comercio informal. 

En los grupos focales se trataron tres casos más. Los de dos 
hombres adultos, que no excedían los 25 años, dedicados al comer-
cio informal y otras actividades no precisadas; más el caso de un 
joven de 14 años, estudiante de bachillerato y de nombre Kluivert 
Roa, cuya muerte tuvo amplia repercusión en los medios infor-
mativos del país: 

Vi cuando lo sacaron y forcejearon (la víctima y el victimario); la 
gente intentó arrebatarle, o sea que se lo dieran para que él siguiera 
corriendo y el policía como que en un momento lo soltó y él salió 
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corriendo y cuando todos íbamos corriendo con él, le meten un dis-
paro por detrás (GF2). 

Organismos de seguridad involucrados

Según los testimonios recogidos, los victimarios en los casos 
señalados son funcionarios de los órganos de seguridad del Estado: 
del CICPC, de la Policía Nacional Bolivariana y también del 
Ejército Nacional Bolivariano. En los grupos focales se relataron 
otros casos donde los victimarios fueron funcionarios del CICPC 
y nuevamente de la Policía Nacional Bolivariana.

Cómo sucedieron los hechos

Para describir las causas, el contexto y las circunstancias, es 
necesario hacer una diferenciación entre dos formas de analizar los 
casos, pues uno de ellos se presume que lo motivó un ajuste de cuen-
tas entre víctima y victimarios, mientras que los otros dos se clasi-
0can como letalidad policial en contextos políticos, pues se dieron 
en las oleadas de distintas protestas en el estado, como reprimen-
das a las manifestaciones de quienes ejercían el derecho a la pro-
testa, consagrado en la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela. A continuación, fragmentos seleccionados de los 
relatos recogidos. 

El primero amplía la información sobre el caso ya mencio-
nado en la introducción de este estudio. 

Bueno, ese día… fue muy triste. Todo pasó aquí en la casa en la 
mañana. Yo estaba haciendo el desayuno cuando tocaron la puerta 
un tipo vestido todo de negro y me preguntó por Jesús Manuel; yo 
lo llamé y mi hijo salió como asustado de la casa; yo escuché que él 
decía: “Tranquilo, papi”; yo de una salí y me dijeron: “Señora, esto 
no es con usted, guárdese mejor”. De repente yo comencé a gritar a 
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los vecinos para que salieran, pero llegó una camioneta del CICPC 
con más hombres también armados y los vecinos también se escon-
dieron. De repente escuché dos disparos, salí otra vez de la casa y mi 
hijo ahí tirado ya estaba muerto. Yo lo sé, yo soy la madre y sé que 
ese señor, el que tocó a la casa, fue quien lo mató. Ahí, entre gri-
tos, los tipos sacaron las armas y empezaron a apuntarnos a todos y 
nos decían: “Aquí no pasó nada”. Otra mujer levantó el cuerpo de 
Manuelito; ella me dijo que estaba vivo, que lo llevarían a Urgencias, 
pero mentiras, ellos me mataron a mi hijo ahí mismo… Yo me fui con 
unos vecinos para el [Hospital] Central y de una ellos, los tipos del 
CICPC, pasaron para la morgue. Ellos me dijeron: “Señora, murió 
en el camino”. Mentiras, ellos lo mataron al frente de mi casa… No 
hubo enfrentamiento. Sí, tal vez mi hijo había cometido algunos 
delitos, pero armas no tenía, no tenía en la casa, no salió con armas, 
no tenía cómo defenderse y luego dijeron que era un enfrentamien-
to. Mentiras, mi hijo no tenía armas, todos mis vecinos son testi-
gos que eso no fue lo que pasó; ellos llegaron, sacaron a mi hijo, lo 
hincaron y lo mataron ahí al frente de mi casa, al frente de algunos 
vecinos que se asomaron a la ventana (E1). 

El segundo se re0ere a un contexto distinto, de protestas 
reprimidas con armas largas. 

Bueno, todo comenzó a raíz de las protestas a nivel nacional en 
contra de las elecciones de la Asamblea Nacional Constituyente. 
El Liceo Alberto Adriani es centro de votación y entonces los veci-
nos se habían organizado para protestar, pero pací0camente. Esa ha 
sido una comunidad formada, que tiene tiempo trabajando en la 
lucha pací0ca no violenta, basada en los principios de Luther King 
y Gandhi, pero resulta que un grupo de nuevos vecinos que esta-
ban recién llegados y no se han organizado junto al resto comenza-
ron a alentar a otros muchachos para violentar el portón del liceo… 
Unos le pedían al Plan República que se retirara de buena mane-
ra, pero los otros comenzaron a tirar piedras y morteros… Bueno, 
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los muchachos estaban resguardados pegados a la pared, al portón. 
Hubo una primera ráfaga de disparos, a los 15 minutos hubo otra y 
Gustavo [nombre 0cticio], ingenuo, se asomó para lanzar un mor-
tero y en ese momento le cayó un disparo directo en la cabeza, un 
disparo de FAL… Eso fue al 0nal de la tarde… entre las 5:30 p.m.
y las 6:30 p.m. Fueron los del Plan República. No era ni la Guardia 
ni el CICPC. Era el mismísimo Ejército repeliendo protestas con 
armas largas nada más y nada menos. No hubo más organismos 
involucrados (E2). 

El tercero se re0ere también a un contexto de represión vio-
lenta de las protestas, pero la muerte se produce por la golpiza que 
le dan los funcionarios a un joven. 

Pues, mire, yo no estuve en el lugar del asesinato de mi hijo, pero 
los vecinos y amigos de mi hijo nos cuentan que todo pasó muy 
rápido. A mi hijo prácticamente lo mataron a golpes, ellos estaban 
protestando (…) Resulta que los muchachos subieron a enfrentarse 
con la Policía Nacional o los uniformados de Vielma Mora. En ese 
momento, ese señor era el gobernador del Táchira y, bueno, siempre 
los delincuentes del gobierno están armados y asustan a los mucha-
chos por más que ellos quieran luchar. Mi hijo y sus compañeros 
no tenían armas, solo piedras tal vez; entonces subieron como para 
ganar terreno y les hicieron una emboscada, si se podría llamar así. 
Los policías se habían escondido, los muchachos ingenuamente avan-
zaron y ahí en la subida más arriba del Palacio de las Tortas les salie-
ron los policías. Algunos corrieron, pero a mi hijo lo agarraron y de 
una vez lo agarraron a golpes. Mi hijo murió por traumatismos oca-
sionados por los golpes. Hubo desprendimiento de órganos y, aun-
que todos los vecinos salieron y los amigos intentaron rescatarlo, los 
golpes fueron letales. Cuando ya ellos vieron que lo habían golpeado 
y estaba inconsciente, lo echaron a una camioneta y se lo llevaron 
al Hospital Central, los mismos policías, pues a nosotros nos con-
tactaron los amigos, quienes persiguieron a la camioneta. El niño 
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llegó vivo al hospital, pero murió a las pocas horas. Los golpes en la 
cabeza le provocaron una in1ación al cerebro y habían órganos muy 
muy golpeados. Mi hijo no se reconocía por lo morado que estaba. 
Nos dicen que fue poco el tiempo que lo golpearon, pero le dieron 
donde tenían que darle para desgraciarle la vida a mi familia (E3).

Entre los sucesos relatados en los grupos focales se desta-
ca un cuarto caso, de ejecución intencional o extrajudicial, en la 
vivienda de la víctima: 

Cuando agarraron a mi hermano, le dieron nueve disparos. Lo 
mataron adentro de la casa, tumbaron la puerta. Estaban persiguien-
do a otro malandro y este pasó por el techo encima de mi casa y, 
como mi hermano estaba ahí, ellos llegaron sin preguntar; ellos se 
metieron a la fuerza, tumbaron la puerta de adelante y la puerta de 
atrás, se metieron y a él no le preguntaron, se metieron y le comen-
zaron a dar tiros en las piernas. Los vecinos sí estaban viendo todo 
lo que estaba pasando (GF1). 

En otro caso, el quinto, la víctima habría sido vigilada des-
de horas anteriores y perseguida hasta que fue impactada por el 
disparo de bala; y, por último, el sexto caso, también de violen-
cia política, en las inmediaciones de la UCAT, se produjo cuando 
un grupo de estudiantes universitarios protestaban y un jovenci-
to se acercó a curiosear y terminó apuntado por un arma larga y 
posteriormente ejecutado debajo de un carro. “Yo estaba en cla-
se cuando asesinaron al muchacho (…) Eso fue como a las 12:30 
del mediodía, y todo el mundo evidenció quién había sido y que 
había sido un funcionario policial” (GF2). 

No en todos los casos se conocen con precisión los antece-
dentes, puesto que los participantes en el estudio no poseían la 
información exacta y se parte un poco de presunciones. Así suce-
de en relación con el ya citado caso de Jesús Manuel, en el cual se 
presume que la víctima tenía cuentas por ajustar con el CICPC, 
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ya que era visitado por mucha gente y, por su forma de vestir y sus 
vehículos, los vecinos sabían que eran policías. 

A él lo visitaban los policías o lo visitaba gente del CICPC, más 
que todo. Ellos se dejan caer por las motos; uno sabe quién es poli-
cía, quién es CICPC, uno sabe quién es Guardia, uno sabe y más 
que todo uno que anda en la calle. Yo, que siempre llegaba y los 
veía, pensaba: “Esta moto está como rara aquí”. Si el chamo ayu-
daba a algún ente, al CICPC o a la policía, a él lo mataron porque 
hizo algo mal o porque habló de más o porque hizo una cuestión 
que no tenía que hacer. Casi siempre es esa parte. Cuando llaman a 
decir lo que había pasado, vemos que sacan armas, chalecos, armas 
largas… ¡Cónchale! Uno sabía que el chamo estaba (en malos pasos) 
pero tampoco que estaba tan equipado… 

Moderadora: ¿Usted cree que eso no pertenecía a la víctima?
Para mí, no pertenecía a la víctima. Para mí, tenían días planean-

do esa situación… (GF1).

Actuación de testigos y vecinos

Un elemento que se repite en varios relatos es la presencia 
de testigos en el sitio que observaron los hechos cometidos por los 
funcionarios y, en algunos casos, hasta se atrevieron a interceder 
en favor de las víctimas, pero infructuosamente. 

No, nadie [trató de intervenir]. Desde un principio, los PTJ lle-
garon amenazando con las armas y diciendo que era mejor que nos 
guardáramos. Un vecino gritaba y decía: “Deje al muchacho quie-
to”, pero no, nada, nadie se atrevió a salir de casa, nos acobardamos 
ante las pistolas… eran armas largas. El primer tipo llegó con otro 
en una moto, pero como al minuto llegaron más en una camione-
ta; no eran muchos, pero sí con armas (E1). 
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Otro ejemplo en ese mismo sentido fue expuesto en el trans-
curso de un grupo focal, al describir los sucesos en los cuales un 
joven murió a causa de los golpes que le propinaron los funciona-
rios (los numerales se emplean para diferenciar las intervenciones 
de distintos participantes): 

#5: Nosotros dialogamos con ellos [con los funcionarios]. 
Hablamos primero, nos enfrentamos a ellos, porque son groseros, 
no hacen caso, no les importa un ser humano. Nos enfrentamos, 
hubieron palabras groseras de ellos hacia nosotros.

#4: La comunidad estaba afuera en la calle y de igual forma 
siguieron con los golpes.

Moderadora: O sea, ¿a ellos no les importaba que los estuvie-
ran viendo?

#4 y #5: No.
#5: Ellos lo hacían como con más gusto, como para que 

nosotros…
#1: Es que pareciera que, cuando eso pasa, les genera cierto mor-

bo el hecho de seguir golpeando, matar más, dañar más. 
#5: Y con risa burlona cuando lo tiraron al piso, porque es que 

el muchacho brincaba, brincaba [quiere decir que convulsionaba, 
producto de los golpes]; entonces lo tiraron al piso y con risa bur-
lona nos miraban a nosotros.

#4: Y, de hecho, había uno que decía: “¿Quién se va a meter?”. 
“Sabemos dónde viven”. “Ustedes son de la comunidad”. O sea, 
como amenazado de que, si cualquiera de nosotros colocara denun-
cia, pues cada uno sabía de dónde salíamos, de cada casa. Entonces 
de eso, por eso la gente por ahí se atemorizó mucho que, ya incluso 
ya en las últimas guarimbas o protestas que habían, nadie asomaba 
la cabeza por ningún lado, porque ya nos sentíamos amenazados. 
Por mucho dolor que tuviera uno, uno se sentía amenazado (GF2).
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Actuación de los familiares y estado de la denuncia

En todos los casos, tanto en los tratados en las entrevistas 
como en los grupos focales, los familiares se han abocado en un pri-
mer momento a buscar atención médica para su familiar en medio 
de la confusión y la desesperación, así como de los ojos indolentes 
de los funcionarios, que se han retirado del sitio con indiferencia. 
La mayoría de los actos han quedado sin denunciar, por la descon-
0anza o temor de los familiares o, en el mejor de los casos, han sido 
denunciados, pero el proceso no ha arrojado resultados todavía.

Claro, los asesinos de mi hijo arreglaron todo a su favor; eso 
quedó como enfrentamiento, pero les juro que no fue así… ¿Ante 
quién denunciamos? A mi hijo lo mataron quienes supuestamente 
hacen justicia… y no conocemos de ninguna ONG que nos pue-
da brindar ayuda (E1). 

Nada, pues nosotros como familia en primer lugar nos ocupa-
mos de darle atención médica. Lo trasladamos de inmediato a la clí-
nica El Samán, que es lo más cercano que hay, y ahí se debatió entre 
la vida y la muerte hasta que a las 9 p.m. murió… Nuestra familia 
quedó devastada; no quisimos saber nada de denuncias ni nada de 
eso… Tanto así que mi tía se mudó para otro municipio. Mis tíos 
se negaron a poner la denuncia o iniciar cualquier acción legal, por-
que al parecer hubo amenazas también, pero eso es algo de lo que 
en la familia no se habla mucho (E2).

Uy, no quiera recordar esa llamada ni la desesperación de mi 
esposa… A nosotros nos llama el mejor amigo, que también estaba 
con el niño protestando, y nos dice que (…) estaba en el Hospital 
Central, malherido porque lo habían agarrado a piña unos policías, 
que nos fuéramos urgente a emergencias del Central, que necesi-
taban la presencia de un familiar directo (…) Entramos, lo vimos, 
yo no podía creer que era él, ya estaba muy morado e inconsciente 
totalmente. Necesitaban hacerle unos estudios y pues nada, nosotros 
autorizamos y corrimos a buscar todo lo que nos pidieron. Mucha 
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gente nos apoyó, mis vecinos, los amigos (…) pero, como les dije 
anteriormente, yo no quise hacer un show de la muerte de mi hijo. 
Yo no he denunciado. Dios se encargará de hacer justicia, porque ¿a 
quién denuncio? ¿A los policías de Vielma? No, eso es perder tiem-
po. Yo no pierdo la esperanza de denunciar algún día, pero con estos 
delincuentes en el gobierno no; eso sería para que me maten o nos 
sigan haciendo daño (E3).  

Una excepción importante la representa la muerte de Kluivert 
Roa, joven estudiante de secundaria, sonado caso ante el cual se 
iniciaron averiguaciones prontamente y el proceso penal se cum-
plió según los tiempos establecidos, tal vez por la conmoción que 
generó el hecho en el país, al tratarse de uno de los primeros meno-
res de edad víctimas de letalidad policial. 

Percepciones acerca del Estado y sus funcionarios

Básicamente, las opiniones de nuestros entrevistados y parti-
cipantes en los grupos focales sobre la actuación de los funcionarios 
fueron muy negativas, pues reprochan su conducta y la conside-
ran inmoral. Resaltan entre otras cosas que, en caso de que algu-
nas personas sean culpables de delitos, lo correcto es continuar el 
debido proceso que culmine en la pena privativa de libertad, pero 
todos los consultados están de acuerdo en que, en de0nitiva, el res-
ponsable de estos hechos es el gobierno y que sus cuerpos de segu-
ridad y sus funcionarios no merecen ningún tipo de con0anza o 
respeto. Por ejemplo: 

#5: Pues, lo que ellos han dicho perfectamente estoy de acuerdo 
con ellos, ya ningún ente policial tiene respeto hacia la ciudadanía 
porque perdieron el respeto por su manera de proceder, por la fal-
ta de valores que ellos tienen, porque ya lo que es policía ya no tie-
ne valores; ellos ya no son ya para cuidar al pueblo sino para matar 
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al pueblo, para ofenderlo, para maltratarlo, para robar, porque ellos 
también son ladrones. Entonces, ¿quién los va a respetar? Nadie.

#8: Pareciera que el uniforme les diera poder; con el uniforme y 
el arma, ellos son más que uno.

#1: Malandros con chapa (GF2).

En esas re1exiones grupales, la comparación de los funciona-
rios de seguridad actuales con delincuentes fue un planteamiento 
reiterado, “porque usted le tiene más miedo a un uniformado que 
a un malandro en la calle”. En cambio, planteó otro participan-
te, al cruzar la frontera se observa otro tipo de actitud en los fun-
cionarios colombianos: “¡Qué diferencia es cuando usted ve a los 
policías allá, que usted ve a los militares allá! O sea, es gente edu-
cada, culta, con uniforme, gente que es amable; buenos días, una 
cosa, la otra; si le puede ayudar le ayuda”. 

 #2: ¿Y saben qué es preocupante como ciudadanos? Que es que 
lo hemos normalizado; para nosotros ya es normal que la policía 
tenga otro 0n, que los órganos tengan otro 0n y eso es supergrave. 
Nosotros afortunadamente estamos cerca de otro país y vemos cómo 
funciona y cómo debería funcionar una institución de esa magni-
tud. Pero, ¿cómo hace el centro, el oriente? Que los niños jóvenes no 
han visto qué es un policía, pues, o todas esas instituciones (GF2).

Opiniones sobre la letalidad policial y su solución

Interrogados sobre si la letalidad policial puede estar justi-
0cada, en general, la mayoría de los participantes en el estudio se 
mostró en desacuerdo. En algunos casos, admitiendo algunas dudas 
o posibles excepciones:

Entrevistadora: ¿Usted justi0caría este tipo de acciones policiales en 
otras circunstancias que no fueran la de su familiar fallecido? ¿Por qué? 
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Entrevistada: Bueno, en principio creo que nada justi0ca que 
una persona le quite la vida a otra persona. No está bien ni a los ojos 
de Dios ni de nadie, menos si se trata de la policía, quienes deben 
tener unos procedimientos establecidos para que el uso de la fuer-
za sea el último recurso a utilizar. Pero, bueno, también me pongo 
en lugar de la gente que ha sido víctima de violadores o asesinos en 
serie, y no sé, de verdad tendría que estar en esos zapatos para saber 
qué responder… (E2).

No obstante, la mayoría de las opiniones rechazaron este 
tipo de acciones:

No, nunca, nunca, nunca jamás he estado de acuerdo con los 
linchamientos ni con la muerte de los delincuentes. Dios es el úni-
co que se puede encargar de la vida de nosotros. Nada justi0ca el 
dolor de los padres por los hijos. Yo hablo como padre; me duele el 
alma cada vez que recuerdo cómo murió mi hijo; me da rabia cada 
vez que recuerdo que fueron policías y quisiera haber estado con mi 
hijo para defenderlo y no dejar que me lo jodieran (E3). 

De hecho, consultados sobre la frase “La policía tiene dere-
cho a matar a los delincuentes”, todos los participantes estuvieron 
en desacuerdo, siendo sus principales argumentos que la vida le 
pertenece a Dios y es el único que puede disponer de ella, y que 
resulta contradictorio que el Estado cometa esta clase de accio-
nes cuando es el que debe garantizar la seguridad de la población. 
Algunos participantes de los grupos focales añadieron además que 
ese tipo de acciones, en lugar de reducir la delincuencia y la vio-
lencia, las perpetúan, al generar cadenas de venganza y represalias. 

Finalmente, en cuanto a recomendaciones sobre cómo supe-
rar el fenómeno de letalidad policial, tanto en los grupos focales 
como en las entrevistas, entre otras consideraciones se sostuvo que 
el primer paso es cambiar de sistema de gobierno, asumiendo que 
Venezuela se encuentra regida por un régimen autoritario en el que 
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la letalidad policial es una estrategia para gobernar o, al menos, para 
mantenerse en el gobierno. Luego de cambiar de modelo políti-
co, la selección minuciosa de los funcionarios y la educación fue-
ron las ideas más frecuentes en la discusión, bajo la idea de que los 
actuales miembros carecen de un criterio de selección basado en 
las capacidades físicas, mentales y técnicas adecuadas para desem-
peñar su rol. Por el contrario, según los participantes, es la ideolo-
gía política lo que priva.

Discusión

En su conjunto, tanto los resultados que hemos destaca-
do en la sección anterior como el resto de los testimonios y pers-
pectivas obtenidos durante las entrevistas y grupos focales indican 
que, en Táchira, el Estado y sus funcionarios están lejos de garan-
tizar el orden social basado en el respeto y garantía de los dere-
chos humanos. 

Más especí0camente, en lo referido a la letalidad policial, se 
aprecian claramente dos variedades. Por un lado, muertes política-
mente motivadas y, por otro lado, muertes que resultan difíciles de 
cali0car pues, si bien las versiones o0ciales las atribuyen a enfren-
tamientos con delincuentes, el consenso entre testigos presencia-
les y vecinos desmiente esas versiones y las atribuye a excesos por 
parte de los funcionarios o a oscuros manejos entre funcionarios 
y delincuentes. Es decir, a una suerte de ajustes de cuentas disfra-
zados de enfrentamientos. 

A 0n de contextualizar las muertes y la violencia política-
mente motivada, conviene recordar que estos hechos se produje-
ron en medio de una ola de protestas, a raíz de las elecciones de 
la Asamblea Nacional Constituyente, entre abril y junio de 2017. 
Entre las víctimas letales que se produjeron durante esos meses 0gu-
raron líderes estudiantiles, incluso menores de edad, como el sona-
do caso de Kluivert Roa, el cual conmocionó a la opinión pública 
nacional. De hecho, el propio día de las elecciones, funcionarios 
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del Plan República asesinaron a uno de los jóvenes que lideraban 
el movimiento de “Escudos de cartón”. Sin duda, estas maneras 
de proceder son propias de regímenes totalitarios, donde se “supri-
me, encarcela y hasta mata a los individuos que no comparten o 
no enaltecen a la 0gura del líder” (Uriarte, 2017, p. 5).

En algunos casos, estas muertes podrían atribuirse a la impe-
ricia o inadecuada preparación de los funcionarios: “El policía que 
mató al muchacho estaba tirado en el piso y él lo que hacía era aga-
rrarse la cabeza y lloraba, o sea, textualmente lloraba, yo vi al mucha-
cho llorando y decía: ‘no sé lo que hice’ y le decía al otro: ‘loco, no 
sé lo que hice’” (GF2). Sin embargo, en el mismo grupo focal en el 
que se recogió ese testimonio, se mencionó que, de acuerdo con lo 
explicado por un experimentado funcionario policial, los respon-
sables del control de las protestas no asignaban para ello a quienes 
estuviesen de guardia, ni a los “policías viejos”, a sabiendas de que 
estos no fueron educados “para disparar y matar” (GF2). De modo 
que, sin negar el papel que haya podido jugar la “adrenalina” en 
algunas muertes, persiste la sospecha de que muchas de estas obe-
decen a una política deliberada de neutralizar futuras protestas y 
manifestaciones a través de la violencia y el temor como medios 
de dominación política y de consolidación totalitaria. 

Por otra parte, nuestros resultados también ponen en eviden-
cia muertes y hechos de violencia producto de actuaciones absolu-
tamente ilegales por parte de los funcionarios que no parecen haber 
sido motivadas exclusivamente por razones políticas, sino por razo-
nes económicas, pasionales o rencillas personales. La consiguiente 
vulnerabilidad social y jurídica que esto genera ya no ocurre excep-
cionalmente, sino que es la norma y es lo que explica el despres-
tigio generalizado de los cuerpos y funcionarios de seguridad del 
Estado. Este fue un tema sobre el cual insistieron nuestros consul-
tados en distintos momentos y formas. Por ejemplo: 

Si fuese ideología política, eliminarían solo a los disidentes, o sea, 
si es izquierda contra derecha solo a los de derecha, pero es que, si 
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alguien dentro de la izquierda disiente sobre lo que los pranes —llamo 
pranes a los líderes de este aparataje— establecen, pues también los 
aniquilan, independientemente de su ideología política. Entonces, 
yo pienso que esto trasciende a… yo gobierno, soy una pandilla y 
formo un cartel, llamémoslo así, tenemos una organización crimi-
nal y simplemente quien sea nuestra amenaza, independientemente 
de su color, etnia o equis, hay que eliminarlo porque está en contra 
de la organización, pues (GF2).

Conozco de dos casos e inclusive muchos más casos, porque yo 
vengo de Caracas; he vivido experiencias en donde la policía, sin 
orden de allanamiento, sin preguntarle a los familiares ni nada; ellos 
solo se meten y les caen a tiros. Ahí nadie tiene derecho a reclamo de 
nada porque ellos son policías y uno es de barrio (GF1).

De manera que, tal como ha sucedido en otras regiones del 
país, en Táchira se ha venido ampliando una gran brecha entre lo 
que pautan las leyes y la realidad social. El deber ser del Estado es 
la promoción del orden social, el cual va de la mano con la garan-
tía y respeto de los derechos humanos (Cortés, 2008). Por ejem-
plo, ante las manifestaciones, si los jóvenes estaban haciendo algo 
fuera de la ley al ejercer su derecho político de manifestar, como 
lo establece el artículo 68 de la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela (1999), se les debía respetar el debido 
proceso igualmente establecido en la Constitución (artículo 49) 
y garantizar su integridad física. Es una obligación del Estado, 
representado por los funcionarios de seguridad, que se burló de 
modo brutal y sistemático. Otro tanto ha ocurrido ante la delin-
cuencia común. La problemática no ha encontrado canalización 
y pareciera que es más efectivo y económico matar a los delin-
cuentes que diseñar estructuras jurídicas y sociales para cumplir 
el debido proceso y garantizar la efectiva reinserción social de los 
delincuentes.
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A modo de conclusión 

La violencia por letalidad policial en Táchira tiene dos face-
tas diferentes: una que responde a lo político, por las realidades 
del Táchira, que ha sido históricamente opositor al proyecto de la 
revolución bolivariana y que ha atendido a todos los llamados que 
se han hecho para protestar. Y otra faceta más ordinaria o “norma-
lizada”, por la frecuencia con que ocurre, en que los funcionarios 
causan la muerte de una persona en forma premeditada y delibera-
da, bien sea por motivos delictivos o por negociaciones entre ellos.

De manera que, en líneas generales, según los entrevistados 
y los participantes en los grupos focales, la letalidad policial en el 
Táchira presenta al Estado como violador sistemático de los dere-
chos humanos al no respetar, entre otras cosas, el debido proceso, 
una característica propia de los regímenes autoritarios y dictaduras. 
Según la opinión de los consultados, el Estado no tiene el derecho 
de quitar la vida a ningún delincuente, sino que debe establecer 
políticas de solución a través de la prevención de la delincuencia, 
formación humanística a los funcionarios de seguridad, educación 
a todas las estructuras sociales, selección minuciosa de los funcio-
narios de seguridad y resocialización del delincuente.  

Recapitulando, en nuestro estudio las víctimas reportadas 
por los informantes no superaban los 25 años de edad, eran jóve-
nes varones en edades productivas, quienes no tenían hijos ni 
hogares conformados. Los organismos de seguridad involucrados 
habrían sido el Ejército Nacional Bolivariano, la Policía Nacional 
Bolivariana y el CICPC. Los hechos no habrían sido resultado de 
enfrentamientos; los testigos y vecinos tuvieron una participación 
más pasiva que activa, en los casos donde hubo testigos; ante la 
impunidad y descon0anza institucional, los familiares no proce-
den a denunciar ni a seguir con los procedimientos respectivos y 
el Estado tampoco asigna investigar los casos. Además, todos los 
consultados evaluaron de manera negativa cómo el Estado venezo-
lano viene ejecutando este tipo de acciones que, de hecho, intenta 
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institucionalizar, a 0n de minimizar los conatos de manifestacio-
nes políticas y generar terror en la población.

Estos resultados a nivel regional claramente se corresponden 
con lo encontrado en otras regiones o a escala nacional, proceso que 
sin duda ha dejado secuelas extremadamente negativas en lo que 
respecta al desenvolvimiento diario del venezolano, pues este no 
se siente seguro ni respaldado por sus cuerpos de seguridad. Muy 
por el contrario, en Venezuela desde hace años predomina la des-
con0anza, hasta el punto de que un 90% de la población nacio-
nal ve y/o percibe con recelo a las instituciones de orden público, 
y solo un 10% mani0esta satisfacción con el servicio de seguridad: 
“Sobre la base de estos porcentajes, la entidad policial sigue cues-
tionada en la ejecución de un o0cio que, en la práctica, se supone, 
debe ser la prevención del delito y la protección de la ciudadanía. 
La realidad demuestra lo contrario” (Llabanero, 2017).

En efecto, con el pasar de los años, los cuerpos de seguridad 
han contribuido a generar una atmósfera violenta, donde la repre-
sión, el asesinato sistemático y la violación a los derechos humanos 
forman parte de su actuar diario, por lo cual el debido proceso ins-
titucional se quedó solo en el plano teórico, y en la práctica el dere-
cho a la vida no guarda ningún tipo de relevancia. De este modo, 
se aprecia una estrecha relación entre el poder y la violencia que 
recuerda los planteamientos de Hannah Arendt: “Si concebimos 
el poder en términos de mando y obediencia, de dominación del 
hombre por el hombre, entonces la autoridad, la fuerza o la vio-
lencia no podrán aparecer sino como formas más o menos feroces 
de garantizarlo” (Arendt, 2016, p. 56). 

Se trata, claramente, de un alejamiento de la racionalidad, 
con el 0n de mantener el poder en sí mismo, la autoridad y la fuer-
za (Gómez, 2017). Se rompe con la racionalidad, pues el deber ser 
de los Estados es que, a través de políticas sociales, económicas y 
culturales, se garantice el orden social y se preserve la con0anza en 
las instituciones, el Estado y el gobierno. 
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En 0n, al irse perdiendo paulatinamente la institucionalidad 
y la capacidad del Estado para resolver los problemas del país, bien 
sea de forma intencional o no, se ha entrado en una fase de vio-
lencia y deterioro social cada vez más aguda. Se trata de un círculo 
vicioso de violencia, cuyo centro es la violencia estructural, al pro-
piciar condiciones que, por sus carencias, representan una agresión 
contra el ser humano y su calidad de vida (Briceño-León, 2012, 
p. 28). No hay dudas de que urge romper con ese círculo vicio-
so para retomar los caminos de la paz o, lo que es lo mismo, de la 
racionalidad y de la institucionalidad. 
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Mérida: Escenario de violencia y letalidad 
de cuerpos de seguridad del Estado 

GUSTAVO A. PÁEZ S. 
KARINA RONDÓN V. 
NILSA GULFO  
YHIMAINA J. TREJO U.

El problema y su contexto regional

Una noche después de que había sido ejecutado extrajudicial-
mente su hijo de 21 años, se escuchó a una madre gritar por la vida 
de su otro hijo, con mucho llanto y de forma desesperada: “¡No lo 
maten, que es menor de edad!”, mientras que un individuo pre-
sionaba a otro con voz 0rme: “¡Quiébralo, quiébralo!”. Con suer-
te, debido a la intervención de su progenitora, el segundo joven 
no fue ejecutado. Lo anterior representa parte del crudo testimo-
nio vivido por una familia merideña durante un allanamiento ile-
gal perpetrado a su vivienda por cuerpos de seguridad del Estado, 
procedimiento donde ejecutaron a aquel joven y a cuatro indivi-
duos más, todos residentes de un sector populoso de la ciudad de 
Mérida, capital del estado homónimo. Estos hechos narran una 
realidad que han padecido muchas familias venezolanas, donde se 
desencadenan dolor, sensación de desamparo, impotencia, indig-
nación y violación despiadada del derecho a la vida.

En el marco de ese contexto, la presente investigación preten-
de indagar y dar a conocer, mediante la obtención de información 
de naturaleza cualitativa, cómo es el accionar de los funcionarios 
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de cuerpos de seguridad del Estado en el ejercicio de sus funcio-
nes y su posible vinculación con ejecuciones extrajudiciales que, 
al parecer, con frecuencia quedan enmascaradas bajo la categoría 
de resistencia a la autoridad. Ello permitirá vislumbrar si el estado 
Mérida ha sido una entidad político-administrativa que ha fungi-
do como escenario o espacio físico de sucesos violentos con con-
secuencias letales, derivados de procedimientos consumados por 
las fuerzas públicas de seguridad.

Muestra de lo señalado con anterioridad lo representa el 
hecho de que, en Venezuela, al menos entre 2016-2020, aconte-
cieron 33.386 muertes por resistencia a la autoridad3 (OVV, 2016; 
2017; 2018; 2019; 2020), aun cuando existen razones de diverso 
orden que hacen pensar que quizás muchas de ellas fueron ejecu-
ciones extrajudiciales. 

Mérida, ubicada en el occidente de Venezuela, se ha posi-
cionado en los últimos cuatro años (2017-2020) entre las entida-
des con la menor tasa de muertes violentas4 a escala nacional. No 
obstante, a pesar de ser una de las “menos violentas” de Venezuela, 
ello no signi0ca que sus tasas sean bajas y que sea un territorio con 
exigua violencia, puesto que, tal y como se muestra en el cuadro 1, 
este indicador en tiempos recientes ha exhibido con frecuencia valo-
res que superan el establecido por la Organización Mundial de la 
Salud (OMS) (10 homicidios por cada cien mil habitantes) según 
la cual, al excederse más allá de ese criterio numérico, signi0ca que 
un área presenta problemas de epidemia y salud pública en cuan-
to a tasa de homicidios se re0ere (Páez, 2019).

3  Se refiere a las muertes violentas que cometen los funcionarios de cuerpos de seguridad 
del Estado, cuando un civil se resiste de forma violenta y/o con armas a acatar una detención 
o un procedimiento.
4  Las cifras de muertes violentas es el resultado de la sumatoria en un año dado de los 
decesos ocurridos por homicidios, resistencia a la autoridad y de muertes en averiguación. 
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Cuadro 1 

Evolución reciente de los principales indicadores de muertes violentas 

en el estado Mérida

INDICADORES* 2017 2018 2019 2020

Tasa de muertes violentas 27 26 31 19

Tasa de homicidios 17 17 15 6

Tasa de muertes en averiguación ** 6 10 6

Tasa de muertes por resistencia a la 
autoridad 

10 3 6 7

* Tasas expresadas por cada cien mil habitantes

** Sin información

Fuentes: Informe Anual de Violencia del OVV (2017; 2018; 2019; 2020), 

Informe Regional Anual de Violencia del OVV Mérida (2020)

Un aspecto que es importante resaltar, y que también se evi-
dencia al observar el cuadro 1, es que, mientras la tasa de homi-
cidios ha tendido a descender, la de resistencia a la autoridad ha 
presentado una propensión al ascenso. De hecho, su incremento 
entre 2019-2020 (en 100%), y el experimentado por la de muer-
tes en averiguación (66,6%), donde quedan “ocultos” un número 
dado de homicidios no esclarecidos por las instancias competentes, 
fue lo que llevó, a su vez, al aumento de la tasa de muertes violen-
tas en ese lapso. Otro hecho notable que sale a relucir con aquellas 
cifras es que, en 2020, por primera vez, la de resistencia a la auto-
ridad superó a la de homicidios y a la de muertes en averiguación. 

En el mismo sentido, entre 2019-2020, por medio de la revi-
sión de los medios de comunicación regional, se lograron estimar 
las cifras que se muestran en el cuadro 2, las que, de igual modo, 
dan cuenta del incremento de las muertes por resistencia a la auto-
ridad en Mérida.
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Cuadro 2 

Indicadores de resistencia a la autoridad en el estado Mérida

INDICADOR 2019 2020

Número de hechos de resistencia a 
la autoridad 

18 37

Número total de decesos en 
enfrentamientos con cuerpos de 
seguridad del Estado

43 47

Promedio de decesos ocurridos en 
los enfrentamientos 

2,4 1,3

Porcentaje de muertes por 
resistencia a la autoridad sobre 
el total de muertes violentas 
registradas 

31,8 53,4

Fuente: Informe Regional Anual de Violencia del OVV Mérida (2020)

Es oportuno acotar que los boletines e informes que en años 
recientes ha publicado el Observatorio de Derechos Humanos de 
la Universidad de Los Andes (ODH-ULA, 2017; 2018; 2018-
2019; 2019a; 2019b; 2019c; 2019d) señalan con énfasis en el esta-
do Mérida, entre otros tópicos, la violación de derechos humanos 
en manifestaciones de calle, a través del uso indebido de la justicia 
militar, ataques y allanamientos a residencias, allanamientos ilega-
les y represiones desproporcionadas; así como represión por par-
te de organismos policiales y militares del Estado venezolano, sin 
consideración a personas de la tercera edad, con condiciones médi-
cas, o a menores de edad; represión, por parte de colectivos arma-
dos, incluso a personal médico que asiste a heridos y lesionados en 
el contexto de las protestas; y casos de ejecuciones extrajudiciales 
por parte de efectivos de cuerpos de seguridad pública en allana-
mientos ilegales a viviendas donde residían personas que partici-
paron en alguna manifestación.
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Como se apreciará, los resultados obtenidos producto de la 
interpretación de los hechos narrados por familiares de víctimas, 
testigos oculares y terceras personas denotan la grave situación de 
violación de derechos humanos que se vive hoy en día en el estado 
Mérida y en Venezuela, especialmente en lo concerniente al dere-
cho a la vida, la libertad de expresión, la seguridad, la justicia, la 
inviolabilidad del domicilio y la integridad de las personas.

Marco metodológico

Por la naturaleza cualitativa de la investigación, como pro-
cedimientos se aplicaron entrevistas y grupos focales. Esto per-
mitió obtener información directa de un conjunto de individuos 
que, de una u otra manera, poseían conocimiento sobre la temá-
tica indagada. 

Para el caso de las entrevistas, primero se buscaron individuos 
residentes en distintos sectores de la ciudad de Mérida, que cono-
ciesen familiares de personas muertas en incidentes de resistencia 
a la autoridad. Los sectores visitados en la ciudad se seleccionaron 
en función de dos criterios: (i) sectores populares de bajos recur-
sos socioeconómicos y (ii) sectores donde sus habitantes han par-
ticipado en protestas de calle. 

Una vez identi0cadas las personas, se estableció contacto 
con las mismas y, para efectos de obtener el consentimiento de los 
potenciales entrevistados a suministrar información, un aspecto 
importante que se expuso de manera clara fue la garantía absolu-
ta del secreto de toda la información que pudiesen proporcionar, 
la cual se les mencionó que sería utilizada solo con 0nes de inves-
tigación. Luego, se procedió a realizar las entrevistas (tres en total) 
el día, hora y lugar acordados.

Cumplidas las entrevistas, se llevó a cabo el trabajo de o0-
cina: transcripción de la información y elaboración de un infor-
me interpretativo. Esta labor se efectuó en las primeras 24 horas 
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después de haberse realizado cada una de aquellas, para evitar dejar 
de lado algún detalle de la información recabada. 

En lo concerniente a los grupos focales (dos en total), es 
oportuno mencionar que, para la puesta en práctica de esta técni-
ca, se tomaron en cuenta las orientaciones propuestas en Dawson 
y otros (1997). 

El primer paso fue la elección del ámbito espacial donde 
se implementaron los grupos focales. En este sentido, a priori, se 
tenía conocimiento de que en diversos sectores de la ciudad de 
Mérida no solo habían ocurrido casos de muertes por resisten-
cia a la autoridad dentro y en los alrededores de los mismos, sino 
que, a lo interno de estos, existían individuos con criterio y pro-
piedad para suministrar información veraz en torno al tema. Es así 
como se seleccionaron dos comunidades pertenecientes al muni-
cipio Libertador del estado Mérida, una vez realizado un sondeo 
preliminar en cada una de estas, para ubicar los potenciales parti-
cipantes de los grupos.

En la selección de las personas se emplearon como criterios 
la edad, el nivel educativo y el conocimiento (o no) del tema por 
investigar. En cuanto a la edad, se tomaron en cuenta individuos 
en edades adultas por sobre los 25 años y este criterio fue com-
binado con el nivel educativo alcanzado. Posteriormente, un ter-
cer aspecto, el del conocimiento (o no) de casos por resistencia a 
la autoridad permitió 0nalmente obtener el total de participantes 
según cada grupo focal. En de0nitiva, se seleccionaron catorce per-
sonas entre 25 y 60 años de edad con nivel educativo universitario.

A continuación, se desarrollaron los grupos focales el día, a 
la hora y en el lugar acordados, contando con la presencia de un 
moderador y un observador. Luego, se procedió a llevar a cabo el 
trabajo de o0cina: transcripción de la información y elaboración 
de un informe interpretativo. Esta labor, al igual que en las entre-
vistas, se efectuó en las primeras 24 horas después de haberse rea-
lizado cada uno de aquellos, para evitar dejar de lado algún detalle 
de la información recabada. 
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Los resultados

Resultados de las entrevistas

Mediante las entrevistas se logró obtener diversos testimo-
nios sobre el exceso en el uso de la fuerza por parte de efectivos de 
cuerpos de seguridad del Estado en el ejercicio de sus funciones y 
de su participación en ejecuciones extrajudiciales. A continuación, 
se describen los tres casos indagados:

Ejecuciones extrajudiciales en operativo 

de allanamiento ilegal 

En la primera entrevista se conoció sobre la muerte, en 2015, 
de un joven estudiante universitario, de 21 años y sin anteceden-
tes penales, residenciado en la ciudad de Mérida. 

Según lo indagado, el hecho ocurrió en horas de la madru-
gada en un operativo de allanamiento ilegal donde participaron 
efectivos del Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional (Sebin), 
del Cuerpo de Investigaciones Cientí0cas, Penales y Criminalísticas 
(CICPC) y de la Guardia Nacional Bolivariana (GNB). Al cabo de 
un tiempo, después de que estos formaran un perímetro de seguri-
dad alrededor del sector donde residía el hoy occiso, un grupo de 
aproximadamente doce individuos descendieron de dos vehículos 
y se apersonaron en el barrio a realizar varias ejecuciones extraju-
diciales. Estos vestían en su totalidad de color negro, con el ros-
tro oculto, fuertemente armados y sin identi0cación institucional.

Los individuos descritos ingresaron de forma violenta a la 
vivienda donde residía el joven, derrumbando la puerta con un 
mazo y preguntando de manera amenazante por él. Al ingresar, 
accedieron a la parte superior de la vivienda, donde se encontraba 
dormido para ese momento. Lo tomaron de los brazos y lo lleva-
ron desde su habitación hacia unas escaleras cercanas donde, arro-
dillado, le propinaron varios disparos por la espalda.
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No conformes con el asesinato del joven, hubo agresiones 
físicas y verbales a los familiares e intentaron ultimar a su hermano 
sin justi0cación. Adicionalmente, antes de marcharse del lugar, los 
funcionarios involucrados sustrajeron algunas pertenencias e hicie-
ron destrozos en bienes muebles y otros objetos.

Es de resaltar que, según el entrevistado, en esa misma madru-
gada este grupo asesinó a otros cuatro jóvenes, es decir, resultaron 
cinco fallecidos en total. A cuatro los ultimaron con armas de fuego 
frente a sus familiares (entre cuatro y cinco disparos, arrodillados y 
accionando por la espalda) y a uno con arma blanca. Este último 
fue un caso impresionante, puesto que la autopsia reveló que uno 
de los jóvenes fue impactado violentamente con un objeto con-
tundente (de hierro), quizás el mismo que emplearon para abrir las 
puertas de las viviendas de forma violenta, lo que le ocasionó múl-
tiples fracturas en la columna, miembros superiores y el cráneo. 

Lo ocurrido esa noche representó, para el familiar entrevis-
tado y vecinos del barrio, un operativo ilegal y sin motivos, ejecu-
tado por mercenarios o grupo de exterminio con la anuencia de 
distintos funcionarios de órganos de seguridad pública. 

Las reacciones por parte de familiares, conocidos y vecinos 
del sector no se hicieron esperar. Esto debido a que hubo protes-
tas de calle por parte de los mismos y los familiares acudieron tan-
to a la policía como al CICPC a colocar las denuncias respectivas. 
Las respuestas no fueron nada alentadoras pues, según lo infor-
mado, los funcionarios dijeron: “Seguro se trataba de una banda, 
por algo los mataron”. Los familiares, al escuchar dicha respues-
ta, insistieron en la puesta de la denuncia y en que el joven y el 
resto de los asesinados vilmente eran inocentes, que se tenía que 
hacer justicia. Todo esto llevó a los funcionarios a responder: 
“De0nitivamente, no podemos dar ni recibir información por-
que es una orden superior”.

El consultado se mantiene en total desacuerdo con estos pre-
suntos ajusticiamientos; considera que ningún ser humano tiene 
derecho a quitarle la vida a una persona y que, dado el caso de que 
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un individuo haya cometido un delito, para eso existen las leyes y 
procedimientos jurídicos que indican qué hacer al respecto.

Un joven consiguió la muerte por un grafiti

Un segundo caso es la muerte, también en 2015, de un joven 
de 19 años de edad, residenciado en la ciudad de Mérida. Según 
lo indagado, era una persona “rebelde e irreverente y de espíritu 
libre”. Uno de sus hobbies era salir con sus amigos y hacer gra0tis 
en paredes de la ciudad, siendo esta una actividad poco aceptada 
y mal vista por el ciudadano común.

Un día, alrededor de las 6:00 p.m., decide salir de su residen-
cia en busca de un muro para pintar un gra0ti. Aquel día, el joven 
divisa un lugar que considera adecuado para realizar su cometi-
do, toma sus implementos y comienza a preparar la pared. En ese 
momento y desprevenido, es sorprendido por dos funcionarios de 
la GNB que se apersonan en una moto, lo detienen y comienzan 
a revisarlo.

Al parecer, los funcionarios empezaron a amenazarlo y a extor-
sionarlo, pero él no cedió, alegando que no estaba haciendo nada 
malo más allá de pintar una pared. Los efectivos iniciaron un for-
cejeo y, como el joven no quería acceder a sus peticiones y se resis-
tía a ser esposado, uno de ellos reaccionó propinándole un fuerte 
golpe en la cabeza con el casco, lo que ocasionó, minutos después, 
la muerte de la víctima.

Los detalles del caso se lograron conocer a través de inda-
gaciones que hicieron los familiares con testigos presenciales del 
hecho. Además, según el relato del entrevistado, los testigos narra-
ron que, una vez que fue golpeado, este cayó al pavimento, los 
funcionarios trataron de colocarle las esposas y fue el momento 
en el que se percataron de que la víctima no tenía signos vitales, 
por lo que estos inmediatamente hicieron un llamado por radio a 
una unidad de la GNB, la cual, en pocos minutos, se hizo presen-
te en el lugar. Luego, los implicados se retiraron y, acto seguido, 
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se presentó una unidad de emergencia a recoger el cuerpo de la 
víctima.

Los familiares hicieron la respectiva denuncia ante las autori-
dades competentes, pero nunca hubo una respuesta clara por par-
te de estas sobre los hechos ocurridos. 

No obstante, fueron varias las versiones o0ciales que giraron 
en torno a lo sucedido, pero el familiar entrevistado asegura que fue-
ron historias para cubrir la verdadera realidad de los hechos. Entre 
ellas, una de las versiones que se manejaban era la de un supuesto 
ajuste de cuentas, dejando entrever que no hubo participación de 
algún cuerpo de seguridad del Estado. Otra supuesta versión arro-
jada por las investigaciones fue que, durante el forcejeo del joven 
con los funcionarios, cayeron al pavimento y este impactó su cabe-
za con una pared, lo que ocasionó su muerte.

Otros elementos importantes resaltados por el informante 
son que, al parecer, el joven fue despojado de varias de sus perte-
nencias y que el caso fue denunciado por redes sociales, por don-
de tuvo gran apoyo de amigos y familiares, pero más allá de ello 
no se logró hacer pagar a los culpables.

Finalmente, familiares aseveran que el joven fue asesinado 
por estos guardias en un abuso de la fuerza física contra él y que 
estos no pagaron por sus actos, escondidos tras la investidura y el 
organismo de seguridad que ellos representan.

De una manifestación de calle a estado vegetativo 

¿por protestar o por venganza?

Un tercer y último caso se re0ere a un joven de 29 años. El 
hecho sucedió en 2017 durante una jornada de protesta en la ciu-
dad de Ejido, municipio Campo Elías, donde el joven recibió un 
disparo en la cabeza de manos de un funcionario que, según lo 
indagado, era presuntamente de la GNB. Sin embargo, como tam-
bién añadió el consultado, algunos testigos aseguraron que eran 
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policías y otros que fueron guardias nacionales. En cualquiera de 
los casos, estarían involucrados funcionarios de la fuerza pública. 

La víctima fue ingresada al Instituto Autónomo Hospital 
Universitario de Los Andes, ya que la detonación hizo que perdie-
ra parte de la masa encefálica. Nunca se recuperó ni despertó de 
su estado vegetativo. Siete meses después falleció, al empeorar su 
salud a causa de una bacteria. 

Hoy en día, los familiares aún no están seguros de si su muerte 
tuvo que ver con una circunstancia presentada con un funcionario 
de la policía de Ejido o porque estaba en el sitio de las protestas en 
junio de 2017. Es oportuno señalar que, dos semanas antes de lo 
sucedido, el joven se había enfrentado a un efectivo policial cuan-
do observó que este agredía, con un arma blanca, a un individuo 
en una plaza. Para salir en defensa de la víctima, golpeó al policía. 
A partir de ese episodio, fue perseguido e intimidado por algu-
nos funcionarios de inteligencia, quienes lo detuvieron y golpea-
ron fuertemente en una oportunidad. Contó a sus familiares, en 
algún momento, que eso lo hacían por lo que había ocurrido en 
la plaza aquel día. La familia, a pesar de la gravedad y el pronósti-
co médico nada alentador, no colocó la denuncia y se abocó a tra-
tar de salvar la vida del joven. 

Durante toda la hospitalización, los familiares prácticamen-
te debieron convivir con los funcionarios del Sebin y el CICPC, 
quienes hacían visitas diarias y constantes interrogatorios para obte-
ner información sobre el paciente, las cuales cesaron una vez que 
falleció. Las interpelaciones giraban en torno a si el joven estaba 
involucrado en las manifestaciones y si era activista de algún gru-
po político. Cuenta la consultada que, al llegar al hospital para ver 
qué había ocurrido con su familiar: 

Llegaron funcionarios del CICPC para interrogarnos sobre qué 
vimos, cómo sucedieron los hechos. Sobre todo, interrogaron a los 
muchachos que le prestaron los primeros auxilios a mi hermano; ellos 
lo llevaron al hospital. Todos ellos tenían miedo; se notaba que estaban 
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asustados con las preguntas de los funcionarios. A mí intentaron inte-
rrogarme, pero les dije que respetaran porque mi hermano estaba grave.

Posteriormente añadió: 

Estuvieron hasta la medianoche; al día siguiente regresaron; así 
todos los días hasta la muerte de mi hermano. Cuando me interroga-
ban me preguntaban acerca de qué sabía yo, si él estaba en las “gua-
rimbas” [protestas en calles y avenidas con obstrucción del tránsito] 
de Ejido, que si era la primera vez que participaba. Yo les dije que 
yo no sabía nada, que solo sabía que le habían disparado. Se die-
ron cuenta de que yo no tenía mucha información sobre lo sucedi-
do. Lo que sí me pedían eran las cosas de él: su celular, su cartera, 
su ropa, pero yo nunca se las di. No se las di porque no sabía si era 
lo correcto; yo pensé más bien buscar asesoría.

En vista de estas “intimidaciones”, según las denominó la con-
sultada, los familiares decidieron ir hasta la Fiscalía del Ministerio 
Público. La recomendación del organismo fue que no entregaran 
ninguna de las pertenencias de la víctima ni al Sebin ni al CICPC, 
a pesar de la insistencia de estos en que les concedieran las perte-
nencias (cartera, ropa, celular). 

Para los familiares, lo ocurrido no fue fortuito, pues tienen 
la percepción de que alguien envió a los funcionarios para que lo 
intimidaran o para que desistiera de protestar. Lo que más lamen-
tan fue el ensañamiento y la forma como atacaron a la víctima 
pues, además del disparo en la cabeza, le propinaron fuertes gol-
pes en todo el cuerpo. De allí que uno de sus familiares comentara:

Según me dijeron, mi hermano iba subiendo por la calle y en ese 
momento los muchachos estaban tirando piedras. Él no iba corrien-
do, pero en ese momento salieron de la nada unas motos y todo el 
mundo corrió, pero se resbaló con una piedra y cayó al suelo. No le 
dio tiempo de correr, por lo que uno de los guardias lo agarró a golpes 
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con el escudo. Nos dimos cuenta que recibió muchos golpes. Lo gol-
pearon mucho porque le vimos muchos hematomas en el cuerpo.

Consideran que hubo demasiadas injusticias, hasta tal pun-
to que el certi0cado de defunción que tomaron en cuenta no fue 
el que se levantó en el hospital sino uno que elaboró el CICPC. Se 
pretendía decir que la víctima había muerto por la bacteria y no 
del disparo, y que la muerte la había ocasionado un policía, mas 
no un guardia nacional, como efectivamente todo apuntó. Al 0nal, 
ambos datos fueron cambiados en el mencionado certi0cado para 
modi0car los hechos.

Los familiares fueron enfáticos en señalar que todo parte de 
una política del gobierno para amedrentar a la población que quie-
re protestar; y que, más allá de que existan funcionarios con pési-
ma conducta, es el gobierno el que propicia esas atrocidades con 
los ciudadanos. 

No justi0can ningún tipo de acción que lleve a quitarle la 
vida a una persona, pues para ellos existen leyes que, si se cumplie-
ran, bastarían para que cada persona que cometa un delito pague 
por ello. Las personas —a0rmaron— pueden ser delincuentes, pero 
nadie tiene la potestad de quitarles la vida. Consideran que es el 
propio gobierno el que debe tomar medidas para que los funcio-
narios actúen de forma correcta. 

Resultados de los grupos focales 

Mediante los grupos focales se pudieron conocer múltiples 
relatos adicionales de muertes de merideños a manos de funciona-
rios, narraciones que, así como las obtenidas mediante entrevistas, 
apuntan a excesos de la fuerza pública y ejecuciones extrajudicia-
les, entre otros delitos.

Un primer ejemplo es lo que presuntamente sucedió en 2014 
durante un episodio de manifestaciones en la ciudad de Mérida. 
Funcionarios de la GNB ocasionaron la muerte de un joven por 
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el simple hecho de ejercer su derecho a la protesta en contra de las 
políticas puestas en práctica por el gobierno nacional. 

Los muchachos tirando piedras, porque esas son las armas de 
ellos, y llegó un piquete de la GNB, pero ellos sí estaban disparan-
do con plomo, y le cayó a uno de los muchachos que se encontra-
ba manifestando, resultando muerto frente al Centro Comercial El 
Viaducto. Los mismos jóvenes presentes trataron de ayudarlo y arras-
trarlo hasta las residencias, donde recibió los primeros auxilios, fue 
trasladado en una ambulancia, pero llegó al hospital sin signos vitales. 

El joven se encontraba de vacaciones en la casa de un familiar 
que residía en las cercanías del lugar donde ocurrieron los hechos.

Otro ejemplo re0ere que, en 2017, en horas de la madru-
gada, ingresaron efectivos de la policía a realizar un allanamiento 
ilegal a algunas viviendas de un populoso barrio de la ciudad de 
Mérida. Según testigos, en ese proceder ejecutaron a varios jóve-
nes sin dar importancia a si tenían o no antecedentes penales ni 
a si residían o no en el lugar. Indicio de esto último es que hubo 
dos de esos casos esa noche. Ambos, de manera independiente, 
por distintas circunstancias, se encontraban pernoctando en casa 
de un familiar; incluso uno procedía de otro estado del país y se 
hallaba de vacaciones. 

La versión o0cial fue que las personas fallecieron en el hos-
pital y que habían sido heridas al enfrentarse a las comisiones poli-
ciales que los buscaban. No obstante, una persona comentó: “En 
realidad… hubo alguien que vio cuando tiraban los cuerpos sobre 
la tolva de una camioneta y así se los llevaron. Si tú llevas heridos, 
no vas a llevarlos atrás en la tolva de la camioneta”.

En otro caso, ocurrido en 2017, un individuo llega a su lugar 
de trabajo y, para su sorpresa, se consigue con una situación de robo 
a mano armada hacia sus compañeros de trabajo. Dos delincuen-
tes despojan a todos los presentes de sus pertenencias. Durante la 
situación, alguien logra alertar a la policía y esta llega al lugar de los 
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hechos segundos después del escape de los victimarios. Los funcio-
narios, en conjunto con aquel individuo, quien se sumó de inme-
diato a colaborar en la búsqueda, inician la exploración del lugar 
y logran divisar y aprehender a uno de los asaltantes, que estaba 
oculto en un terreno baldío y que se había retrasado por despo-
jar a un trabajador de su teléfono móvil. Luego, un funcionario le 
comentó al individuo que ayudó en la búsqueda del delincuente: 
“Esa fue la orden que nos dieron desde allá arriba, que matemos 
a toditos los que nosotros consigamos haciendo fechorías”, por lo 
que se presume que se le dio muerte al asaltante.

Un caso más reciente, en 2018, lo representa la aprehensión, 
secuestro y desaparición hasta la actualidad de un joven meride-
ño quien, según los informantes, no tenía antecedentes penales, 
pero sí presentaba ciertos problemas conductuales y disciplinarios 
en el sector donde residía. Al parecer: “Un día vecinos observaron 
cuando un carro de funcionarios de inteligencia, un machito blan-
co, lo abordó y lo metieron a la camioneta y se lo llevaron”. Desde 
entonces el joven no ha aparecido y ha transcurrido aproximada-
mente un año de acontecido el hecho.

En el sentir de las personas, en ninguno de los casos rese-
ñados hubo enfrentamientos en el sentido estricto de la palabra; 
si acaso, en algunos se produjo una persecución. No obstante, el 
exceso en el accionar por parte de los efectivos de seguridad del 
Estado ocasionó el deceso de estos individuos sin ningún tipo de 
razón o evidencias que lo justi0cara. 

En cuanto a las reacciones de familiares, conocidos o vecinos 
que presenciaron los hechos, se re0rió que, en muchas situacio-
nes (sobre todo en operaciones de allanamiento ilegal), no hicie-
ron las denuncias por temor a represalias o por las amenazas de los 
funcionarios. Ilustraciones de esto, mencionadas durante los gru-
pos focales, son frases expresadas por efectivos a testigos oculares, 
en sucesos distintos: “El policía le dijo al familiar: ‘Usted cállese 
la boca y no diga nada’”. “El policía le dijo que se quedara calladi-
to… como debe ser y listo”.
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En el caso de manifestaciones de calle pací0cas, aun cuando 
haya habido en cierta forma enfrentamientos, sigue habiendo un 
escenario desproporcionado en la contienda porque, tal y como 
lo señaló un consultado: “Los muchachos manifestaban con pie-
dras y ellos [los GNB] respondían con balas”. Esto ha ocasionado 
que las personas no mencionen haber sido testigos de algún hecho 
por temor a represalias y, más aún, se cohíben de ejercer su dere-
cho legítimo a la protesta pací0ca por temor a formar parte de la 
lista de víctimas fatales.

La situación se agrava aún más debido a que, durante algu-
nas manifestaciones en la ciudad de Mérida, efectivos de la PNB 
y de la GNB ingresaron a varios conjuntos residenciales privados 
para reprimir a sus propietarios, que manifestaban en las inmedia-
ciones. Según expresó un participante: 

No buscaban a nadie en particular, simplemente disparar a quien 
caiga. Yo digo que, al entrar los cuerpos de seguridad, en este caso 
la Guardia Nacional Bolivariana, abriéndoles paso a los Tupamaros 
[grupo de individuos pertenecientes al partido político Tupamaro, 
de ideología comunista-socialista], teniendo estos también armas de 
fuego, ya hay una intención de matar a la persona. Ellos disparan 
sin saber a quién, al que le toque, y en este caso le tocó a un chico.

Finalmente, es pertinente mencionar que la totalidad de 
los participantes de los grupos focales están en desacuerdo con las 
acciones violentas y letales de los cuerpos de seguridad pública; sin 
embargo, algunos acotaron que hay casos de comunidades don-
de “celebran” cuando ocurren operativos de allanamientos ilegales 
—o acciones de bandas delincuenciales organizadas— y asesinan a 
jóvenes que presentaban antecedentes penales y delinquían en esas 
comunidades. Esto motivado a que, al cabo de unos días, la vio-
lencia y los índices delictivos descendían de manera rápida y eso 
les permitía tener cierta tranquilidad en el ámbito de la seguridad 
ciudadana. Al respecto, un participante mencionó que:
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En algunos casos, luego que los cuerpos de seguridad o bandas 
organizadas… hacen la respectiva “limpieza”, la comunidad se alegra 
porque la zona queda tranquila en cuanto a delincuencia se re0ere… 
Por ejemplo, en Barinitas, la comunidad manifestó sentirse tranqui-
la, luego de los ajusticiamientos de los delincuentes, porque dejaron 
de estar azotados por los mismos… Los comentarios de la comuni-
dad eran que esas muertes fueron bien merecidas.

La interpretación de los resultados en la entidad 
“menos violenta” de venezuela

Estudios recientes han demostrado que la violencia e insegu-
ridad desatada en el país es uno de los factores por los cuales millo-
nes de venezolanos y, entre estos, un sinfín de merideños, han salido 
y continúan saliendo despavoridos a otras latitudes del mundo en 
búsqueda de una mejor calidad de vida. Es decir, este factor ha sido 
una de las razones de peso que han impulsado a muchos a emigrar 
al extranjero (Bermúdez y otros, 2018; Mazuera y otros, 2019).

Quizás cualquier persona ubicada en distintos rincones del 
mundo pueda leer estas líneas y pensar que esa violencia e insegu-
ridad a la que se hizo alusión al inicio de este apartado esté rela-
cionada solo con delincuencia común u organizada. En primera 
instancia, resulta ser así; no obstante, lo más triste, lamentable 
e increíble es que su acrecentamiento en los últimos siete años 
(2014-2020), sobre todo el de la violencia, está fuertemente vin-
culado con el discurso agresivo de las autoridades estatales y con 
la puesta en práctica de políticas de seguridad ciudadana a lo lar-
go y ancho del territorio nacional que violan abiertamente diver-
sos derechos humanos.

En primer lugar, los resultados obtenidos en el estado Mérida 
son una muestra regional fehaciente de que, efectivamente, los 
organismos de seguridad pública se exceden en el uso de la fuerza 
al ejercer las funciones que les otorga la legislación venezolana en 
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la materia. Incluso, podría a0rmarse que, paulatinamente, se ha 
distorsionado la naturaleza para la que fueron creados estos órga-
nos de seguridad en todas las regiones del país. En otros términos: 
ha existido una gran distorsión institucional caracterizada princi-
palmente por estar parcializada, politizada y amoldada para defen-
der los intereses particulares de las autoridades estatales, violando 
la legislación vigente y derechos humanos fundamentales como el 
derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad e integridad de la 
persona, entre otros. 

Lo anterior se palpa claramente en los sucesos narrados por 
las personas entrevistadas y por los participantes de los grupos 
focales: allanamientos ilegales en barrios y conjuntos residenciales 
donde ingresan efectivos de manera violenta a asesinar vilmente a 
jóvenes sin ningún tipo de pudor —cual película hollywoodense 
de mercenarios a sueldo—, a amenazar y amedrentar a testigos. No 
conformes con eso, destrozan bienes muebles y roban pertenen-
cias a los habitantes. En resumen, según los relatos, la secuencia de 
sus acciones consiste en que, durante horas de la noche y madru-
gada, ingresan derribando las puertas de las viviendas con objetos 
contundentes; al entrar, preguntan por la ubicación de armas y/o 
material subversivo y por algún individuo, levantan a la persona 
de la cama donde se encuentre durmiendo a esas horas, lo llevan 
a las afueras de la vivienda y allí lo ejecutan con varios disparos. 
Luego, recogen los cuerpos y los colocan en un vehículo de carga 
para ser llevados presuntamente a la morgue, y 0nalmente buscan 
cambiar los hechos a nivel judicial (expediente) y del registro de 
mortalidad (certi0cado de defunción). 

En el caso de las manifestaciones de calle, de corte pací0co 
o no, los funcionarios se apersonan en el lugar y, al parecer, dispa-
ran sin dudar (bombas lacrimógenas u otro tipo de munición letal) 
directamente a la humanidad de las personas, ocasionando a estas 
graves heridas y hasta la muerte. Incluso efectivos de las fuerzas 
públicas han quebrantado la inviolabilidad del hogar de las fami-
lias sin orden judicial y sin ningún tipo de justi0cación al ingresar 



313

a conjuntos residenciales disparando directamente a las personas 
y a sus bienes inmuebles solo por el hecho de estar manifestando 
en las inmediaciones de sus domicilios. Por otra parte, al presen-
tarse aprehensiones de personas buscadas por presentar anteceden-
tes penales o capturadas en pleno hecho (por ejemplo, en robo a 
mano armada), secuestran a los individuos, quienes en algunos 
casos son sometidos a torturas y, al cabo de unos días, aparecen sin 
signos vitales o nunca se da con su destino. En otras situaciones, 
ocurren persecuciones y los ejecutan en el lugar de la aprehensión 
o durante el seguimiento. 

En muchos casos, diversas circunstancias indican que no 
existió tal resistencia a la autoridad, tal como las autoridades com-
petentes cali0caron a la mayoría de las muertes reseñadas en esta 
investigación. En todo caso, de haberla habido o de haberse pre-
sentado algún enfrentamiento, parece claro que el uso de la fuer-
za pública sigue siendo desproporcionado y fuera de la ley, lo que 
ocasiona cada día más muertes de venezolanos.

En segundo lugar, es necesario destacar que los ciudadanos 
no confían en ningún cuerpo de seguridad del Estado. A0rman 
que el deber ser es que protejan al ciudadano y hagan cumplir la 
ley. No obstante, en general, se aprecia que están para proteger a 
autoridades estatales y no a la población o sociedad, con el agra-
vante de que estas instituciones se encuentran tan desvirtuadas 
que se aprecia de manera clara la falta de vocación y formación, y 
que hoy en día, por ejemplo, un policía o guardia nacional pue-
de ser cualquier persona, hasta un mismo delincuente con ante-
cedentes penales.

En tercer lugar, la manera como actúan permite suponer que 
lo hacen porque obedecen órdenes superiores. Actúan sin mediar 
con nadie; de manera muy violenta, amenazante e infundiendo 
terror; sin órdenes de allanamiento legales y al margen de la ley; 
sin derecho a réplica; asesinando a individuos con y sin antece-
dentes penales (aun cuando los posean, es claro que no se justi0-
ca su muerte); reprimiendo fuertemente manifestaciones de calle 
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y secuestrando y ultimando a delincuentes sin seguir los procedi-
mientos regulares. Todo esto correlacionado con que en ningún 
caso hay castigo alguno para los culpables, es decir, que los hechos 
quedan impunes. Esto ha conducido a que en su mayoría las per-
sonas que son testigos del suceso, a excepción de familiares, no 
tomen cartas en el asunto por temor a represalias. 

En cuarto lugar, desde el punto de vista humano, los casos 
indagados resultan ser una violación irrefutable del derecho a la vida 
y a la libertad, entre otros; una acción de crueldad sin medir nin-
guna consecuencia con tal de conseguir el objetivo trazado: lograr 
el control de la sociedad a la fuerza. En otros términos, sin nin-
guna duda, representan casos de lesa humanidad. Desde lo social, 
ha originado que la sociedad les tenga descon0anza y temor a los 
órganos de seguridad del Estado; que las personas no salgan a las 
calles a manifestar de manera pací0ca para defender sus derechos, 
traumas psicológicos en el colectivo e impactos negativos en las 
familias (emocionales, de constitución, demográ0cos…). En lo 
político, queda claro que las autoridades estatales, al ejercer la vio-
lencia a través de los excesos de la fuerza pública, han logrado su 
objetivo de control de la sociedad y mantenerse en el poder. Esto 
además ha llevado a: ejecuciones extrajudiciales de innumerables 
merideños, con o sin antecedentes penales; amedrentamiento a la 
población hasta casi extinguir todo tipo de protesta de calle; éxo-
do masivo de personas al extranjero huyendo, entre otras cosas, de 
la violencia e inseguridad reinante; y, en lo demográ0co, principal-
mente pérdida de población económicamente activa y desmem-
bramiento de la familia, bien sea por aumento de la mortalidad o 
de la emigración al extranjero. 

Los niveles de violencia alcanzados hoy en día en la enti-
dad por los cuerpos de seguridad del Estado podrían encontrar su 
explicación en gran parte en la destrucción institucional sistemática 
orquestada desde el ámbito estatal en las últimas décadas, lo cual ha 
ocasionado la ruptura de las reglas que regulan el acceso a los bienes, 
al poder político y al control social y penal (Briceño-León, 2017). 
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Consideraciones finales

Con los resultados obtenidos en esta investigación en el con-
texto regional del estado Mérida, queda en evidencia que en la enti-
dad distintos funcionarios de organismos públicos de seguridad del 
Estado, con mucha frecuencia, se han excedido letalmente en el uso 
de la fuerza durante el ejercicio de sus funciones. Todo indica que 
lo anterior ha sido una tendencia creciente a partir del año 2014 
con el objetivo, al parecer, de controlar por la fuerza a la sociedad 
merideña, año en que se presentaron en la entidad, así como en 
otros estados, fuertes manifestaciones de calle entre los meses de 
enero y abril en contra de decisiones por parte de autoridades com-
petentes que, a criterio de muchos merideños y de la ciudadanía en 
general, han representado sistemáticamente una violación de sus 
derechos sociales, económicos y políticos, y del Estado de derecho 
(Briceño y otros, 2019). Este esquema de protestas y exceso de los 
funcionarios se repitió en las manifestaciones de 2017 (entre abril 
y julio) y en las de marzo-abril de 2018, estas últimas ocasionadas 
por las interrupciones prolongadas del servicio eléctrico. 

Se presume que, por una parte, ese accionar de los funciona-
rios es para tratar de disminuir los índices de inseguridad y/o delin-
cuencia desbordada en la entidad —así como en todo el país— y, 
por otra, para tratar de evitar que la población salga a las calles a 
oponerse a las políticas gubernamentales que han sumergido a la 
entidad y a Venezuela en una crisis humanitaria sin precedentes 
en toda su historia republicana.

Los procedimientos al margen de la ley y la desproporción 
en el uso de la fuerza de los funcionarios, que lamentablemente 
ocasionan incontables heridos y muertes en “operaciones legales” 
(allanamientos a viviendas y conjuntos residenciales sin justi0ca-
ción y órdenes judiciales, y en protestas de calle), cali0cadas por 
el Estado bajo la categoría de “muertes por resistencia a la auto-
ridad”, muestran al público internacional que estas defunciones 
son supuestamente legales y, en realidad, es la consecuencia de ese 
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accionar extrajudicial y/o excesivo de aquellos, tanto con indivi-
duos inocentes como con los culpables de algún delito. En otras 
palabras, en la categoría de “muertes por resistencia a la autori-
dad”, particularmente en allanamientos ilegales, quedó expuesto 
que se oculta un importante número de muertes violentas ocasio-
nadas por funcionarios de cuerpos de seguridad del Estado, mien-
tras que, en manifestaciones de calle, ocurre un uso y abuso por 
parte de los mismos. 

Nuestra apreciación es que en el estado Mérida, y en 
Venezuela, las vidas humanas perdidas reseñadas en esta investiga-
ción son un ejemplo fehaciente de violencia tangible y cuanti0cable, 
como consecuencia de una violencia institucional caracterizada 
por una desviación de las funciones para las cuales fueron crea-
dos los cuerpos de seguridad pública (Provea, 2013; Paz Activa, 
2018), esta última traducida en un indiscriminado uso de la fuer-
za por parte de estos en el ejercicio del cumplimiento de órdenes 
superiores para así lograr un mayor control económico y políti-
co. Esto, a su vez, ha tenido como cimiento base una cultura de 
la violencia (Galtung, 2003; 2016), en apariencia “invisible”, que 
se ha venido construyendo, labrando y profesando por medio de 
un discurso agresivo e ideológico, así como por la creciente impu-
nidad, la militarización de la seguridad pública y la justi0cación 
de múltiples delitos, socavando el Estado de derecho y violando 
derechos humanos (Acnudh, 2019). Esto ha llevado a legitimar 
muchos actos violentos en la sociedad venezolana. En de0nitiva, 
la conjunción de lo anterior socavó la institucionalidad y originó 
el derrumbe de la cohesión social en Venezuela (Briceño-León y 
Camardiel, 2019).

Todo apunta a que la violencia que se vive hoy en día en el 
estado Mérida por parte de cuerpos de seguridad del Estado tie-
ne como autores intelectuales a autoridades competentes, por lo 
que la principal solución a corto plazo que vislumbra la pobla-
ción consultada para revertir esa situación es la del cambio del 
gobierno a todos los niveles (nacional, regional y local), así como 
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la depuración en todas sus esferas del poder judicial y de las insti-
tuciones de seguridad ciudadana.

Paulatinamente ha acontecido en Venezuela, y por supuesto 
en la entidad, una distorsión medular inducida y premeditada de 
las instituciones de seguridad del Estado para amoldarlas a bene-
0cio de ciertas autoridades competentes e, insistimos, para lograr 
el control absoluto de la sociedad, objetivo que hasta el momen-
to se ha alcanzado, situación que esperamos todos los venezola-
nos culmine en un horizonte temporal no muy extenso a futuro. 
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Resistencia a la autoridad como arma 
mortal de la policía en Venezuela

OLGA B. ÁVILA FUENMAYOR

Introducción

Riki era un joven conocido por ser mala conducta en una 
comunidad de la Cota 905. Esta localidad del área Metropolitana 
de Caracas fue designada como Zona de Paz por el gobierno del 
presidente Maduro. Un día, Riki se encontraba merodeando por 
la comunidad cuando, de pronto, llegó una comisión de las FAES. 
Lo pararon y empujaron contra una pared, sometiéndolo a una 
exhaustiva revisión. Lo próximo que sucedió fue muy rápido. Los 
efectivos lo metieron dentro de una casa y se escuchó: tun-tun-
tun-tun. Fueron los tiros que le quitaron la vida a Riki. La gen-
te de la comunidad reaccionó y salió a la calle, entre ellos el papá 
de Riki, quien trató de intervenir para ayudar a su hijo, pero fue 
detenido por los efectivos y poco después fue encontrado muerto 
en otro sector. También fue ajusticiado.

Como el anterior, se pueden conocer relatos, a lo largo del 
país, de casos donde personas de comunidades de bajos recursos en 
Venezuela son literalmente ajusticiadas por funcionarios de cuer-
pos de seguridad del Estado.

A partir de algunos testimonios aportados en entrevistas y 
grupos focales, trataremos de comprender la racionalidad que hay 
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detrás de las acciones fuera del marco de la ley cometidas por cuer-
pos de seguridad del Estado en un pretendido intento de dismi-
nuir la inseguridad y la violencia o de tomar la justicia por mano 
propia. Estas acciones al parecer se han convertido en una política 
de gobierno y son rechazadas por la ciudadanía, por cuanto aten-
tan contra el derecho a la vida de hombres jóvenes provenientes, 
fundamentalmente, de sectores populares del país.

Esas muertes son producto de las acciones de organismos 
de seguridad como las Fuerzas de Acciones Especiales (FAES), 
que es una fuerza de élite y un grupo táctico dependiente de la 
Policía Nacional Bolivariana (PNB); el Cuerpo de Investigaciones 
Cientí0cas, Penales y Criminalísticas (CICPC), organismo de inves-
tigación creado para asegurar el ejercicio de la acción penal y la 
administración de justicia; la Policía Nacional Bolivariana (PNB), 
principal fuerza de seguridad y orden público de Venezuela; la 
Guardia Nacional (GN), que es uno de los cinco componentes de 
las Fuerzas Armadas Nacionales, creadas para la defensa y protec-
ción de la nación; el Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional 
(Sebin), órgano de inteligencia y contrainteligencia para neutra-
lizar potenciales y reales amenazas para el Estado, por nombrar 
algunos de los organismos más involucrados en las muertes que 
se producen y son justi0cadas como enfrentamientos o “resisten-
cia a la autoridad”. 

Los diferentes operativos de seguridad lanzados como una 
gran iniciativa por el presidente Maduro fueron adjetivados en su 
momento como “humanistas” pero, irónicamente, se han caracte-
rizado, por lo contrario, por la deshumanización, la saña, el abuso, 
por la forma vil en que son masacradas las personas que resultan ser 
las víctimas. Es decir, que los hechos que son identi0cados por las 
autoridades como casos de resistencia a la autoridad en su mayo-
ría no son más que ejecuciones extrajudiciales por parte de estos 
cuerpos de seguridad.

El ministro de Interior y Justicia aseguró, en julio de 2019, 
que en el país se ha venido reduciendo el índice de criminalidad 
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desde 2016 (VTV, 2019). Según el funcionario, el año 2019 fue 
el cuarto año consecutivo de caída de los homicidios, ubicando la 
tasa en 36,3 por cada cien mil habitantes, pero fuentes no o0cia-
les, provenientes de organizaciones de la sociedad civil tanto de 
larga trayectoria como de reciente data, dedicadas al seguimien-
to y registro de datos de violencia en el país, coinciden en que la 
realidad es otra.

Si bien es cierto que la tendencia ha sido hacia la baja en el 
número de homicidios en la región de América Latina, las tasas 
de homicidios en el país no dejan de ubicarlo como el más violen-
to de Latinoamérica. 

Una revisión más detallada de los casos de muertes violentas 
que se registran en el país permite evidenciar que las muertes regis-
tradas son ocasionadas mayormente por organismos de seguridad 
bajo la denominación de “resistencia a la autoridad”. Una investi-
gación comparativa entre cinco países de América Latina (Monitor 
Fuerza Letal, 2019) destaca que la cifra de muertes causadas por 
organismos de seguridad en Venezuela es superior a la de Brasil, a 
pesar de tener una población casi siete veces menor a la de ese país.

En el año 2018, el OVV reportó que, de un total de 23.047 
casos de muertes violentas, el 32,6% corresponde a casos por resis-
tencia a la autoridad (OVV, 2018), mientras que, en el año 2019 
(OVV, 2019), el número de fallecidos alcanzó 16.506, y el 32% 
fueron atribuidos a muertes ocasionadas por organismos de segu-
ridad como ejecuciones extrajudiciales bajo la denominación de 
resistencia a la autoridad. 

Los informes recientes de Provea, si bien no emplean exac-
tamente los mismos indicadores o criterios, también dan cuen-
ta de un uso abusivo y excesivo de la fuerza en el cual las FAES 
han tenido un rol protagónico (Provea, 2018). En el año 2019, 
Provea (2019) reportó un total de 1045 personas asesinadas a 
manos de cuerpos policiales y militares. Para este año, la Policía 
Nacional Bolivariana (PNB) es responsable de 474 muertes, de 
las cuales 432 fueron cometidas por las FAES, que es uno de sus 
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componentes. El CICPC, con 202 muertes, ocupa el segundo 
lugar, y las FANB quitaron la vida a 100 personas. En opinión del 
coordinador de Provea, durante el año 2019, de la actuación de 
los órganos de seguridad, las FAES han sido las más letales duran-
te protestas y operativos en zonas populares en el país (Alvarado, 
citado por Smolansky, 2019).

En el informe presentado en el mes de julio de 2019 por 
la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos sobre la situación de los derechos humanos en Venezuela 
(Acnudh, 2019), se devela la situación del uso excesivo de la fuer-
za y la muerte por parte de los organismos en el marco de los ope-
rativos de seguridad. El mencionado informe señala que, desde el 
año 2018, las operaciones realizadas por las FAES, así como las de 
las OLP entre el 2015 y el 2017, han evidenciado casos de ejecu-
ciones extrajudiciales. “Las personas entrevistadas se re0rieron de 
manera constante a las FAES como un ‘escuadrón de la muerte’ o 
un ‘grupo de exterminio’” (Acnudh, 2019, p. 11).

En el último informe presentado por la Organización Human 
Rights Watch (2019), se destaca claramente el patrón de abusos 
cometidos por los organismos policiales, en especial por las FAES, 
en cuanto a las cifras de detenciones arbitrarias y ejecuciones extra-
judiciales. Pero no solo las FAES generan gran número de víctimas 
por enfrentamientos o resistencia a la autoridad, en casos carac-
terizados por el uso excesivo y abusivo de la fuerza, hasta alcan-
zar la letalidad. 

Los datos aportados por Monitor de Víctimas para el perío-
do comprendido entre enero y marzo de 2019 indican que, des-
pués de las FAES, el CICPC es el organismo que más víctimas ha 
cobrado, con 74% y 13% de las muertes respectivamente (Monitor 
de Víctimas, 2019). En general, para el mismo período y la misma 
fuente, las fuerzas de seguridad del Estado fueron los principales 
victimarios de homicidios en el país con el 51% de las muertes acu-
muladas en el trimestre, tomando en cuenta solo los casos donde fue 
posible identi0car a los victimarios (Monitor de Víctimas, 2019). 
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En este contexto de secuelas dejadas por el quehacer de los 
organismos de seguridad del Estado, el presente artículo tiene 
como objetivo presentar un breve análisis sobre el fenómeno de 
“resistencia a la autoridad”. Trataremos de comprender la lógica 
del comportamiento mortal de los funcionarios policiales a tra-
vés de la mirada de dolor y sufrimiento de los familiares, luego 
de la pérdida de sus seres queridos en manos de quienes se supo-
ne deben brindar seguridad y protección, y de quienes desde las 
comunidades viven casi a diario el desempeño policial y, con ello, 
la pérdida de vidas humanas fuera de toda lógica social, norma-
tiva y moral. 

En la primera parte presentaremos las estrategias y técnicas 
utilizadas para la obtención de la información. Luego describire-
mos los casos narrados por los familiares o personas cercanas a las 
víctimas tratando de ver, más allá de los hechos, lo que estas per-
sonas piensan que hay detrás de estas acciones. Veremos, además, 
qué opinan estas personas sobre estos organismos y cómo creen 
ellos que es posible detener esta escalada de muertes de personas a 
manos de funcionarios del Estado.

Analizaremos estas descripciones, percepciones y opinio-
nes para tratar de comprender o dar alguna lógica interpretativa 
al accionar de estos organismos, para luego llegar a conclusiones 
que puedan ser expresiones de posibles medidas que necesariamen-
te deben tomarse para detener el ascenso de las cifras de fallecidos 
por parte de organismos de seguridad y para contribuir a reivindi-
car el nombre de estas instituciones, cuya credibilidad y con0anza 
han sido mermadas por el proceder de algunos de los funciona-
rios que las conforman.

Precisiones metodológicas

Los testimonios que aquí analizamos son producto de tres 
entrevistas a familiares de víctimas de funcionarios de organis-
mos de seguridad en circunstancias de dudosa legalidad, así como 
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de los testimonios y discusiones recabados en dos grupos focales, 
realizados con personas que habitan en comunidades de sectores 
populares de la ciudad de Caracas. Ambas técnicas de recolección 
de datos resultaban las más procedentes para conocer de cerca las 
vivencias, percepciones y opiniones de las personas sobre las eje-
cuciones extrajudiciales.

Para la realización de las entrevistas, abiertas o poco estructu-
radas, se contactaron familiares de personas fallecidas a manos de 
organismos de seguridad, referidos de los sectores de Petare, Catia 
y Caricuao. Se realizó un primer acercamiento con ellas, a 0n de 
explicarles los objetivos del estudio y las condiciones para la realiza-
ción de la entrevista, asegurándoles total con0dencialidad y que la 
información sería utilizada solo para 0nes de investigación. Se rea-
lizaron en los meses de mayo y junio de 2019, fuera de las comu-
nidades donde habitan las personas para darles mayor seguridad 
y libertad de hablar sobre el suceso. Se desarrollaron con normali-
dad a pesar de algunos momentos de silencio, llanto y dolor, dado 
lo difícil que fue para ellos narrar los hechos. Las personas entre-
vistadas fueron: un hombre de 37 años de edad, tío de la víctima; 
un hombre de 30 años de edad, primo de la víctima y una mujer 
de 26 años de edad, tía de la víctima, aunque por haberse criado 
juntos más bien lo consideraba un hermano.

Los dos grupos focales fueron realizados durante el mes 
de julio. Previamente se elaboró una guía con preguntas abier-
tas para generar y orientar la discusión. Los participantes fueron 
contactados en los sectores de Petare, Catia y la Cota 905. Una 
vez reclutados, se le explicó personalmente a cada uno el obje-
tivo de la actividad, las condiciones de su participación y sus 
fechas tentativas. Esta labor no fue sencilla, dado que, a pesar 
de todas las garantías de con0dencialidad y discreción, las per-
sonas tenían mucho miedo, dada la situación de inseguridad en 
el país. Sin embargo, fue posible convocar como mínimo a diez 
personas para cada grupo focal, aunque efectivamente asistieron 
cinco en uno y cuatro en el otro. Las sesiones se realizaron en las 
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adyacencias de la Ciudad Universitaria. Una vez iniciada la acti-
vidad, se desarrolló con normalidad y con las contribuciones de 
todos los participantes. Las características de los participantes se 
describen a continuación:

• Grupo focal 1: Participaron un total de cinco personas, 
cuatro del sexo masculino y una del sexo femenino. Esta 
última de 28 años de edad, de ocupación costurera, resi-
dente en Petare. Las cuatro personas del sexo masculino 
tienen 31, 32, 45 y 48 años respectivamente. Tres de 
ellos son comerciantes y el otro trabaja como personal 
de seguridad. A excepción de uno de ellos, que vive en 
la Cota 905, los demás residen en Petare.

• Grupo focal 2: Participaron un total de cuatro personas, 
todas del sexo masculino, de 19, 21, 39 y 40 años respec-
tivamente. Dos de ellos se desempeñan como músicos, 
uno es albañil y el cuarto es obrero. Tres de los partici-
pantes residen en Petare y uno en El Silencio.

Tanto las entrevistas como los grupos focales se grabaron con 
el consentimiento de los participantes; luego se transcribieron tex-
tualmente para ser sometidos a análisis de contenido y extraer de 
ellos las categorías resultantes. Posteriormente, se realizó una matriz, 
tanto para las entrevistas como para los grupos focales, de cuyo aná-
lisis se desprenden los resultados que se presentan a continuación. 

Resultados

Las entrevistas

A continuación, una breve descripción, en primer lugar, de 
cómo ocurrieron los hechos de los casos narrados; y, luego, sobre 
otros aspectos u otras respuestas sobre los sucesos emitidas duran-
te las entrevistas:
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Caso 1

La víctima era sobrino del entrevistado, tenía 23 años. Era 
mecánico de motos; trabajaba con el suegro, que tenía un taller. 
Residía en Las Adjuntas, parroquia Macarao. Dejó esposa y un 
niño de meses. 

Según el testimonio, se trata de un homicidio cometido por 
un funcionario del CICPC, en el mismo lugar de residencia de la 
víctima, en enero de 2016, aproximadamente a las 2 de la tarde 
(aquí y en adelante omitimos más detalles de fechas y sitios por 
razones de con0dencialidad). La versión del familiar es que fue 
un caso de celos, porque la víctima le daba la cola a una mujer en 
su moto, quien al parecer estaba relacionada con el victimario. La 
versión policial fue enfrentamiento con un azote de barrio perte-
neciente a una banda.

Llegaron unas dos unidades del CICPC, sin orden, sin nada, 
sacaron al suegro del taller. El suegro me dice que escuchó que el 
petejota le dice: “Pues, te vas a morir”. “Coye, mire, soy un mucha-
cho trabajador, mira, tengo mi hijo y broma” [dijo la víctima]. 
Entonces sacan al suegro y a él lo meten pa dentro. El suegro me 
dice que escucha unos golpes, una cuestión y escucha un solo dis-
paro, y escuchó como… como si zambullen en un pipote de agua. 
Tienen un pote de agua ahí, lo zambulleron ahí, o sea, lo mata-
ron fue ahogao. Con el tiro en la barriga no se murió, él se murió 
fue ahogao, fue lo que dijo la autopsia. Después que lo bajaron 
que taba todo lleno de mecánico, lo agarraron, se metieron para la 
casa de él porque la esposa… la mujer de él en ese momento esta-
ba pa la playa. Lo agarraron, lo bañaron y lo vistieron con gorra, 
con una ropa limpiecita y lo pusieron a disparar, para decir que fue 
enfrentamiento…
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Caso 2 

La víctima era un primo del entrevistado, tenía 28 años, era 
ayudante en un camión de distribución de lácteos. Dejó un niño 
de dos años de edad. La víctima es descrita como una persona muy 
alegre, no problemática, a quien le gustaban mucho las 0estas, y 
que nunca mostró conductas agresivas con ninguna persona. Vivía 
en la Zona Uno de Palo Verde.

De acuerdo con la descripción del entrevistado, el móvil del 
homicidio fue un asunto de venganza, por una discusión con el 
hermano de un funcionario de la Policía Nacional. El suceso fue 
reseñado en la prensa como una venganza.

Fueron dos personas: el muchacho, el hermano del chico con 
que él tuvo la discusión, umjú, con otro parrillero, sí, en una moto 
grande una Bistró… A él lo matan porque a él… el muchacho entra 
hacia el estacionamiento, el funcionario entra al estacionamiento. 
Él estaba en el estacionamiento porque él tenía un Aveo. Cuando él 
taba lavando el carro él sintió que lo llamaron; lo llamaron por su 
nombre y todo y cuando él voltea le dan los dos impactos de bala. 
Le dieron uno que Dios me guarde, el lugar en la parte del cuello 
y le dieron uno en la mano, fue cuando él lo dejaron ahí. Él muere 
instantáneamente debajo del carro, porque el buscó como quien dice 
de meterse, pero no… cuando nosotros llegamos al hecho, la mitad 
del cuerpo de mi primo estaba debajo del carro y la otra mitad esta-
ba afuera. No le quitaron nada, no le quitaron sus pertenencias, no 
le quitaron nada… Entonces cuando se empezaron a hacer las ave-
riguaciones, todo eso, esteee… descubrieron que había sido el her-
mano del chico con que él había tenido la discusión.
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Caso 3

La víctima era un joven de 23 años, trabajador independiente 
a destajo. La entrevistada lo describe como deportista, ya que prac-
ticaba cualquier tipo de deporte. La pareja estaba embarazada al 
momento de su muerte. Presuntamente se trató de un caso de ajus-
ticiamiento por parte de las FAES, ocurrido en abril de 2018 a la 
una de la tarde, en Caucagua, municipio Acevedo, estado Miranda. 

De acuerdo con la versión de la entrevistada, los funciona-
rios estaban persiguiendo a dos personas que se metieron hacia la 
casa donde vivía la víctima. Sacaron a la pareja y a él lo arrodilla-
ron y se escucharon varios disparos. Posteriormente, lo envolvieron 
en una sábana y lo sacaron por la parte de atrás de la casa, donde 
hay un cerro. Allí escalaron el cerro para simular que se trató de 
una persecución y que por ahí la víctima trataba de huir. Se lo lle-
varon en una camioneta. La versión o0cial fue que se trató de un 
enfrentamiento y que el joven era “mala conducta”. 

En veldad, lo que me contaron algunos vecinos fue que pregun-
taron en una casa (las FAES), se metieron después que vieron unos 
muchachos corriendo hacia la casa donde él vive, y él acababa de lle-
gá del monte, se bañó, subió, la mujé le montó a cociná una maca-
güita, que se llama eso que nosotros le decimo allá… es como unos 
coquitos, y él se acostó; y que llegaron ellos, subieron, la sacaron a 
ella y a él lo arrodillaron adentro e la casa. Dicen que fue porque vie-
ron corriendo a los muchachos… dos muchachos que vieron cuan-
do entromparon la policía y arrancaron a corré y no precisamente él 
que estaba acostao. Él se iba a meté ahí y se va acostá. Otros dicen 
que fue una mujé que lo mandó a matá, porque no sabemos.

Puede apreciarse en los tres casos descritos que los mismos 
sucedieron en circunstancias diferentes, por tres cuerpos de segu-
ridad distintos, pero según lo relatado en ninguno de ellos se trató 
de resistencia a la autoridad o de un enfrentamiento propiamente 
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dicho. El denominador común fueron víctimas jóvenes, menores 
de 30 años, de sexo masculino, donde privó la discrecionalidad de 
los funcionarios, tomando la vida de personas desarmadas.

Intervención de otras personas en el hecho

Durante el desarrollo de los hechos es común, en las actua-
ciones de los funcionarios, que eviten la intervención de familiares 
o personas de la comunidad mientras realizan sus procedimientos; 
es el caso del CICPC y de las FAES, ya que actúan en grupos tipo 
comando. Y cuando tratan de intervenir, son reprimidos y amenaza-
dos. Luego se retiran del lugar de los hechos con total tranquilidad.

Acciones de los familiares

En dos de los casos descritos, los familiares se dirigieron 
a las autoridades competentes a hacer la denuncia. En el caso 1 
(CICPC) se dirigieron a la Fiscalía, pero allí hicieron caso omiso y 
algunos familiares fueron amenazados de muerte si continuaban 
con las gestiones porque conocían la identidad del funcionario. 
En el caso 3 (FAES), luego de que los familiares se enteraron del 
suceso, fueron al lugar a intervenir o tener detalles y los funciona-
rios no les permitieron acceso a la víctima. La madre de la víctima 
fue a un periódico local a desmentir la versión de que se trató de 
un enfrentamiento y de que la víctima fuera un delincuente. En 
ambos casos, los familiares se resignan a la justicia de Dios, por-
que les ha tocado vivir en carne propia la impunidad del sistema 
penal venezolano.

Mientras que en el caso 2 (Polinacional), luego de que los 
familiares se enteraron del suceso, no pudieron hacer nada, por-
que la víctima falleció instantáneamente a causa de los disparos. 
Los familiares no realizaron una denuncia formal de los hechos 
pero, dado que posteriormente llegó el CICP para levantar el cadá-
ver y hubo un testigo, se hicieron las averiguaciones hasta apresar 
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al victimario, quien está pagando condena por el hecho, aunque 
hubo presión de conocidos que intervinieron durante el proceso 
para que en este caso se hiciera justicia.

Razones de la actuación de los funcionarios

A raíz de las experiencias vividas con sus parientes victimiza-
dos, los familiares no entienden la razón por la cual los funciona-
rios actuaron de esa forma. En el caso del CICPC y de la Policía 
Nacional, las motivaciones suponen razones personales, en un caso, 
identi0cado por el entrevistado como un “problema de faldas”, es 
decir, una situación en la cual está involucrada una mujer y el vic-
timario actúa por celos. En otro de los casos, la venganza parece 
ser el móvil para resolver un asunto entre la víctima y el hermano 
del victimario. En el caso donde la víctima fue asesinada por las 
FAES, los familiares no saben ni imaginan la razón del asesinato. 

Calificación de los cuerpos de seguridad

Cuando se trata de cali0car a los funcionarios por la forma 
como actúan, los entrevistados básicamente expresaron que aprue-
ban la actuación de ellos cuando hacen su trabajo y se llevan pre-
sos a los delincuentes, pero la desaprueban cuando las víctimas son 
personas inocentes. En general, no tienen con0anza y descali0can 
a los cuerpos policiales al compararlos con delincuentes.

Responsables de la actuación de los cuerpos policiales

Cuando se trata de establecer responsables por la actuación 
de los funcionarios, los entrevistados re0eren al gobierno y espe-
cí0camente al presidente, al alegar que la orden que tienen estos 
organismos es matar. Adicionalmente, uno de los entrevistados 
consideró que también hay un problema en la manera como son 
formados los funcionarios. 
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Actuación propia o dirigida de los funcionarios

En concordancia con la postura de que las autoridades guber-
namentales son responsables de la actuación letal de los funciona-
rios, los entrevistados coinciden en que lo hacen siguiendo órdenes 
superiores, porque se trata de una política de gobierno. Consideran 
que hay complicidad de los superiores y los funcionarios aprove-
chan las situaciones para hacer lo que quieren o para desquitarse con 
personas inocentes si tienen un mal día. “Es una política de gobier-
no y ellos se basan a eso también pa hacé lo que les da la gana”.

¿Merecía la víctima ese tratamiento?

Ninguno de los entrevistados estuvo de acuerdo con que sus 
familiares victimizados merecían el tratamiento que recibieron; en 
primer lugar, porque se trataba de personas inocentes; en segundo 
lugar, por la forma como fueron asesinadas; debieron seguirse los 
mecanismos legales del debido proceso o buscar mecanismos de 
conciliación, pero no ser asesinados sin mediar palabras.

Por otro lado, la víctima de las FAES y sus familiares, poste-
rior al suceso, también fueron vejados, porque la víctima fue llevada 
a la morgue de Los Teques, donde no hay refrigeración, y fue pues-
ta con otros cadáveres, lo que aceleró su estado de descomposición, 
por lo que no pudo ser velado, lo que fue doloroso para su familia.

Justificación de acciones de los cuerpos de seguridad

Se pidió a los entrevistados opinar sobre si justi0caban las 
actuaciones violentas de la policía en circunstancias diferentes a la 
de sus familiares victimizados. Las opiniones en general es que no 
están de acuerdo, no lo justi0can, porque independientemente del 
tipo de persona, todos tienen derecho a la vida, y solo Dios tie-
ne derecho a quitar la vida. Apoyan detenerlos, pero no matarlos.
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Derecho a matar de la policía

Los entrevistados fueron consultados sobre su acuerdo o des-
acuerdo con la frase: “¿La policía tiene derecho a matar a los delin-
cuentes?”. Uno de los entrevistados mostró total desaprobación, 
alegando que solo Dios tiene derecho a quitarles la vida a las per-
sonas. Sin embargo, dos de los entrevistados están de acuerdo con 
que, si son delincuentes, la policía tiene derecho a matarlos, argu-
mentando el daño que hacen, sobre todo si hay víctimas de la ter-
cera edad.

Quiénes deben tomar medidas

Para evitar que los organismos de seguridad sigan actuando 
de la forma como lo hacen, los entrevistados mostraron posiciones 
como que no se puede hacer nada porque no se puede con0ar en 
ninguna institución; o que eso pasa porque las mismas organiza-
ciones del sistema de justicia deben poner mano dura al personal 
que delinque. Otro piensa que debe hacerse a través de entidades 
neutrales, como la Fiscalía y organizaciones de derechos humanos. 

Qué hacer para evitar las acciones policiales letales

Sobre las acciones que deberían emprenderse o qué propon-
drían para corregir el comportamiento de los funcionarios poli-
ciales, se plantearon acciones más de tipo político, como la salida 
del presidente; acciones más operativas, como apresar a quienes 
no cumplen su trabajo con honestidad, y premiar a quienes sí lo 
hacen. En palabras textuales de un entrevistado: pondría “mano 
dura”. Otra postura considera que no hay mucho que hacer, por-
que es un problema de formación de los policías, pues allí los 
enseñan a actuar mal, y que eso no terminará hasta que se cam-
bie el gobierno.
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Los grupos focales

Percepciones generales 

En general, hay una percepción, por parte de los participan-
tes de los dos grupos focales, de que los homicidios en las comuni-
dades han aumentado por excesos de los cuerpos de seguridad del 
Estado, sobre todo a raíz de las actuaciones de las FAES. Piensan 
que los niveles de violencia han aumentado por la complicidad y 
actuación delictiva de los propios policías. La percepción de inse-
guridad es peor que antes porque ahora, tanto la actuación de la 
policía como la de la delincuencia son más evidentes y ambos gru-
pos llegan a acuerdos para cometer sus delitos, como cobro de vacu-
nas, extorsiones, secuestros, asesinatos. 

Caracterización de los sucesos 

Durante la realización de los dos grupos focales, se describie-
ron 12 sucesos con una o más personas muertas a manos de cuer-
pos de seguridad. A continuación, los nueve primeros, obtenidos 
del grupo focal 1:

Una de las participantes presenció el asesinato de su hermano 
por parte de la OLP, hecho ocurrido en el año 2016 en Petare. 
Se trataba de un hombre con discapacidad, de 45 años de edad. 
De acuerdo con la versión narrada, en horas del día, la policía se 
encontraba en el sector; venían bajando cuando la víctima salió 
de su casa con un perro para que hiciera sus necesidades. Al ver-
lo, la policía lo metió en la casa sin ninguna orden, disparando, y 
lo mataron en la sala de la casa. Además de ese caso, la informan-
te reporta que luego de que mataron a su hermano, todas las per-
sonas que se la pasaban con él fueron buscadas una a una en sus 
casas, enfatizando que prácticamente se trataba de niños. Además, 
narró el caso de una vecina:
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También le pasó con su hijo, que le allanaron la casa y le dijeron 
fue “corre por tu vida”, y la mamá lloraba y les decía: “¡No le quites la 
vida a mi hijo, no le quites la vida a mi hijo!”. ¿Y qué hicieron? En lo 
que el carajito arrancó a correr, le dieron los disparos por la espalda.

Un tercer suceso narrado fue el del sobrino de otro partici-
pante, hecho ocurrido en Caucagüita, en diciembre de 2018, por 
parte de las FAES. Era un joven de sexo masculino. El informan-
te señala como causa del hecho que estaba en el lugar equivoca-
do cuando llegaron las FAES: “Ellos están trabajando así, por lo 
menos el FAES. Ellos van a agarrar al que está echando broma en 
el barrio; van por ellos, pero si ellos no lo consiguen y consiguen a 
otro, le dan, ¿entiendes? O sea, ‘estás en el sitio equivocao’”.

El cuarto hecho habría ocurrido en el sector Julián Blanco, 
del barrio José Félix Ribas de Petare, en junio de 2019, cuando un 
grupo de las FAES irrumpió en una 0esta. La versión es que hubo 
un enfrentamiento donde mataron a algunos malandros, pero que 
aun así las FAES entraron a la 0esta y siguieron disparando. 

En quinto lugar, otro participante re0rió que, en el barrio 
José Félix Ribas: “En Maca, han matao como a siete en estos 15 
días que han pasao. Pero tan matando es al hampa porque ven-
den drogas”. 

Otro participante reseñó dos casos más: el de un hombre 
adulto y el de un joven de 17 años, detallando entre otras cosas que:

En un enfrentamiento que hubo en el barrio El Morro, a un 
muchacho, se llamaba Cheo casualmente, a él lo cercó la policía. Sí 
era delincuente, asumo que era delincuente. Cuando él se fue a entre-
gar, la policía lo metió en un baño que queda en la parte de afuera 
de una casa, de una piecita. Lo metieron en el baño; le habían qui-
tado ya la pistola, lo tiraron en el piso y le metieron un tiro en la 
cabeza con la propia pistola de él. Le pusieron la pistola en la mano, 
volvieron a disparar la pistola para que le quedaran huellas de pól-
vora en la mano y dijeron que se había suicidado. 
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De modo parecido, y en el mismo barrio, un muchacho se 
entregó a la policía, en este caso la Policía de Sucre, pero estos lo 
metieron dentro de una casa y, según lo relatado, lo mataron deba-
jo de una cama. El noveno suceso relatado en este grupo focal fue 
descrito ya al inicio de este capítulo. 

A continuación, los sucesos descritos durante el grupo focal 2.
El primer caso fue el de Carlos, de 27 años, quien llegó a 

Caracas desde La Fría y se dedicó a conducir un vehículo de trans-
porte público de la ruta Petare-La Bombilla-El Nazareno-Campito. 
Un día, abordó la unidad de transporte un hombre vestido de civil, 
quien posteriormente fue identi0cado como funcionario de la 
Policía de Sucre y, con su arma de fuego, mató a Carlos, teniendo 
como testigo al resto de pasajeros de la unidad. La versión o0cial 
posterior fue que el funcionario actuó por celos, ya que la víctima 
presumiblemente estaba involucrada con su pareja.

Otro de los sucesos expuestos fue el de un grupo de jóve-
nes que fueron “ajusticiados” por un grupo de las FAES en el año 
2017. El hecho ocurrió en el Barrio Unión de Petare. Se los lleva-
ron a un lugar boscoso de la zona, los arrodillaron y les dispararon 
entre el pecho y la cara. No hubo testigos.

Finalmente, uno de los participantes aludió a una incur-
sión que hicieron las FAES, en horas de la noche, en la población 
conocida como Quilombo, en Barlovento, donde este organismo 
sacaba a las personas de sus casas, básicamente jóvenes entre 16 y 
18 años, y las mataba.

Reacción de los familiares y la comunidad

En cuanto a las conductas asumidas por los familiares y los 
vecinos ante los hechos, lo común es que se den dos situaciones: 
una, los familiares denuncian ante las autoridades, pero las denun-
cias no son procesadas ni investigadas, porque ellos actúan con la 
orden de matar. La segunda es que ni familiares ni vecinos pueden 
intervenir en el momento de los hechos, porque los funcionarios 
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no se lo permiten; las personas son amenazadas y los policías no 
pueden ser identi0cados porque cubren sus rostros mientras reali-
zan sus operativos. En otros casos, las personas no tienen opción 
de hacer alguna denuncia porque corren el riesgo de perder su 
vida ellos o sus familiares, así que, por miedo, optan por callar y 
no hacer nada. “No dicen nada, no dicen nada porque si tú dices, 
ellos te buscan después y te matan también. No puedes decir nada” 
(grupo focal 1).

Comportamiento de los funcionarios

Hay consenso entre los participantes en que la actuación de 
los policías es inaceptable y fuera de la normativa. La describen 
como descarada y con mucha desvergüenza y saña. A pesar de los 
testigos, además de cometer abusos antes y durante los hechos, des-
pués del homicidio modi0can la escena del crimen para simular 
enfrentamientos o para quedar exentos de cualquier responsabilidad. 

Aunque los hechos suceden bajo la mirada de vecinos y fami-
liares, los funcionarios recurren a la amenaza y las acciones violen-
tas para evitar que intervengan o graben lo que sucede. Destruyen 
todo a su paso y amenazan de muerte y hasta llegan a matar a per-
sonas que son testigos para que no digan nada. Los funcionarios 
policiales no respetan los derechos humanos.

De cualquiera (cuerpo policial) porque te buscan. Tú ves que 
mataron a alguien, tienes que hacerte que no viste nada, porque si 
no van por ti, porque ellos van encapuchados, van, ¿cómo les ves 
la cara? Ya después que matan van encapuchados, no les ves la cara. 
Ahí no hay orden de un 0scal; tiene que haber una orden cuando 
te van a sacar de tu casa, una orden 0scal del Ministerio Público. 
Ahí no importa nada. Hoy en día ellos hacen lo que les da la gana; 
entran a las casas y te roban, porque eso no es mentira; si tienes una 
computadora te la quitan, el teléfono se lo llevan; si tienes comida, 
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te la esconden, eso no aparece más nunca. Te desvalijan, te roban, 
te matan a la persona y todo queda así (grupo focal 1).

Por ello, los participantes sienten descon0anza y desaprue-
ban a los cuerpos policiales, tendiendo a con0ar más en los delin-
cuentes de su barrio y comunidad. Comparándolos con lo que fue 
el protagonismo de Pablo Escobar en Colombia, las personas dicen 
con0ar más en los delincuentes, porque realizan mejoras y activi-
dades recreativas con los niños e impiden que los habitantes sean 
víctimas de delito en la zona.

Opinión sobre el tratamiento a las víctimas

En todos los casos narrados, existe un acuerdo en que las víc-
timas no merecían el tratamiento recibido por parte de los cuerpos 
policiales; independientemente de las acciones que hayan realiza-
do no lo merecían, aludiendo a que solo Dios tiene la potestad de 
hacerlo. Consideran razonable llevarlo preso y someterlo a la jus-
ticia, aunque reconocen que en el sistema existen vicios, pero es 
así como debe procederse.

Apoyo a las actuaciones de la policía

A pesar del rechazo de las personas por las actuaciones poli-
ciales, existen casos en los cuales pareciera que la población apo-
ya los operativos policiales cuando se trata de matar delincuentes 
(Briceño-León, R., 2005). Se preguntó a los participantes por qué 
creen que todavía hay personas que apoyan estos operativos. Se 
evidenciaron varias posturas:

Hay quienes opinan que ese apoyo no es genuino, sino que 
es parte de la manipulación que hace el gobierno para que las per-
sonas piensen y actúen como ellos quieren, esto es: apoyar ese tipo 
de limpieza en los barrios alegando que les brindan seguridad. 
Otros estuvieron de acuerdo con que los operativos de los cuerpos 



340

policiales son “paños de agua tibia” o puro protocolo para simular 
que están combatiendo la delincuencia.

Plantearon también que las personas lo hacen por conve-
niencia y ponen el ejemplo de los comerciantes, quienes recurren 
a la protección de los organismos de seguridad para resguardar sus 
negocios y a veces se sienten con0ados cuando están matando a 
los delincuentes, que son sus posibles victimarios, haciendo la sal-
vedad de que no son todos los funcionarios, de que existen aque-
llos que actúan apegados a la Constitución, pero que quienes lo 
hacen, lo hacen para tener otra entrada de dinero.

Otra versión expresa que la comunidad apoya esas acciones 
de los cuerpos policiales porque están cansados de ser víctimas de 
los “azotes de barrio”. Sin embargo, ese apoyo parece desvanecer-
se cuando le toca a la gente vivir en carne propia perder a un ser 
querido producto de los operativos o ejecuciones extrajudiciales.

Derecho a matar de la policía

La frase “¿La policía tiene derecho a matar a los delincuentes?” 
provocó el rechazo de todos los participantes. El principal argumen-
to fue que somos seres humanos y nadie tiene derecho a quitarle 
la vida a otra persona, independientemente de lo que haya hecho. 
Luego porque si se desconocen las razones no sería justo, debido 
a que, por la situación del país, puede haber personas que roban 
por hambre y no por eso tienen que morir. En ningún caso expre-
san estar defendiendo a los delincuentes, sino su derecho a la vida.

Otros señalaron que toda persona merece una oportunidad 
y no debe morir por los errores que haya cometido. Se alude a la 
necesidad de regenerar a esas personas y enseñarles principios de 
convivencia. También se alega que, si se trata de matar delincuentes, 
entonces habría que matar a los policías que delinquen también. 
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Actuación de la policía

Sobre las motivaciones que mueven a los cuerpos policiales a 
actuar con letalidad, hubo entre los participantes un consenso en 
que los funcionarios lo hacen porque reciben órdenes o instruccio-
nes de los mandos superiores. Incluso comentaron que se estable-
cen metas para recibir incentivos o evitar castigos de los superiores. 
Piensan también que lo hacen por hobby, por placer, porque se sien-
ten con poder o porque ahora los funcionarios policiales son for-
mados para delinquir, para robar, para matar, para hacer daño. Se 
trata de una política de gobierno para matar a quienes ellos con-
sideran. Se mencionó a la titular del Ministerio del Poder Popular 
para el Servicio Penitenciario, Iris Varela, quien en una oportuni-
dad “dio la orden de matar a titirimundachi, hasta las personas que 
están presas” (grupo focal 1).

Necesidad de las ejecuciones extrajudiciales 

Ante la pregunta de si las muertes ocasionadas por los orga-
nismos de seguridad son necesarias para acabar con la delincuen-
cia y la violencia en el país, la reacción de rechazo fue unánime. 
Fueron dos las razones aludidas: una, que ese es un tema muy com-
plejo y confuso y de esa forma no se soluciona el problema. Dos, 
que esas muertes lo que producen son rencores en la población y 
crean enemistades que llevan a actuar por venganza, produciendo 
un círculo vicioso de muertes. En otra postura se planteó la nece-
sidad de formación, instrucción y capacitación para ayudar a los 
delincuentes a reformarse. Es decir, poner presos a los delincuen-
tes y capacitarlos. 

Qué hacer para evitar las ejecuciones extrajudiciales

Sobre las posibles medidas o acciones que deberían o podrían 
hacerse para frenar las ejecuciones extrajudiciales por parte de los 



342

cuerpos de seguridad del Estado, los participantes mostraron des-
concierto, aludiendo a que ellos no podían hacer nada, porque la 
misma policía está implicada y porque no pueden denunciar.

En ambos grupos se vieron posturas contradictorias sobre lo 
que se puede hacer, pues unos enfatizan en la voluntad de limpiar 
los cuerpos policiales y en que la población debe perderles el mie-
do, mientas otros aluden como obstáculo a la complicidad de las 
mismas autoridades en los altos niveles. A este respecto, se men-
cionó el caso de Eliécer Otaiza, quien al parecer estuvo implicado 
en hechos delictivos y, aun así, llegó a ser directivo de un cuerpo 
policial.

En concordancia con las respuestas anteriores, existe acuer-
do entre los participantes en que es necesaria la educación y la for-
mación a los delincuentes, a las comunidades y a los funcionarios 
policiales, para evitar y combatir la violencia.

Discusión

Letalidad policial: ¿política de Estado 
o política de gobierno?

Desde la perspectiva de los derechos humanos, la violencia 
policial pone en juego derechos fundamentales como el derecho a la 
vida, a la integridad física, a la libertad y seguridad personal, todos 
establecidos en la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
El artículo 43 de la Constitución de la República Bolivariana de 
Venezuela (1999) establece la inviolabilidad de la vida, la prohibi-
ción de la pena de muerte y la protección de la vida de las perso-
nas privadas de libertad, en servicio militar o civil o sometidas a la 
autoridad. El artículo 55 también establece el derecho ciudadano 
a ser protegido por el Estado a través de los órganos de seguridad 
ante situaciones de amenaza, vulnerabilidad y riesgo a las perso-
nas y sus propiedades. Asimismo, dispone el respeto a la dignidad 
y derechos humanos de las personas y regula el uso de las armas de 
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fuego y sustancias tóxicas por parte de los funcionarios de acuerdo 
con los principios de necesidad, conveniencia, oportunidad y pro-
porcionalidad. Quedan entonces establecidos constitucionalmen-
te los alcances y limitaciones de la actuación de los funcionarios 
policiales dentro del marco de una política de Estado antidelictiva, 
para combatir, controlar y prevenir la violencia en el país. 

Cuando esta violencia, en lugar de ser impedida, regulada y 
controlada, es ocasionada por los funcionarios de los organismos 
de seguridad, el fenómeno puede verse como un problema de des-
bordamiento de la autoridad y el poder, por la falta de supervisión 
y control de los procedimientos y por la impunidad del sistema de 
administración de justicia o porque es algo plani0cado, dirigido 
y coordinado por el gobierno. La pregunta es si esta violencia es 
parte de una política de Estado en el ejercicio del monopolio de la 
fuerza, en el sentido dado por Weber (1998) y desarrollado tam-
bién por O´Donnell (1993).

Esa facultad del uso de la fuerza surgida con el Estado tiene 
como esencia evitar que los con1ictos entre particulares sean resuel-
tos bajo sus propias reglas, sino bajo el arbitrio de una entidad, ava-
lado por las mismas normas y aun usando la fuerza. Es así como a 
través del Estado se faculta a ciertas personas para ejercer esas fun-
ciones, manteniendo la seguridad y protección de la sociedad en 
forma controlada y regulada por la ley, esto es, bajo un Estado de 
derecho (Guerrero y De Santiago Álvarez, 2013).

Pero el uso de esta fuerza no debe ser ilimitado; es necesario 
un equilibrio que les permita a los funcionarios policiales hacer 
uso legítimo de esa fuerza, garantizando el orden y respetando 
derechos. Bajo pretexto de la seguridad ciudadana, en Venezuela 
la violencia se ha convertido en una excusa del gobierno para 
ejercer poder y control sobre las personas, violando los derechos 
humanos, bajo un esquema de extrema represión y crueldad en las 
funciones ejercidas por funcionarios policiales, llegando al pun-
to de la “brutalización” para el cumplimiento de sus 0nes y metas 
(Briceño P., 2007).
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Ahora bien, de los testimonios obtenidos a través de las 
entrevistas y los grupos focales se desprende que, en nuestra rea-
lidad, esa violencia es parte de la política devenida desde los más 
altos niveles, que se 0ltra en toda la estructura, penalizando a per-
sonas con conductas fuera de la norma, o declarados como ene-
migos, hasta llegar al límite de exagerar la coacción y violencia 
en contra de inocentes. Incluso se criminaliza a las personas por 
vivir en zonas de bajos recursos. Es una violencia policial, insti-
tucional y estatal.

Esa violencia policial se acusa por su exagerado abuso de la 
autoridad y del poder, dada la investidura que implica llevar el uni-
forme, una placa y un arma. “A veces también es un abuso poli-
cial… Siento que ellos, a veces también por portar uniforme, se 
creen más que los demás y no recuerdan que también son seres 
humanos igual que nosotros” (grupo focal 2). 

El lanzamiento de la OLP en el año 2015 y posteriormen-
te la activación de las FAES responden a unos lineamientos diri-
gidos desde el gobierno con el pretendido objetivo de disminuir 
la delincuencia. 

Por Petare y onde está el comando del FAES hay una frase que 
dice: “Si los caminos se ponen duros, solo los valientes, solo los 
duros caminan” y pintaron una calavera con rayos y sangre brotán-
dole de los ojos. ¿Qué signi0ca eso? Muerteee. El eslogan… es un 
eslogan (grupo focal 2). 

Según este testimonio, para la población no hay duda de 
que el objetivo de las FAES no es disminuir la delincuencia, sino 
eliminar personas, porque no solo matan delincuentes, sino tam-
bién personas inocentes: 

… ellos van con la misión de matá. Es un grupo táctico (de matar 
a quien sea) a quien sea. Lamentablemente, es así. Cuando llegan 
ellos cobra too el mundo porque no preguntan… No van a preguntá 
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si son buenos. No, no, esos andan echándole plomo a too el mundo 
alante… Por eso es que cuando la mayoría de la gente… cuando ven 
al FAES… cuando llegan encapuchados, la mayoría sale corriendo 
por temor. Esa gente lo que entra es disparando.

Lo más grave es que a esos procedimientos no se les hace 
seguimiento ni son investigados. Las muertes quedan impunes y 
los funcionarios continúan haciendo su trabajo. Entonces, sí parece 
responder a una política de exterminio para dar la impresión ante 
la población de que están reduciendo la delincuencia. 

Sin embargo, también se conoce de casos donde, producto 
de la actuación que tuvieron los funcionarios y que culminó en la 
muerte de una o varias víctimas, los implicados son apresados y pro-
cesados. Pareciera una política de gobierno, pero lo su0cientemen-
te laxa para quienes la aplican, pues actúan con discrecionalidad.

El círculo vicioso de la violencia

Desde el punto de vista social, esas muertes producidas por 
los funcionarios policiales, de acuerdo con la opinión de los parti-
cipantes, generan, además de temor en las personas, resentimiento 
social y deseos de venganza, cuya impronta culmina en más muer-
tes, haciendo más activo el círculo vicioso de la violencia.

El incumplimiento de las obligaciones del Estado no solo está 
en la falta de protección y garantía de la vida de los ciudadanos, 
sino también en su función de castigar a los culpables, es decir, de 
disminuir la impunidad. Ello se constituye en abono para fomen-
tar la venganza, la toma de justicia por mano propia, tanto de los 
ciudadanos como de los funcionarios policiales, alimentando ese 
círculo o espiral de violencia que parece no detenerse (Briceño-
León, Ávila y Camardiel, 2012).
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Actuación de los organismos policiales

Por de0nición, los funcionarios policiales son personas entre-
nadas en el uso de armas de fuego y en el control de situaciones 
que impliquen peligro para ellos y para terceros. Ante cualquier 
situación donde un funcionario se vea implicado en un homicidio, 
las autoridades deberían establecer las circunstancias en las cuales 
se dieron los hechos en forma imparcial y objetiva (Colmegna y 
Nascimbene, s/f ).

Para el Comité de Derechos Humanos de las Naciones 
Unidas, quitarle la vida a una persona por parte de cuerpos de segu-
ridad del Estado es un asunto de mucha gravedad. Las autoridades 
deben velar por la actuación de sus funcionarios bajo los estánda-
res y procedimientos que garanticen la seguridad de personas y bie-
nes con respeto a los derechos humanos (Naciones Unidas, 1982). 

Tomando como referencia los casos presentados en este capí-
tulo, quedan en duda el sentido de proporcionalidad, necesidad, 
conveniencia u oportunidad en el uso de la fuerza por parte de los 
funcionarios policiales. Según los testimonios, los funcionarios tra-
tan a las personas como al enemigo. 

Dentro de su proceder, además de utilizar la fuerza verbal y 
física contra las personas y sus bienes, re-crean las escenas del cri-
men para declarar los homicidios consecuencia de enfrentamien-
tos; pero llama la atención también que la proporción de fallecidos 
civiles en relación con los policías no se corresponde con los supues-
tos enfrentamientos, lo cual apunta a ejecuciones extrajudiciales. 
Un estudio realizado por Ávila (2019) indica que la relación entre 
muertos y heridos civiles y los funcionarios policiales víctimas de 
ataques mortales es de 26 civiles muertos por cada funcionario 
fallecido. Además, por cada civil herido, mueren 16; mientras que, 
por cada funcionario herido, mueren tres funcionarios. Este mis-
mo autor destaca que por lo menos el 73% de los funcionarios no 
mueren durante las acciones, siendo que, por cada funcionario, 
mueren 122 civiles (Ávila, citado por Smolansky, 2019).
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Otro estudio (OVV, 2020) destaca que, en un enfrenta-
miento con la policía, un ciudadano tiene 110 veces más posibi-
lidades de resultar muerto, a diferencia de un policía. De allí que, 
en Venezuela, para el año 2020, por cada 1000 ciudadanos mue-
ren 9 policías en enfrentamientos con la policía. 

No conforme con las muertes ocasionadas, el comportamien-
to de los funcionarios policiales después de cometidos los hechos 
es de insensibilidad, burla e irrespeto con familiares y vecinos, 
actuando con amenazas para impedir que intervengan o ayuden a 
las víctimas, lo que desdibuja el verdadero papel social y normativo 
de la policía, claramente establecido en el año 2010 en una reso-
lución del Ministerio de Relaciones Interiores y Justicia en don-
de se establecen las “Normas y Principios para el Uso Progresivo 
y Diferenciado de la Fuerza Policial por parte de los funcionarios 
y funcionarias de los Cuerpos de Policía en sus diversos ámbitos 
político-territoriales”.

Percepción de la función policial

Así como la percepción de inseguridad en el país ha ido in 
crescendo, la tendencia a la descon0anza y la desaprobación de las 
personas hacia las instituciones del sistema de justicia y la Fuerza 
Armada también ha ido en aumento, producto del comportamien-
to desproporcionado de los funcionarios y su secuela de víctimas. 
El informe del Latinobarómetro (Corporación Latinobarómetro, 
2018) destaca que Venezuela registra la menor con0anza en las 
fuerzas armadas con el 19%, y más baja aún es la con0anza en 
la policía con 12%, mientras que solo el 18% confía en el Poder 
Judicial. La sección referida a la seguridad ciudadana de la Encuesta 
sobre Condiciones de Vida (Encovi) (Briceño, 2018) señala que el 
47% de los encuestados cali0caba como malo y muy malo el tra-
bajo realizado por la Policía Nacional Bolivariana (PNB), uno de 
los organismos considerados como mayores victimarios, después 
del CICPC y las FAES.
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La más reciente encuesta realizada por el OVV (2020) sobre 
percepción ciudadana de la letalidad policial arrojó que el 70% de 
los entrevistados considera malo (39%) y muy malo (31%) el tra-
bajo de la policía, siendo la PNB el organismo que más acumula 
víctimas por resistencia a la autoridad en el año 2019.

De acuerdo con los testimonios recogidos, la gente no sabe 
si con0ar más en los delincuentes que en la policía. La encuesta 
del OVV (2020) encontró que, de acuerdo con la percepción de 
las personas, el 31% está en desacuerdo y 40% muy en desacuer-
do con que la policía las protege de los delincuentes. De hecho, las 
personas se sienten seguras en sus barrios porque los delincuentes 
no permiten que sean afectados por nadie. Esto crea un contra-
sentido sobre la función policial y el lugar que socialmente tienen 
los delincuentes al quebrantar las normas; una especie de antiva-
lores, donde se valora más la actuación de los delincuentes, a pesar 
de que ocasionan un daño social.

Tal situación debería preocuparnos, en tanto se está creando 
una tolerancia social hacia los delincuentes, debido a la incapacidad 
del gobierno para crear una verdadera y coherente política crimi-
nal, aunada al discrecional y letal comportamiento de los organis-
mos de seguridad del Estado. 

Pero cuando las personas salen de su zona de confort, que 
son las comunidades donde habitan, deben enfrentar el temor 
tanto a los delincuentes como a los policías. Para algunos de los 
participantes, es clara la complicidad con la que actúan ambos. 
La policía como institución se ha convertido en una extensión 
de las bandas delictivas. Esto crea otro contrasentido del deber 
ser, esto es, la policía protegiendo a los delincuentes, y sin ser 
sometidos al proceso de administración de justicia; o si están 
dentro del sistema penitenciario, desde allí siguen operando y 
son protegidos. 

En este sentido, no se vislumbran reales posibilidades de 
corregir el rumbo, porque tanto los funcionarios policiales y mili-
tares que custodian como las demás instancias del propio sistema 



349

están involucrados en esa red de corrupción; por lo tanto, no hay 
con0anza en el sistema de administración de justicia.

Derecho a matar de la policía

Existe una percepción negativa de la actuación letal e ile-
gítima de los funcionarios policiales, y también desacuerdo con 
que la policía tenga derecho a matar a los delincuentes. El princi-
pal argumento es el derecho a la vida y el respeto de los derechos 
humanos. Ningún funcionario tiene derecho a disponer de la vida 
de las personas, independientemente de lo que haya hecho. Esa es 
la percepción del 43% de personas que están totalmente en des-
acuerdo y el 25% en desacuerdo con que la policía tiene derecho 
a matar a los delincuentes, en el marco de la encuesta de violencia 
y letalidad policial (OVV, 2020).

La única opción posible es someterlos a la justicia, porque 
la normativa existe. No puede ser decisión de un funcionario qui-
tarles la vida a las personas. De allí que en ninguno de los casos 
narrados estuvieran de acuerdo con el tratamiento que recibieron 
tanto las víctimas como sus familiares. Y menos aún estar de acuer-
do con que las ejecuciones extrajudiciales son la solución para dis-
minuir la violencia y la inseguridad. 

¿Qué se puede hacer, entonces?

De acuerdo con los relatos presentados, las acciones para evi-
tar que la policía siga asesinando personas con letalidad y cruel-
dad pasan por una solución política y otra de tipo más operativo. 
En el primer caso, se arguye el cambio de gobierno, y esto parecie-
ra tener sentido si se considera que estas actuaciones devienen de 
una política de gobierno y responden a las instrucciones que reci-
ben los funcionarios al salir a la calle.

En el segundo caso, los informantes argumentan la necesi-
dad de formar y educar a los funcionarios policiales, porque han 
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perdido hasta las normas más elementales de educación, aunque 
la formación y profesionalización de los funcionarios policiales ha 
estado planteada en las reformas policiales en el país. Una reforma 
de gran envergadura fue la Comisión Nacional para la Reforma 
Policial (Conarepol), creada en el año 2005, con el objeto de cons-
truir un nuevo modelo de policía apegado a normas constitucionales 
y principios internacionales sobre protección de derechos huma-
nos. Las recomendaciones de la Conarepol, para la reforma poli-
cial y el modelo de policía, se incorporaron posteriormente en la 
ley Orgánica del Servicio de Policía y Cuerpo de Policía Nacional 
Bolivariana y en el Estatuto de la Función Policial, orientados hacia 
una estandarización del desempeño policial siguiendo principios 
democráticos y participativos con perspectiva de derechos huma-
nos (Gabaldón, 2013). Es decir, la base normativa y formativa para 
el modelo de policía que exige la ciudadanía existe. La pregunta es 
dónde está la desviación en el patrón de0nido de policía. 

Conclusiones

Si bien el uso de la fuerza física y de las armas son rasgos que 
de0nen la labor de los funcionarios policiales, la oportunidad y la 
violencia que utilicen deben corresponderse con su desempeño en 
una sociedad regida dentro del marco de un Estado de derecho. 
Sin embargo, la actuación de los cuerpos de seguridad ha cobra-
do mayor fuerza y violencia desde el año 2015, con los continuos 
despliegues de alcabalas y operativos, sobre todo en zonas de bajos 
recursos económicos. Estos operativos, caracterizados por la presen-
cia de grupos de funcionarios con utilización de tácticas militares, 
lejos de ser efectivos en la reducción de los índices de inseguridad 
y violencia, dejan tras su paso una secuela de víctimas letales ino-
centes, abuso de autoridad y una serie de actos vandálicos en con-
tra de las víctimas y sus familiares y de la comunidad en general. 
El abuso en el uso de la fuerza, en lugar de ser un acto excepcio-
nal, se ha convertido en una práctica continua para rea0rmar la 
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autoridad policial, acentuando el carácter represivo y letal de las 
acciones implementadas como parte de su política de trabajo, que 
posteriormente esconden en sus estadísticas bajo la denominación 
de “resistencia a la autoridad”.

“Resistencia a la autoridad” es el cali0cativo con el cual las 
autoridades policiales y de gobierno justi0can u ocultan las vidas 
que se pierden en forma ilegal y desmedida. “Resistencia a la auto-
ridad” se ha convertido en el arma mortal de los funcionarios poli-
ciales. Se trata de un esquema abusivo y excesivo en el uso de la 
fuerza por parte de los cuerpos de seguridad del Estado, donde las 
FAES han tenido protagonismo desde su aparición, en el año 2017. 
Bajo pretexto de la búsqueda de la seguridad ciudadana, se ha con-
vertido en el arma para ejercer control y dominación sobre las per-
sonas, sobre las comunidades, provocando miedo y violando las 
normas de respeto a los derechos humanos, normas estas que, tan-
to internacional como constitucionalmente, establecen los alcances 
y limitaciones de la actuación de los funcionarios policiales dentro 
del marco de una política de Estado antidelictiva.

La racionalidad de estas actuaciones está en el ejercicio de 
una política de gobierno generada estructural y organizativamen-
te en contra de los ciudadanos, criminalizando a las personas por 
vivir en zonas populares o adversarlas políticamente. Es una vio-
lencia policial, institucional y estatal. 

Para los participantes en las entrevistas y los grupos focales, 
el objetivo no es disminuir la delincuencia, sino eliminar personas, 
porque no solo matan delincuentes, sino también personas ino-
centes. Además de ello, se observa la desproporcionalidad entre el 
número de civiles muertos y de funcionarios policiales. De cuál 
enfrentamiento se habla entonces.

Desde el punto de vista social, las muertes producidas por los 
funcionarios policiales generan temor y fomentan los sentimien-
tos de venganza, y con ello el alimento para seguir con la espiral 
de violencia social. A pesar de existir excepciones para el apoyo de 
estos operativos, en general se condena el irrespeto al derecho a 
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la vida. No se trata de defender a personas que delinquen, sino el 
derecho que tienen a la vida y a ser sometidos al proceso judicial.

Todo parece apuntar a un objetivo político, pero aun así difí-
cil de comprender si lo que se pretende es dar la ilusión de trabajo 
antidelictivo, por cuanto hay víctimas inocentes y no hay efec-
tos signi0cativos sobre los índices de violencia, aunque sí mucha 
impunidad porque, en la mayoría de los casos, los victimarios no 
son investigados ni castigados. De hecho, para algunos participan-
tes la solución a esta situación debe ser de tipo político, es decir, 
pasa por un cambio de gobierno, lo que hace pensar más en una 
política de gobierno, una política de dominación legal (Weber, 
1958) por parte del gobierno de turno, para mantener el control 
y el poder político. Se trata de una política de gobierno, más que 
de una política de Estado (Corzo, 2013).
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Violencia policial y ejecuciones 
extrajudiciales en las cárceles y centros 
de detención preventiva de Venezuela

CARLOS ALBERTO NIETO PALMA

Introducción

La grave situación política y económica que se vive en 
Venezuela es conocida en el mundo entero: carencia de alimen-
tos, graves problemas sanitarios, entre los que no podemos dejar de 
incluir la falta de acceso al agua potable, a la electricidad, a la salud, 
además de la inseguridad, que son solo algunos de los muchos pro-
blemas que vivimos en Venezuela. No sería exagerado decir que esta-
mos viviendo la más grave crisis de toda nuestra historia moderna.

El sistema penitenciario venezolano no escapa a esto; los cen-
tros que albergan a los privados de libertad sufren de estos mis-
mos problemas que vive la totalidad de la población venezolana, 
aunados a condiciones de hacinamiento extremo y otras condi-
ciones infrahumanas en medio de las cuales los prisioneros pro-
curan sobrevivir. Ver a presos en recintos carcelarios inadecuados 
fallecer por desnutrición, tuberculosis, VIH/sida, hepatitis y otras 
enfermedades infectocontagiosas es parte del día a día de las pri-
siones venezolanas.

Aun cuando no tenemos cifras o0ciales del número de per-
sonas privadas de libertad en Venezuela, estudios elaborados por 
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diversas organizaciones no gubernamentales y algunas declara-
ciones a medios de comunicación social dadas por diversos fun-
cionarios públicos vinculados al tema penitenciario nos dan un 
aproximado, para el mes de marzo de 2021, de 110.000 reclusos 
en la actualidad. De ese total, se encuentran en centros de deten-
ción preventiva o calabozos policiales, sin ningún tipo de condi-
ciones para tener reclusos durante lapsos más allá de 48 horas, un 
aproximado de 65.000 presos en espacios que, en su conjunto, no 
tienen capacidad para albergar a más de 15.000, repartidos en un 
aproximado de 500 centros a lo largo y ancho de todo el país. El 
informe de la organización no gubernamental Una Ventana a la 
Libertad (en adelante UVL) correspondiente al año 2020 docu-
menta el hacinamiento que hay en estos espacios. Mediante una 
investigación hecha en 273 calabozos policiales y militares moni-
toreados y que tienen capacidad para albergar a 7.457 personas, 
concluye que hay 24.218 detenidos, lo que representa un hacina-
miento del 325% (UVL, 2020, p. 66).

A esto debemos sumarle un personal policial que tiene a su 
cargo los centros de detención preventiva, así como funcionarios 
del sistema penitenciario tradicional sin ningún tipo de formación 
en el área de derechos humanos y, en muchos casos, sin ninguna 
preparación académica, que han visto en los presos y sus familia-
res un instrumento fácil para, mediante la violencia, la extorsión y 
la corrupción, utilizar su autoridad para obtener un bene0cio per-
sonal ante un Estado indolente y violador permanente de los dere-
chos humanos de los privados de libertad en general.

En ese sentido, es importante subrayar que el Código 
Orgánico Penitenciario (2015), en su artículo 84, establece lo 
siguiente:

Se crea un Cuerpo de Seguridad y Custodia adscrito al Ministerio 
del Poder Popular con competencia en materia penitenciaria, que 
funcionará como un cuerpo armado, profesionalizado, uniformado 
y de naturaleza civil. Tendrá a su cargo el resguardo del perímetro 
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externo de los establecimientos penitenciarios, así como la vigilan-
cia, custodia y seguridad interna de las personas privadas de liber-
tad, familiares, visitantes y funcionarios o funcionarias durante su 
permanencia en los recintos del sistema penitenciario.

Igualmente, en este mismo código, en su disposición tran-
sitoria segunda, se establece que: 

Mientras se crea y entra en funcionamiento el Cuerpo de 
Seguridad y Custodia del Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia de servicios penitenciarios, a que se re0ere el artículo 
87 de este Código, el resguardo del perímetro externo de los esta-
blecimientos penitenciarios, la vigilancia, custodia, traslados y todos 
los aspectos relativos a la seguridad externa de los establecimientos 
y de los privados y privadas de libertad, sus familiares, visitantes y 
funcionarios del servicio, seguirán a cargo del componente Guardia 
Nacional Bolivariana de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana. 

Pero, a pesar de los años que han transcurrido, esto no se ha 
cumplido y los reclusos que permanecen tanto en las cárceles tradi-
cionales que dependen del Ministerio para el Servicio Penitenciario 
(ente teóricamente encargado de velar por los privados de libertad 
en Venezuela), como aquellos que están en centros de detención pre-
ventiva o calabozos policiales, están bajo la custodia de personas no 
aptas para realizar esa labor. Esto trae como consecuencia las terri-
bles situaciones de violencia y ejecuciones extrajudiciales de las cua-
les son víctimas tanto mujeres como hombres presos en Venezuela, 
incluyendo en este grupo a adolescentes en con1icto con la ley penal.

Marco legal del sistema penitenciario 
venezolano actual 

Hablar del contexto legal del sistema penitenciario en 
Venezuela puede resultar utópico porque, a pesar de tener una 
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legislación bastante avanzada en la materia, la misma no pasa de 
ser un conjunto de leyes incumplidas casi en su totalidad por los 
entes del Estado responsables de garantizar su acatamiento.

Venezuela es uno de los pocos países del mundo donde el 
sistema penitenciario tiene rango constitucional. El artículo 272 
de nuestra carta magna nos da los puntos básicos de cómo debe-
ría ser nuestro sistema penitenciario y a este respecto establece:

El Estado garantizará un sistema penitenciario que asegure la reha-
bilitación del interno o interna y el respeto a sus derechos humanos. 
Para ello, los establecimientos penitenciarios contarán con espacios 
para el trabajo, el estudio, el deporte y la recreación, funcionarán 
bajo la dirección de penitenciaristas profesionales con credencia-
les académicas universitarias, y se regirán por una administración 
descentralizada, a cargo de los gobiernos estadales o municipales, 
pudiendo ser sometidos a modalidades de privatización. En gene-
ral, se preferirá en ellos el régimen abierto y el carácter de colonias 
agrícolas penitenciarias. En todo caso, las fórmulas de cumplimien-
to de penas no privativas de la libertad se aplicarán con preferencia 
a las medidas de naturaleza reclusoria. El Estado creará las institu-
ciones indispensables para la asistencia pospenitenciaria que posi-
bilite la reinserción social del exinterno o exinterna y propiciará la 
creación de un ente penitenciario con carácter autónomo y con per-
sonal exclusivamente técnico.

Igualmente, desde el 28 de diciembre del año 2015 está en 
vigencia el Código Orgánico Penitenciario. El mismo vino a susti-
tuir la Ley de Régimen Penitenciario, el Reglamento de Internados 
Judiciales y la Ley de Redención Judicial de la Pena por el Trabajo 
y el Estudio, en vigencia desde hace muchos años, y que ahora 
pasaron a formar parte de una sola normativa legal, ciertamente 
con muchas fallas y errores que en un futuro tendrán que enmen-
darse, pero uni0cando en un solo texto legal la normativa existen-
te hasta el momento.
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Dicho código, tal como a0rma su artículo 1, tiene por objeto: 

Impulsar, promover, regular y desarrollar la organización, admi-
nistración, funcionamiento y control del sistema penitenciario, de 
conformidad con las normas, principios y valores consagrados en la 
Constitución, así como en los tratados, pactos y convenios internacio-
nales suscritos y rati0cados por la República en materia de derechos 
humanos, a los 0nes de garantizar a las personas privadas de liber-
tad su rehabilitación integral progresiva y el respeto a sus derechos 
humanos, posibilitando su transformación y su reinserción social.

Según el Código Orgánico Penitenciario, los establecimientos 
penitenciarios pueden ser de régimen cerrado y de régimen abierto.

Los establecimientos penitenciarios de régimen cerrado se cla-
si0can en centros para procesados y procesadas judiciales y centros 
de penados y penadas, en los cuales se crearán espacios para los pri-
vados y privadas de libertad que, de acuerdo a determinadas carac-
terísticas, requieren de un tratamiento especí0co y diferenciado del 
resto (artículo 23).

Aun cuando en nuestra legislación no se habla de centros de 
detención preventiva o calabozos policiales, el pasado 24 de sep-
tiembre del 2018 fue sancionada por la Asamblea Nacional, por 
unanimidad, la Ley de Calabozos Policiales, la cual, por primera 
vez en nuestra normativa, regula los lapsos en los cuales los dete-
nidos deben permanecer en estos recintos. Al respecto, establece 
en su artículo 15 lo siguiente: 

Lapso de Permanencia. Los detenidos solo podrán permanecer en 
los calabozos de policía por un tiempo máximo de 48 horas o hasta 
que el juez competente dicte su decisión sobre el mantenimiento o 
no de la privación de libertad.
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Si el juez competente decide rati0car la detención mediante una 
medida judicial preventiva de libertad, el detenido deberá ser inme-
diatamente trasladado al establecimiento penitenciario designado 
en el respectivo auto de privación judicial preventiva de libertad.

Esta ley claramente busca evitar el terrible hacinamiento 
que se vive en estos recintos y que se ha convertido hoy en día en 
uno de los principales problemas de nuestro sistema penitenciario, 
aunado a que los centros de detención preventiva o calabozos poli-
ciales se han convertido en recintos carcelarios permanentes y no 
en lo que realmente deberían ser: espacios transitorios para lapsos 
no mayores de 48 horas. Esta ley aún no se encuentra en vigencia, 
por cuanto le falta ser promulgada por el Ejecutivo Nacional y ser 
publicada en la Gaceta O"cial para que la misma entre en vigen-
cia. Sin duda que la entrada en vigencia de esta ley coadyuvaría a 
la solución de este grave problema. 

¿A quién corresponde vigilar a los privados 
de libertad en Venezuela?

El tema de a quién le corresponde velar por las condiciones 
de vida de las mujeres, hombres y adolescentes en con1icto con la 
ley penal se ha convertido en Venezuela, en los últimos tiempos, 
en un tema de grandes discusiones. En diversas oportunidades, en 
declaraciones públicas, el Ministerio para el Servicio Penitenciario 
ha manifestado públicamente que no tiene responsabilidad algu-
na respecto a los reclusos que se encuentran en calabozos poli-
ciales. Por ello cabe traer a colación, brevemente, lo que tanto el 
Código Orgánico Penitenciario como el Decreto de Creación del 
Ministerio para el Servicio Penitenciario establecen al respecto. El 
Código Orgánico Penitenciario, en su artículo 4, establece:

El Estado, a través del Ministerio del Poder Popular con compe-
tencia en materia penitenciaria, garantiza a las personas privadas de 
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libertad el ejercicio y goce de los derechos humanos consagrados en 
la Constitución, así como en los tratados y convenios internaciona-
les sobre derechos humanos, suscritos y rati0cados por la República, 
excepto aquellos cuyo ejercicio esté restringido por la pena impuesta 
o por la medida de privación judicial preventiva de libertad, y por 
las establecidas en el presente Código.

Como vemos, el Código Orgánico Penitenciario es su0cien-
temente claro al establecer que es al Ministerio con competencia 
en materia penitenciaria a quien le corresponde velar por los pri-
vados de libertad, sin ningún tipo de diferencia entre cuáles priva-
dos de libertad y dónde se encuentren los mismos, lo que no deja 
ninguna duda de que se trata de todos los privados de libertad.

Más claro aún es el Decreto N.° 8.266, mediante el cual se 
crea el Ministerio del Poder Popular para el Servicio Penitenciario, 
del 26 de julio de 2011, y el cual establece en su artículo 2: 

Son competencias del Ministerio del Poder Popular para el 
Servicio Penitenciario: 1. Diseñar, formular y evaluar políticas, 
estrategias, planes y programas, regidos por principios y valores éti-
cos, destinados a garantizar el pleno goce y ejercicio de los derechos 
fundamentales de los procesados y procesadas, penados y penadas, 
así como procurar su rehabilitación y mejorar sus posibilidades de 
reinserción en la sociedad.

Con esto no queda la menor duda de que la responsabilidad 
de las mujeres, hombres y adolescentes en con1icto con la ley penal 
que se encuentran privados de libertad, independientemente de 
donde se encuentren, del estado de su proceso judicial, así como 
del delito cometido, es responsabilidad del Ministerio del Poder 
Popular para el Servicio Penitenciario y no de ningún otro ente 
del Estado. Por lo tanto, ni la Policía Nacional Bolivariana (PNB), 
policías de los estados, municipios, CICPC, Sebin, DGCIM ni 
la GNB tienen ningún tipo de competencia para velar por las 
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condiciones de vida y el respeto de los derechos humanos de los 
privados de libertad.

Corrupción y “mafias carcelarias” en cárceles 
y centros de detención preventiva

La corrupción y la creación de ma0as dentro del sistema 
penitenciario venezolano es uno de los muchos problemas que se 
viven en cárceles y centros de detención preventiva. Razón tenía 
el destacado penitenciarista venezolano Elio Gómez Grillo cuan-
do decía que las cárceles eran un negocio tan productivo como 
PDVSA5, por la cantidad de dinero que les producían a personas 
que inescrupulosamente se lucran con diversas actividades dentro 
de estos centros. Esto es lo que yo he llamado desde hace mucho 
tiempo las “ma0as carcelarias”, las cuales, dependiendo de donde 
el recluso se encuentre detenido, pueden estar formadas por poli-
cías y presos si se encuentran en calabozos policiales o centros de 
detención preventiva, o por funcionarios del Ministerio para el 
Servicio Penitenciario, de la Guardia Nacional Bolivariana y pre-
sos si se encuentran en cárceles.

Por otra parte, en Venezuela hay una dualidad de sistemas 
penitenciarios: el supuestamente legal, que es administrado por el 
Ministerio para el Servicio Penitenciario, que tiene a su cargo los 
establecimientos penitenciarios de régimen cerrado y los de régi-
men abierto; y otro sistema penitenciario paralelo o de facto, que 
está formado por los centros de detención preventiva o calabozos 
policiales, que aun cuando no reúnen los requisitos para tener a 
personas por lapsos mayores a las 48 horas, se han convertido en 
espacios permanentes y donde existen privados de libertad que en 
muchos casos tienen años allí.

En estos sitios, independientemente del que se trate, la 
corrupción y el funcionamiento insólitamente público y abierto 

5  Petróleos de Venezuela S.A., principal industria petrolera del país y en otros tiempos una 
de las principales del mundo. 
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de ma0as carcelarias dirigidas por “pranes” o cabecillas de los pre-
sos, en complicidad con los funcionarios encargados de su custo-
dia, han constituido uno de los focos de violencia y corrupción más 
grandes que funcionan en el país, dedicados al trá0co de armas, 
drogas e ingreso de teléfonos celulares, a través de los que ocurren 
delitos entre los cuales están las extorsiones y los secuestros.

Las “ma0as carcelarias” no son solo una cuestión de los pre-
sos; se trata de círculos ma0osos en los que están envueltos funcio-
narios encargados de su custodia, autoridades del Ministerio para 
el Servicio Penitenciario o del Centro de Detención Preventiva en 
donde se encuentren, y de la Guardia Nacional Bolivariana en el 
caso de cárceles de las cuales tienen su control externo. Las armas 
que entran a estos recintos, no hay duda alguna, entran por com-
plicidad de estos funcionarios y no llegan a estos recintos por arte 
de magia. En la mayoría de los casos, los presos venezolanos están 
mejor armados que los funcionarios encargados de su custodia.

A modo de hipótesis, se puede presumir que los pranes 
hayan sido promovidos por los funcionarios encargados de su 
custodia, por ser más fácil negociar con una o unas pocas per-
sonas que negociar con todos los presos a la vez. Para que un 
negocio produzca dinero, hay que buscarle efectividad. Todo el 
crimen organizado que opera en las prisiones es un negocio para 
los funcionarios. 

Los pranes surgieron con la gestión de Hugo Chávez como 
presidente de Venezuela, exactamente cuando Tareck El Aissami 
era ministro de Interior y Justicia. Allí se inició la 0gura del pra-
nato. En ese momento se autorizaron las pernoctas de los fami-
liares dentro de la cárcel, que se quedaban desde los viernes hasta 
los domingos y luego pasaban hasta semanas enteras adentro. Los 
reclusos decían que quienes estaban en las pernoctas integraban 
grupos para orar, pero en realidad hacían grandes 0estas donde 
se veían cosas que por momentos podrían parecer inverosímiles, 
como la presencia de grupos musicales y artistas conocidos, la crea-
ción de discotecas y el ejercicio de la prostitución por grupos de 
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mujeres contratadas por los reclusos. Antes del gobierno del cha-
vismo, que empezó en 1999, había reclusos que tenían recursos 
para conseguir un buen lugar dentro de la cárcel. Esa población 
penitenciaria tenía armas de fabricación casera, pero no el arma-
mento de guerra tan so0sticado que los pranes han exhibido inclu-
so en las redes sociales.

Los pranes y todo el negocio que opera alrededor de ellos, 
incluyendo a los funcionarios encargados de la custodia de los pre-
sos, son una de las muchas rami0caciones que tiene el crimen orga-
nizado en Venezuela y que funciona en conjunto, en la mayoría de 
los casos, con grupos criminales que operan fuera de los sitios de 
detención. Se ha logrado identi0car extorsiones telefónicas, secues-
tros, robo de vehículos y otra serie de delitos más que se hacen des-
de una cárcel y donde trabajan conjuntamente grupos que están 
dentro de la cárcel con grupos externos, en algunos casos usando 
estos recintos como guaridas o escondites de los delincuentes. Estos 
hechos son tan públicos y notorios que, en junio del año 2016, 
fue aprobada por unanimidad en la Asamblea Nacional la Ley que 
Regula el Uso de la Telefonía Celular y la Internet en el Interior 
de los Establecimientos Penitenciarios y que entró en vigencia en 
julio del mismo año. 

Violencia policial en las cárceles y centros 
de detención preventiva

La violencia policial tanto en las cárceles venezolanas como en 
los centros de detención preventiva o calabozos policiales aumenta 
de manera desmedida cada día, aun cuando la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela, en su artículo 43, garantiza el 
derecho a la vida. “El Estado protegerá la vida de las personas que 
se encuentren privadas de libertad, prestando el servicio militar o 
civil, o sometidas a su autoridad en cualquier forma”. 

Una constatación contundente de que esto no se cumple la 
proporcionó el informe presentado en julio de 2019 por la Alta 



367

Comisionada para los Derechos Humanos de la Organización de 
Naciones Unidas (ONU), Dra. Michelle Bachelet, sobre la situa-
ción de los derechos humanos en Venezuela. Allí se re0rió a la gra-
ve situación penitenciaria de Venezuela de esta manera:

45. Asimismo, información analizada por el ACNUDH muestra 
que las condiciones de las detenciones de un número signi0cativo de 
personas privadas de libertad no cumplen las reglas internacionales 
mínimas sobre tratamiento humano de los/as reclusos/as y consti-
tuyen a menudo malos tratos. En general, los centros de detención, 
especialmente centros de detención preventiva, están a menudo 
superpoblados y son insalubres. Las personas detenidas tienen acce-
so limitado a la alimentación, agua, saneamiento, luz solar e insta-
laciones de recreación. Su acceso a la asistencia sanitaria básica es 
restringido e incluso denegado. Estas condiciones fueron recono-
cidas por las autoridades durante la visita de la Alta Comisionada 
(Acnudh, 2019).

También los informes periódicos de nuestra organización 
sobre la situación de las y los privados de libertad en centros de 
detención preventiva han venido alertando, durante varios años, 
sobre las violaciones graves y sistemáticas de los derechos huma-
nos de estas personas; y el último informe disponible comprueba 
que esta situación persiste, en particular en relación con el dere-
cho a la vida y a la salud. 

Una cifra elocuente, por ejemplo, sobre la situación en los 
centros de detención preventiva es el hecho de que, durante 2020, 
se hayan reportado 26 huelgas de hambre, en las cuales participa-
ron un total de 1941 reclusos (UVL, p. 36). Otras cifras igualmente 
reveladoras son las referidas a las causas de muerte en esos mismos 
recintos y período, las cuales se recogen en la tabla 1. 
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Tabla 1

Causas de muerte en los centros de detención preventiva – Año 2020

Causas Número de casos

Enfermedades 143

Fugas / recapturas  42

Riñas  15

Motines   5

Otras   3

Total 208

Fuente: UVL (2020, p. 41)

Como era de esperar, la pandemia del COVID-19 vino a 
complicar la ya de por sí grave situación de estos recintos en materia 
de salud, aunque el caos sanitario que se observa, y que por razo-
nes de espacio no podemos describir en detalle aquí, no se puede 
achacar primordialmente a la pandemia, sino al hacinamiento y 
las condiciones infrahumanas de detención, que se traducen prin-
cipalmente en elevadas cifras de tuberculosis, desnutrición, esca-
biosis y otras patologías. 

Hay solamente una conclusión posible: los centros de deten-
ción preventiva son unos depósitos de seres humanos […] que no 
garantizan la vida y la salud a nadie. No se sabe quién será la próxi-
ma persona detenida que ha de morir, básicamente por tuberculo-
sis, desnutrición o alguna otra enfermedad o por haberse fugado y 
morir en la llamada recaptura (UVL, 2020, p. 63).

En líneas generales, es claro que la violencia dentro de las cár-
celes y centros de detención preventiva de Venezuela se ha mante-
nido en niveles muy graves y que los altos niveles de hacinamiento 
son uno de los principales factores que acrecientan esa violencia. 
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Al convertir a los calabozos policiales en recintos carcelarios per-
manentes, en la práctica se les ha dado a los policías funciones dis-
tintas a aquellas para las que fueron formados, pues estos se hallan 
cumpliendo la función de cuidadores de presos, cuando su forma-
ción, los pocos que la tienen, ha sido para cuidar a la ciudadanía y 
no custodiar presos. Según estimaciones de UVL, tenemos apro-
ximadamente un 30% de los policías venezolanos, independien-
temente del cuerpo policial al que pertenecen, cuidando presos 
en vez de estar cuidando a la ciudadanía (Nieto, 2016). Aunado a 
esto, las graves condiciones de vida que se viven en el país, y que 
también sufren los policías y sus familiares, han desembocado en 
que la corrupción, mezclada con la violencia acumulada, sea des-
cargada en las personas que se encuentran privadas de libertad.

Hay que tener claro que las personas privadas de libertad son 
tal vez las peor vistas por la sociedad en el mundo, al considerar 
que, por haber cometido un delito, independientemente de cuál 
sea o cuáles hayan sido sus circunstancias, han perdido todo tipo 
de derechos y, por lo tanto, sus condiciones de vida tienen poca 
o ninguna importancia. De allí radica la importancia de la profe-
sionalización del personal de prisiones, tal y como está estableci-
do en el artículo 272 de la Constitución Nacional de la República 
Bolivariana de Venezuela, donde se establece que el personal de 
prisiones estará constituido por  penitenciaristas profesionales con 
credenciales académicas universitarias, por ser estos los que cuen-
tan con la preparación para reinsertar a los privados de libertad en 
la sociedad, algo que, a 0n de cuentas, es la función de la prisión. 
Valga citar una frase del padre del penitenciarismo moderno vene-
zolano, el Dr. Elio Gómez Grillo, para de0nir este trabajo: 

El penitenciarismo es, sencillamente, una alianza de 0losofía y 
de ciencia y también de humanidad y misericordia. No es un o0cio 
de salón, no disfruta de tribunas ni de escenarios para exhibiciones 
frívolas, no sirve para cautivar amistades exquisitas ni para obtener 
riquezas materiales. Se ejerce en rincones oscuros y humildes y se 
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trabaja con hombres oscuros y humildes. Los penitenciaristas somos 
los albaceas de los vencidos en un mundo de triunfadores […] A los 
penitenciaristas se nos dice una y otra vez que somos cultores de una 
causa perdida. Tenemos que responder que después de todo, somos 
caballeros, y que el no llegar nunca es, justamente, lo que nos hace 
más grandes (Gómez Grillo, 2009, pp. 80-81).

La violencia policial en los establecimientos de reclusión es 
indudablemente un producto de la falta de preparación de los fun-
cionarios encargados de su custodia, aunado al establecimiento de 
ma0as antes comentado. A manera de ejemplo de los alarmantes 
extremos a los que ha llegado la violencia policial hacia los priva-
dos de libertad, considérese la denuncia que se hizo viral en sep-
tiembre de 2019:

Desnudos y acostados boca abajo, bajo el inclemente sol del patio 
principal, mientras dos gallos pelean sobre sus cuerpos mojados, se 
observan en el video que causó indignación este lunes en las redes 
sociales. Se trataba de 82 privados de libertad que están recluidos 
en el Centro de Coordinación Policial del municipio Anaco […] 
mientras un grupo de uniformados realizaban requisa, otro grupo 
golpeaba a los detenidos que tenían sometidos sobre el cemento 
caliente. Un grupo de familiares contaron que los internos habían 
iniciado una huelga por falta de agua, alimentos y para pedir que 
dejaran pasar medicamentos a sus familiares, pero el resultado fue 
aterrador para muchos. Contaron que los uniformados comenza-
ron a rociar combustible en el interior de la celda para obligarlos a 
salir y una vez que estos cumplieron la orden los obligaron a des-
nudarse al tiempo que los golpeaban con una tabla en los glúteos. 
Relataron que muchos recibieron golpes en la cabeza y otros fue-
ron as0xiados con bolsas. También los rociaron con agua mientras 
dos gallos peleaban sobre sus cuerpos y picoteaban a más de uno. 
El acto de tortura se mantuvo por más de dos horas hasta llevarlos 
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nuevamente a los calabozos donde no les permitieron ingreso de 
alimentos ni agua por 24 horas (Pellicani, 2019a).

Estos hechos motivaron que a 8 funcionarios de ese cuerpo 
policial les fuera dictada orden de detención (Pellicani, 2019b). 

Por otra parte, las mujeres presas no escapan de esta situa-
ción de violencia, tal como se hace constar en el Informe Sobre 
la Situación de las Mujeres Privadas de Libertad en Venezuela 
(UVL, 2019a). Aun cuando sus ideas puedan contribuir a la paz 
institucional, en la práctica se les niega todo derecho a opinar o 
proponer, y eso favorece el incumplimiento de las normas. Mucha 
información 1uye informalmente sobre el poco control del paso de 
hombres a los anexos femeninos, y sobre frecuentes embarazos que 
no siempre son consensuales, aunque no medie la violencia abier-
ta. Ese sería el caso de una reclusa a la que se alude, sin identi0car-
la por razones de con0dencialidad, en dicho informe: 

El tercer hijo, es fruto de su relación con un Guardia Nacional 
dentro del penal. Su historia es conocida por los funcionarios de la 
Defensa Pública del Ministerio de Asuntos Penitenciarios. Pero todos 
argumentan que fue un romance aceptado por ella … XXX no alega 
violación, asegura que su hijo es producto de una relación sostenida 
con un Guardia Nacional, quien le intercambiaba comida y seguri-
dad a cargo de favores sexuales. Al quedar embarazada, el convenio 
se rompió. Pero XXX decidió tener al niño (UVL, 2019a, p. 40).

Desde entonces ya han pasado más de dos años. Espera ser 
bene0ciada con una medida de libertad y no tener que ser separada 
de su bebé. Intercambio de comida y seguridad a cambio de favo-
res sexuales… ¿cómo llamaríamos este tipo de relaciones sexuales? 
¿Estrategia de sobrevivencia? ¿Abuso de poder? Violencia de géne-
ro, pues solo por el poder de él podía ella tener seguridad dentro 
de la prisión, lo cual es deber del Estado proveerla sin nada a cam-
bio. Y este caso no es una excepción. 
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También sabemos de casos de violaciones a las reclusas por 
parte de prisioneros o de miembros de la cobertura de seguridad 
de los anexos o prisiones. “Los primeros tres meses en el calabozo 
fueron los peores. Me torturaron y hasta me violaron. Esas —las 
compañeras de celda— sabían y me dejaron sola para que el tipo 
se metiera, me tapara la boca y me violara” (UVL, 2019a, p. 40). 

También los presos políticos en Venezuela han sufrido dife-
rentes tipos de torturas, tratos crueles, inhumanos o degradan-
tes. En nuestro informe de junio de 2017 sobre la situación de 
los privados de libertad en el Servicio Bolivariano de Inteligencia 
(Sebin), donde son llevados la mayoría de los presos políticos del 
régimen, expusimos que mediante entrevistas se obtuvieron testi-
monios coincidentes en cuanto a diversas modalidades de tortura 
en las instalaciones del Sebin, ubicado en el Helicoide. Su propó-
sito generalmente es forzar a los reclusos a informar sobre pesqui-
sas en curso, o castigarlos en virtud de distintas conductas. Los 
testimonios indican que las torturas son aplicadas por agentes de 
alta jerarquía, generalmente en lugares distintos, aunque cercanos 
a los calabozos. Cuando se lleva a cabo el traslado de algún preso 
para efectos de tortura, esto se hace con los ojos vendados, aunque 
sin sacarlo totalmente de la instalación. Otras torturas son in1igi-
das en las áreas de tránsito entre los calabozos, generalmente con-
tra presos comunes. 

En líneas generales, los métodos de tortura detectados en la sede 
de Sebin Helicoide serían los siguientes: 1) Cruci0xión: la persona 
es guindada de un objeto 0jo mediante esposas, generalmente un 
tubo o una reja, hasta que aporta la información requerida o con-
0esa algún delito. Para evitar las marcas, las muñecas son recubier-
tas con papel periódico o cinta adhesiva. 2) Ahogamiento con bolsa 
impregnada con alguna sustancia química como amoníaco o insec-
ticida. 3) Ahogamiento con balde de agua o con un paño húmedo. 
4) Golpes en las piernas con bates o palos de madera. Generalmente 
son in1igidos en la parte anterior de los miembros. 5) Golpes a una 
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persona envuelta en una colchoneta. 6) Choques eléctricos en los 
genitales o en otras partes del cuerpo. A veces, los métodos de tor-
tura son combinados. Por ejemplo, se propinan golpes a una perso-
na en “cruci0xión”, o luego de ser ahogada (UVL, 2017, pp. 20-21).

Es importante destacar que, según los testimonios obteni-
dos, este tipo de torturas, aplicadas a presos políticos, también les 
son aplicadas a presos por delitos comunes en diferentes cárceles 
y/o centros de detención preventiva en Venezuela.

Ejecuciones extrajudiciales en las cárceles 
y centros de detención preventiva

La mayoría de las ejecuciones extrajudiciales por parte de 
los funcionarios encargados de resguardar la vida de las y los pri-
vados de libertad se producen en centros de detención preventiva 
de Venezuela, durante el intento o la fuga de privados de libertad 
en estos centros. Según datos de UVL, en el año 2020 (ya deta-
llados en la tabla 1) hubo 42 reclusos asesinados por los cuerpos 
policiales en intentos de fuga o en el proceso de “recaptura”. Estos 
fallecimientos suelen ser registrados como “enfrentamientos a la 
autoridad” y rara vez se investigan, por lo cual quedan impunes. 
“Es decir, después de fugados —o fugadas— no regresan vivos” 
(UVL, 2020, p. 62). 

También hay ejecuciones extrajudiciales debidas a la actua-
ción arbitraria de los cuerpos policiales encargados de la custodia 
de los reclusos, que en algunos casos son producto de la actuación 
debidamente premeditada, con intención y alevosía o simplemente 
por imprudencia de estos funcionarios, que han producido masa-
cres relevantes dentro de nuestros recintos carcelarios en los últi-
mos 3 años y a los cuales brevemente me referiré:

1. Cárcel de Amazonas: En la madrugada del miércoles 16 de 
agosto del año 2017, en el Centro de Detención Judicial de 
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Amazonas (Cedja), en Puerto Ayacucho, cuando la Unidad 
Especial del Ministerio de Relaciones Interiores, Justicia y Paz 
(MRIJP), conjuntamente con la Guardia Nacional Bolivaria-
na, intentaban tomar este recinto para practicar una requi-
sa, ocurrió una gran masacre, con un saldo de 39 reclusos 
muertos y 6 funcionarios heridos. Durante más de 8 horas, 
hubo un enfrentamiento armado entre reclusos y funciona-
rios policiales que creó gran zozobra y alarma en la población 
de este estado del sur venezolano. Hay evidencias fotográ0-
cas de que la gran mayoría de estos presos fueron ajusticia-
dos por los funcionarios encargados del operativo, aunque 
igualmente no podemos obviar que los reclusos se encontra-
ban fuertemente armados. Para el momento de redactar este 
texto, esta acción irregular sigue impune.

2. Centro de Detención Preventiva de la Policía del esta-
do Carabobo: En el motín que tuvo lugar a primera hora 
de la mañana del miércoles 28 de marzo del año 2018 en 
la Comandancia General de la Policía del estado Carabobo, 
en la ciudad de Valencia, ocurrió un incendio que se desató 
—aún por causas desconocidas— y acabó con la vida de 68 
personas, 66 detenidos y dos mujeres que pernoctaban en el 
recinto. Unos días después, se produjo el deceso de otro de 
los detenidos por quemaduras. Con la muerte de este recluso, 
ascendió a 69 el número de víctimas mortales de la tragedia 
en PoliCarabobo. Hasta la fecha, tampoco se ha identi0ca-
do a la totalidad de responsables de tales hechos, más allá 
de los policías que estaban de guardia en ese momento y el 
subdirector del cuerpo policial.

3. Policía del municipio Páez, Acarigua, estado Portuguesa:
La masacre ocurrió en el centro de coordinación de la Poli-
cía Municipal José Antonio Páez, ubicada en Campo Lin-
do, estado Portuguesa, el pasado 24 de mayo de 2019 y allí 
fallecieron 29 reclusos y 26 heridos, siete reos y 19 funcio-
narios policiales, en una actuación desmedida de las Fuerzas 
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de Acciones Especiales (FAES) de la Policía Nacional Boli-
variana de Venezuela, al intentar intervenir en una protes-
ta que tenían los reclusos de este recinto policial. Hasta la 
fecha, no hay responsables de tales hechos.

4. Centro Penitenciario de Los Llanos (Cepella): El 01 de 
mayo de 2020, en el Cepella, en la ciudad de Guanare, esta-
do Portuguesa, luego de una protesta originada por la falta 
de alimentos, hubo 41 reclusos muertos y más de 50 heri-
dos, constituyéndose en el primer hecho sangriento ocurri-
do en una cárcel venezolana cuyo detonante fue la exigencia 
de alimentos por parte de la población reclusa.

Conclusiones

Las personas privadas de libertad tienen derechos humanos, 
independientemente del delito que han cometido, y estos deben 
ser respetados por las autoridades encargadas de su custodia. Esto 
no solo está establecido en normativas internacionales, sino en la 
misma Constitución Nacional de Venezuela, como ya lo hemos 
mencionado. 

Es evidente que los presos venezolanos sufren una perma-
nente violación a sus derechos sin que el Estado dé muestras de 
solucionar esta situación, llegando a convertirse en un régimen 
forajido en la materia.

 Mientras las autoridades encargadas de la función peniten-
ciaria, como lo es el Ministerio para el Servicio Penitenciario, no 
asuman sus responsabilidades y continúen otorgándoles a los cuer-
pos policiales funciones que no son de su competencia, como lo 
es la custodia de los privados de libertad, habiendo convertido a 
los calabozos policiales en pequeñas cárceles regadas por todo el 
país y a los policías en cuidadores de presos y no de los ciudada-
nos, que es su verdadera responsabilidad, es poco lo que se podrá 
solucionar y la situación será cada día peor a la actual, que ya es 
de extrema gravedad. 
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Letalidad policial contra niños, 
niñas y adolescentes

GLORIA PERDOMO
CARLOS TRAPANI

Introducción

La normativa legal establece con mucha claridad que los fun-
cionarios policiales son garantes de la protección de la ciudadanía y 
que tienen el deber de “extremar las precauciones cuando la actua-
ción policial está dirigida a niños, niñas y adolescentes” (Consejo 
General de Policía, 2012). Sin embargo, en la realidad venezola-
na, es posible evidenciar el desarrollo de operativos y otras accio-
nes policiales que contravienen este imperativo legal, generando 
pérdidas y daños irreparables. 

La letalidad policial que impacta en niños, niñas y adoles-
centes (NNA) se re0ere a hechos muy graves o, más precisamente, 
a delitos cometidos por funcionarios de los cuerpos de seguridad 
del Estado que afectan a una población particularmente vulnera-
ble, porque se trata de seres humanos en proceso de formación, 
cuya integridad física, psíquica, social y moral debe ser especial-
mente protegida, con miras a garantizar su desarrollo humano, 
su destino social y la convivencia de las familias y en la sociedad.

Al analizar aquí las realidades de la violencia policial con-
tra esta población de niños y adolescentes en el país, se distinguen 
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dos tipos de intervenciones: por una parte, las acciones de funcio-
narios y cuerpos policiales que generan muertes, lesiones y otros 
daños a esta población especialmente vulnerable y las que ocasio-
nan la muerte violenta de sus padres y familiares adultos, siendo 
los niños víctimas o testigos de esta actuación policial. 

Magnitud de la letalidad policial contra niños, 
niñas y adolescentes

En Venezuela no existen datos o0ciales sobre indicadores aso-
ciados a la garantía de los derechos humanos.  La información que 
eventualmente se da a conocer en materia de seguridad pública es 
escasa, fragmentada y siempre aproximada. Ciertamente, lograr el 
dato más veraz y con0able tiene la di0cultad propia de una infor-
mación que resulta de varios pasos o intervenciones, de registros 
en los que los funcionarios policiales documentan sus actuaciones, 
en distintos ámbitos territoriales. Pero a esta di0cultad operativa o 
metodológica se añade la intención deliberada de ocultar la cifra, 
de considerarla como información reservada o a disposición exclu-
siva de las autoridades que son responsables de las políticas, pla-
nes o acciones de seguridad. En lugar de cumplir con el mandato 
constitucional de garantizar el derecho a la información, en esta 
materia se mantiene una cifra oculta, publicando solo unos pocos 
datos parciales, esporádicos, que no permiten hacer un monitoreo 
a la evolución real de la situación de la violencia y la criminalidad 
en el país, lo que es indispensable para construir las políticas, pro-
gramas o servicios.

No obstante, el Observatorio Venezolano de Violencia 
(OVV), en colaboración con otras organizaciones, presenta cada 
año informes consolidados a partir de los estudios de distintas 
regiones y municipios, así como del análisis de los datos o0ciales 
disponibles, sobre la magnitud y las características de las muertes 
violentas que ocurren en Venezuela. De esta manera, especí0camen-
te sobre las muertes violentas de NNA, disponemos de los datos 
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recogidos en la tabla 1, sobre lo ocurrido durante los años 2018 
y 2019. Como allí se puede observar, por un lado, se presenta un 
descenso en las cifras totales durante estos dos años, pero por otro 
se observa un cambio en cuanto a los grupos de edad afectados, 
pues si bien para 2018 la mayoría de las víctimas eran adolescen-
tes, para 2019 el porcentaje de niños y niñas fallecidos sube con-
siderablemente, hasta equipararse con el de adolescentes. 

Tabla 1

Muertes violentas de NNA (2018-2019)

Año Niños y niñas 
(0 - 12 años)

Adolescentes 
(12 - 17 años)

Total NNA

2018 174 (11,7%) 1310 (88,3%) 1484

2019 559 (49,9%) 561 (50%) 1120

Fuentes: Briceño, Perdomo y Camardiel, 2019; OVV-Cecodap, 2020

Son datos que pueden ser cali0cados como una tragedia nacio-
nal. Expresan la incapacidad del Estado y de la sociedad venezolana 
de prevenir o detener la muerte de estos niños, niñas y adolescen-
tes, quienes fueron asesinados dada la inexistencia de políticas y 
programas de prevención o protección de este tipo de violencia 
letal que no es inédita, porque viene ocurriendo en el país des-
de hace ya muchos años. Se trata de cifras que señalan una reali-
dad en cierta forma ya conocida, que muestran la destrucción del 
pacto social en el país, de esos acuerdos de convivencia en los que 
se resaltaba como valor la protección prioritaria de niños y niñas 
como población vulnerable que debía ser amparada por las fami-
lias, las comunidades y las instituciones. 

Estas cifras de mortalidad violenta contra niños y niñas reve-
lan un deterioro de la convivencia y de las reservas morales que se 
habían sostenido por mucho tiempo:
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La acción criminal es letal, primitiva y no se detiene ante el riesgo 
de exponer la vida o causar daño a personas vulnerables, a víctimas 
que más bien deberían ser protegidas. Tampoco existe una institu-
cionalidad pública, un Estado de derecho capaz de hacer justicia, 
proteger a las víctimas y castigar a los violentos. Predomina la impu-
nidad y así se reproduce el delito (Briceño, Perdomo y Camardiel, 
2019, p. 10).

Los datos publicados diferencian entre distintos tipos de 
muertes violentas de niños, niñas y adolescentes. Por un lado, 0gu-
ran los homicidios, que son las muertes que resultan de la comisión 
de delitos en los que los causantes pueden ser criminales, pero tam-
bién, y en un considerable número de casos, pueden ser familia-
res, incluso hermanos o padres. Otro tipo de mortalidad es la que 
se cali0ca como muerte en averiguación, referida a situaciones en 
las cuales la autoridad judicial no ha determinado si lo que ocurrió 
es un homicidio y está en proceso de investigación.  Otro tipo de 
mortalidad violenta ha sido denominada como muerte por resis-
tencia a la autoridad, en la que se incluyen aquellas muertes oca-
sionadas por funcionarios de los cuerpos de seguridad del Estado 
que supuestamente tuvieron que usar sus armas para defender-
se frente a una agresión letal. Desde el punto de vista normativo, 
la resistencia a la autoridad sería un caso último y extremo cuan-
do no es posible garantizar la vida y la seguridad de la ciudadanía 
o los funcionarios, cuando no se puede someter al individuo que 
está cometiendo un delito o quien ha sido solicitado, y entonces al 
funcionario policial no le queda otra opción que emplear las armas 
o la fuerza física para afrontar el ataque o la amenaza del presun-
to delincuente. 

Para el año 2018, las cifras de estos tres tipos de muertes vio-
lentas son las que se registran en la siguiente tabla:
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Tabla 2

 2018: Muertes violentas de NNA, por causa

Grupo de edad Homicidios Resistencia a la 
autoridad

Muertes en 
averiguación

Totales

Niños y niñas 110  20 44 174

Adolescentes 730 267 313 1310

Totales 840 287 357 1484

Fuente: OVV. Cálculos propios

En la tabla 2 se presenta la distribución de las cifras, según el 
tipo de delito, para el año 2018. Allí se observa con claridad que 
la mayor cantidad de muertes violentas correspondió a la categoría 
de homicidios, y la mayor parte de las muertes fue de adolescentes. 

Las muertes por homicidio fueron 840, un número alarmante 
que revela la vulnerabilidad de la población frente al ataque de delin-
cuentes o ante la agresión de padres o familiares. Lamentablemente, 
la cifra de 110 niños y niñas menores de 12 años de edad falleci-
dos por homicidios puede estar asociada a situaciones de violencia 
familiar, de malos tratos, o de presencia de familiares cuya actua-
ción agresiva generalmente es continuada, y que tiene consecuen-
cias fatales porque las familias o las comunidades no cuentan con 
servicios y programas de denuncia o noti0cación de estas situa-
ciones. Si estos programas o servicios funcionaran y fuesen cerca-
nos a la comunidad, el daño letal quizás se podría haber evitado.

La categoría de “muertes en averiguación” también presenta 
una cifra importante, lo que podría revelar la incapacidad o pre-
caria dotación de los equipos de investigación para esclarecer estos 
hechos. En cualquier caso, expresa el incumplimiento del princi-
pio de prioridad absoluta establecido en la Convención sobre los 
Derechos del Niño (1989), que obliga a una atención preferente y 
prioritaria cuando las víctimas son niñas, niños y adolescentes. Ya 
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que un alto porcentaje de estas muertes en averiguación se produjo 
por el uso de armas de fuego, se genera la interrogante de por qué 
no fueron clasi0cadas directamente como homicidios (OVV, 2019).

La categoría “resistencia a la autoridad” totalizó en ese mis-
mo período 287 casos de muerte de niños, niñas y adolescentes 
por parte de funcionarios policiales que utilizaron sus armas de 
fuego señalando que se vieron obligados a responder al enfren-
tamiento directo o agresión de estos NNA. Lo que se registra en 
este dato son muertes que pretenden justi0carse a0rmando que 
en esos casos los niños y adolescentes representaban una amenaza 
de tal magnitud que había que disparar. Los muertos fueron 267 
adolescentes (entre 12 y 17 años) y 20 niños y niñas (de 11 años 
de edad o menos). 

Ante estos datos, las primeras interrogantes surgen en cuan-
to a la idoneidad de la actuación policial o militar en estos casos.  
¿Es creíble un enfrentamiento con un cuerpo policial por parte de 
niños y niñas? Si esta información fuese veraz, habría que anali-
zar el tipo de respuesta policial, o la manera de afrontar esta situa-
ción por parte de los funcionarios policiales. ¿Niños y niñas que 
presentan resistencia a qué tipo de intervención policial? ¿Los fun-
cionarios cumplieron con su deber de seguir el protocolo de uso 
progresivo y diferenciado de la fuerza policial y no resultó efecti-
vo para contener la actuación de niños y niñas?

Estas muertes podrían estar más claramente explicadas por 
la ausencia de una formación básica de los funcionarios en la natu-
raleza y misión de la función pública que tienen encomendada y 
en su deber de garantizar y proteger los derechos humanos de la 
población. Otra posible explicación está asociada al desempeño 
de una función policial orientada por políticas equivocadas, que 
conciben la seguridad pública como una acción bélica en la que el 
funcionario tiene como propósito el sometimiento y exterminio 
de personas o “blancos” a los que se cali0ca de enemigos. Al pare-
cer, estas políticas, que han venido orientando el desempeño de 
los cuerpos policiales del país, imponen la letalidad como norma 
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de acción, la cual ni siquiera se relativiza ante niños, niñas, ado-
lescentes u otra población vulnerable. 

Según parece, al darle un enfoque bélico a la seguridad públi-
ca, en los operativos se concibe que ese niño o adolescente es un 
objetivo, pues forma parte de un territorio en el que está presen-
te un enemigo a quien no se considera como ser humano, como 
individuo con derechos a la vida, a un juicio justo, a la defensa. La 
función policial está siendo erróneamente entendida como castigo 
o daño letal que imponen los funcionarios.  Desde la política que 
concibe la seguridad pública como batalla, los hombres jóvenes o, 
más precisamente, los adolescentes de zonas pobres, se presumen 
delincuentes, pasando a ser enemigos que deben ser liquidados. 
Esta apreciación se refuerza al analizar las cifras por género, pues un 
90% de estas víctimas fueron masculinas y solo un 10% femeninas. 

Los datos correspondientes al año 2019 se presentan en la 
siguiente tabla. 

Tabla 3

 2019: Muertes violentas de NNA, por causa

Grupo de 
edad 

Homicidios Resistencia a 
la autoridad

Muertes en 
averiguación

Suicidios Totales

Niños y niñas 100 1 451 7 559

Adolescentes 325 67 88 81 561

Totales 425 68 539 88 1120

Fuente: OVV-Cecodap 2020

Además de lo ya comentado en relación con las tablas 1 y 2, 
para este período llama la atención que la categoría más abultada 
o frecuente sea la de “muertes en averiguación”. Ya que los indica-
dores cualitativos de los monitoreos realizados por distintas orga-
nizaciones de derechos humanos en el país no reportan mejoras 
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en cuanto a la actuación policial, este notorio incremento plantea 
suspicacias: ¿cómo es posible que, tratándose de muertes violentas 
de niños y niñas, en el 80% (451) de los casos haya sido imposi-
ble determinar cuál fue la causa de la muerte o sus responsables? 
En otras palabras, semejante proporción lleva a preguntarse si lo 
que sucedió fue que se cambiaron los criterios de registro, a 0n de 
“maquillar” homicidios y mal llamados casos de “resistencia a la 
autoridad” como muertes “en averiguación”. Naturalmente, esta 
posibilidad podría dilucidarse mediante un examen más minucio-
so de los datos, pero actualmente estas son informaciones que las 
autoridades públicas se reservan, impidiendo a la ciudadanía o a 
los investigadores acceder a los registros y profundizar en cuanto 
a los criterios de clasi0cación empleados. 

Por otra parte, a partir de este período, incorporamos el segui-
miento de una categoría adicional: la de suicidios. Esta incorpora-
ción no solo resulta relevante para los análisis especializados, sino 
que también resulta necesaria ante la conmoción que han produ-
cido en la sociedad algunos sonados casos de suicidios de niños o 
niñas. ¿Qué clase de entorno social lleva a suicidarse antes de haber 
cumplido los 12 años? Sin duda, es nuestra responsabilidad pres-
tarle atención a este trágico fenómeno, examinando sistemática-
mente su cuantía y sus causas. 

Lo que establece la normativa: 
protección prioritaria 

Desde un punto de vista normativo, es claro que Venezuela 
cuenta con un marco legal garantista de los derechos humanos, que 
regula la actuación de los funcionarios policiales cuando su desem-
peño afecta o involucra a niños, niñas o adolescentes. En efecto, 
el Estado venezolano es signatario de pactos y tratados internacio-
nales de derechos humanos, con lo que hace parte del compro-
miso universal con la defensa, protección y plena realización de 
los derechos y garantías establecidos en la Carta de las Naciones 
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Unidas y en las leyes y los tratados internacionales en materia de 
derechos humanos. 

La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela 
(CRBV), reconocida como una de las más avanzadas en garantías 
de derechos humanos, consagra estos pactos y tratados internacio-
nales como normas de rango superior del ordenamiento jurídico, 
rea0rmando así el compromiso de la sociedad y de las institucio-
nes del Estado con principios y normativas que sustentan valores 
universales y el compromiso prioritario con la convivencia demo-
crática, la paz y el respeto a la dignidad humana: 

Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones relativos a dere-
chos humanos, suscritos y rati0cados por Venezuela, tienen jerar-
quía constitucional y prevalecen en el orden interno, en la medida 
en que contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a 
las establecidas por esta Constitución y la ley de la República, y son 
de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órga-
nos del Poder Público (CRBV, 1999).

Con el imperativo legal de este marco jurídico-social de pro-
tección a los derechos humanos, la CRBV exige la preeminencia de 
los derechos humanos en el desempeño del Estado y en la actua-
ción de las autoridades públicas, como guía y orientación recto-
ra de todas las políticas, planes y programas que desarrollen las 
instituciones. 

Cuando un Estado rati0ca los tratados de derechos huma-
nos, no solo asume obligaciones jurídicamente vinculantes, sino 
que se obliga a cumplir compromisos especí0cos de no interferir en 
el disfrute o ejercicio de los derechos, de respetar, cumplir y prote-
ger los derechos y garantías de todas las personas. Estas obligacio-
nes se materializan cuando se implementan acciones educativas y 
sociales y se instituyen programas, normativas y servicios destina-
dos a garantizar los derechos humanos.
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Entre las más importantes garantías de cumplimiento de los 
DDHH está la que exige a las autoridades y funcionarios públicos 
el conocimiento y aplicación de la normativa internacional en mate-
ria de protección y defensa de los derechos humanos de la niñez. 

Con la aprobación de la Convención sobre los Derechos del 
Niño (1989), en la normativa internacional se consagran derechos 
especí0cos para la protección de niños, niñas y adolescentes como 
una población vulnerable cuya dignidad y derechos deben ser pro-
tegidos y garantizados mediante normas y procedimientos especia-
les y diferenciados, apropiados a la consideración de esta población 
como seres humanos en proceso de desarrollo.

La Constitución a0rma la prioridad absoluta y la atención 
preferente y especial de niños, niñas y adolescentes en la actuación 
de las instituciones del Estado y de los funcionarios públicos, indi-
cando que se debe garantizar la existencia de órganos, normativas 
y procedimientos especiales para su atención:

Artículo 78. Los niños, niñas y adolescentes son sujetos plenos de 
derecho y estarán protegidos por la legislación, órganos y tribunales 
especializados, los cuales respetarán, garantizarán y desarrollarán los 
contenidos de esta Constitución, la Convención sobre los Derechos 
del Niño y demás tratados internacionales que en esta materia haya 
suscrito y rati0cado la República. El Estado, las familias y la socie-
dad asegurarán, con prioridad absoluta, protección integral, para 
lo cual se tomará en cuenta su interés superior en las decisiones y 
acciones que les conciernan. El Estado promoverá su incorporación 
progresiva a la ciudadanía activa, y un ente rector nacional dirigirá 
las políticas para la protección integral de los niños, niñas y adoles-
centes (CRBV, 1999).

Una norma tan relevante establece como mandato especí0-
co que se ordenen medidas legales, administrativas e instituciona-
les para que la actuación de los funcionarios y las instituciones sea 
garantista de los DDHH de la niñez, especialmente en aquellas 
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situaciones en las que pueda ser afectada su integridad personal. 
Pero también, en esa norma constitucional está el mandato de ase-
gurar a esta población una protección integral.

La Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) enfatiza 
que el Estado debe emprender todas las medidas y actuaciones nece-
sarias para garantizar la protección de la niñez, evitando cualquier 
forma de perjuicio a su integridad o menoscabo de sus derechos:

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, admi-
nistrativas, sociales y educativas apropiadas para proteger al niño 
contra toda forma de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o 
trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, 
mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un 
representante legal o de cualquier otra persona que lo tenga a su car-
go (CDN, 1989, Art. 19.1.)

Entre las obligaciones que se derivan de esta normativa está 
la de extremar las precauciones y promover protocolos especiales 
de actuación que garanticen no solo los derechos y las libertades 
de esta población, sino también que aseguren la protección de la 
integridad personal, el trato apropiado y cuidadoso, con sensibili-
dad y respeto, brindando la atención que corresponde a su proceso 
de desarrollo, evitando prácticas que puedan generar revictimiza-
ción, violencia institucional o, claramente, violación de derechos 
humanos.

En otro sentido, y atendiendo a otra prioridad, el artículo 19 
de la Convención sobre los Derechos del Niño exige a los Estados 
Partes la protección especial y preferente de niños, niñas y adoles-
centes cuando sean víctimas de situaciones de violencia, entendien-
do que corresponde al funcionario policial asegurar que se detenga 
la agresión a esta víctima, o que cese la amenaza, intimidación y 
cualquier otra forma de victimización que ocurra. 

Es importante enfatizar que se consideran víctimas no solo 
quienes sufren la violencia directa, sino también quienes son testigos 
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de ella o los familiares que sufren las consecuencias de una actuación 
que genera muerte, lesiones y otra forma de violencia. De tal mane-
ra que entre las implicaciones de este artículo 19 de la Convención 
está la obligación de garantizar a las víctimas la reparación del daño 
causado, o la necesaria rehabilitación frente al sufrimiento, la pér-
dida o el abuso que han padecido.  En lo especí0co, la protec-
ción que el Estado debe brindar a las víctimas, siendo estas niñas, 
niños o adolescentes,  se re0ere a garantizar el desempeño de pro-
tocolos de actuación que eviten la revictimización, pero también 
que garanticen el derecho a una información adecuada a la edad 
y madurez de su desarrollo, el uso de un lenguaje y procedimien-
tos inclusivos, el respeto a la dignidad y derechos de cada perso-
na y la garantía de oportunidades de tratamiento psicológico y de 
apoyo legal, social y económico que puedan requerir. Estas condi-
ciones o prerrogativas son derechos de protección que tienen las 
víctimas y el Estado está obligado a cumplir tal responsabilidad, 
invirtiendo los recursos necesarios y adoptando las medidas insti-
tucionales, normativas y educativas que sean necesarias para garan-
tizar esta protección.

En materia de justicia penal, la Convención sobre los 
Derechos del Niño es muy clara en cuanto a cali0car la tortura, 
tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes como contraven-
ciones de los DDHH y, especí0camente en su artículo 37, expre-
sa como prohibición: “No se impondrá la pena capital”, exigencia 
que coincide con lo dispuesto en nuestra Constitución: 

Artículo 43. El derecho a la vida es inviolable. Ninguna ley podrá 
establecer la pena de muerte, ni autoridad alguna aplicarla. El Estado 
protegerá la vida de las personas que se encuentren privadas de su 
libertad, prestando el servicio militar o civil, o sometidas a su auto-
ridad en cualquier otra forma (CRBV, 1999).

En materia de justicia penal referida a adolescentes, toda 
la normativa legal exige que ningún niño o adolescente sea 
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arbitrariamente privado de su libertad y que la detención o encar-
celamiento solo procederá de conformidad con la ley, como medi-
da de último recurso y durante el período más breve posible. El 
artículo 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño impo-
ne pautas que regulan la actuación policial en materia de respon-
sabilidad penal cuando se presume que el autor es adolescente:

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño de 
quien se alegue que ha infringido las leyes penales o a quien se acu-
se o declare culpable de haber infringido esas leyes a ser tratado de 
manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, 
que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las 
libertades fundamentales de terceros y en la que se tengan en cuenta 
la edad del niño y la importancia de promover la reintegración del 
niño y de que este asuma una función constructiva en la sociedad. 

2. Con este 0n, y habida cuenta de las disposiciones pertinen-
tes de los instrumentos internacionales, los Estados Partes garanti-
zarán, en particular: 

a) Que no se alegue que ningún niño ha infringido las leyes 
penales, ni se acuse o declare culpable a ningún niño de haber 
infringido esas leyes, por actos u omisiones que no estaban pro-
hibidos por las leyes nacionales o internacionales en el momen-
to en que se cometieron; 
b) Que a todo niño del que se alegue que ha infringido las leyes 
penales o a quien se acuse de haber infringido esas leyes se le 
garantice, por lo menos, lo siguiente: 

i) Que se lo presumirá inocente mientras no se pruebe su cul-
pabilidad conforme a la ley; 
ii) Que será informado sin demora y directamente o, cuando 
sea procedente, por intermedio de sus padres o sus represen-
tantes legales, de los cargos que pesan contra él y que dis-
pondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en 
la preparación y presentación de su defensa; 
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iii) Que la causa será dirimida sin demora por una autoridad 
u órgano judicial competente, independiente e imparcial en 
una audiencia equitativa conforme a la ley, en presencia de un 
asesor jurídico u otro tipo de asesor adecuado y, a menos que 
se considerare que ello fuere contrario al interés superior del 
niño, teniendo en cuenta en particular su edad o situación y 
a sus padres o representantes legales (CDN, 1990, Art. 40). 

Además, el Ministerio del Poder Popular para las Relaciones 
Interiores y Justicia, como órgano rector del servicio de policía, dic-
tó en 2011 las Normas Complementarias para orientar la Actuación 
Policial dirigida a niños, niñas y adolescentes, mediante su Resolución 
Número 334 (Gaceta O"cial de la República Bolivariana de Venezuela 
N.° 39.824, 20 de diciembre de 2011). Posteriormente, en el 
Reglamento General de la Ley Orgánica del Servicio de Policía y 
del Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana (2017), se establece 
o rea0rma la obligación que tienen los funcionarios policiales de 
“extremar precauciones en su actuación cuando se encuentre diri-
gida hacia los niños, niñas y adolescentes” (artículo 57). 

En correspondencia con estas normas que rigen la función 
policial, los cuerpos de policía tienen el imperativo legal de actuar 
con estricto apego y respeto a los derechos humanos consagrados 
en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en 
los tratados sobre los derechos humanos suscritos y rati0cados por 
la República y en las leyes especiales que orientan su desempeño. 
Entre esas normas que rigen la función policial, destaca la obliga-
ción de hacer un uso progresivo y diferenciado de la fuerza policial, 
empleándola solo en aquellas situaciones en las que sea ineludible, 
dependiendo o en correspondencia con la resistencia que presente 
la persona y ajustados a los principios de legalidad.

Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no emplea-
rán armas de fuego contra las personas salvo en defensa propia o de 
otras personas, en caso de peligro inminente de muerte o lesiones 
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graves, o con el propósito de evitar la comisión de un delito particu-
larmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o con el 
objeto de detener a una persona que represente ese peligro y opon-
ga resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y solo en caso 
de que resulten insu0cientes medidas menos extremas para lograr 
dichos objetivos. En cualquier caso, solo se podrá hacer uso intencio-
nal de armas letales cuando sea estrictamente inevitable para prote-
ger una vida (ONU, 1990, Disposición General N.o 7, numeral 9).

Desde la perspectiva de DDHH consagrada en la CRBV y 
en los tratados suscritos por la República, el derecho a la vida es 
un valor supremo, es un principio rector en el desempeño de esta 
función pública cuya misión primordial es garantizar la paz social, 
la convivencia, proteger el libre ejercicio de los derechos humanos, 
las libertades públicas y prevenir la comisión de delitos.

El empleo de las armas de fuego está claramente reglado y 
la legislación que rige la función policial expresa con claridad que 
el uso de armas solo será permitido en circunstancias extremas, 
como defensa de la propia persona o de los terceros ante una agre-
sión ilegítima y atendiendo a los principios de necesidad, oportu-
nidad y proporcionalidad: 

Artículo 68. El uso de la fuerza por parte de los cuerpos de poli-
cía estará orientado por el principio de a0rmación de la vida como 
valor supremo constitucional y legal, la adopción de escalas progre-
sivas para el uso de la fuerza en función del nivel de resistencia y 
oposición del ciudadano o ciudadana, los procedimientos de segui-
miento y supervisión de su uso, entrenamiento policial permanen-
te y difusión de instructivos entre la comunidad, a 0n de facilitar la 
contraloría social en esta materia. El traspaso en el uso de la fuer-
za mortal solo estará justi0cado para la defensa de la vida del fun-
cionario o funcionaria policial o de un tercero (Ley Orgánica del 
Servicio de Policía y Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana, 2009).
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En esta misma ley se establecen criterios que orientan el uso 
gradual, proporcionado y legal de las armas por parte de los fun-
cionarios policiales:

Artículo 70. Los funcionarios y funcionarias policiales emplea-
rán la fuerza física con apego a los siguientes criterios:

1. El nivel del uso de la fuerza a aplicar está determinado por 
la conducta de la persona y no por la predisposición del funciona-
rio o funcionaria.

2. El uso diferenciado de la fuerza implica que, entre la intimi-
dación psíquica y la fuerza potencialmente mortal, el funcionario o 
funcionaria graduará su utilización considerando la progresión des-
de la resistencia pasiva hasta la agresión que amenace la vida, por 
parte de la persona.

3. El funcionario o funcionaria policial debe mantener el menor 
nivel del uso de la fuerza posible para el logro del objetivo propuesto.

4. En ningún momento debe haber daño físico innecesario, 
ni maltratos morales a las personas objeto de la acción policial, ni 
emplearse la fuerza como forma de castigo directo (Ley Orgánica del 
Servicio de Policía y Cuerpo de Policía Nacional Bolivariana, 2009).

Lo que ocurre en realidad

Tal como hemos visto, entonces, el Estado venezolano cuen-
ta con un sólido basamento legal, garantista de los DDHH de la 
ciudadanía y, muy especialmente, de los derechos de protección 
de niños, niñas y adolescentes. Sin embargo, la realidad social 
evidencia situaciones recurrentes que contravienen los principios 
y derechos consagrados en la legislación internacional y nacio-
nal. Estos hechos ponen de relieve una enorme distancia entre 
el desempeño público ideal y las prácticas en uso. A continua-
ción expondremos, mediante casos ilustrativos, cuatro de esas 
situaciones recurrentes de vulneración de derechos, procurando 
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identi0car los derechos o garantías violados y las medidas que 
han debido adoptarse. 

Actuaciones policiales letales contra niños, 
niñas y adolescentes

Tal como vimos más arriba, en las tablas correspondien-
tes, en Venezuela se ha venido produciendo una elevada cifra de 
muertes de niños, niñas y adolescentes producto de actuaciones 
policiales que no lograron ser ni preventivas, ni garantistas de los 
derechos humanos.

Entre ese tipo de casos, de muertes violentas a manos de 
funcionarios del Estado, está el que informa sobre la interven-
ción de funcionarios uniformados como efectivos de las Fuerzas 
de Acciones Especiales (FAES), quienes el miércoles 24 de abril de 
2019 allanaron la vivienda donde residía Leonardo David Yajure 
Araujo, de 17 años de edad y, delante de familiares, le dispararon 
en el pecho. Los familiares a0rman que a este adolescente y a su 
tío, Javier Morón, de 26 años de edad, los funcionarios los golpea-
ron y sacaron de su casa y los obligaron a posar con un revólver y 
una escopeta antes de ejecutarlos, estando sometidos, desarmados 
y sin posibilidad de escapar:

Un testigo clave vio cómo los uniformados golpearon a sus vícti-
mas, les tomaron las fotos y los vistieron de negro para simular que 
pertenecían a las FAES. Incluso les colocaron un chaleco con la iden-
ti0cación del organismo (…) Los familiares relataron que al adoles-
cente le ordenaron correr, pero al no obedecer le dispararon en la 
parte posterior del cráneo. A ambos los envolvieron en sábanas y los 
llevaron muertos al hospital Carreño (Moreno, 2019). 

Otro caso ilustrativo fue el de Yeiker José Zerpa Rojas, de 
17 años de edad, quien habría sido asesinado por funcionarios del 
Cuerpo de Investigaciones Cientí0cas, Penales y Criminalísticas 
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(CICPC). El registro de prensa señala que un grupo de funcio-
narios del CICPC, en vehículos identi0cados como propios de la 
División de Homicidios de esa policía, llegaron a Barrio Unión de 
Petare, e ingresaron a la casa del joven “con tubos y bolsas en mano”:

Yeiker Zerpa era el mayor de tres hermanos, pero en ese momen-
to se encontraba solo. Habitantes de las casas cercanas dicen haber 
escuchado gritos de tortura. Esto coincide con la denuncia de los 
familiares, quienes expresaron que el adolescente tenía los brazos par-
tidos y tres disparos en el tórax (Caraota Digital, 2019).

Así descritos, estos casos cali0can como ajusticiamientos o 
ejecuciones extrajudiciales, es decir, como homicidios cometidos 
por funcionarios policiales. Como tales, constituyen una violación 
de derechos humanos, de los derechos a la vida, a la integridad per-
sonal; el incumplimiento de la garantía de prohibición de tortu-
ra, la vulneración del derecho a un juicio justo, a la defensa y al 
debido proceso, entre otros derechos que los funcionarios policia-
les están obligados a respetar en el cumplimiento de sus funciones. 

Claramente se irrespeta el ordenamiento jurídico y son 1a-
grantemente violados los principios de legalidad en la actuación 
y de presunción de inocencia. Ninguna norma legal faculta a los 
funcionarios policiales para decidir qué persona debe ser declara-
da culpable y sancionada o qué castigo administrar y, menos aún, 
para actuar como verdugo, con castigos o penas capitales que no 
están previstas en ninguna ley: la República confía las armas a los 
funcionarios policiales para que sean garantes de la paz, para ase-
gurar el respeto a las normas legales, para la seguridad y protección 
de los ciudadanos; les está expresamente prohibido usar las armas 
para cometer delitos como asesinatos, amenazas, uso arbitrario de 
la fuerza o intimidación.

Lo que la legislación exige a las autoridades administrativas 
y judiciales es que, cuando ocurren esos hechos, que luego son 
informados como de “resistencia a la autoridad”, en cada uno de 
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los casos procede abrir una investigación judicial que esclarez-
ca los hechos y determine si existen responsabilidades, penales o 
de otro tipo, por parte de los funcionarios implicados. El Estado 
o, en lo especí0co, el Ministerio con competencia en la materia, 
no ha informado cuántos de estos 287 casos se presentaron ante 
las autoridades judiciales y cuáles de ellos fueron debidamente 
enjuiciados. 

Este desempeño letal podría explicarse, por un lado, debi-
do a una incipiente experticia o formación del funcionario, que le 
di0culte contener la presunta agresión o amenaza sin incrementar 
o agravar la violencia. Pero otra posibilidad o explicación es que, 
en estos operativos, el cuerpo policial se conciba a sí mismo y se 
presente ante la sociedad como un grupo justiciero, que se pro-
pone “dar de baja” o exterminar a quienes presumen delincuen-
tes. En estudios que documentan la voz de las víctimas (Provea, 
2019; OVV, 2019), el análisis identi0ca o se inclina por esta últi-
ma explicación.

Torturas y muertes de adolescentes que participan 
en manifestaciones 

Durante el trimestre de abril a junio de 2019, contrariando 
los preceptos legales, tres adolescentes fueron asesinados cuando 
participaban en protestas públicas: Yoifre Hernández (14 años) en 
Caracas, el 1 de mayo; Yonder Villasmil (15 años) en Mérida, el 2 
de mayo; y Josner Graterol (16 años) también el 2 de mayo en La 
Victoria, estado Aragua. Además, otros adolescentes resultaron heri-
dos en actuaciones desproporcionadas de la fuerza policial guber-
namental: 3 heridos por perdigones en Guarenas; 3 en Chacao; 4 
en Caracas (en uno de estos casos, el adolescente no estaba en la 
manifestación, sino que se trasladaba en bicicleta a su casa cuan-
do fue perseguido y herido por los funcionarios en Chacao, estado 
Miranda); y tres adolescentes heridos por perdigones en el estado 
Táchira (OVV-Cecodap, 2020).
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Lo que evidencian estos casos es que los funcionarios acu-
dieron a estas manifestaciones portando armas de fuego, violan-
do normativas internacionales que regulan su actuación como 
garantes de la seguridad pública; en lo especí0co, fue contrariado 
el mandato de los Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza 
y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer 
Cumplir la Ley, instrumento legal internacional que, entre otras 
normas, establece que: “Los gobiernos adoptarán las medidas nece-
sarias para que en la legislación se castigue como delito el empleo 
arbitrario o abusivo de la fuerza o de armas de fuego por parte de 
los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley” (ONU, 1990, 
Disposición General N.º 7).

Es importante destacar que, como señala la normativa legal 
de ONU que se cita, los funcionarios que incurren en la comisión 
del delito de uso inapropiado de las armas contra la población civil 
tienen responsabilidad penal por las violaciones de derechos huma-
nos en las que actúan:

26. Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley no podrán 
alegar obediencia de órdenes superiores si tenían conocimiento de 
que la orden de emplear la fuerza o armas de fuego, a raíz de la cual 
se ha ocasionado la muerte o heridas graves a una persona, era mani-
0estamente ilícita y tuvieron una oportunidad razonable de negar-
se a cumplirla. De cualquier modo, también serán responsables los 
superiores que dieron las órdenes ilícitas (ONU, 1990, Disposición 
General N.º 7).

Otro caso conocido fue el del adolescente Jickson Rodríguez, 
de 14 años, quien fue detenido y golpeado por funcionarias de la 
Guardia Nacional, aun sabiendo que se trataba de un adolescente 
que padece epilepsia. En este procedimiento, la Guardia Nacional 
no cumplió su obligación de seguir la normativa relativa al uso pro-
gresivo de la fuerza; no hubo mediación o intento de disuasión a 
los manifestantes, pues los funcionarios llegaron repentinamente, 
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se bajaron de sus vehículos para golpear y apresar a los presentes, 
para lo cual incluso allanaron locales y lugares de trabajo, sin tener 
una orden de detención. Después de esta redada, trasladaron a los 
detenidos al Comando de la Guardia Nacional, fueron detenidos 
adolescentes y adultos en las mismas celdas y tampoco se cumplió la 
norma de comunicar a los familiares sobre el lugar y las razones de 
la detención. En las noticias publicadas sobre este adolescente dete-
nido, se re0eren hechos que tipi0can como trato cruel y torturas:

… no le perdonaron que fuera el único de los adolescentes dete-
nidos que no lloraba. Por eso las “femeninas” (como se identi0ca 
a las militares mujeres en Venezuela) lo golpeaban o le obligaban a 
abrir los párpados para echarle gas lacrimógeno. Si tropezaba con 
alguna al moverse por la molestia en los ojos, volvían a golpearlo 
(…) En el Comando, cada vez que Jickson iba al baño a hacer pipí, 
le daban planazos por la planta de los pies “para que no me queda-
ran marcas en el cuerpo” (…) Cachetadas, planazos, vejación fue lo 
que recibió Jickson de los guardias nacionales: “Una de las femeni-
nas me agarró y me dijo que repitiera: Padre nuestro que estás en el 
cielo, sube los ojos que vas para el suelo”. Seguidamente, lo golpea-
ba en la nuca hasta desplomarlo (Boon, 2019).

Al quinto día de su detención y después de estar incomuni-
cado, el adolescente debió ser trasladado de emergencia a un cen-
tro hospitalario por convulsionar, lo que al parecer ocurrió debido 
a la falta de la medicación que el niño debe tomar a diario y que 
los funcionarios encargados de su reclusión decidieron no entre-
garle, sin atender el ruego de la madre, que les explicó que ese tra-
tamiento era necesario para su hijo detenido. 

Como se aprecia en este caso, no solo se identi0can la viola-
ción de los derechos a la manifestación pací0ca y al ejercicio de las 
libertades civiles, sino que también se incurrió en graves violaciones 
del derecho a la integridad personal, a recibir protección especial, a 
no ser privado de libertad sino por causas expresamente indicadas 
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en la ley como delito y el derecho a la asistencia médica. Además, 
se incumplieron las normas básicas para la actuación policial con 
niños, niñas y adolescentes y la normativa nacional en cuanto a las 
garantías de respeto a la dignidad y derechos de los adolescentes 
detenidos, tales como presunción de inocencia, excepcionalidad de 
la privativa de libertad, noti0cación de la detención, prohibición 
de trato cruel o maltrato, consagradas en la Ley Orgánica para la 
Protección de niños, niñas y adolescentes. 

Niños, niñas y adolescentes víctimas 
y testigos de la muerte de sus padres

Mediante notas de prensa están siendo documentados hechos 
en los cuales se evidencia la actuación ilegal y desproporcionada de 
funcionarios de los cuerpos policiales:

A patadas, funcionarios del Cuerpo de Investigaciones Cientí0cas, 
Penales y Criminalísticas (CICPC) y de las Fuerzas de Acciones 
Especiales (FAES) de la PNB le dieron a la puerta principal y entra-
ron a la vivienda. No tenían orden de allanamiento. Luego de ingre-
sar, entraron al cuarto y levantaron a Joan Daniel [Aponte Ruiz]. 
Sus familiares dicen que lo sacaron a patadas, que “no les importa-
ba cómo sus niños [de 6 y 4 años] les decían: ‘Papi. No se lleven a 
mi papi’” (…) luego una vecina vio cómo lo arrinconaron en una 
pared y le dispararon en tres ocasiones (Galaviz, 2019).

Otro caso es el registrado en la publicación “Infancia de luto” 
(Efecto Cocuyo, 2019) sobre la muerte violenta de Cristian, bar-
bero y padre de tres niños quien, llegando a su casa, se encontró 
con una comisión de funcionarios de las FAES quienes, después 
de golpearlo, le dispararon en el pecho, por lo que falleció poste-
riormente. Siendo el único sostén de la familia, ahora la madre no 
cuenta con ninguna forma de apoyo económico, y ni siquiera ima-
gina que pueda contar con algún programa que les brinde ayuda 
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psicológica a sus hijos. “Para estos niños, su padre era el centro de 
su vida. La muerte de Cristian también signi0ca el rompimiento 
de la principal 0gura de identi0cación que era el padre y supone 
una importante angustia por sentir que lo más seguro que tienen 
puede perderse en cualquier momento” (Efecto Cocuyo, 2019).

Son datos referidos a violaciones de los derechos y garantías 
consagrados en la Constitución de la República, en los tratados y 
pactos internacionales de derechos humanos. Esta forma de actua-
ción policial letal claramente no responde a una situación en la que 
hay amenaza a la vida o a la integridad personal de los funcionarios, 
o de vecinos. En el primer caso, el presunto delincuente había sido 
ubicado y sometido por los funcionarios, se pudo lograr su apre-
hensión y, por ende, lo que correspondía era su traslado y la pre-
sentación al Ministerio Público conforme pauta la ley. En ambos 
casos, la fuerza policial era claramente superior en número y en 
capacidad de fuerza, y lo que puede presumirse en estos hechos es 
que había una decisión previa de ejecutar una sentencia decidida y 
resuelta por quienes no tienen la autoridad legal para ejecutar una 
pena de muerte. Se evidencia así un desempeño vengativo, con la 
intención de hacer daño y exhibir poder. Se deja muy claro ante 
la sociedad, los vecinos y los niños y adolescentes testigos, que la 
policía actúa en forma discrecional y arbitraria, que no es con0a-
ble y que tiene capacidad y voluntad de hacer daño, de exterminar 
a los habitantes de determinados territorios que, por su pobreza 
y vulnerabilidad, son etiquetados como enemigos, como sectores 
que, literalmente, están en la mira policial.

Los niños, niñas y adolescentes que han sido testigos o son 
víctimas de estos hechos pueden crecer con problemas emociona-
les y sufren daños importantes en su integridad. Crecen con mie-
do, con la inseguridad de perder a seres queridos por la decisión de 
autoridades; entienden que el funcionario es una persona con poder 
e impunidad para hacer daño y violar la ley. El aprendizaje social 
y las consecuencias de estos hechos en términos de rencor social, 
frustración y descon0anza de la normativa social e institucionalidad 
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pública son enormes, no solo entre los niños, sino también entre 
los adultos testigos de estos hechos.

Omisiones de la protección que el Estado debe garantizar 
a los huérfanos de la violencia

En el contexto de la emergencia humanitaria que afecta al 
país, resulta prioritario garantizar los derechos de protección espe-
cial a niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia. Ser niño 
o niña en una sociedad convulsionada por la violencia es ya un 
desafío, pero la afectación es mucho más lesiva cuando el Estado 
no garantiza las medidas, servicios o programas para atender las 
consecuencias del daño causado. La vulneración de derechos que 
resulta de la omisión o abandono de las obligaciones de protección 
que tiene el Estado puede generar revictimización o producir otras 
formas de violación de derechos, profundizando la exclusión, el 
abandono y el dolor o daño producido a esta población. Algunos 
ejemplos pueden ilustrar las implicaciones de esta omisión o claro 
incumplimiento de los deberes de protección.

En el caso de un niño pequeño, que apenas tenía cinco años 
de edad cuando un grupo delictivo entró a su casa, matando a sus 
tíos y secuestrando a su madre, el Estado no ha garantizado al niño 
el servicio de atención psicológica que requería y, durante más de 
dos años, el niño ha sufrido el impacto emocional de las pérdidas 
y de la violencia que presenció, sin contar con instituciones, ser-
vicios o programas de apoyo frente al daño tan importante que ha 
padecido:

Tenía cinco años cuando un grupo comando de delincuentes 
irrumpió de noche en su casa para someter a su familia, antes de ase-
sinar con decenas de disparos a sus dos tíos, herir a otro y secuestrar 
a su mamá, el objetivo del ataque. Ella apareció decapitada dos días 
luego. Su cuerpo y cabeza 1otaron en el lago de Maracaibo. “Todo 
eso lo recuerdo bien al pelo”, certi0ca, con tal sobriedad que hasta 
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raya en la frialdad (…) “Yo me acuerdo que mi tío estaba ahí (en 
la sala). Yo quedé amarrao. Estaban ahí acostaos y, de pronto, pasó 
eso” (…) “Eso fue verdad, porque yo lo recuerdo” (…) “Es una his-
toria tenebrosa que no me sale de la cabeza” (Efecto Cocuyo, 2019).

Otro caso es el de una niña, cuyo padre también fue asesina-
do por delincuentes de la comunidad en que vive, y que tampoco 
ha recibido la asistencia de un servicio de salud mental. Pero ade-
más, en su caso, como el acta de defunción de su padre no regis-
tra adecuadamente los datos del fallecido, no ha sido posible su 
presentación en el registro civil para establecer el vínculo 0lial con 
sus padres y abuelos: en dos años, esa situación no ha podido ser 
resuelta en las instituciones encargadas de estos datos administra-
tivos (Efecto Cocuyo, 2019).

Otro acontecimiento ilustrativo de la desprotección a la niñez 
es el caso de dos hermanos, de 8 y 10 años de edad, que murieron 
el 9 de septiembre de 2020 en las afueras de Barquisimeto, al acti-
var accidentalmente una granada M26 que hallaron cerca de su 
casa, creyendo que era una pelota (Gascón, 2020). Estas muertes 
ocurren porque en una vía pública es posible encontrar un explo-
sivo cuya posesión y resguardo es exclusivo de las autoridades mili-
tares del país. Más frecuentemente, por el Estado incumplir con su 
deber de controlar armas y municiones, los niños, niñas y adoles-
centes quedan expuestos a balaceras, asaltos y otros delitos usuales 
en las ciudades de Venezuela.

Cuando ocurre una muerte violenta en hogares integrados por 
niños, niñas y adolescentes, es necesario activar medidas y acciones 
para su protección inmediata e integral, atendiendo aquellas situa-
ciones en las que puedan ser especialmente vulnerables.  Frente a 
hechos tan graves como el de una muerte violenta, el Estado tiene 
el deber de poner a disposición servicios y programas para miti-
gar y sanar el daño causado. Pero esta atención no puede ser limi-
tada o parcial: es necesario realizar una revisión cuidadosa de cada 
uno de estos casos porque, además de los daños visibles, lesiones o 
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afectaciones que pueden ser evidentes, también pueden presentar-
se problemas psicológicos, sufrimientos y daños emocionales que 
aparecen con posterioridad, comportamientos de temor e insegu-
ridad, además de privaciones o carencias relacionadas con la pér-
dida sufrida. En otro sentido, también es necesario otro tipo de 
programas, de asistencia material, de apoyo económico, cuando 
la muerte ha privado a la familia de esa persona que era la provee-
dora pues, siendo padre o madre, era sostén económico del hogar: 
si la familia no tiene las capacidades para garantizar la manuten-
ción, el Estado está obligado a garantizar el derecho a un nivel de 
vida adecuado, consagrado en nuestra CRBV, los tratados inter-
nacionales de DDHH y en el artículo 30 de la Ley Orgánica para 
la Protección de Niños, Niñas y Adolescentes (Loppna, 2015).

Conclusiones

El Estado está obligado a erradicar las muertes por “resisten-
cia a la autoridad”: no es una opción jurídica ni ética mantener 
políticas y programas de índole bélica que incrementan las muer-
tes, reproducen la violencia social y violan derechos humanos. 

El Estado venezolano, al rati0car la Convención sobre los 
Derechos del Niño, consagró como propio el mandato de su pro-
tección y la garantía de sus derechos humanos; sin embargo, la 
niñez venezolana sigue siendo víctima de múltiples y prolongadas 
amenazas y vulneraciones de sus derechos a la vida, a un nivel de 
vida adecuado, a la salud, a la educación y a su pleno desarrollo. 
La Constitución a0rma que los derechos humanos de la niñez son 
obligaciones del Estado y que deben ser cumplidos con prioridad 
absoluta, con la participación y corresponsabilidad de las familias 
y la sociedad.

El Estado no ha garantizado la protección inmediata e integral 
que requieren las víctimas, no ha asegurado el funcionamiento de 
los órganos, servicios y programas que deben constituir el Sistema 
Nacional de Protección previsto en la CRBV y en la Lopnna. 
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Conforme a esta legislación, el Estado es titular de obligaciones y 
está omitiendo sus deberes de protección. Muchas de las muertes 
de niños y niñas que aquí se contabilizan pudieron ser evitadas; 
muchos daños, lesiones y amenazas debieron ser evitados y debi-
damente atendidos para sanar o rehabilitar las consecuencias de la 
violencia en la vida de esta población. 
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Sicariatos de Estado

ROBERTO BRICEÑO-LEÓN

Los sicarios han existido desde siempre. Los crímenes que 
se encomiendan para reparar honores ofendidos, vengar fortu-
nas desviadas o quitarse del camino a rivales se repiten en diversas 
sociedades. Maridos celosos, compradores estafados, padres con 
hijas deshonradas, hijos con padres asesinados, cobradores frustra-
dos de deudas impagas: todos ellos han contratado asesinos para 
tomar represalia. 

El sicariato es una 0gura social que se compone de tres acto-
res activos: el mandante, el mandado y, en algunos casos, el inter-
mediario. Y uno pasivo: la víctima. Entre el mandante y el ejecutor 
de la acción existe una relación directa; ambos con0guran un mis-
mo acto, solo que la voluntad de matar se divide, se separa entre 
el portador del deseo y el ejecutor del deseo.

La separación de la voluntad de matar entre el deseante y el 
encargado de concretar el deseo ajeno está mediada por una retri-
bución, por un precio, una recompensa. El pago realizado por el 
mandante restablece la separación entre el deseante de la muerte 
y el dador de muerte y lo convierte en un deseo único, lo uni0ca. 
Convierte el deseo del ejecutor en una servidumbre subsumida en 
el deseo del otro. El precio y el dinero permiten realizar la ambición 
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de dar muerte. La ajenidad del con1icto o la contención moral de 
la palabra bíblica “no matarás” es diluida en unos por la avidez de 
venganza y en otros, los ejecutores, sofocada por la seducción del 
dinero. “Homicidio pecuniario” lo llamaron los romanos. 

En la legislación penal venezolana se establece la unidad 
entre mandante y mandado. Cuando en un hecho punible parti-
cipan varias personas, tanto los perpetradores como los coopera-
dores están sujetos al mismo castigo y, agrega el Código Penal, de 
manera explícita también, que la misma responsabilidad la tiene 
quien “haya determinado a otro a cometer el hecho” y por lo tan-
to le corresponde la misma pena6. Mientras que en el artículo 7 
se considera que es un agravante si la acción fue cometida por la 
frialdad de un precio, recompensa o promesa7. 

Entre el mandante y el mandado el conocimiento de la vícti-
ma es asimétrico: el mandante la conoce mucho y tiene sentimien-
tos. El ejecutor no la conoce y no tiene sentimientos. El acuerdo 
monetario permite que el ardor del odio de unos se transforme en 
la fría acción de los otros.

Sicariatos y crímenes de honor

Los estudios de sicariato en las áreas rurales del nordeste de 
Brasil muestran el rol social del pistoleiro de alugel, aquel asesino 
alquilado que cumplía funciones de control social en los territo-
rios donde existía una precaria o inexistente presencia del Estado 
y donde los señores latifundistas, os coronéis, se asumían como 
ley-Estado y contrataban y mantenían en sus propiedades a los 
asesinos que les servían para ejercer el control económico de la 

6  Artículo 83.- Cuando varias personas concurren a la ejecución de un hecho punible, cada 
uno de los perpetradores y de los cooperadores inmediatos queda sujeto a la pena correspon-
diente al hecho perpetrado. En la misma pena incurre el que ha determinado a otro a cometer 
el hecho. Codigo Penal de Venezuela, Gaceta Oficial de la RBV, 20 octubre 2020, N.º 5494 
extraordinario.
7  Son circunstancias agravantes de todo hecho punible las siguientes: … 2.- Ejecutarlo me-
diante precio, recompensa o promesa. Codigo Penal de Venezuela, Gaceta Oficial de la RBV,
20 octubre 2020, N.º 5494 extraordinario.
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tierra o garantizarse el poder político local con los votos intimi-
dados (Barreira, 1998).

No siempre la participación de una tercera persona en la 
acción de matar por encargo se puede considerar un sicariato. En el 
caso de las venganzas por “honor” que ocurren en Asia o el Medio 
Oriente, una tercera persona puede que sea la encargada de ven-
gar el honor del padre o de una familia, que ha sido mancillado 
por la violación de una hija o por el matrimonio fuera de la cas-
ta (same gotra) de la India (Devairakkam, 2014; Devers & Bacon, 
2010). En estos casos, es un familiar quien ejecuta la encomien-
da del asesinato, pero no lo hace por dinero: su recompensa es la 
honra devuelta a la familia. El rescate de la honra familiar es muy 
relevante, pues el deshonor afecta el trabajo y los negocios. En esas 
sociedades, si no se limpia la afrenta, si no se es capaz de cumplir 
con la norma social de la venganza, se pierde el respeto social, la 
con0anza y la credibilidad económica. Y en un comerciante eso 
puede llevarlo a la ruina, pues los vecinos pensarán que no es con-
0able en general, ya que, si no es capaz de guardar el honor de la 
familia, mucho menos lo será en el honor de los negocios.

La persona encargada de ejecutar la acción puede ser un 
primo o un tío, no necesariamente las personas cercanas, como el 
padre o el esposo. Esto es posible porque todo el grupo familiar se 
considera ofendido, pues la ofensa es socialmente colectiva y, por 
eso mismo, la venganza se toma de manera colectiva (Pitt-Rivers, 
1997). Entonces, aunque este tipo de crímenes de honor pueda ser 
interpretado como crímenes por encargo, no pueden ser considera-
dos como sicariato, debido a que ni media el dinero ni el ejecutor 
es un tercero, sino que forma parte de los ofendidos como colec-
tivo. Algo similar re0ere R. Bastide en su estudio sobre los asesi-
natos realizados por vaqueiros en el sertão de Brasil, pues, aunque 
eran profesionales del crimen, no lo hacían por dinero, sino por 
una lealtad hacia su protector. En esos casos se asumía la venganza 
de una manera colectiva, por una suerte de vasallaje de tipo feu-
dal, en el cual el siervo se identi0ca con su amo (Bastide, 1973). 
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Por eso no todo crimen ejecutado por un tercero es siempre un 
sicariato, pues en algunos casos no media el precio, sino un senti-
do de dignidad. Son homicidios de honor.

Los sicarios como instrumentos 

La función social del sicariato va más allá del deseo indi-
vidual pues, como toda acción, solo la podemos comprender en 
el contexto en el cual ocurre. El sicariato ocupa el espacio social 
ayuno de punición que han dejado las falencias de la instituciona-
lidad, sea por la precariedad de su implantación o por el desmo-
ronamiento de esta. 

El sicariato ha sido una respuesta privada a la impunidad, 
pues permite superar el sentimiento de impotencia que deja la 
impunidad, satisface la necesidad del castigo como restitución de 
un equilibrio perdido, expresa el deseo de venganza como retalia-
ción. Actúa como un retaliare, en el sentido original de la palabra: 
es decir, como la restitución del equilibrio que supone la aplicación 
de la lex talionis. El sicariato satisface la urgencia de una reciproci-
dad negativa, de venganza, pero lo hace fuera de la ley, dado que 
no se somete al monopolio de la punición por parte del Estado y 
entonces regresa la venganza al ámbito privado y lo hace a través 
de intermediarios. 

La mayor presencia del Estado y el incremento de su capaci-
dad de investigación criminal y de actuación judicial llevó a que los 
mandantes abrigaran temores de que se pudiera descubrir la cone-
xión directa entre ellos y los ejecutores, la cual podía ser usada como 
acusación en los tribunales. Apareció entonces, como una 0gura 
central en los acuerdos, la 0gura del intermediario, como el agente 
que permite la satisfacción del deseo de dar muerte del mandante.

Los intermediarios son variados. En Colombia han fun-
cionado unas “o0cinas de cobro”, donde era posible realizar el 
contrato y 0jar el precio del trabajo dependiendo de la catego-
ría social de la víctima (Pares, 2019). En el nordeste de Brasil, el 
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intermediario era una 0gura individual a quien se le conoce como 
el corretor da morte. En Venezuela se sabe del papel de interme-
diación que han tenido algunos abogados penales, quienes tienen 
amplias conexiones con el mundo del crimen, pues han actuado 
como sus defensores legales; y también con exfuncionarios poli-
ciales, quienes tienen como empleados a bandidos o a otros poli-
cías para las ejecuciones.

Barreira establece una tipología de los pistoleros de alugel y los 
clasi0ca en dos tipos: los tradicionales u ocasionales y los profesiona-
les. El matador tradicional estaba en el mundo rural y residía estable 
dentro de las tierras de su protector mandante. El sicario profesio-
nal se mueve en el mundo urbano y es nómada, no tiene residen-
cia 0ja y actúa distante de su lugar de residencia: los de Sao Paulo 
asesinan en Ceará, y los de Ceará lo hacen en Sao Paulo (Barreira, 
1998). Hay bajo per0l, anonimato, itinerancia. Posteriormente, la 
profesionalización llevó a que no fuesen individuos quienes actua-
ran como intermediarios, sino que fuese una organización la que 
se encargara de los acuerdos (Montoya, 2009). En las o0cinas de 
cobro de Medellín, los sicarios han estado insertos en una estructu-
ra organizacional compleja, que es quien los selecciona y entrena y 
a cuyas órdenes actúan, sea para dirimir con1ictos entre las bandas 
criminales, que fue la mayor parte de sus encargos, sea para presio-
nar por el cumplimiento de los pagos por extorsión a las empresas 
legales o para atender servicios privados (Pares, 2019). 

La mayoría de los asesinos a sueldo contratados por esas 
organizaciones criminales han sido muy jóvenes. Esta identi0ca-
ción entre el asesino a sueldo con un joven fue tan grande, que 
Ortiz considera que en Colombia se convirtieron en sinónimos, 
en una unidad que no permitía separar la 0gura del sicario de la 
de un joven (Ortiz, 1991). Y algunas veces eran muy jóvenes. Un 
caso notorio de juventud fue el de un sicario que se hizo famoso 
por asesinar a un narcotra0cante en medio de sus guardaespaldas: 
lo esperó frente a su casa y lo acribilló; cuando uno de los guar-
daespaldas quiso reaccionar, lo mató también y, como al retirarse 
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se percató de que una anciana había presenciado y sido testigo de 
todo el evento, entonces sin dudarlo la asesinó también. A los pocos 
días lo capturaron y, para sorpresa de todos, tenía 13 años y pesa-
ba 30 kilos (Semana, 2006).

Diferencias entre sicariatos de Estado y privados

Pero si en todos los casos y situaciones hasta ahora presenta-
dos hay evidencias de una acción privada, ¿por qué cali0car a unos 
como sicariatos de Estado?

Las ejecuciones extrajudiciales que realizan los funcionarios 
policiales son similares a los crímenes por encomiendas de los pri-
vados, pero son ejecutadas por funcionarios públicos. Los mecanis-
mos de funcionamiento son muy similares, pues hay una división 
del trabajo, hay anonimato, el ejecutor no tiene vínculos con la 
víctima, pues le es desconocida, pero no son iguales, pues en estos 
casos se actúa en nombre del Estado. Aunque el dispositivo es el 
mismo, pues se funda en un deseo de dar muerte que es satisfe-
cho por otros, y en ambos casos hay una terciarización de la tarea 
de dar muerte, un outsourcing, la diferencia radica en que en unos 
casos responde al deseo privado de individuos y en los otros a los 
deseos del poder, del gobierno, y por eso deben ser considerados 
como actos de Estado (Bourdieu, 2012).

En el sicariato privado, los ejecutores actúan por una razón 
individual y privada y por eso son homicidas; en los sicariatos de 
Estado, los que actúan lo hacen por encargo de un Estado y por 
eso, para diferenciarlos, debemos llamarlos “homicianos”.

Veamos las diferencias (ver tabla 1). El sicariato privado es 
fundamentalmente expresivo, no busca obtener algo distinto a cal-
mar la sed de venganza del mandante. Es expresivo en los casos 
de un marido traicionado o de un padre cuya hija ha sido violada. 

En el caso de un sicariato por una deuda impaga, donde 
el prestamista embaucado castiga al timador con la muerte, se 
pudiera pensar que es instrumental, pero no es así, pues ya no le 
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podrá cobrar la deuda al muerto. Solo busca expresar la moles-
tia y restablecer el equilibrio con la muerte del deudor, en una 
relación que establece un tipo de juego suma-cero donde nadie 
gana: uno perdió el dinero, el otro perdió la vida, los dos pier-
den. La venganza con el sicariato busca restablecer el equilibrio 
y no permitir que la otra parte, la que no pagó la deuda, pueda 
quedar como ganadora. 

Es posible inferir que, en los casos de sicariato por cobro de 
deudas, se puede cumplir una función instrumental, disuasiva, pues 
se envía un mensaje y anuncia a los demás morosos de las conse-
cuencias que conlleva el no cumplir con los pagos adeudados. Es 
posible, pero el acto en sí mismo cumple una función expresiva de 
venganza privada. Este es el tipo de “justicia” al cual puede apelar 
el crimen organizado, y así pretender mostrar una función disua-
siva de la pena, pues a las bandas criminales no les es dado acudir 
a los tribunales para cobrar una deuda por el incumplimiento de 
un contrato. A pesar de que el sicariato privado puede tener conse-
cuencias para el futuro, está esencialmente sustentado en un even-
to del pasado.

Los sicariatos de Estado son solo instrumentales, ya que, si 
bien pueden tener antecedentes, en algunas memorias del pasado 
está volcado a cumplir una función de modelaje del comportamien-
to venidero y, por lo tanto, cumple una función estrictamente ins-
trumental. Aunque a nivel individual o corporativo puede tener 
orígenes en rencores precedentes, está sustentado en el logro de un 
propósito en el futuro. 

Los motivos son diferentes también, pues en el sicariato pri-
vado se busca la venganza; en cambio, en el sicariato de Estado la 
motivación es conservar el poder.

En el sicariato privado la víctima tiene un nombre propio. 
Las víctimas son personas individualizadas y, aunque esa identi-
dad y su historia personal son desconocidas para el ejecutor, no lo 
son para el mandante. Para quien encomienda la acción, el nom-
bre de la persona es esencial, la identidad de la futura víctima es 
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bien conocida y por detrás hay una historia previa de enconos que 
explica y sustenta el deseo de dar muerte. 

En el sicariato de Estado no hay nombres personales, se tra-
ta de categorías sociales. El destinatario de la acción es una cate-
goría social que de0ne el Estado y a la cual se le pueden asignar 
algunos nombres. Pero los nombres propios son secundarios; solo 
tienen relevancia en tanto símbolos de una categoría social, en tan-
to signi0cantes especí0cos que rellenan un signi0cado genérico, el 
de una entidad colectiva creada por los intereses del Estado. Las 
víctimas existen como categorías sociales tales como delincuentes, 
azotes de barrio, enemigos de la patria, subversivos, comunistas, 
imperialistas, homosexuales, fascistas… 

En el sicariato privado, el contrato que se hace del matador 
es puntual, restringido temporalmente. El ejecutor aparece y des-
aparece. En el sicariato de Estado es permanente, está formalizado 
de una manera durable, aunque anónima, escondida en la noche 
y en las máscaras. Ese carácter permanente lo hace muy similar al 
pistoleiro de alugel tradicional que, en el nordeste de Brasil, usa-
ban los coroneles o dueños de tierras en los latifundios, quienes 
los tenían como empleados permanentes, residiendo en sus tierras; 
y también a los discretos pistoleiros que usaban los extravagantes 
cangaçeiros para defender su cangaço, el territorio donde ejercían 
su gobernanza criminal (de Paula, 2009). Y esta semejanza no es 
casual pues, en esos territorios aislados, tanto los dueños de la tie-
rra como los cangaceiros cumplían las funciones del Estado como 
creador de un orden en la porción del territorio que dominaban.

En el sicariato privado, el autor del crimen es anónimo y ese 
anonimato se ve facilitado por la imposible tarea de establecer un 
vínculo entre víctima y victimario, pues no existe ni nunca exis-
tió, dado que el vínculo oculto es un tercero, el mandante, quien 
desea la muerte. El ejecutor no tiene deseo propio, se convierte en 
vehículo de un otro que es quien habla. El ejecutor pronuncia las 
palabras con las balas, pero es otro quien habla por su interme-
dio; el sicario es un ser hablado en la interpretación sociológica del 
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sentido lacaniano (Abouhamad, 1978). Es otro quien habla por la 
boca de su pistola. 

En el sicariato de Estado el ejecutor no es anónimo. 
Anónimo es quien empuña y dispara el arma, quien se puede 
esconder tras una máscara o una identi0cación o0cial, pero su 
identidad organizacional es pública, pues se quiere que sea públi-
ca la acción, se busca mostrar la fuerza del Estado y hacerlo con 
ostentosidad y, por ello, algunos cuerpos policiales muestran con 
desparpajo las calaveras de la muerte en la simbología que portan 
en su uniforme. Son los trasmisores e0caces del deseo de muer-
te del poder.

En el sicariato privado actúan una o dos personas: el asesi-
no y su transportista, por lo regular un motorizado. No se quiere 
involucrar a más personas, pues se busca el sigilo y el anonimato, 
se pretende no dejar rastros ni señales. En los sicariatos de Estado 
participan varios funcionarios, quienes ejecutan la acción y quie-
nes los acompañan; es la acción de un grupo que es copartícipe 
y también corresponsable, pues no se busca la discreción, sino la 
complicidad que los hace culpables a todos.

En el sicariato privado el pago se realiza por tarea, y el precio 
lo 0jan la notoriedad social de la víctima y las complicaciones que 
puedan presentarse para la realización del trabajo. Por lo regular, 
se paga la mitad del trabajo al inicio, como en cualquier contrato, 
y la parte restante una vez ejecutada la labor mortífera. Como se 
trabaja con base en la con0anza, se abrigan pocas dudas sobre la 
realización del pago 0nal. De cualquier forma, los riesgos judicia-
les y vitales del mandante son demasiado altos como para atrever-
se a incumplir el contrato.

En el sicariato de Estado el pago no es eventual, sino per-
manente. Lo representa el sueldo que paga la organización esta-
tal, policial o militar a la cual está asignado el ejecutor. El pago 
incluye, además y por lo regular, unos “extras” informales, como 
el botín de guerra del cual pueden apoderarse. En otros casos, 
hay unos pagos formales, como los que se hacían en el estado 
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de Río de Janeiro, cuando se aplicaron los “premios a bravura”, 
que recompensaban monetariamente a los funcionarios que eli-
minaran a los delincuentes peligrosos. En el caso de Colombia, 
Montoya Prada (2009) sostiene que quienes no reciben un pago 
puntual por tarea, sino un salario regular debido a que se incor-
poran a una organización armada de manera temporal o perma-
nente, deberían llamarse “mercenarios” y no “sicarios”, aunque en 
de0nitiva descarta la idea, pues el término no existe para la socie-
dad colombiana. Yo pre0ero llamarlos “homicianos”, por actuar 
como sicarios de Estado.

Tabla 1

Comparación de sicariatos privado y de Estado

Sicariato privado Sicariato de Estado

Actor Homicidas Homicianos

Tipo de razón Razón privada Razón de Estado

Tipo de acción Expresiva Instrumental

Víctima Individual, con nombre propio Colectiva, es una categoría 
social

Relación personal con 
la víctima

Amplia con el mandante, 
ninguna con el ejecutor

Ninguna con el mandante 
ni con el ejecutor

Motivos Venganza - pecuniario Conservar el poder

Contrato Temporal Permanente

Tipo de pago Por tarea Sueldo y bonos

Mensaje Privado Público

Propósito Vengar pasado Disuadir a futuro

Intermediario Privado externo

Oficinas, corretor da morte

Interno, funcionario, jefe 
policial, cuerpo militar

Actuación del 
victimario

Individual, una o dos personas Grupal, más de dos 
personas

Edad del victimario Joven De mediana edad

Fuente: Elaboración propia
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En los sicariatos privados que se han estudiado en varios 
países, se ha observado que sus autores son fundamentalmente 
jóvenes de entre 16 y 25 años de edad. Es la edad de la osadía y el 
riesgo, del poco apego a la vida. Pero también de la volubilidad. 
Son mutantes y no se apegan a lealtades; por eso, a los sicarios de 
Estado los pre0eren de mayor edad y con mayor apego a la vida, 
con pareja estable o familias que cuidar, pues se trata de garanti-
zar la lealtad y el silencio. 

En el sicariato privado el intermediario es externo, es un ver-
dadero tercero que actúa como mediador en la relación, permi-
tiendo la triangulación. Tiene una cara legal con la cual se presenta 
en la sociedad. Es el caso de algunos abogados penalistas, quienes 
tienen buena cobertura, pues por su o0cio se entiende que están 
en contacto permanente con sus clientes apresados o perseguidos. 
Y otra cara ilegal, con la cual cumple su papel de agente de nego-
cios que permite aproximar las dos partes de la transacción. En el 
nordeste de Brasil lo han llamado muy apropiadamente corretor da 
morte pues, así como hay los corredores de seguros, o los corredo-
res inmobiliarios o de la bolsa, estos serían los agentes comisionis-
tas, intermediarios que tercian en el deseo de dar muerte. Igual a 
como ocurre en los negocios legales, con los bancos, que dan cartas 
aval de 0el cumplimiento a las dos partes, el intermediario cumple 
la función de garante del 0el cumplimiento del acuerdo. La com-
plejidad de la realización del trabajo de0ne también la selección de 
los ejecutores apropiados por parte del intermediario. Para selec-
cionar los ejecutantes, se toman en cuenta sus destrezas y también 
su discreción, su silencio, y esa es una tarea de la cual debe cuidar 
el intermediario.

El intermediario une a dos mundos, permite el encuentro de 
dos constelaciones culturales: la de quienes quieren dar muerte, pero 
conservarse en el orden instituido y la legalidad, y la de quien ejecu-
ta la muerte y vive en la ilegalidad; entre quien vive en la impostura 
y pretende vivir como si cumpliera la ley y acatara el mandamien-
to de “no matarás”, mientras que en lo oculto ordena la muerte de 
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otro, y quien abiertamente vive en la ilegalidad y asesina como una 
herramienta manejada por otro. La amplia producción de la novela 
del sicariato o de la sicaresca, como lo llamó Abad Faciolince, des-
taca los diversos mecanismos que facilitan esa intersección entre las 
dos constelaciones culturales, la de la anomia y la de la moralidad, 
los mundos del mandante y del mandado (Osorio, 2015).

En el sicariato de Estado el intermediario es interno, se 
encuentra en la burocracia del Estado. Aunque muchas veces su 
real función y su poder puedan no aparecer evidentemente y se 
escondan bajo el subterfugio de un oscuro cargo y de un crípti-
co nombre de operaciones especiales, cumple el mismo papel de 
recibir la voluntad de muerte desde las instancias altas del poder y 
traducirla en hechos prácticos. Para satisfacer el deseo de muerte, 
hace la selección de los ejecutantes y garantiza el silencio, la discre-
cionalidad entre mandantes y ejecutores. Como no son operado-
res puntuales, sino permanentes, el intermediario se encarga de la 
escogencia de los candidatos que formarán parte de esa organiza-
ción, de proveerles las armas y quizá hasta de entrenarlos, aunque 
siempre se los pre0ere con experiencia previa. Como no se trata 
de víctimas personales, con nombre y apellido, sino de categorías 
sociales, la selección de los candidatos a homicianos es genérica y 
debe permitir un acomodo sencillo de su moral y origen étnico, 
de modo tal que facilite y no restrinja su actuación mortal contra 
la categoría social contra la cual deberán actuar. 

Conclusión

El sicariato de Estado representa una paradoja, un absur-
do, pues el Estado moderno depende de unas reglas para su fun-
cionamiento, para poder ser considerado un Estado de derecho. 
La institucionalidad de la vida en sociedad conlleva imponer una 
brida al deseo, imponer la palabra de la ley para subyugar el deseo 
de la muerte, el impulso sin límite de dominación y de vengan-
za, de eternidad y de omnipotencia, y doblegarlo con la palabra, 



423

con la norma hecha ley. Esa es la función leviatán del Estado, que 
monopoliza la violencia y la somete a unas reglas que debe hacer 
cumplir al resto de la sociedad, pero que también debe cumplir 
para su propio ejercicio y legitimidad. El Estado es la expresión 
y el garante de la institucionalidad. Es la palabra que contiene la 
muerte (Safouan, 1993). Es el pacto social que se expresa en actos 
que dominan e integran al conjunto de la sociedad.

El sicariato de Estado representa una paradoja, pues es el 
deseo-sin-ley de quien debería representar la ley, la palabra orga-
nizadora de la vida social y el uso legítimo de la fuerza. El sicaria-
to de Estado es el deseo-sin-ley del gobierno. Pero esa voluntad 
de dar muerte no es un sin-propósito, un exceso ocasional, un 
abuso del momento. Al contrario, es un con-propósito para con-
servar o ampliar el poder. No es una muerte que, como se ha pre-
tendido con la aplicación de las penas de muerte como castigos 
judiciales, busca restaurar el daño, promover satisfacciones y equi-
librios, paci0car la sociedad. No buscan la justicia, sino servir y 
reforzar el poder.

Los sicariatos de Estado representan algo singular, pues son 
un deseo-sin-ley que usa la fachada de la ley. Una ley a la cual ha 
vaciado de contenido inicial y de la cual se ha conservado apenas 
el cascarón de la fuerza, sin legalidad ni legitimidad. Los sicaria-
tos de Estado no representan el uso legítimo de la fuerza, sino la 
fuerza sin legitimidad. 

El sicariato de Estado contribuye al sostenimiento del poder, 
pero no al bienestar de la sociedad. Misse sostiene que la violencia 
policial no reduce la criminalidad, sino que produce una acumu-
lación social de la violencia (Misse, 2008). Ni siquiera con sus dis-
cursos tan distintos como los de limpieza social o de liberación del 
pueblo lo logra, pues destruye el pacto social al vaciarlo de conte-
nido y substituirlo por la ley-viviente del poder sin freno. Con los 
sicariatos de Estado, la función de integración que debe cumplir el 
Estado desaparece, y solo queda la dominación por el sometimien-
to de los ciudadanos, por el uso desnudo de la fuerza. 
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Podemos pretender ignorar las víctimas de los sicariatos de 
Estado. Podemos en tanto sociedad y como Caín preguntarnos: 
¿es que acaso somos los guardianes de nuestros hermanos? Pero 
una sociedad mejor solo es posible de construir si se le ponen bri-
das al deseo de muerte de las personas y del Estado, y se celebra la 
vida. Los sicariatos de Estado son la herramienta de la tanatopolí-
tica, de la muerte como instrumento político para la dominación, 
de la muerte como razón de Estado.
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¿Cumplen los policías con la ley?
Resultados de una encuesta nacional 
sobre la policía

ROBERTO BRICEÑO-LEÓN
ALBERTO CAMARDIEL

Los policías son la representación de la ley en la sociedad. 
Sus funciones de garantizar el orden público y la seguridad de las 
personas son la expresión de una normativa legal que les otorga 
autoridad sobre el resto de los ciudadanos y los habilita para el uso 
de la fuerza en caso de que sea necesaria para garantizar la seguri-
dad de las personas, sus bienes y el bienestar colectivo (Kappeler & 
Schaefer, 2018; Frühling, 2009, capítulo IV). En de0nitiva, son la 
personi0cación de la ley y los más cercanos guardianes del Estado 
de derecho, del cual son expresión y creación.

La función que las leyes les otorgan a los policías, de vigilar 
y forzar el cumplimiento de las normas por los demás ciudadanos, 
viene siempre precedida de unos textos legales donde se estable-
ce la obligación de cumplimiento de ese mismo régimen jurídico 
por los propios funcionarios policiales. Por eso, los artículos de las 
legislaciones enuncian su función primaria como “… cumplir y 
hacer cumplir la Constitución y las leyes…”.

En ese contexto normativo, la pregunta de si la policía cumple 
la ley resulta un exabrupto, pues la respuesta teórica de Perogrullo 
sería que sí, ya que no es concebible que sea de otro modo, dado 
que la función policial y la ley deben ser lo mismo.
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Sin embargo, no es así. Lo sabe la sociedad y lo saben los 
propios cuerpos policiales, quienes muchas veces establecen regu-
laciones, procedimientos habituales y o0cinas de control inter-
no para veri0car que ese supuesto se cumpla (Bayley, 1985; 1994; 
Gómez Colomer, 2003; Ungar, 2010; Vogler, 2003). Esas medi-
das no siempre son e0caces, pues hay una cultura interna difícil de 
superar (Paoline, 2003) y salta a la opinión pública, y al conoci-
miento de la población general, el incumplimiento de la ley o del 
delito abierto de las policías. La prensa reporta que una semana los 
funcionarios de un organismo policial realizan la captura in fra-
ganti de funcionarios de otra dependencia policial o militar come-
tiendo un delito y, unas semanas después, la situación se invierte 
(Guerrero, 2019; Bolívar, 2020; González, 2020).

En Venezuela se han realizado diversos estudios sobre la 
caracterización de la policía (Antillano, 2007; Gabaldón y Birbeck, 
2003), los intentos de su reforma (Gabaldón, 2013; Briceño-León, 
2007), los temores por la politización de su actuación (Ungar, 
2003) y el uso que hacen de la fuerza física (Gabaldón, 2019). En 
este texto nos ocuparemos de la percepción de la población sobre 
el cumplimiento de la ley que tienen los policías en su actuación 
y de las evidencias sobre las acciones extrajudiciales de la policía 
que puedan estar determinando sus percepciones. 

Muertes violentas y resistencia a la autoridad

Las muertes violentas registradas en el país en el año 2019 
dan cuenta de 6616 homicidios y 5004 casos de muertes por resis-
tencia a la autoridad. La 0gura del homicidio a la que hacen refe-
rencia estos datos es la del homicidio intencional o doloso y las 
muertes ocasionadas por resistencia a la autoridad se supone que 
están apegadas a lo que pautan las leyes concernientes. La 0gura 
de resistencia a la autoridad está tipi0cada en los artículos 215 al 
221 del capítulo VII del título III del libro segundo del Código 
Penal vigente del país. En particular, el artículo 215 se re0ere a la 
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amenaza a funcionario público o pariente cercano; el artículo 216 
especi0ca lo relativo al impedimento o perturbación de reuniones 
de cuerpos legítimamente constituidos y el artículo 218 se re0ere 
al uso de la violencia o amenaza para hacer oposición a funciona-
rio público en el cumplimiento de sus deberes o0ciales. El término 
de “resistencia a la autoridad” empleado por los cuerpos de segu-
ridad en sus comunicados y registros se debe entonces referir en 
su totalidad al contenido del artículo 218, pero en su vaguedad 
no distingue entre dimensiones muy distintas como: (1) muertes 
ocurridas por intervención legal de la policía u otros funcionarios 
cumpliendo tales funciones cuando el uso de la fuerza es necesario 
para proteger la vida; (2) ejecuciones extrajudiciales y (3) muertes 
causadas por el uso excesivo de la fuerza por funcionarios encar-
gados de hacer cumplir la ley. 

Las muertes por resistencia a la autoridad de civiles superan 
con creces las ocurridas entre funcionarios policiales: la relación 
es de 9,7 funcionarios fallecidos, por cada 1000 civiles muertos en 
el 2019. Esta cifra apoya fuertemente la hipótesis de que este tipo 
de muertes son mayormente ejecuciones extrajudiciales y muertes 
causadas por un uso desmedido de la fuerza de los funcionarios 
policiales encargados de las operaciones policiales y no un ejerci-
cio legítimo de la fuerza.

Aunque en el año 2019 se produjo una disminución de los 
casos de muerte por resistencia a la autoridad con respecto al 2018, 
cuando comparamos la relación entre muertes por resistencia a la 
autoridad y muertes por homicidios cometidos por delincuentes, 
nos encontramos que hubo un incremento en la proporción de civi-
les muertos, pues en el año 2018 se registraron 641 por cada 1000 
homicidios, mientras que en el  2019 fallecieron 812 personas por 
resistencia a la autoridad por cada 1000 homicidios. 

Cuando observamos su ocurrencia por cuerpo policial eje-
cutor, encontramos que el CICPC fue causante en el año 2019 
de 1147 muertes por resistencia a la autoridad, que 476 fueron 
producidas por la GNB, 1863 fueron ocasionadas por la PNB y 
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1664 por el resto de los organismos policiales que actúan en el 
país. Cabe destacar que el cuerpo de la PNB responsable del cre-
ciente número de muertes por resistencia a la autoridad son las 
Fuerzas de Acciones Especiales (FAES) que en el 2019 aumenta-
ron al 89%.

Tales magnitudes descubren un exceso de mortalidad que 
solo puede explicarse por el uso desproporcionado de la fuerza 
policial. En especial si tomamos en cuenta que, hasta donde se 
puede conocer, el número de bajas en los cuerpos policiales suce-
didos en tales enfrentamientos es una fracción inapreciable en 
términos relativos. Nos preguntamos entonces: ¿cuál es la per-
cepción de las personas sobre la actuación de los cuerpos policia-
les? ¿Piensa la ciudadanía que la policía actúa conforme a la ley? 
Estas preguntas fueron las que se trató de responder mediante 
una investigación por muestreo realizada a nivel nacional sobre 
letalidad policial. En este capítulo presentaremos el análisis de los 
resultados obtenidos. 

Metodología de la investigación

Para poder responder a las preguntas de la investigación se 
realizó una encuesta que fue aplicada a una muestra nacional de 
1200 hogares distribuidos en todo el país entre 0nes de noviembre 
del 2019 y enero del 2020. En cada hogar seleccionado se entrevistó 
a un integrante del hogar de 18 años y más. Se incluyeron personas 
de ambos sexos, de todos los estratos socioeconómicos, habitan-
tes en viviendas familiares de uso residencial permanente ubicadas 
en centros poblados de Venezuela con más de 2500 habitantes. La 
información fue proporcionada por el respondiente al entrevista-
dor de manera directa con el empleo de un cuestionario impreso.

El muestreo aplicado se llevó a cabo en tres etapas. En la 
primera etapa se seleccionaron 120 segmentos censales con pro-
babilidad proporcional al número de viviendas de uso residen-
cial permanente según el Censo 2011. En la segunda etapa se 
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seleccionaron dos manzanas dentro de cada segmento censal, tam-
bién con probabilidad proporcional al número de viviendas y en 
la tercera etapa se seleccionaron sistemáticamente, con un arran-
que aleatorio, cinco viviendas en cada manzana. Los informantes 
se eligieron por cuotas atendiendo a la distribución por sexo y edad 
de la población venezolana proyectada para el 2019. 

En el estudio se incluyeron cuatro preguntas bajo un mismo 
formato y en el cual cambiaba solamente el nombre de uno de los 
cuatro cuerpos policiales investigados. La pregunta estándar era: 
¿Cree usted que la actuación del CICPC para combatir el delito 
se realiza totalmente dentro de la ley, en ocasiones dentro de la ley 
o totalmente fuera de la ley? Luego se repetía, pero re0riéndose a 
la GNB, a la PNB y a las FAES.

El análisis de los resultados se realizó con la descripción mul-
tivariada de los datos, mediante la aplicación del análisis de corres-
pondencias múltiples con las preguntas sobre la legalidad de la 
actuación policial como variables activas y una operación de sínte-
sis realizada con un análisis de clasi0cación automática empleando 
el método jerárquico de Ward. Este segundo procedimiento per-
mitió construir una tipología de los entrevistados en función de 
las respuestas dadas a las cuatro preguntas sobre la actuación poli-
cial. Finalmente procedimos a realizar una caracterización de los 
integrantes de cada uno de los tipos identi0cados. El resultado de 
este análisis es una partición de los entrevistados en grupos, clases 
o conglomerados de sujetos, semejantes a lo interno de las clases 
en sus respuestas a las variables activas, y tan distintos entre cla-
ses como sea posible. Es decir, clases tan homogéneas a lo interno 
como sea posible y tan heterogéneas entre sí como sea posible. 
Denominamos a estas particiones “tipologías”.

La caracterización sociodemográ0ca de los entrevistados la 
presentamos a continuación listando la clase modal de las varia-
bles sociodemográ0cas medidas en la encuesta: sexo femeni-
no (50,2%), edad comprendida entre 30 y 55 años (53,3%), al 
menos un grado de educación secundaria (51,4%), trabajador 
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remunerado (62,7%), blanco (34,3%), soltero (39,0%), católico 
(71,2%), habitante de una ciudad grande (42,8%), opositor polí-
tico (37,3%), de estrato socioeconómico objetivo D (60,8%; A: 
Alta - E: Baja) y del estrato socioeconómico autode0nido sería el 
5 (30,6%; 1: Baja - 10: Alta).

Tres entidades (Zulia, Miranda y Distrito Federal) proporcio-
naron entrevistados por encima del 10%; seis estados (Carabobo, 
Aragua, Lara, Anzoátegui, la tríada Bolívar-Amazonas-Delta 
Amacuro y Táchira) aportaron cada uno entre 5% y menos del 10% 
y el resto de las entidades porcentajes entre 1% y menos del 5%.

Resultados

La percepción de la legalidad de la actuación policial 

El porcentaje promedio de quienes consideran que los cuer-
pos policiales, CICPC, GNB, PNB y FAES, actúan siempre den-
tro de la ley es apenas 8%, mientras que el 44% considera que sus 
actuaciones están siempre fuera de la ley. El restante 48% de los 
entrevistados a0rman que en unas ocasiones actúan dentro y otras 
fuera de la ley. 

Los cuerpos mejor evaluados en sus actuaciones son el CICPC 
y la GNB y el peor son las FAES. Además, resulta evidente la varia-
ción de la percepción de la actuación dentro de la ley entre los cuer-
pos policiales, pues cuando se trata de la actuación fuera de la ley 
se ordena de menos a más desde el CICPC hasta las FAES y cuan-
do se re0ere a actuar cumpliendo la ley se ordena de más a menos 
desde el CICPC hasta las FAES (ver tabla 1).
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Tabla 1

Porcentajes de personas que creen que la actuación de los cuerpos 

de seguridad se realiza conforme a la ley

Opciones CICPC GNB PNB FAES Todos

Totalmente dentro 
de la ley

9,6 8,3 7,7 6,4 8,0

En ocasiones dentro 
de la ley

53,8 51,0 48,4 39,9 48,3

Totalmente fuera de 
la ley

36,6 40,7 43,9 53,7 43,6

Total de casos 
válidos

100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

Fuente: Briceño-León y Camardiel (2020). Cálculos propios

La variable latente que recoge la percepción de la legalidad 
de la actuación policial en general, expresada en una escala de 0 
(siempre dentro de la ley) hasta 100 (siempre fuera de la ley) tie-
ne una media de 67,5 y un error estándar de 0,832 con una acen-
tuada asimetría negativa. Adicionalmente, su mediana es 56,3, es 
decir que más de la mitad de los entrevistados aprecian una actua-
ción policial cargada hacia la ilegalidad.

Esta variable fue construida empleando un análisis de factores 
de las cuatro preguntas que se referían a la opinión de las personas 
sobre si la actuación de cada uno de los cuatro cuerpos policiales 
estudiados, CICPC, GNB, PNB y FAES, para combatir el delito 
se realizaba ajustada a lo dispuesto por las leyes del país.

El método de estimación empleado consideró únicamente 
registros completos (sin valores perdidos) y utilizamos estimación 
por mínimos cuadrados generalizados. Los puntajes de la variable 
se determinaron aplicando el método de la regresión con el 0n de 
maximizar su correlación con el factor (Di Stefano et al, 2009; p. 5). 
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Denominamos a esta variable “percepción de ilegalidad de la actua-
ción policial” y la abreviamos con el acrónimo PIAP.

Encontramos fuertes diferencias entre distintos grupos de 
entrevistados en cuanto al comportamiento de la variable “percep-
ción de ilegalidad de la actuación policial” (PIAP). Las personas 
sin trabajo registran un valor de 66 ± 1,1 (media ± error estándar), 
mientras que para los entrevistados con trabajo alcanza valores de 
69,3 ± 1,3. La diferencia para los grupos extremos de la clase social 
autode0nida con 5 clases va de un mínimo de 58,5 ± 4,2 para la 
clase más alta hasta un máximo de 72,3 ± 1,65 para la más baja. 
Hay que destacar que el cambio para esta variable es monótono 
decreciente con el ascenso en la clase social; es decir, cuanto más 
desfavorable es la autoubicación en el espectro social del entrevis-
tado, mayor es la percepción de ilegalidad de la actuación policial. 
El lugar en el que habita el respondiente también presenta fuer-
tes diferencias, obteniendo el valor más alto la modalidad “pueblo 
campesino, o 0nca o vivienda campesina” (80,1 ± 5,4) y el más bajo 
“pueblo o ciudad pequeña” (65,6 ± 1,9). También cambia según la 
autode0nición política del entrevistado; varía desde 59,1 (± 1,6) 
para los que se de0nen como chavistas hasta 72,6 (± 1,2) para los 
que se declaran como de oposición. El examen de la PIAP para 
los estados también presenta diferencias, desde un 53 (± 6) para el 
estado Guárico hasta un 89,4 (± 7,4) para Cojedes.

Antes de presentar una caracterización particular de los cuer-
pos policiales que se encuentran en los extremos del continuo lega-
lidad-ilegalidad de sus actuaciones, es conveniente destacar que, en 
general, la percepción de un entrevistado sobre la actuación de un 
cuerpo policial, sea esta favorable o desfavorable, tiende a repetir-
se para los otros cuerpos de seguridad. Los coe0cientes de corre-
lación de Spearman y de Kendall (Tau), calculados para todas las 
parejas de los cuatro cuerpos policiales, están entre 0,63 y 0,78.

El cuerpo policial que más se percibe con actuaciones total-
mente fuera de la ley cuando combate el delito son las FAES. Así, 
el 54% cree que su actuación siempre está fuera de la ley, el 40% 
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opina que en ocasiones está dentro de la ley y apenas el 6% consi-
dera que su acción siempre está dentro de la ley. Dicho esto, lo que 
identi0ca adicionalmente al grupo de los entrevistados que con-
sideran que la actuación de las FAES está totalmente dentro de la 
ley es que el 69% percibe que ese organismo policial ha dado bue-
nos resultados para la disminución del delito y que el 56% se auto-
de0ne como chavista. En contraste, el grupo que considera que 
la actuación de las FAES está siempre fuera de la ley se caracteriza 
por opinar que ese cuerpo policial no ha dado buenos resultados 
(55%), se de0nen como de oposición (44%) y habitan en barrios 
de una ciudad grande (40%).

El CICPC es el cuerpo que se considera que opera más ape-
gado a la ley. Un 10% estima que funciona totalmente dentro de 
la ley, un 54% que lo hace en ocasiones y el 37% restante que eje-
cuta sus acciones contra el delito totalmente fuera de la ley. Las 
características que de0nen al primer grupo son que el 51% cree 
que el CICPC sí ha dado buenos resultados, el 55% se autode0-
ne como chavista, el 81% son católicos y el 10% se ubica en las 
tres clases sociales más altas. Lo que caracteriza al segundo grupo 
es que el 20% se sitúa en los grados 6 y 7 de la escala social de 10 
clases. Y para el tercer grupo, un 54% considera que el CICPC 
no actúa bajo la ley, el 45% es de oposición, y el 31% se ubica en 
las tres primeras clases más bajas de la escala social de 10 clases.

Las opiniones divergentes sobre la actuación de las FAES y del 
CICPC nos permiten comprender una imagen de conjunto de la 
percepción ciudadana. Las FAES aparecen con la peor cali0cación, 
más de la mitad (53%) de los venezolanos piensa que su actuación 
está totalmente fuera de la ley y es el cuerpo con menor porcenta-
je (6,3%) de personas que opinan que siempre actúan dentro de 
la ley. Ahora bien, cuando uno busca cuál es el rasgo distintivo de 
ese grupo reducido que considera que las FAES actúan legalmen-
te, se encuentra que el único rasgo distintivo es que allí se hallan 
quienes se cali0can a sí mismos como chavistas, es decir, expresan 
una opinión política. Y lo que caracteriza a los que opinan que su 
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actuación está totalmente fuera de la ley como único rasgo diferen-
ciador es que son habitantes de los barrios pobres, lo cual es com-
prensible, pues es en esas zonas donde se ha desarrollado con mayor 
ahínco el despliegue de las acciones extrajudiciales de ese cuerpo.

En el otro extremo se encuentra el CICPC, que es la policía 
de investigación del país y de larga historia, y aunque los resulta-
dos no son halagadores tampoco, tiene una mejor cali0cación que 
los demás cuerpos policiales. Cuando se analizan los rasgos caracte-
rísticos de quienes opinan que siempre cumplen con la ley, los que 
creen que unas veces sí y otras no y los que consideran que siempre 
actúan fuera de la ley, se encuentran dos variables discriminadoras: 
una es la autode0nición política y la otra la clase o estrato social. 
El grupo que piensa que la actuación del CICPC está totalmente 
dentro de la ley se identi0ca a sí mismo como chavista y se ubicó 
entre las clases de mayores ingresos del país. El grupo que a0rma 
que unas veces actúa acogiéndose a la ley y otras veces no lo hace 
no tuvo un rasgo político dominante; su única caracterización fue 
estar integrado por personas de la clase media. Y, 0nalmente, el 
grupo que opina que en su modo de combatir el delito el CICPC 
actúa fuera de la ley se cali0có a sí mismo como de oposición y se 
ubicó entre los estratos de menores ingresos del país. En resumen, 
los chavistas y ricos opinan que las policías sí cumplen con la ley y 
los opositores y pobres mani0estan que no lo hacen.

La caracterización social de los resultados

Los resultados obtenidos en la encuesta nos ilustran sobre 
la magnitud de la percepción de ilegalidad policial en el conjunto 
de la población, pero el análisis estadístico nos permite ahondar 
en las diferencias de opinión que existen sobre la legalidad o ile-
galidad de la actuación policial. Aunque la sospecha o certeza de 
la incorrección policial sea muy extendida en toda la población, 
como lo muestran los porcentajes de la tabla 1, no es posible decir 
que hay homogeneidad de opinión entre toda la población, sino 
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que se observan variaciones por estrato social, espacio territorial y 
orientación política.

Estrato social. Lo primero a destacar es el sesgo que existe 
dependiendo de la clase o estrato social de las personas. El estu-
dio muestra que quienes opinan que las policías sí cumplen con 
la ley están entre los sectores de mayores ingresos de la sociedad 
y, al contrario, los que opinan que siempre incumplen la ley están 
entre los sectores de menores ingresos de la sociedad. No signi0ca 
esto que todos los pobres opinen que siempre incumplen ni que 
todos los ricos a0rmen lo contrario, sino que las mayorías relati-
vas se mueven en esas direcciones. Este es un hallazgo que puede 
cali0carse como recurrente en muchas sociedades. Lo que llama la 
atención es que, en Venezuela, el discurso o0cial que fue utiliza-
do para justi0car la reforma policial a0rmaba que el objetivo era 
poner las policías al servicio de los sectores de menores ingresos, 
pues en épocas anteriores “los cuerpos policiales se convirtieron en 
cuerpos de criminales disfrazados de policías y con un carnet poli-
cial” (Chávez, 2010).

Territorio. El segundo aspecto que destaca es el lugar donde 
se habita, encontrándose una importante diferencia entre las ciu-
dades pequeñas y las zonas rurales, los pueblos campesinos o las 
viviendas campesinas, siendo en estos últimos donde se pensaba 
que más incumplían la ley las policías. Al contrario, en las ciuda-
des pequeñas o pueblos fue donde opinaban que menos incum-
plían la ley. La explicación de las zonas rurales y aisladas como los 
lugares de mayor abuso policial es más sencilla, pues el aislamiento 
geográ0co de esas zonas facilita la arbitrariedad policial, ya que en 
esos espacios los policías son los únicos representantes del Estado 
y la impunidad está casi garantizada. La respuesta de los habitan-
tes de las ciudades pequeñas es más compleja. Es posible que sean 
espacios de menor delito y violencia; tal vez por eso la presen-
cia policial en estos lugares esté limitada a la policía del estado, la 
cual está formada por funcionarios nativos o que viven en la zona 
y que, por lo tanto, tienen unos controles sociales diferentes a los 
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que pueden sentir los funcionarios policiales que llegan en opera-
ciones puntuales desde otras ciudades. En cualquier caso, las poli-
cías de los estados no fueron investigadas en la encuesta.

Autode!nición política. El tercer aspecto es la división 
política en las respuestas obtenidas. En el grupo de quienes pen-
saban que las policías siempre actuaban acatando la ley, apareció 
con signi0cación estadística la presencia de quienes se cali0caban a 
sí mismos como chavistas. Y, al contrario, entre quienes pensaban 
que siempre faltaban a la ley en sus acciones destacaron los que se 
cali0caban como simpatizantes de la oposición política. Una vez 
más, no es que todos los chavistas aprobaran y todos los oposito-
res censuraran la legalidad de la actuación policial, pues había de 
todo, sino que mostraban una preferencia relativa por esa opinión.

Los tres modos de interpretar la violencia policial

Los patrones de respuesta más comunes fueron que las cuatro 
policías consideradas actúan en ocasiones de acuerdo con la legalidad
(33% de los entrevistados) y que las cuatro policías siempre actúan 
fuera de la ley (32%). El 28% restante dio respuestas mezcladas, 
por ejemplo: El CICPC, la GNB y la PNB actúan en ocasiones 
dentro de la ley, pero las FAES actúan siempre fuera de la ley. Solo 
un 4% de los entrevistados respondió que los cuatro cuerpos poli-
ciales siempre actúan dentro de la ley. De la combinación de res-
puestas era lógicamente posible encontrar 256 patrones diferentes, 
pero solo se hallaron en la encuesta 55 patrones. De esos 55 patro-
nes, 10 concentraron el 88% de las respuestas de los entrevistados.

Los insumos proporcionados por el análisis de correspon-
dencias múltiples (Le Roux & Rouanet, 2010) se emplearon para 
realizar el análisis de clasi0cación automática de los individuos que 
expresaron distintas opiniones de apoyo o rechazo de la actuación 
policial con sujeción a la ley para frenar la delincuencia. Aun cuan-
do la división del árbol jerárquico de clasi0cación permitía consi-
derar particiones alternativas del conjunto de individuos de seis y 
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diez clases, optamos por elegir la tipología con tres clases o con-
glomerados, por ofrecer mejores propiedades estadísticas y además 
facilitar la comprensión y comunicación de los resultados.

A continuación, presentaremos los tres grupos o conglome-
rados diferenciados entre sí, pero relativamente homogéneos a lo 
interno, y que permiten estudiar aquellas características signi0ca-
tivas de los entrevistados que conforman tales grupos. Para faci-
litar el análisis los hemos denominado: a) los conformes, b) los 
duales, y c) los críticos.

En el grá0co 1 se pueden observar los tres grupos en el plano 
factorial de0nido por los dos ejes factoriales que el análisis de corres-
pondencias múltiples permitió identi0car y que explican el 76% de 
la variabilidad total en los datos. El primero de ellos, el horizontal, 
explica un 39% de la varianza global, opone las cuatro categorías 
de casos en que los entrevistados respondieron que las cuatro poli-
cías siempre actúan fuera de la ley contra las cuatro categorías en 
que los entrevistados respondieron que las cuatro policías actúan 
en ocasiones dentro de la ley. El segundo factor, el vertical, expli-
ca un 37% de la varianza global y opone las modalidades que a0r-
man que las policías actúan en ocasiones dentro de la ley contra las 
modalidades que a0rman que actúan siempre dentro de la ley. En 
total, este plano factorial da cuenta del 76% de la variabilidad total.

En el cuadrante superior derecho del grá0co 1 se puede ubi-
car la clase 1/3, que hemos denominado los conformes. Son quienes 
opinan que los cuerpos policiales siempre actúan dentro de la ley. 
En el extremo opuesto se ubica la clase 3/3, la cual se encuentra 
en el cuadrante superior izquierdo, pero hacia la mitad del grá0-
co, y la hemos denominado los críticos, pues son los que sostienen 
que su actuación siempre se hace fuera de lo estipulado por la ley. 
Y en el medio y hacia el centro, en el cuadrante inferior derecho, 
se ubica la clase 2/3 que hemos llamado los duales, la cual está con-
formada por aquellos que piensan que unas veces cumplen la ley 
y otras veces no lo hacen.
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G
ráfico 1

Prim
er plano factorial generado por el análisis de correspondencias m

últiples sobre la legalidad de la actuación

 de los cuerpos policiales con los centros de gravedad de los tres conglom
erados

Fuentes:Briceño-León y Cam
ardiel (2020). Cálculos propios
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Los conformes

El primer conglomerado está formado por 95 entrevistados 
y representa el 8% de la muestra total; son quienes consideran en 
su mayoría que la actuación de las cuatro policías siempre está den-
tro de la ley (86% GNB, 86% CICPC, 83% PNB y 58% FAES). 

A diferencia de lo que pasa para la muestra completa, los 
miembros de esta clase creen mayoritariamente que los cuatro 
cuerpos policiales casi siempre actúan dentro de la ley. ¿Qué otras 
modalidades los caracterizan? Las listamos en orden de su fuer-
za de asociación estadística con las variables activas: (1) mues-
tran acuerdo con que la policía los protege, (2) consideran que las 
FAES han dado buenos resultados para la disminución del delito, 
(3) opinan que el trabajo de la policía es muy bueno o bueno, (4) 
a0rman ser felices o muy felices, (5) se consideran chavistas, (6) se 
identi0can como ubicados muy altos en la escala de estrato social 
(lo que se pudiera llamar la clase alta o media alta, los últimos dos 
escalones de una escala de 10 clases), (7) no han limitado sus sali-
das en sus actividades diarias, (8) habitan en el Distrito Capital y 
el Área Metropolitana de Caracas, (9) consideran que la violen-
cia ha disminuido en el último año y (10) consideran que se pue-
de con0ar en la gente.

En el grá0co 2 se presentan, para efectos de comparación, 
los nombres de las modalidades de la clase y los porcentajes de res-
pondientes que seleccionaron esa modalidad en la muestra total 
entre paréntesis, y a continuación, dentro de la barra del grá0co, 
los porcentajes de personas en este conglomerado que comparten 
esa misma característica.

Este primer conglomerado queda fuertemente caracterizado 
por las cuatro modalidades de las variables activas que a0rman que 
las policías siempre actúan dentro de la ley. En un segundo orden 
de importancia está que la policía los protege de los delincuentes, 
que las FAES han dado buenos resultados en la disminución de 
los delitos y que el trabajo de la policía es muy bueno o bueno. 
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El resto de las modalidades caracterizadoras, aun siendo estadísti-
camente signi0cativas, no alcanzan la magnitud de las anteriores, 
pero vale la pena destacar que el 78% se considera feliz o muy feliz 
y el 54% se identi0ca como chavista. 

Conviene recalcar que, aunque las personas que se conside-
ran felices o dicen ser chavistas son más abundantes en este conglo-
merado que en la muestra total, no signi0ca que individuos que se 
consideran infelices o que mani0esten otras preferencias políticas 
no estén presentes en este grupo. De hecho, el 22% se considera 
infeliz o muy infeliz y hay 21% que se declara afín a la oposición 
y un 25% que no se ubica ni en el chavismo ni en la oposición.

Gráfico 2. Perfil del primer conglomerado: los conformes

Fuente: Briceño-León y Camardiel (2020). Cálculos propios
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Los duales

Este segundo grupo está formado por 587 entrevistados y 
reúne a un 53% de la muestra total, resultando el de mayor tamaño 
y está caracterizado por expresar mayoritariamente que los cuerpos 
policiales actúan en unas ocasiones dentro de la ley, lo cual re0ere 
a que otras veces no lo hacen. 

La mayoría de sus integrantes (91,5%) piensan que la GNB 
actúa en ocasiones dentro de la ley, en contraste con el 51% de 
la muestra total, que comparte la misma opinión. Para la PNB, 
el CICPC y las FAES la situación se repite, los porcentajes de esa 
opinión en este grupo son superiores a los de la muestra total y 
son, respectivamente: 88% contra 49%, 93% contra 54% y 72% 
en ambos dominios.

Las otras modalidades caracterizadoras en orden decrecien-
te de importancia estadística son la opinión de que el trabajo de 
la policía es malo (47%), son habitantes de ciudades medianas, 
pequeñas o pueblos; son de la opinión de que el trabajo que rea-
liza la policía es bueno (32%); declaran no saber si las FAES han 
dado buenos resultados en la disminución del delito (39%); se 
ubican como clase media, en los grados 6 y 7 de la escala social 
de 10 niveles (18%); están de acuerdo en que la policía los pro-
tege de los delincuentes (29%); consideran que la violencia ha 
disminuido en el país (24%) y están en desacuerdo con que la 
policía tiene el derecho de matar a los delincuentes (59%). A 
diferencia de los otros dos conglomerados, no quedan caracte-
rizados por sus preferencias políticas. En el grá0co 3 se presen-
ta la comparación de estos porcentajes con los correspondientes 
en la muestra total. 

Para el resto de las variables caracterizadoras, los integrantes 
del conglomerado registran porcentajes de opiniones que tienden 
a igualar los porcentajes en la muestra completa. 
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Los críticos

El tercero y último conglomerado está integrado por 430 
entrevistados que representan el 39% de la muestra. En el grá0-
co 4 se evidencia que en este conglomerado son dominantes los 
que opinan que los cuatro cuerpos policiales investigados siem-
pre actúan fuera de la ley, con porcentajes dentro del conglomera-
do del 98% para las FAES, 97% para la PNB, 96% para la GNB 
y 88% para el CICPC. Adicionalmente, el 55% evalúa el traba-
jo de la policía como muy malo, el 89% está en desacuerdo con 
que la policía los protege de los delincuentes, un 55% cree que 
las FAES no han dado buenos resultados para la disminución 
del delito, 32% habita en ciudades principales, 53% se conside-
ra poco o nada feliz, el 20% reside en el Zulia, 67% ha limitado 

Gráfico 3. Perfil del segundo conglomerado: los duales

Fuente: Briceño-León y Camardiel (2020). Cálculos propios
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los lugares de salida en su actividad diaria, el 15% se ubica en los 
dos grados más bajos de la clase social de 10 niveles, el 44% se 
declara de oposición.

Las modalidades más abundantes en el tercer conglomerado 
y, por tanto, las más características, son las que sostienen que las 
cuatro policías siempre actúan al margen de la ley. En este senti-
do hay casi unanimidad en el conglomerado de las opiniones rela-
tivas a las FAES, la PNB y la GNB. Son coherentes en cuanto a 
que el trabajo de la policía es muy malo en general y quizás por 
eso consideran que la policía no los protege de los delincuentes; 
estiman que la violencia ha aumentado en el país en el último año 
y han limitado sus salidas por temor a ser víctimas de una acción 

Gráfico 4. Perfil del tercer conglomerado: los críticos

Fuente: Briceño-León y Camardiel (2020). Cálculos propios
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violenta. Son más frecuentes en este conglomerado los entrevis-
tados que habitan en ciudades principales y en el estado Zulia, y 
se ubican por encima del promedio para la muestra en los grados 
inferiores de la escala social. Aun cuando en el conglomerado hay 
un 23% que se declara chavista y un 33% sin parcialidad política, 
la autode0nición política más numerosa en el conglomerado es la 
de oposición con un 44%, como ya habíamos referido. 

Correspondencia entre realidad 
y percepciones de letalidad policial

Cabe preguntarse hasta qué punto las opiniones recogidas 
en la encuesta se corresponden con la realidad. La respuesta es 
un rotundo sí a la vista de las cifras de muerte por resistencia a la 
autoridad registradas en los últimos cinco años que van del 2015 
al 2019 y que se presentan en la tabla 2. Aunque en el año 2019 
se produjo una disminución en las muertes por resistencia a la 
autoridad con respecto a los cuatro años precedentes, la cifra de 
muertes en relación con el número de homicidios aumentó sos-
tenidamente, pasando desde 103 por cada 1000 homicidios en el 
2015 a 818 en el 2019.

Tabla 2 

Homicidios, muertes por resistencia a la autoridad (MRA) y tasa de MRA por 

cada 1000 homicidios en Venezuela del 2015 al 2019

Año Homicidios MRA Homicidios + 
MRA

Tasa

2015 15.639 1610 17.249 102,9

2016 17.056 5324 22.380 312,1

2017 14.482 5439 19.921 375,6

2018 10.435 6690 17.125 641,1

2019 6116 5004 11.120 818,2

Fuente: OVV
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La distribución de estas muertes por cuerpo policial se pre-
senta en la tabla 3. Tres elementos destacan del examen de estas 
cifras. En primer lugar, el aumento a partir del año 2016 de la leta-
lidad de los cuerpos policiales, que supera en promedio tres veces 
y media la del año 2015. En segundo lugar, se puede veri0car la 
disminución de la letalidad del CICPC y el ascenso continuo de 
la letalidad tanto de la GNB como de la PNB. Y, en tercer lugar, 
llama la atención el desplazamiento del CICPC como el cuerpo 
policial más letal por parte de la PNB en el 2019, después de haber 
ocupado el primero por muchos años. Cabe enfatizar que la uni-
dad de la PNB responsable del creciente número de muertes por 
resistencia a la autoridad causadas por la PNB son las Fuerzas de 
Acciones Especiales (FAES), que en el 2017 se vieron involucra-
das en un 7% de los casos, 66% en el 2018 y en el 2019 aumen-
taron al 89%.

Tabla 3 

Muertes por resistencia a la autoridad (MRA) en Venezuela del 2015 al 2019 

discriminadas por organismos policiales involucrados

Año Total % CICPC % GNB % PNB % Resto

2015 1576 45,1 6,0 6,7 42,3

2016 5324 42,9 7,7 10,3 39,0

2017 5403 50,9 5,5 10,3 33,3

2018 6684 49,4 7,7 18,4 24,4

2019 4894 23,2 9,7 38,1 29,0

Nota: Las diferencias en los totales con respecto a la tabla 2 se deben a la 

presencia de registros sin información.

Fuente: OVV

Las cifras dan cuenta de una mortalidad ocurrida a manos 
de los cuerpos policiales que hipotéticamente pudiera ser legal, 
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pero que, dada la evidencia estadística acumulada y los testimo-
nios de las familias de las víctimas recogidos en las entrevistas y 
grupos focales de este estudio, justi0can las percepciones recogidas 
en la encuesta sobre la letalidad policial, en las que tan solo un 8% 
de los entrevistados cree que las cuatro policías investigadas siem-
pre actúan de acuerdo con la ley. El 48% consideró que al menos 
una de las policías actúa fuera de la ley o en ocasiones dentro de 
la ley y el 44% restante considera que las cuatro policías siempre 
lo hacen fuera de la ley.

Resistencia a la autoridad y letalidad policial

En el período de 2015 al 2019, en Venezuela ocurrió una 
muy alta letalidad policial, posiblemente la más alta del continente, 
más alta que la de Brasil y mucho más que la de Estados Unidos. 
Una letalidad creciente en el tiempo, a pesar de la disminución 
sostenida de los homicidios y de que la población se ha reducido 
en más de tres millones de habitantes por la emigración. Se pue-
de a0rmar que se ha instalado un cambio en la participación de 
los cuerpos policiales que ejercen mayor letalidad, mudando la 
importancia desde los cuerpos policiales generales hacia los “gru-
pos comando” como las FAES.

A pesar de que en los casos catalogados como “resistencia a 
la autoridad” siempre se menciona que hubo “enfrentamientos” 
entre los delincuentes y las fuerzas policiales, existe una abismal 
desproporción en la probabilidad de ser víctima entre los civiles y 
los funcionarios policiales en estos “enfrentamientos”, por lo que 
no es admisible a0rmar que estas acciones se ajusten a lo estipula-
do en el artículo 218 del Código Penal vigente.

Aunque la mayoría de los encuestados rechazan fuertemente 
la actuación ilegal de los cuerpos policiales, no deja de ser preo-
cupante que, a pesar de ese rechazo generalizado, haya entrevis-
tados que, en proporciones nada despreciables, estén de acuerdo 
con sus actuaciones. Es alarmante, pues, aunque el encuestado 
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pudo haber interpretado que en los casos de letalidad policial 
tales muertes fueron realmente el resultado de un enfrentamien-
to armado, muestra la angustia de la población y su descon0anza 
en la e0cacia del sistema judicial para aplicar los castigos contem-
plados en la ley.

Las percepciones sobre la legalidad de la actuación de los 
cuerpos policiales y su letalidad varían fundamentalmente por el 
territorio, el estrato social y la posición política del entrevistado. 
La división territorial muestra que los que creen que la actuación 
policial está siempre dentro de la ley habitan en Caracas, mien-
tras que quienes la rechazan viven en las otras grandes ciudades 
del país y en sus barrios pobres. Y quienes dudan u oscilan están 
en las ciudades pequeñas. Esto se puede explicar porque la acción 
de los grupos comando ha sido menor allí o porque, al ser espa-
cios más pequeños, temen dar una respuesta sincera al encuesta-
dor y por eso se escudan diciendo que “no saben”.

Desde el punto de vista de los estratos sociales, encontra-
mos que quienes apoyan la acción letal de las policías son miem-
bros de una élite que se considera ubicada en lo más alto de la 
jerarquía social, viven en el Distrito Capital o el estado Miranda, 
declaran que no han limitado sus salidas por miedo a la violencia, 
creen que la policía los protege, dicen estar bastante o muy felices 
y se autode0nen a sí mismos como chavistas. En el estrato medio 
de la sociedad, que se ubica en los grados 6 y 7 de la escala social 
de 10 niveles, hay un poco de todo. Por eso no existen caracterís-
ticas que sobresalgan y los puedan describir; son una mezcla social, 
territorial y política. Hay chavistas, opositores y quienes se decla-
ran ni-ni. Hay muchos que dicen que no opinan, que no saben si 
la actuación de las FAES ha dado buenos resultados, pero es muy 
signi0cativo que son quienes de manera más relevante se mani0es-
tan en contra de la idea de que la policía tiene derecho a matar a 
los delincuentes. En el estrato pobre, aquellos que se autoclasi0-
can en la parte inferior de la escala social (en los lugares 1, 2 y 3 de 
una escala del 1 al 10) son quienes rechazan totalmente las acciones 
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extrajudiciales de la policía. Son fundamentalmente habitantes de 
los barrios de las ciudades principales. Creen que la policía no los 
protege, han limitado sus salidas por miedo a ser víctimas de la vio-
lencia, se sienten poco o nada felices y se autode0nen como sim-
patizantes de la oposición política.

La interpretación de la legalidad o legitimidad de la acción 
extrajudicial de la policía en el país está marcada por la orientación 
política de los entrevistados, pero esto no ocurre de una manera 
simple y unívoca. Es posible a0rmar que quienes apoyan las accio-
nes letales e ilegales de la policía tienden a de0nirse como chavis-
tas en una mayor proporción; sin embargo, la mayoría de quienes 
se de0nen como chavistas opinan lo contrario y la rechazan. Por 
eso quienes sí la apoyan son chavistas, pero quienes la rechazan son 
chavistas, opositores o de los llamados ni-ni que eluden la polari-
zación política, todo el espectro político del país.

Conclusiones

Los resultados del estudio muestran que la gran mayoría 
del país piensa que los cuerpos policiales y militares no cumplen 
la ley que los ha investido de autoridad y les ha otorgado la potes-
tad de usar la fuerza. 

Aunque la mitad del país, cinco de cada diez, tiende a tener 
una actitud discreta y con capacidad de discernir y sostiene que 
unas veces pueden actuar en el marco de la ley y otras no, hay tam-
bién otra parte del país nada pequeña, cuatro de cada diez entre-
vistados, que opina que las policías venezolanas siempre actúan 
fuera de la ley. Poco menos de uno de cada diez es quien consi-
dera que actúan siempre cumpliendo la ley. Los resultados mues-
tran un país dividido, pero no en dos partes iguales, sino entre un 
pequeño grupo y todos los demás, una expresión de la inmensa 
desigualdad que se ha agigantado en la sociedad. 

Interpretamos que el grupo minoritario, del 8% de la mues-
tra, que considera que siempre cumplen con la ley, representa la 
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“burbuja” que se ha creado en el país y que de manera especial se 
concentra en la zona metropolitana de Caracas. Una burbuja en 
la cual funciona lo que pareciera ser un país diferente a los demás 
y que se ha constituido como una élite que disfruta de unos bene-
0cios que le están negados al resto de la sociedad. Es la Caracas 
de los “bodegones”, donde se pueden conseguir los alimentos y 
bebidas importadas de las más variadas calidades y con precios 
0jados en dólares. Solo así podemos entender que, en este gru-
po que hemos llamado de los conformes, ocho de cada diez indivi-
duos declaren que son muy felices y que la mitad exprese que no 
ha tenido que limitar ninguna de sus salidas por temor a ser víc-
timas del delito o la violencia. Es una élite en la sociedad venezo-
lana que se moviliza en carros blindados o utiliza guardaespaldas 
para sus salidas nocturnas. 

Es interesante destacar la diferencia que hay entre las opi-
niones de la muestra general y la que en este grupo tienen sobre 
las policías. En este grupo, un 71% piensa que la policía los pro-
tege, mientras que para todo el país es del 29%, es decir, dos veces 
y media más. En relación con la evaluación del trabajo de las poli-
cías, en el país solo un 3% consideró que era bueno; en este gru-
po, el 19% opina que es bueno, es decir seis veces más. Uno puede 
interpretar estos resultados de dos maneras: por un lado, estas cifras 
muestran que hay una policía dedicada a proteger a una élite en 
la sociedad y no al resto mayoritario de la población. Por el otro, 
es que se trata de una respuesta ideológica y política, es decir, son 
personas que están vinculadas de algún modo al gobierno y sea 
que se sienten protegidos por un desigual uso de la policía para su 
protección, o sea que simplemente dan una respuesta ideológica 
y deciden no opinar ni mostrar una crítica al gobierno, sino apo-
yarlo incondicionalmente. Es importante destacar que la mitad de 
este grupo, el 52%, se declaró como chavista en el estudio. Y este 
factor puede ser más relevante en su caracterización que el estrato 
social alto, pues, aunque en este grupo la clase alta se duplica en 
relación con el país (12% versus 5% en la muestra nacional), son 
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apenas una décima parte de este grupo, así que lo relevante parece 
centrarse en la dimensión política de esas respuestas. 

Las diferencias entre los otros dos grupos, los duales y los crí-
ticos, se encuentran en las distintas percepciones o en matices que 
presentan los entrevistados. Los que consideran que en “ocasiones” 
es que actúan fuera de la ley opinan también que la violencia en el 
país ha disminuido, que la policía los protege y tímidamente pien-
san que las acciones de las FAES a veces están bajo la ley y dicen no 
saber si han dado buenos resultados. Mientras que los críticos opi-
nan que la violencia sí ha aumentado, que la policía no los prote-
ge y que la actuación de las FAES no ha dado buenos resultados.  

El grupo de los duales es un grupo mixto con diversidad de 
opiniones y que en sus dos terceras partes (68%) vive fuera de 
Caracas y las ciudades principales del país, en ciudades pequeñas 
o pueblos rurales. Es una mixtura de sectores sociales y de posicio-
nes políticas, pues están presentes todas las tendencias y ninguna 
predomina. El grupo de los críticos habita en las ciudades princi-
pales del país distintas de Caracas y tiene un porcentaje mayor 
de los sectores pobres que en la muestra nacional, aunque allí se 
encuentran presentes todos los sectores sociales. La mitad de sus 
miembros (55%) declaró que era poco feliz, las dos terceras par-
tes (67%) habían limitado sus salidas por el miedo a ser víctimas 
de la violencia y casi la mitad (44%) declaró ser de la oposición 
política del país.

A partir de los resultados del estudio es posible extraer tres 
conclusiones generales:

La primera es que en el país se ha usado la acción violenta 
y letal de la policía como una pretendida herramienta de “popu-
lismo policial” primero, y luego como un mecanismo de control 
social y político, no como una política pública destinada a la con-
secución de la justicia o la protección ciudadana.

La segunda es que a la policía no se la considera como repre-
sentante de la ley sino como violadora de la ley, y por lo tanto es 
vista por la población como parte del problema y no como un 
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factor en la solución al auge del delito y la pérdida del Estado de 
derecho en el país.

La tercera es que la policía es percibida como una herramien-
ta política del gobierno y no como una institución del Estado, por 
lo que existen esas diferencias tan extremas en la manera de cali0-
car la legalidad de la actuación policial, pues es aprobada por los 
partidarios del gobierno y rechazada por los opositores. Es impor-
tante resaltar que en la muestra los porcentajes de quienes se con-
sideraban opositores o chavistas eran bastante similares, mientras 
que en los resultados fueron diametralmente distintas. Por lo tanto, 
la gran diferencia a favor de quienes estiman que la policía siem-
pre actúa fuera de la ley solo se puede explicar porque muchos de 
los que se autocali0caron a sí mismos como chavistas consideran 
que los cuerpos policiales no cumplen con la ley. 

Los resultados de la encuesta muestran un país fuertemente 
dividido —aunque no en magnitudes iguales— en sus experiencias 
de vida, sus prácticas y sus opiniones, con profundas diferencias 
en la manera de interpretar la actuación policial y la convivencia 
ciudadana.
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Tanatopolítica

ROBERTO BRICEÑO-LEÓN

Cuando en un operativo de seguridad sobrevienen enfrenta-
mientos violentos entre unos civiles armados y amenazantes y los 
funcionarios policiales, suele haber heridos y muertes de ambos 
lados, es lo habitual. Sin embargo, resulta extraño cuando las víc-
timas se cuentan de un solo lado. En especial, si la reyerta no es 
un campo de batalla bombardeado, sino que se cali0ca como una 
refriega y a las víctimas se las cali0ca como fallecidos por haberse 
resistido a la autoridad. 

Durante los cuatro años transcurridos entre 2016 y 2019, 
por cada mil civiles muertos en los enfrentamientos, hubo nueve 
funcionarios policiales fallecidos; una relación de un policía muerto 
por cada 111 víctimas civiles que fallecieron por haberse resistido a 
su autoridad (OVV Observatorio Venezolano de Violencia, 2020).

En esos mismos años, la política de seguridad del gobierno 
estuvo dedicada a “dar de baja” —fue la terminología usada en las 
alocuciones o0ciales— a las personas que las autoridades conside-
raban delincuentes. No se buscaba detenerlas ni juzgarlas para, lue-
go de pronunciada la condena, mantenerlas en prisión, el único 
castigo que está contemplado en la legislación penal venezolana. 
El propósito era eliminarlas, “abatirlas”, otro término usado para 
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hacer referencia a su muerte. La amenaza que años antes habían 
formulado ante los medios de comunicación los altos funciona-
rios, anunciándoles a los presuntos delincuentes su destino dile-
mático de la cárcel o el cementerio, se vio reducida a un único 
camino: el cementerio. 

La política de seguridad del Estado venezolano no ha esta-
do orientada proteger a la población ni tampoco a hacer cumplir 
la ley, sino a causar la muerte: ha sido una tanatopolítica. 

En su curso del Collège de France del 17 de marzo de 1976, 
M. Foucault sostuvo que la potestad del soberano residía en su capa-
cidad de decidir sobre la vida y la muerte de las personas; su poder 
le permitía decidir quién moría y quién vivía. A lo largo de la his-
toria, entre esas dos posibilidades se había veri0cado un desequili-
brio a favor de la muerte, pues el poder sobre la vida se expresaba 
solamente a partir del momento en que se podía matar. El poder 
se entendía, entonces, como el poder de matar (Foucault, 1997).

Foucault analiza la genealogía histórica de esa relación y 
apunta al surgimiento de un cambio importante con la expansión 
de los derechos políticos del siglo XIX, por medio de los cuales, 
en el Estado moderno, se transforma la antigua máxima de matar 
y dejar vivir por otro apotegma que, aunque modi0ca el anterior, 
no lo sustituye completamente, sino que lo complementa. Ese 
cambio se expresa en la máxima: hacer vivir y dejar morir, en la 
cual se invierte la previa de dar la muerte y dejar vivir. Así, el ante-
rior apotegma ponía el énfasis en la muerte; en el nuevo, propio 
de la modernidad, se coloca el acento en la protección de la vida. 
Por esa razón los Estados, que previamente se concentraban en lo 
militar y la guerra, empiezan a ocuparse de la sanidad, la educa-
ción y el bienestar social, pues es allí donde se legitima ese nue-
vo poder soberano. Los procesos disciplinarios de antes y después 
podían buscar los mismos propósitos, pero con unas formas dis-
tintas que pasaron a resaltar la vida, y por eso Foucault lo llamó 
una “biopolítica”. Es la política del control de las sociedades a tra-
vés de la defensa de la vida. 
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En la perspectiva de la biopolítica, los gobiernos se ocupan 
de ofrecer la vida a la población, expresada en la atención sanita-
ria individual, el cuidado de las madres y los niños, la educación y 
los servicios colectivos que permiten la salud y el bienestar, el agua 
limpia y potable, el sistema de cloacas y de recolección de basu-
ra, el alumbrado público y la electricidad privada… y también la 
seguridad personal. No solo la seguridad de las fronteras y la pro-
tección ante enemigos externos, sino también la seguridad de las 
personas y de sus bienes, el cuidado de sus vidas ante las amenazas 
que puedan tener de los delincuentes.

Ahora bien, ¿cómo es posible entender la tanatopolítica 
en el contexto de la sociedad contemporánea, dominado por la 
biopolítica?

Cuando un Estado no puede cumplir con sus funciones de 
proteger y dar la vida, se revierte a la forma anterior y se convier-
te en un poder que privilegia dar la muerte. Cuando un gobierno 
no tiene capacidad de garantizar la seguridad, la vida de las perso-
nas comunes, se dedica entonces a dar la muerte a los presuntos 
delincuentes en una situación desbordada de inseguridad. En los 
años de este estudio, el gobierno venezolano no tuvo capacidad de 
ofrecerles seguridad a las personas con los cuerpos policiales; tam-
poco el agua potable o el gas doméstico para cocinar, pero invirtió 
ingentes recursos en equipar al personal de seguridad del Estado. 
Cuando no tiene capacidad de cumplir su labor en la biopolítica, 
y por falta de agua, gas o seguridad las comunidades salen a pro-
testar, les envía a sus funcionarios muy bien uniformados y equi-
pados para que las repriman e impidan la protesta. El Estado no 
tiene capacidad de disuadir o detener a los delincuentes y llevarlos 
a juicio y a la cárcel para que no cometan delitos; entonces busca 
y elimina a ciudadanos que puedan ser líderes sociales o antigo-
bierno y justi0ca su muerte al difundir la noticia de que en reali-
dad son delincuentes y que, por ello, deben ser eliminados. Es la 
transformación de la biopolítica en tanatopolítica. Es la transfor-
mación de un gobierno populista que edi0có su popularidad en la 
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dádiva y el regalo indiscriminado y a manos llenas, en un gobierno 
represivo y violador de derechos humanos. 

Pero para poder matar a esas personas, presuntos delincuen-
tes, se requiere la construcción social de unos delitos y unos delin-
cuentes que no es posible encontrar en el derecho ordinario. Se 
debe, entonces, recurrir a una forma de gobierno diferente, como 
lo es el estado de excepción.

Las pomposamente llamadas “Operaciones de Liberación del 
Pueblo” (OLP) surgieron en abril del 2015. En sus inicios, fue-
ron una táctica de propaganda electoral: se buscaba dar un golpe 
de opinión que fuese capaz de torcer el rumbo de unas elecciones 
parlamentarias que, de acuerdo con las encuestas de intención de 
voto, mostraban que los candidatos a diputados del gobierno nacio-
nal iban a resultar perdedores. Era necesario realizar una acción 
cuya espectacularidad pudiera modi0car la percepción negativa 
del gobierno y, de ese modo, revertir la reducida intención de voto 
que tenían sus candidatos. El argumento que se ofreció en las fuen-
tes o0ciales fue que tales operaciones militares y policiales estaban 
orientadas a proteger al pueblo de los delincuentes y que pretendía 
darse una respuesta a la demanda de protección que había mani-
festado la población después de más de una década de incremen-
to del crimen y la impunidad. 

El anuncio tenía un lenguaje de intencionalidad política que 
iba más allá de dar una respuesta puntual y efectista a la insegu-
ridad ciudadana. Se buscaba atribuirle los problemas del país a la 
intervención de agentes extranjeros y asociar los delincuentes vene-
zolanos a una amenaza externa: a los paramilitares de Colombia, 
a la derecha internacional, a las “maras” de El Salvador, a todos 
esos grupos que, en el discurso o0cial, se sostenía que estaban en 
colusión con la derecha nacional para derrotar al presidente. En el 
discurso pronunciado el 4 de agosto de 2015 con ocasión del 70 
Aniversario de la Guardia Nacional, el presidente de la República 
se re0rió a los delincuentes como quienes “conspiran” contra la paz 
del pueblo y a0rmó que las fuerzas de seguridad del Estado debían 
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“picar adelante” de los delincuentes y paramilitares. Le daba sus-
tento político a lo que estaba sucediendo: matar por adelantado, 
aplicar una pena de muerte preventiva.

La estratagema electoral no funcionó y el gobierno perdió las 
elecciones y de una manera estrepitosa, pues la oposición política 
obtuvo en 2015 la mayoría cali0cada de la Asamblea Nacional, lo 
cual le permitía ejercer un control democrático y constitucional 
sobre las actividades del ejecutivo.

El gobierno decidió no acogerse a la división de poderes 
ni al control que el poder legislativo podía ejercer sobre el ejecu-
tivo, tal como es la tradición democrática y como lo establece la 
Constitución. A partir de allí ocurren en el país un conjunto de 
procesos que pueden ser catalogados como el establecimiento del 
estado de excepción como forma de gobierno, en el sentido de la 
expresión usada por G. Agamben (2016).

El estado de excepción es una forma ambigua entre lo jurídi-
co y lo político. En este se mantiene una forma de ley que al mis-
mo tiempo se ignora. En la práctica, crea una ambivalencia en la 
institucionalidad, pues, por un lado, actúa como un poder consti-
tuido, que funciona en un contexto de reglas jurídicas y formales 
que son el Estado y la Constitución y las leyes que debe respetar y 
hacer respetar. Pero, por el otro lado, se establece un poder consti-
tuyente, el cual, por de0nición, está fuera de ese Estado de derecho. 
Un poder constituyente que, por la vía de sus actos, crea hechos 
que, sin ser ley por estar fuera del ordenamiento jurídico, se vuel-
ven una norma que tiene consecuencias prácticas; se vuelven poder 
de facto y tienen fuerza de ley, en el sentido usado por Derrida, de 
que son aplicadas por la fuerza (Derrida, 1992).

Agamben sostiene que, en los dos grandes totalitarismos 
contemporáneos, la Unión Soviética y el nazismo, ese fue el pro-
cedimiento usado. El partido leninista y el partido nazi usaron la 
dualidad del poder constituido y el poder constituyente para crear 
un vacío jurídico, una situación anómica que permitía la instalación 
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de la voluntad caprichosa de un poder que prontamente llenaba 
ese vacío (Agambem, 2016, pág. 43).

Cuando uno piensa en los actos de Estado “como actos 
políticos con pretensiones de tener efectos en el mundo social” 
(Bourdieu, 2012) y analiza lo ocurrido en Venezuela entre 2016 y 
2020, encuentra un hilo conductor que es la irrupción en la socie-
dad de un poder constituyente que actúa fuera del marco legal del 
Estado y que produce hechos fuera del marco jurídico y de la ins-
titucionalidad existente pero que se imponen, pues están ampa-
rados en la fuerza de las armas del poder. Veamos sucintamente 
esa evolución. El decreto número 2.186 del 14 de enero de 2016 
crea un estado de excepción de emergencia económica que no fue 
aprobado por la Asamblea Nacional, como tampoco fue aproba-
do dos meses después su prórroga por 60 días, tal como lo exige la 
Constitución. Pero se aplicó y se mantuvo por mucho más tiempo 
de lo permitido, pues en ese mismo año se emitieron dos decretos 
de excepción más con sus respectivas prórrogas (13 de mayo y 13 
de septiembre), ninguno de ellos con la aprobación de la Asamblea 
Nacional. Y en años siguientes, se aprobaron decretos de excepción 
con sus prórrogas: en 2017 (13 de enero, 13 de mayo y 11 de sep-
tiembre); en 2018 (9 de enero, 10 de mayo y 10 de septiembre); 
en 2019 (11 de enero, 10 de mayo y 7 de septiembre) y en 2020 
(5 de enero, 4 de mayo y 30 de agosto), todos fuera de la norma 
constitucional. Es decir, que los 120 días máximos permitidos se 
convirtieron en cuatro años sucesivos con poderes al presidente de 
la República de hacer y modi0car leyes, restringir de manera ilimi-
tada las garantías constitucionales, endeudar al país, etc. (Acceso 
a la justicia, 2020a). Es decir, se usaba una prerrogativa del poder 
constituido para convertirse en poder constituyente. 

Algo similar ocurrió con las actuaciones del Tribunal Supremo 
de Justicia (TSJ) desde 2016. Luego de que el gobierno perdiera 
las elecciones parlamentarias de 2015, los diputados de la saliente 
Asamblea Nacional (AN) nombraron, luego de haber concluido el 
período de sesiones y de manera festinada e inconstitucional, a los 
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magistrados de un nuevo TSJ. Ese TSJ recién designado se apura 
en suspender las elecciones de los diputados del estado Amazonas 
y luego declara en “desacato” a la AN, y aprueba todos los estados 
de excepción decretados por el ejecutivo. Ese mismo año, le arre-
bata a la AN la potestad constitucional de seleccionar a los miem-
bros del Consejo Nacional Electoral (CNE) y los designa e impone 
de hecho. En el año 2017, el TSJ fue un poco más allá y preten-
dió, con las sentencias 155 y 156 del 27 y 28 de marzo, atribuir-
se a sí mismo las competencias de la AN, con lo cual se convirtió 
en poder judicial y poder legislativo al mismo tiempo, lo que creó 
un con1icto político en el grupo gobernante por la denuncia de 
inconstitucionalidad de la 0scal general de la República, que obli-
gó a cambiar las sentencias, pero no el rumbo trazado de inutili-
zar a la AN.

A mitad de 2017, el presidente de la República convocó a 
una Asamblea Nacional Constituyente (ANC) sin la realización de 
un referéndum, como estaba establecido en la misma Constitución. 
Este órgano fue electo por normas distintas a las establecidas en la 
ley electoral venezolana y bajo denuncias de fraude por la propia 
compañía encargada de la votación electrónica que había contra-
tado el mismo gobierno. Esa nueva ANC con0rmó el nombra-
miento de los magistrados del TSJ y procedió a destituir a la 0scal 
general, quien había denunciado la inconstitucionalidad de todo 
ese proceso, y para no dejar dudas, envió a la Guardia Nacional 
Bolivariana para que, con sus armas, tomara las dependencias del 
Ministerio Público (Acceso a la Justicia, 2017). La ANC se decla-
ró entonces como plenipotenciaria (Louza, 2018) y, aunque nun-
ca redactó la propuesta de modi0cación constitucional (Acceso a 
la Justicia, 2019) ni la sometió a votación, se dedicó a la promul-
gación de “leyes constitucionales” para perseguir a las voces disi-
dentes, como la Ley contra el Odio (2017), la Ley de Consejos 
Productivos (2018) para regular a los sindicatos,  la Ley de Aduanas 
(2020) o de las FANB (2020) para incorporar las milicias, y en 
2020 cambió las reglas electorales, aumentó el número de diputados 
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establecidos en la Constitución y les quitó el derecho a voto directo 
a las comunidades indígenas, quienes deben escoger a sus diputa-
dos en elecciones de segundo grado, convirtiéndolos en ciudada-
nos de segunda por orden del TSJ (Acceso a la Justicia, 2020b).

Se crea así un poder constituyente que, por la vía de los 
hechos, se impone y crea una legalidad paralela, pues son actos 
con fuerza de ley pero sin ley, decididos y proclamados fuera de 
la ley. Se produce así un espacio normativo ambiguo que, como 
escribe Agamben, “no puede ser de0nido ni como regla ni como 
excepción, ni como derecho ni como hecho; en ella la normativa 
y su ejecución, la producción del derecho y su aplicación no pue-
den ser distinguidos (Agambem, 2016, pág. 153).

Es en este contexto donde ocurren las ejecuciones extraju-
diciales en Venezuela. Es en ese marco “institucional” y “jurídico” 
donde se produce esa nueva categoría de muertes, que son aque-
llas que se clasi0can como “resistencia a la autoridad”, que no exis-
te en la ley, pero que se aplica.

Agamben sostiene que, en los contextos del nazismo y de 
la Unión Soviética, se crea una categoría social humana de unos 
seres que pueden ser eliminados, pero cuya muerte no se conside-
ra legalmente un homicidio: “le pouvoir de decider quelle vie peut 
être ôtée sens qu´il y ait homicide” (Agambem, 2016, pág. 126). 
Son personas que tienen una vida sin valor y que por lo tanto pue-
den desaparecer. Agamben nos muestra lo que fue en el nazismo la 
creación de esa categoría, que se aplica a unas personas cuyas vidas 
pueden ser arrebatadas sin que sean consideradas homicidios. Eso 
es exactamente lo que sucede con la resistencia a la autoridad: son 
asesinados, pero esas muertes no se clasi0can dentro de los homi-
cidios. En la práctica, las autoridades lo verbalizan como catego-
rías externas a los homicidios, y en los archivos así los clasi0can: 
son muertes por resistencia a la autoridad, como si ese hecho jus-
ti0cara su muerte.

En ese vacío anómico que se crea con el poder constituyen-
te, lo que predomina es el autoritarismo, es la violencia desnuda. 



465

Weber sostenía que el monopolio de la violencia tenía como obje-
tivo sustraer la violencia de la sociedad y aplicar la violencia del 
Estado dentro de unas leyes, como violencia legítima del Estado 
(Weber, 1965). Pero en la categoría de “resistencia a la autori-
dad” no hay legitimidad de la violencia, sino la aplicación desnu-
da de la violencia, sin ley y sin legitimidad. Y también sin justicia.

La representación plástica de la justicia que por dos mil años 
han hecho los artistas es la de una mujer en toga que, con una 
mano, empuña una espada, mientras que, con la otra, sostiene 
una balanza. La balanza, que algunas veces es sustituida por un 
libro, simboliza la norma escrita y la importante labor de sopesar 
los argumentos y evidencias opuestas que se presentan en el con-
1icto humano; balanza y libro que deben regular también lo que 
hace la otra mano que, con la espada, muestra la capacidad puni-
tiva que tiene el sistema judicial. 

La espada, que durante siglos fue el arma de guerra funda-
mental, resumía la capacidad que tenían los gobernantes de casti-
gar con la muerte a sus adversarios. El poder alcanzaba su expresión 
más acabada con la espada, pues allí se comunicaba la potestad 
para decidir sobre la vida y la muerte, como lo hacían los empera-
dores romanos cuando, con un gesto de su mano, comunicaban 
su decisión de permitirles seguir viviendo o condenar a la muerte 
a los gladiadores. La expresión sobre la espada de Jehová, que está 
presente en el libro de Ezequiel de la Biblia: “Y sabrá toda carne 
que yo Jehová saqué mi espada de su vaina; no la envainaré más” 
(Ezequiel 21, 3-17) se transformó en la espada y el derecho de los 
gobernantes, quienes se creyeron dioses y asumieron el derecho 
divino de usar la espada para matar: le droit de glaive. 

En la tanatopolítica, no se mata por el placer privado de 
dar la muerte, sino por el propósito público de someter la vida; la 
muerte está al servicio del poder.

Weber había escrito que la violencia no es el único medio que 
tiene un Estado, pero sí es su medio especí0co de actuar (Weber, 
1979, pág. 83). Para Weber esa violencia, Gewalt, siempre estaba 
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atada a unas normas y se ejercía con legitimidad cuando estaba cir-
cunscrita a lo establecido en el Estado de derecho, y esa dualidad 
que hace explícita en su escritura se encuentra ya, como apunta 
Derrida, en la doble signi0cación de la palabra Gewalt en alemán: 
violencia y poder legítimo, autoridad justi0cada (Derrida, 1992, 
pág. 6). Es el Estado de derecho, el Rechtsstaat, que determina-
ba el sometimiento de los funcionarios a una ley que los autori-
zaba a usar la fuerza y las armas, y al mismo tiempo los regulaba, 
les imponía límites. No era un ejercicio arbitrario de la violen-
cia, la expresión de un deseo individual y sin control, sino de una 
acción constreñida por las disposiciones de la ley. En la tanatopo-
lítica, ese uso de la fuerza y las armas por los funcionarios se apar-
ta de las normas y se transforma en el uso desnudo de la violencia, 
sin el ropaje de la legalidad, pero no por una decisión individual, 
sino por los propósitos del Estado. El funcionario puede ser quien 
empuñe y percuta el arma, pero el mandante es otro; el funciona-
rio trasmite un mensaje, pero no es él o ella quienes como perso-
nas hablan, ellos son seres por cuyos actos y armas habla o actúa 
el poder del Estado.

En un texto con la misma orientación, Mbembe llama “necro-
política” al ejercicio de la soberanía en la acción de dar muerte y lo 
aplica a las situaciones coloniales de África, Palestina o Sudáfrica 
(Mbembe, 2003). Sin embargo, pre0ero el concepto de tanatopo-
lítica, pues implica ese ambiguo y falaz ejercicio de la violencia por 
el poder constituyente, por medio del cual, aunque presume de ser 
una violencia creadora, revolucionaria, fundadora —como la llama 
W. Benjamin (1995) para diferenciarla de otra violencia que él con-
sidera conservadora, la que se emplea a 0n de conservar el poder—, 
en realidad es una violencia conservadora, la misma que usan muchas 
revoluciones una vez instaladas en el gobierno; usan la violencia 
para manipular y permanecer en el poder, no para transformarlo; 
es una violencia conservadora aunque esté disfrazada de revolución.

El propósito de la tanatopolítica es someter, infantilizar a la 
población al fragilizarla ante las amenazas letales y mostrar entonces 
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la pretendida eternidad y el carácter de dios que tiene el poder al 
dominar la vida y la muerte. Las acciones de los funcionarios en 
las Operaciones de Liberación del Pueblo, y luego en las actuacio-
nes de las FAES, son una expresión de la tanatopolítica, porque 
no responden a los abusos individuales o corporativos de los cuer-
pos policiales, sino a la acción del Estado. La tanatopolítica es el 
uso de la capacidad de dar muerte para obtener 0nes políticos que 
controlen sin ley a la sociedad. 

A inicios de julio de 2019, la Alta Comisionada de las 
Naciones Unidas para los Derechos Humanos presentó un infor-
me sobre la situación de los derechos humanos en la República 
Bolivariana de Venezuela (OHCHR, 2019). En ese informe se deta-
llaron las ejecuciones extrajudiciales llevadas a cabo por los cuer-
pos de seguridad del país y se responsabilizó de manera particular 
de tales acciones al cuerpo de operaciones especiales de la Policía 
Nacional Bolivariana denominado FAES, por lo cual, de manera 
explícita, solicitó en su recomendación (i) que ese grupo policial 
fuera disuelto y se estableciera un mecanismo nacional, imparcial 
e independiente que, con apoyo internacional, investigara las eje-
cuciones extrajudiciales cometidas, que los responsables rindieran 
cuentas y las víctimas fueran reparadas. Unas semanas después, 
durante la celebración del Día Nacional del Policía, y con ocasión 
de un acto de graduación de nuevos funcionarios policiales, el pre-
sidente de la República manifestó: “Todo el apoyo para ustedes, 
logístico, físico. Todo el apoyo para el FAES, en su labor diaria de 
darle seguridad al pueblo. ¡Que viva el FAES!” (Rodríguez, 2019).

La tanatopolítica es la expresión de lo que Agamben deno-
mina los “totalitarismos modernos”, los cuales, a0rma, “pueden ser 
de0nidos como la instauración, por el estado de excepción, de una 
guerra civil legal que permite la eliminación no sólo de los adver-
sarios políticos, sino de categorías enteras de ciudadanos que, por 
una razón u otra, parecen no integrables en el sistema político” 
(Agamben, 2006, 178).
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La tanatopolítica es una política de muerte aplicada para con-
trolar la vida y, para poder llevar a cabo ese propósito, debe crearse 
un vacío jurídico que permita actuar fuera de la ley. Por esa razón, 
el estado de excepción es, primero, una situación de hecho que se 
impone por la fuerza, como actos que, sin sustento legal, se ejecu-
tan amparados en el vacío normativo que se ha provocado. Luego, 
adquiere la forma de un poder constituyente que, amparado en la 
fachada del poder constituido, se vuelve plenipotenciario y engen-
dra una norma elástica, moldeable que le permita adaptarse con-
tinuamente a la voluntad del poder. Una ley elástica no es una ley, 
aunque sí es posible que funja y se aplique como tal, pues su obje-
tivo no es construir un orden jurídico o la ordenación de la vida 
social, sino satisfacer el deseo-sin-ley del poder. Por ello, el artícu-
lo 19 de la pomposamente llamada “Ley Constitucional antiblo-
queo” del 12 de octubre de 2020, autoriza al Ejecutivo Nacional 
para que “cuando sea necesario… proceda a inaplicar… aquellas 
normas de rango legal o sublegal cuya aplicación resulte imposible 
o contraproducente…” (Asamblea Nacional Constituyente, 2020).

La tanatopolítica es el uso de la violencia desnuda de legali-
dad o de legitimidad. La democracia es lo contrario: es la autoli-
mitación del poder, el freno y la sindéresis que debe tener el poder 
en su ejercicio. En el juicio de Salomón, relatado en el Libro de 
Reyes (3:16-28) de la Biblia, el rey decide satisfacer el deseo de las 
dos mujeres y pide que le den la espada para dividir el niño en dos 
y, de pronto, la paz regresa, la muerte se evita por la autoconten-
ción de la verdadera madre, la espada se convierte en una amena-
za que no se ejecuta y que permite conservar la vida, no arrebatarla 
(Delfour, 2005). En las democracias, un aspecto no legislado, pero 
fundamental, es la autosujeción del poder, el equilibrio autoim-
puesto que genera el propio poder para no excederse, aun tenien-
do las posibilidades de hacerlo. La democracia se construye como 
libertad en la medida en que limita su poder de dar muerte y se 
empeña en la defensa de la vida. 
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En el año 2015 se iniciaron unos operativos policiales en 
Venezuela que el gobierno nacional a!rmó estaban destinados 
a liberar al pueblo de la delincuencia. En el medio de la noche, 

grandes contingentes de funcionarios policiales y militares rodeaban 
las zonas pobres de las ciudades, derrumbaban las puertas y sacaban a 
las familias de sus hogares para separarlas de los hombres, en su 
mayoría jóvenes. Al día siguiente, un alto funcionario informaba del 
éxito de la intervención policial y, orgulloso de sus logros, noti!caba a 
la población que habían dado de baja a peligrosos delincuentes. 

Este libro reporta una investigación realizada por ocho universidades 
venezolanas para conocer las voces de las familias víctimas de la 
letalidad policial y la opinión de la población. Ofrece novedosos 
conceptos y teorías que permiten una mejor interpretación sociológica 
y política de la violencia del Estado en América Latina. Con sus 
análisis y testimonios, los autores buscan acercarnos al horror que 
padecieron esas familias y demostrar que no fueron eventos aislados, 
sino el resultado de una política de muerte —una tanatopolítica— 
de un Estado que, saliéndose del marco jurídico, propició su 
ocurrencia con el propósito de aterrorizar a la población. Que fueron 
sicariatos de Estado cometidos por homicianos. 
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Escrito en forma retrospectiva, este diario ofrece una aproximación a lo 
que han sido 20 años de sobresaltos desde la óptica íntima de alguien que 
habla a un mismo tiempo, con la más humana naturalidad, como intelectual, 
madre, abuela y, sobre todo, «ciudadana en ejercicio». Ana Teresa Torres 
reconstruye con fragmentos de memoria una ardua travesía de acciones de 
resistencia política, marchas, manifestaciones, comunicados, declaraciones, 
cartas y artículos que, si bien la han hecho dudar a veces de la utilidad de 
la palabra ante una realidad de oprobio, no la alejan de este aporte a lo que 
habrá de ser, en algún momento, una súper crónica del desastre.
Diario en ruinas no fue escrito al filo de los días: es una reelaboración en el 
tiempo que conecta la memoria individual con la colectiva. Las fechas y los 
hitos en la vida de la diarista devienen en efemérides de una debacle que la 
misma autora advirtió desde sus orígenes y, gracias al intimismo con que 
acaso por primera vez se enfoca nuestra turbulencia, el lector coincidirá 
en reflejos y tal vez se detenga allí donde algo suyo también se detuvo. 

DIARIO EN RUINAS (1998-2017)

Ana Teresa Torres (Venezuela, 1945) es autora, entre otras, de las novelas La favorita del Señor, Vagas desapariciones,
Los últimos espectadores del acorazado Potemkin, Nocturama y Doña Inés contra el olvido, Premio de Novela de la I Bienal 
de Literatura Mariano Picón-Salas y Premio Pegasus de Literatura 1998, traducida al inglés y al portugués en varias 
ediciones. Destacada ensayista, en el año 2009 obtuvo una mención por parte del jurado del Premio de Ensayo 
Debate-Casa de América por su obra La herencia de la tribu. Del mito de la Independencia a la Revolución Bolivariana, a la 
que le siguieron El oficio por dentro y Diario en ruinas (1998-2017). En el campo psicoanalítico destacan sus obras Elegir 
la neurosis e Historias del continente oscuro. Ensayos sobre la condición femenina. En 2001 recibió el Premio de la Fundación 
Anna Seghers de Berlín por su obra general. Es individuo de número de la Academia Venezolana de la Lengua.
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